ACTA SESIÓN N° 10-2020
SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS 






	I. INFORMACIÓN GENERAL



	Número de Agenda:
	10-2020

	Asunto de reunión:
	Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 

	Lugar:
	Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams)

	Fecha
	02-10-2020

	Hora inicio:
	   13:30
	Hora final:
	 16:30





	II. PARTICIPANTES 


 

	INTEGRANTES
	ASISTENTES

	Sr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia
	Ausente por motivos laborales

	Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
	Presente

	Sra. Melissa Benavides Víquez, Unidad de Acceso a la Justicia
Suplente: Sra. Angie Calderón
	Presente

	Sra. Sandra Pizarro, Consejo Superior
	Ausente

	Sr. Wilbert Kidd, Dirección Ejecutiva
	Presente

	Sr. Dixon Li, Dirección de Planificación
	Ausente

	Sr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la UCR
	Ausente

	Sra. Rebeca Guardia, Directora Escuela Judicial
Sr. Gustavo Céspedes
Sra. Flor Arroyo Morera
Sra. Andrea Campos Espinoza
	Ausente
Presente
Presente
Ausente

	Sr. Jean Carlo Monge, Juez Penal II Circuito Judicial de San José
	Presente

	Sra. Yolanda Alvarado Vargas, Jueza Penal de Bribri, Talamanca
	Ausente

	Sr. Geyner Blanco, Asesor Indígena Casa Presidencial
	Ausente

	Sra. Valeria Varas, INAMU
	Presente

	Sr. Alí García, Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, UCR
	Presente

	Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y Psicología
	Presente

	Sra. Ariana Céspedes, Fiscalía Indígena
Suplentes: 
Sra. Tattiana García Chaves
Sr. Daniel Villalobos Araya
	Ausente

Ausente
Presente

	Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensa Pública
	Presente

	Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial
Suplente: Sr. Carlos Romero Rivera, Contralor de Servicios I Circuito Judicial de la Zona Sur
Suplente: Sra. Yanory Olaya Delgado, Contralora II Circuito Judicial de la Zona Sur
	Ausente
Ausente

Ausente

	Sra. Vivian Rímola Soto, Dirección de Tecnología de la Información
	Ausente

	Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República
	Ausente

	Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial
	Presente

	Sr. Hugo Hernández, Oficina de Control Interno
Suplente: Señora Indira Alfaro
	Ausente

	Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional
	Ausente

	Sra. Stephannie Phillips Asch, Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional
	Ausente

	Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información Jurisprudencial
	Presente

	Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana
Suplentes: 
Sra. Cheryl Bolaños
Sra. Jeannette Durán Alemán
	Ausente

Presente
Ausente

	Sra. Jovanna Calderón Altamirano, Dirección Nacional de Justicia Restaurativa
	Presente. Se retiró a las 15 horas.

	Sr. Franklin Paniagua, Ministerio de Justicia, DINARAC
Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella
	Ausente

	Sr. Jeremy Eduarte Alemán, Auditoría Judicial
	Presente

	Invitado: 
José Bonilla Boza, DTI (SIGMA) 
Ana Ericka, Subproceso de Estadística
	
Presente
Presente





	III. APROBACIÓN DE ACTA 



ARTICULO I

Se somete a aprobación el Acta N° 09-2020 celebrada el 4 de setiembre de 2020, la cual fue socializada mediante comunicado electrónico enviado el 5 de setiembre de 2020, a las personas integrantes de la Subcomisión. 



SE ACUERDA: Se aprueba el acta. Se abstienen las señoras Valeria Varas y Melissa Benavides, así como el señor Gustavo Céspedes, por no haber participado.

II. ASUNTOS 
	IV. ASUNTOS TRATADOS


[bookmark: _Hlk39851586][bookmark: _Hlk39851586]

ARTICULO II

Se recibe al señor José Bonilla Boza de la Dirección de Tecnología de la Información y a la señora Ana Ericka Rodríguez, jefa del Subproceso de Estadística de Planificación, con el objetivo de analizar la información que se desprende de las estadísticas institucionales y de los reportes de SIGMA sobre la temática indígenas, con el objetivo de coordinar acciones a fin de mejorar el sistema conforme lo estableció Corte Plena en la Circular 188-19 y lo dispone la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.

Luego de escuchar las intervenciones de las diferentes personas integrantes, se acuerda:

SE ACUERDA: 1° Agendar una sesión de trabajo con don José Bonilla de SIGMA, doña Ana Ericka Rodríguez del Subproceso de Estadística, y representantes del Equipo de Normalización de la Dirección de Tecnología de la Información, la Subcomisión de la Judicatura, Fiscalía, OIJ y Defensa Pública con el objetivo de emitir un informe técnico de la nomenclatura correcta que debe utilizarse en las estadísticas institucionales y de estimarse necesario, proponer una circular a Consejo Superior o Corte Plena según corresponda, previo visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. 2° Al equipo de trabajo se integrará también la señora Patricia Bonilla con ocasión de considerar la temática de administración adecuada de datos sensibles. 3° Considerar dentro del estudio el informe de inconsistencias presentado recientemente por la Dirección de Planificación. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información, Centro de Información Jurisprudencial y Comisión de Acceso a la Justicia. -

ARTICULO III

Se conoce el Oficio DVV-S1-0137-2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Secretaría General de la Corte con copia a la Auditoría Judicial, Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia, que corresponde al Informe del III Trimestre 2020 al que hace referencia el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y el solicitado por Corte Plena en cumplimiento de las recomendaciones de la Auditoría Judicial.

El contenido literal del informe es el siguiente:

San José, 25 de setiembre de 2020
Oficio N° DVV-S1-0137-2020
Señora
Licda. Silvia Navarro Romanini
Secretaría General de la Corte
Poder Judicial


Estimada Señora:

Tengo el honor de saludarle y en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remito por su digno medio a las magistradas y los magistrados integrantes de Corte Plena, informe solicitado mediante Oficio 7895-2020 de 24 de agosto de 2020, vinculado con la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.

En el Oficio N° 7895-2020 se transcribe el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 42-2020 celebrada el 20 de julio del año en curso, artículo XVI, en que se acordó: 

“1) Tener por hecha la exposición del magistrado Alfaro, sobre el informe presentado en relación con el estado de las Comisiones creadas y dependientes de la Corte Suprema de Justicia. 2) Solicitar a cada una de las Comisiones existentes en la actualidad, informen a esta Corte sobre su efectiva vigencia, así como de la necesidad de continuar operando en atención al cumplimiento de los fines que orientaron su creación. 3) Avocarse en una próxima sesión, al conocimiento y discusión de la propuesta de Reforma Integral al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial.” 
  


INFORME
SUBCOMISIÓN ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGNAS

 
En sesión de Corte Plena N° 57-2014 de 8 de diciembre de 2014, Artículo XIX, se aprobó el Oficio N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo de 2014, que es Informe de Advertencia de la Auditoría Judicial donde se incluyeron las siguientes Sugerencias: “… 4. Solicitar a la Secretaría de la Corte mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios…” y se dispuso:

“Se acordó: Aprobar el informe rendido por el Magistrado Solís en los términos planteados, así como las recomendaciones propuestas por las Magistradas Camacho y Pereira, por ende: … 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios… 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, … de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia Poder Judicial 2 que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones…”


En Oficio N° DVV-S1-0076-2020 de 29 de junio de 2020 (Referencia 5675) remití informe a la Secretaría General de la Corte sobre la información solicitada por Corte Plena en sesión 57-2014 de 8 de diciembre de 2014, que incluye el Informe del II Trimestre 2020 al que hace alusión el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.

De seguido le remito informe solicitado mediante Oficio N° 7895-2020 donde se transcribe el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión 42-2020 celebrada el 20 de julio de 2020, Artículo XVI, que corresponde, además, a la gestión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas durante el III Trimestre de 2020, conforme al citado Reglamento. 


I. Antecedentes
En sesión de Corte Plena N° 08-2009 de nueve de marzo de 2009, Artículo XXIV se tomó nota del Informe de Labores que presentó la entonces denominada Comisión de Accesibilidad sobre la labor desarrollada por las Subcomisiones creadas para atender las poblaciones en situación de vulnerabilidad. 

Se informó que desde 2007 se inició el trabajo de las distintas subcomisiones integradas con el propósito inicial de identificar las acciones que el Poder Judicial costarricense ha realizado para mejorar el acceso a la justicia e identificar los obstáculos que en esta misma línea existen en la atención de personas indígenas, entre otras poblaciones en situación de vulnerabilidad, y que la aprobación de las "Reglas de Brasilia" en la XIV Cumbre de Presidentes de Corte de Iberoamérica, en el mes de marzo en Brasil y su ratificación por Corte Plena en la sesión extraordinaria # 17-2008, celebrada el 26 mayo del 2008, artículo II. 

Se solicitó la conformación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el objetivo de materializar el derecho constitucional del acceso a la justicia y la tutela judicial efectiva, establecido en el artículo 41 de la Constitución Política y el Convenio de la OIT 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989, específicamente, el artículo 8, y dentro del ámbito judicial en las Reglas de Brasilia. La Sala Constitucional al resolver la consulta legislativa sobre dicho convenio, en resolución 3003-92, de las 11 horas y 35 minutos del 7 de octubre de 1992 y la Consulta N° 1644-95, voto N° 1867-95, de las 16 horas 51 minutos del 5 de abril de 1995, señaló que existe la obligación de “reconocer la validez a las instituciones jurídico-materiales y procesales de cada comunidad indígena”, sin más limitación que la señalada y vinculada a los derechos fundamentales. 

En sesión de Corte Plena N° 19-12 de 28 de mayo de 2012 la Comisión de Accesibilidad se transformó en Comisión de Acceso a la Justicia. Para ese entonces y hasta fines de 2018, la Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas recayó en la entonces Magistrada Carmen María Escoto Fernández. 

La Subcomisión se ha mantenido activa desde ese entonces, cumpliendo sus objetivos, hasta la actualidad.


II. Designación por Corte Plena de la Coordinación de la Subcomisión

En sesión de Corte Plena N° 57-18 celebrada el 17 de diciembre de 2018, Artículo V, se dispuso a designar a la suscrita como coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Personas Indígenas, función que he seguido asumiendo hasta la actualidad. 

Además, Costa Rica debe atender las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra El Estado, seguimiento que corresponde a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia por la trascendencia nacional e internacional que reviste. En la ejecución de esas funciones, la Presidencia ha delegado en la suscrita Coordinadora de la Subcomisión, la realización de algunas labores, entre ellas, integrar el equipo de trabajo integrado por representantes de diferentes instituciones con el objetivo de dar seguimiento a las Medidas Cautelares, realizándose visitas periódicas a los territorios donde habitan los pueblos beneficiarios de Bribri de Salitre y de Térraba. Ese equipo de trabajo, incluyendo al Poder Judicial, presenta informes periódicos a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos por medio del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.


III. Integrantes de la Subcomisión
La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas está integrada por personas representantes de diferentes sectores institucionales, según la siguiente tabla. En las diferentes actas se consigna la asistencia a las sesiones virtuales de las personas integrantes utilizándose la herramienta Microsoft Teams. 

               [image: ]
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IV. Periodicidad de las sesiones, circulación previa de agenda, levantamiento de actas y comunicación de acuerdos
Las sesiones se realizan mensualmente; y en forma extraordinaria cada vez que es necesario, de manera presencial o virtual. A partir de la Pandemia Covid-19 las sesiones se realizan por medio de Microsoft Teams.


 Actas sesiones ordinarias y extraordinarias 2019/2020
 
	2019 
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	2020 
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Las actas citadas están actualizadas y responden a la gestión de la Subcomisión durante los años 2019 y lo que va de 2020, realizándose las sesiones mensualmente, previa distribución de la agenda en los términos dispuestos por el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia.

La Unidad de Acceso a la Justicia colabora en la comunicación de los acuerdos. Se están realizando gestiones para que la Subcomisión opera por medio del sistema SICE; e inclusive, para una adecuada gestión documental, la Comisión de Acceso a la Justicia accedió a colocar en la página web de dicha Comisión en la parte asociada a la Subcomisión, la información generada por esta, incluyendo actas, circulares, informes de gestión, entre otros.

V. Alcances de la gestión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, construcción del SEVRI y participación en el PAO de la Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Con el objetivo de tener certeza acerca de las funciones y alcances de la gestión de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, entre otros datos de interés asociados a la participación en el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, se remitió consulta a la Auditoría Judicial.
La Auditoría Judicial en Oficio Nº952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, informó:
Máster
Damaris Vargas Vásquez
Magistrada
Sala Primera
Corte Suprema de Justicia 

Estimada señora:

De conformidad con el artículo 22, inciso d) de la Ley General de Control Interno, y el numeral 1.1.4 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público emitido por la Contraloría General de la República, nos permitimos rendir el presente informe de asesoría, relacionado con su consulta DVV-S1-0103-2020 de fecha 5 de agosto de 2020, en los siguientes términos.  
I.	Origen y función de las subcomisiones.
En primer lugar, se hace necesario analizar el marco normativo de las Comisiones y Subcomisiones del Poder Judicial. 
Al respecto, la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el Capítulo X, establece el aparte relacionado con las comisiones permanentes, abriendo la posibilidad de crearse otras adicionales por acuerdo de Corte Plena, así como remitir a la posibilidad de elaboración de un Reglamento para definir los alcances de éstas. Dicho apartado entre otras consideraciones establece:

“DE LAS COMISIONES
Artículo 66.- Corresponde a la Corte nombrar comisiones permanentes, especiales y temporales.

Son comisiones permanentes:

1.- El Consejo de Personal, con las atribuciones señaladas en el Estatuto Judicial y leyes conexas.

2.- El Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con las atribuciones establecidas en la Ley de Creación de la Escuela Judicial.

3.- La de enlace con el Organismo de Investigación Judicial, que tendrá como atribuciones principales la de pronunciarse, previamente, sobre los asuntos relativos a ese Organismo que deban ser resueltos por la Corte y mantener sobre él una labor de vigilancia para garantizar una eficiente y correcta función policial.
4.- La de salud y seguridad ocupacional, que se encargará, fundamentalmente, de hacer recomendaciones a la Corte y al Consejo Superior del Poder Judicial, tendientes a lograr una adecuada política institucional sobre salud y seguridad ocupacional, según lo dispuesto sobre esa materia en el Código de Trabajo.

5.- La de relaciones laborales, que debe pronunciarse, por petición de los interesados, sobre los conflictos derivados de la fijación y aplicación de la política laboral en general y sobre el régimen disciplinario, en relación con los empleados del Poder Judicial, de previo a que esos asuntos sean conocidos por el órgano que agote la vía administrativa. La consulta deberá ser evacuada dentro del término de quince días, plazo en el que no correrá la prescripción.

Esta Comisión estará integrada por seis miembros, tres de ellos elegidos por la Corte, entre una lista que le someterán a su consideración todas las organizaciones de empleados del Poder Judicial. Los otros tres los escogerá libremente la Corte.

6.- Cualquier otra que determine la Corte.

Las comisiones especiales son aquellas que se nombren para el estudio de un asunto determinado o para el cumplimiento de una misión específica.

Serán temporales cuando, por la naturaleza del encargo, se establezca que su cometido debe ser cumplido en un plazo determinado.

Salvo disposición legal en contrario, la Corte integrará las comisiones, les fijará su competencia, las reglamentará y les designará su Presidente.

Los dictámenes, informes y recomendaciones de las comisiones no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar su decisión cuando se separe de ellos.

El Presidente de la Corte podrá formar parte de cualquier comisión y cuando lo haga la coordinará.” (El resaltado no es del original)


Ahora bien, el citado Reglamento (aún vigente) se denomina Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia, publicado en el Boletín Judicial N° 44, 2 de marzo del 2000, el cual regula su composición, clasificación y el alcance de la labor que realizan:

Artículo 19°. - Los dictámenes, informes y recomendaciones de las Comisiones tendrán un carácter meramente consultivo y no serán vinculantes para la Corte, pero ésta deberá fundamentar sus decisiones cuando se separe de ellos. 
Cuando por disposición expresa de la Ley o de la Corte Plena se atribuyan a
una Comisión competencias o potestades propias, se entenderán, en todo caso, reservadas a la propia Corte las de avocar el conocimiento de cualquier asunto o de revocar, reformar y sustituir lo resuelto por la Comisión. (El resaltado no es del original)

Importante hay que destacar que la Auditoría Judicial en el año 2014, presentó el informe N° 512-44-AEE-2014 del 21 de mayo de 2014, cuyo objetivo era determinar si la gestión de las comisiones que asesoran al Jerarca del Poder Judicial se desarrolla de conformidad al Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente.

En dicho informe se concluyó –entre otros temas- que el Reglamento no respondía a la actualidad institucional, por lo que requería revisión y ajuste integral.

A raíz de dicha situación, Corte Plena acordó:

“1.) Trasladar las anteriores diligencias a la Dirección de Planificación para que se sirva analizar y realizar lo siguiente: a) Revisar y ajustar de manera integral el Reglamento General de Comisiones, y presentar a esta Corte, en un plazo no mayor a tres meses, una propuesta para su actualización o modificación, a fin de contar con una normativa que se ajuste a la realidad actual de la Institución. b) Definir, en la citada reforma, cuándo se está ante un Consejo, Comisión, Comité, Grupo de Trabajo, etcétera, y a su vez, precisar si estos son dirigidos por un “Coordinador”, “Coordinadora” o “Presidente”, “Presidenta”. c) Valorar la cantidad de personas que deben integrar una Comisión, por cuanto conformar grupos considerablemente amplios, podrían repercutir, primero en la ejecutividad en la toma de decisiones o en el mismo desarrollo de las reuniones, y segundo, en el costo económico que ello representa para la Institución. 2.) Solicitar a la Secretaría General de la Corte, lo siguiente: a) Mantener el control actualizado de las Comisiones, a efecto que conste el nombre de las personas que las integran, la persona coordinadora, y la que asume la secretaría de cada una y el plazo de nombramiento de sus integrantes, entre otros aspectos que se consideren necesarios. b) En el caso de las Comisiones especiales temporales, deberá registrar las tareas encomendadas y el plazo para su cumplimiento, a fin de que se cuente con información actualizada que permita dar seguimiento a la labor de estas Comisiones. c) Indicar en los acuerdos de creación de las Comisiones temporales, el tema de análisis, así como el plazo para cumplir con la entrega del informe que se les solicita, con el propósito que lleve el control de los plazos otorgados, para el cumplimiento de la misión encomendada. Asimismo, una vez cumplido el objetivo para el cual fue creada la Comisión, la Corte Plena debe acordar la desintegración de esta. d) Ratificar la continuidad de las Comisiones enlistadas en los apartados de: “Comisiones Institucionales Activas”, “Comisiones Interinstitucionales Activa” y “Comisiones Internacionales Activas”. e) Tener presente que los “Consejos”, los “Programas”, las “Representaciones Internacionales” y “Otros”, no deben ser catalogados como una Comisión, por lo tanto, se deberán separar de la lista de Comisiones, tomando en cuenta que esa acción no tiene ninguna injerencia en relación con su vigencia. f) En cuanto al listado de “Comisiones Institucionales Inactivas”, “Comisiones sin información” y el de “Otros”, se declaran “inactivas”, por lo tanto, no deberán ser consideradas en el control solicitado. g) Tomar en consideración lo manifestado por las Magistradas Pereira, Camacho y los Magistrados Chinchilla y Solís. 3.) Solicitar a las Magistradas y a los Magistrados de esta Corte, se sirvan realizar una revisión general en relación con el estado de las Comisiones por ellas y ellos coordinadas, así como revisar el listado de “Comisiones sin Información”, de forma tal que se realicen las correcciones que puedan resultar necesarias y comunicar lo que a bien estimen a la Dirección de Planificación, a fin de que sea tomado en cuenta en la actualización del Reglamento General de Comisiones. 4.) Una vez aprobadas las reformas o modificaciones al citado Reglamento, solicitar a las Comisiones que cuentan con sus propios reglamentos realicen los ajustes necesarios, con el propósito de que éstos contengan los aspectos reformados en el Reglamento General.
Lo realizado deberá ser conocido por la Corte Plena.
La Secretaría General de la Corte dará el seguimiento a este acuerdo.
Comuníquese a las Comisiones, al Departamento de Planificación y a la Secretaría General de la Corte.” (El destacado no corresponde al original).

En cumplimiento de la normativa que rige el accionar de esta Auditoría, se procedió a dar seguimiento a dicho acuerdo, por lo que mediante oficio N°1161-250-SEGA-2018 del 12 de setiembre del 2018, dirigido a la licenciada Indira Jiménez González, Administradora de la Secretaría General de la Corte, se remitió el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas al Consejo Superior”, conocido por ese órgano jerárquico administrativo en sesión del 20 de Setiembre del 2018, en el cual se determinó la existencia de un borrador de reforma al Reglamento en mención que fue propuesto por la Dirección Jurídica mediante oficio DJ-AJ-1911-2016 del 06 de agosto de 2016 y que estaba en estudio del Magistrado que lidera el Grupo del Proyecto “Las Competencias de Corte Plena” para que sea considerado como insumo del análisis que estaba desarrollando ese Grupo. 
Posteriormente y ante la preocupación de este órgano fiscalizador a mi cargo, por el aún incumplimiento de las recomendaciones emitidas en su momento (2014-2018), se efectúa un segundo seguimiento sobre el tema de cita, del cual resulta el  Informe N.º 572-164-SEGA-2020 del 25 de mayo de 2020, donde se determinó que el proyecto de Reglamento estaba listo pero aún a la espera de conocerse por Corte Plena, no obstante y debido a la Emergencia Nacional originada por la pandemia  mundial COVID-19, no se había logrado cubrir en las agendas de Corte -ya de por si recargadas-, el espacio necesario para su análisis y eventual aprobación, por lo cual debimos concluir, que dichas recomendaciones se encontraban todavía en proceso de cumplimiento para poder lograr la emisión de la reforma integral al Reglamento de referencia.

Considerando este escenario, se llega a la conclusión de que el Reglamento publicado en el Boletín Judicial N° 44 del 2 de marzo del 2000, aún se encuentra vigente y, por tanto, todavía su contenido mantiene las omisiones y vacíos con relación a la figura de las Subcomisiones, que en definitiva no se contemplan en ninguna parte del texto de dicho cuerpo normativo.

A pesar de ese vacío regulatorio y considerando la Comisión a la que pertenecen ciertas Subcomisiones en la realidad, se logra inferir que existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y subordinación, dado que bajo ese parámetro podría indicarse que no pueden tener mayores competencias que la primera. Es en esa línea que precisamente, la Comisión de Acceso a la Justicia, se constituye en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia -valga la redundancia- de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para lo cual se le encargó la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones. Sin embargo, dichas políticas y lineamientos deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda. A manera de ejemplo se puede ilustrar este argumento con las siguientes políticas de aplicación a grupos específicos:

1.	Políticas y Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II.

2.	Política de equidad de género del Poder Judicial de Costa Rica. Aprobada en la sesión N0 34-2005 de la Corte Plena, celebrada el 7 de noviembre del dos mil cinco, Artículo XIV.

3.	Políticas de lenguaje inclusivo Aprobada en la sesión n.º 15-12 del Consejo Superior celebrada el veintiuno de febrero del dos mil doce. Artículo LIII.

4.	Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial Aprobada en la sesión n.º 14-08 de la Corte Plena, celebrada el cinco de mayo del dos mil ocho. Artículo XXIII.

5.	Políticas para garantizar el adecuado acceso a la justicia de la población adulta mayor. Aprobada en la sesión Nº 27-08 del Consejo Superior celebrada el quince de abril del dos mil ocho. Artículo XLVI.

6.	Política institucional para el acceso a la Justicia por parte de la población migrante y refugiada. Aprobada en la sesión n.º 32-10 de la Corte Plena, celebrada el ocho de noviembre de año dos mil diez. Artículo XXIV.

7.	Política institucional para el acceso a la Justicia de niños, niñas y adolescentes. Aprobada en la sesión N° 34-10 de la Corte Plena, celebrada el veintinueve de noviembre de dos mil diez, Artículo XVII.

8.	Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI.
	
Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de cita, se delimita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que no guardan la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución, por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, en relación con las Comisiones a la que pertenecen, en virtud de que éstas se constituyen en un importante apoyo especializado a su labor, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos.


II.	Sobre el Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional.

El marco legal del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional se encuentra regulado en los artículos 18 y 19 de la Ley de Control Interno, que en lo que interesa señala:

Artículo 18.-Sistema específico de valoración del riesgo institucional. Todo ente u órgano deberá contar con un sistema específico de valoración del riesgo institucional por áreas, sectores, actividades o tarea que, de conformidad con sus particularidades, permita identificar el nivel de riesgo institucional y adoptar los métodos de uso continuo y sistemático, a fin de analizar y administrar el nivel de dicho riesgo.

La Contraloría General de la República establecerá los criterios y las directrices generales que servirán de base para el establecimiento y funcionamiento del sistema en los entes y órganos seleccionados, criterios y directrices que serán obligatorios y prevalecerán sobre los que se les opongan, sin menoscabo de la obligación del jerarca y titulares subordinados referida en el artículo 14 de esta Ley.

Artículo 19.-Responsabilidad por el funcionamiento del sistema. El jerarca y los respectivos titulares subordinados de los entes y órganos sujetos a esta Ley, en los que la Contraloría General de la República disponga que debe implantarse el Sistema Específico de Valoración de Riesgo Institucional, adoptarán las medidas necesarias para el adecuado funcionamiento del Sistema y para ubicarse al menos en un nivel de riesgo institucional aceptable.

En la misma línea, la Contraloría General de la República emitió las “Directrices Generales para el establecimiento y funcionamiento del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) D-3-2005-CO-DFOE”, aprobadas mediante resolución R-CO-64-2005 de las once horas del primero de julio del dos mil cinco, las cuales establecen su ámbito de aplicación:

Ámbito de aplicación. Toda institución pública deberá establecer y mantener en funcionamiento un Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI) por áreas, sectores, actividades o tareas, de acuerdo, como mínimo, con lo establecido en estas directrices generales que serán de acatamiento obligatorio. Se exceptúa de su aplicación a las instituciones de menor tamaño, entendidas como aquellas que dispongan de un total de recursos que ascienda a un monto igual o inferior a seiscientas mil unidades de desarrollo y que cuenten con menos de treinta funcionarios, incluyendo al jerarca, los titulares subordinados, y todo su personal, quienes deberán observar lo que al efecto establecen las “Normas de control interno para el sector público”. (Así modificado según resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, mediante la cual se emitieron las “Normas de control interno para el Sector Público”, publicada en La Gaceta Nº 26 del 6 de febrero del mismo año).

Además, las Normas de Control Interno para el Sector Público (N-2-2009-CO-DFOE) aprobadas mediante resolución R-CO-9-2009 de las nueve horas del veintiséis de enero del dos mil nueve, las cuales, sobre este tema regulan:

3.2 Sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI)

El jerarca y los titulares subordinados, según sus competencias, deben establecer y poner en funcionamiento un sistema específico de valoración del riesgo institucional (SEVRI).

El SEVRI debe presentar las características e incluir los componentes y las actividades que define la normativa específica aplicable. Asimismo, debe someterse a las verificaciones y revisiones que correspondan a fin de corroborar su efectividad continua y promover su perfeccionamiento.

De conformidad con lo anteriormente expuesto, todo centro de responsabilidad institucional debe contar con un SEVRI para cumplir con la finalidad establecida en la normativa técnica, por lo dicha obligación cubre también centros de responsabilidad como las Comisiones y Subcomisiones Institucionales.

III.	Integración de las Comisiones y Subcomisiones.

En cuanto a la integración de las Comisiones, el Reglamento vigente indica lo siguiente:

Artículo 3°. - De acuerdo con su composición, tanto unas como otras Comisiones pueden ser:
1- Superiores: las integradas sólo con Magistrados, o con Magistrados y Miembros del Consejo Superior.
2- Mixtas: las integradas con los anteriores y otros funcionarios, o aún expertos, judiciales o no;
3- Administrativas: las integradas solamente con funcionarios o expertos, judiciales o no, designadas por la Corte y dependientes de ella, pero sin participación de Magistrados;
4- Interinstitucionales: creadas en otras esferas institucionales y no dependientes de la Corte, pero con participación delegada de Magistrados o
funcionarios judiciales.

Los tipos de Comisiones según dicho Reglamento son:

Artículo 2°. - Las Comisiones de Corte Plena se clasifican en:
1- Generales: de carácter permanente, cuya materia y objetivos corresponden al funcionamiento normal y general de la Corte, inclusive algunas que serían, por su materia, especializadas, pero que atañen a problemas y a objetivos generales y permanentes del Poder Judicial.
2- Especializadas: de carácter permanente y con objetivos generales, pero en relación con materias determinadas, como las referidas a una Jurisdicción especial;
3- Especiales: con objetivos concretos; su duración depende del cumplimiento de estos, aunque deben permanecer vigentes lo necesario para explicar, defender o ejecutar sus informes. 

En atención a dichas normas, se puede concluir que la Comisión de Acceso a la Justicia se clasifica dentro de las Comisiones Generales y, por lo tanto, sólo podrían estar conformadas bajo las categorías de Superiores o Mixtas.

Artículo 5°. - Las Comisiones Generales, sean Superiores o Mixtas, estarán integradas por cuatro Magistrados, uno por cada Sala, propuestas por éstas a la Corte Plena, mediante un riguroso procedimiento de rotación en cada rango de las Comisiones, tanto Principales como Ordinarias.
La Presidencia de una Sala a opción de su titular podrá contarse como un turno de Comisión Principal para efecto de rotación.
Los miembros restantes de las Comisiones Mixtas serán designados libremente, por la Corte Plena, salvo cuando se trate de Magistrados del Consejo Superior, los cuales serán propuestos por el propio Consejo.

En lo atinente a la conformación de las Subcomisiones, se reitera lo indicado supra sobre el vacío normativo existente en el Reglamento, por lo cual no existe restricción en su conformación, salvo que así lo disponga Corte Plena.

Ahora bien, en relación con las aptitudes del personal que integre una Comisión o Subcomisión; desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y, en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales. Al respecto, las Normas de Control Interno para el Sector Público, disponen:

2.4 Idoneidad del personal. El personal debe reunir las competencias y valores requeridos, de conformidad con los manuales de puestos institucionales, para el desempeño de los puestos y la operación de las actividades de control respectivas. (…).

Por tal razón y en concordancia con la inquietud de su última interrogante, al ser la competencia y capacidad suficiente de los funcionarios, una habilidad tan necesaria y determinante, ineludiblemente, debe ser considerada como el principal aspecto a tomar en cuenta para la integración de las Comisiones o Subcomisiones.
Ante ese panorama, las personas que integren estas organizaciones, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones- haciendo la salvedad- dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica. Precisamente por esta característica, es que los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones. Por tanto, con toda claridad se concluye que los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas. 

De esta forma, se rinde la presente asesoría con el fin de que se considere como un elemento más de apoyo, para la toma de decisiones que más convengan a los intereses institucionales.

Atentamente,

Roberth García González
Auditor Judicial

c: Archivo. -“


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas carece de PAO por su naturaleza de Subcomisión; no obstante, la Comisión de Acceso a la Justicia cuando construyó el PAO 2019, 2020 y propuso los PAOs 2021 y 2022 remitió consulta a la Subcomisión con el objetivo de que se enviaran las propuestas de objetivos y metas vinculados con la temática indígena a fin de incorporarlo en los diferentes PAOs de la Comisión de Acceso a la Justicia.

En cumplimiento de las recomendaciones de la Auditoría Judicial la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas construyó su propio SEVRI, el cual fue desarrollado y aprobado por las personas integrantes de la Subcomisión en pleno. Dicho SEVRI se ha constituido en una herramienta muy valiosa para la priorización de los asuntos que atiende la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.


VI. Propuestas de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de circulares a Corte Plena y Consejo Superior, con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia. 

La Subcomisión, en los términos dispuestos por la normativa citada y el informe de la Auditoría Judicial N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020, es un órgano técnico asesor de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y el Consejo Superior, encontrándose facultada para la emisión de propuestas de informes, recomendaciones y circulares a Corte Plena y el Consejo Superior, siempre y cuando se cuente con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, al ser el ente rector del tema de acceso a la justicia en el Poder Judicial. 

En el ejercicio de sus funciones, conforme al marco regulador citado, la Subcomisión ha participado activamente en la emisión de varias circulares, entre otras, las siguientes:

1.	Circular 80-15: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI. Es reiteración de circulares emitidas con anticipación.

2.	Circular 81-15 de Consejo Superior sobre “Gestiones ante el Departamento Laboratorio de Ciencias Forenses en las que personas indígenas sean parte”

3.	Circular 86-15 de Consejo Superior sobre “Obligación de brindar trato preferencial a las personas indígenas y otras poblaciones en situación de vulnerabilidad.”

4.	Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción para la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena y atención de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”

6.	Circular 192-2019 de Consejo Superior sobre “Deber de las personas juzgadoras de usar lenguaje claro y sencillo en los procesos en los que intervienen personas indígenas.”

7.	Circular 103-2020 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas”.

Es de destacar la existencia de circulares propuestas por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas con el visto bueno de la Comisión de Acceso a la Justicia, pendientes de estudio y valoración de aprobación de Corte Plena y Consejo Superior, respectivamente, vinculadas con:

a) Las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado 
b) El proceso de desalojos y puestas en posesión de poblaciones en situación de vulnerabilidad o vulnerabilizadas
c) Los estándares internacionales en materia de derechos humanos aplicables en el marco de los desalojos forzosos

Las circulares propuestas se plantearon con absoluto respeto al principio de independencia judicial y están basadas en la normativa nacional e internacional y la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia y las Salas de Casación.

Además, en el marco de las competencias citadas, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se ocupa de dar respuesta a las consultas formuladas por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Consejo Superior, Comisión de Acceso a la Justicia, así como instituciones del Poder Ejecutivo, la Defensoría de los Habitantes de la República, y organizaciones nacionales e internacionales defensoras de los derechos humanos de los pueblos indígenas o de éstas personas, entre otras.

Atentamente,


Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia


Copias:
Comisión de Acceso a la Justicia
Unidad de Acceso a la Justicia
Auditoría Judicial
SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0137-2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Secretaría General de la Corte con copia a la Auditoría Judicial, Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia, que corresponde al Informe del III Trimestre 2020 al que hace referencia el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia y el solicitado por Corte Plena en cumplimiento de las recomendaciones de la Auditoría Judicial. 2° Se aprueba el informe. 3° Comuníquese a la Comisión de Acceso a la Justicia, Auditoría Judicial y a las personas integrantes de la Subcomisión. -

ARTICULO IV

Se conoce el informe de la Escuela Judicial sobre el avance del Módulo Didáctico sobre Derecho Indígena, programado para dar inicio en octubre.

La Escuela Judicial remitió informe escrito por medio de comunicado electrónico el 2 de octubre de 2020, el cual es expuesto por la señora Flor Arroyo y el señor Gustavo Céspedes de la Escuela Judicial.

De: Flor Arroyo Morera <farroyom@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 2 de octubre de 2020 12:30
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Alejandra Mena Cárdenas <amenac@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Guardia Morales <rguardia@Poder-Judicial.go.cr>; Gustavo Cespedes Chinchilla <gcespedes@Poder-Judicial.go.cr>; Alvaro Barboza Escobar <abarbozae@poder-judicial.go.cr>
Asunto: RE: Agenda Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Buenas tardes doña Damaris.
Espero se encuentre bien.
En cuanto al avance de la capacitación sobre Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se indica lo siguiente:
Como se ha informado en ocasiones anteriores, “...A fin de cumplir con el objetivo de incorporar en la currícula de la Escuela Judicial, un plan anual permanente de capacitación, tal y como lo dispone el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia de pueblos indígenas, se ha proyectado para el año 2020 la elaboración de un curso virtual dirigido a las personas funcionarias judiciales. Para el diseño de este curso contamos con la colaboración de la Subcomisión de Acceso a la justicia de pueblos indígenas y personas especialistas en contenido. Asimismo, se contará con el aporte de personas indígenas de distintos pueblos, y personas funcionarias de otras instituciones gubernamentales como el INDER y el Ministerio de Justicia. Dicha Subcomisión identificó los temas necesarios de capacitación y brindó una propuesta, que también recoge los aportes brindados por los despachos judiciales de Buenos Aires de Puntarenas. La propuesta metodológica del curso estará a cargo de la Escuela Judicial, y el mismo se construirá en la plataforma de cursos virtuales de nuestra institución. Al respecto, se ha conformado un grupo de trabajo para afinar los temas, y se está procediendo con el diseño de esta capacitación, a fin de que pueda ser impartida en el mismo año 2020.”

Actualmente, se ha avanzado con la estructura de las capacitaciones que se pretenden impartir, con la identificación de las personas expertas en contenido, con la recopilación de los contenidos que se deben desarrollar en las sesiones, y con el análisis de la población meta. De igual forma, se ha contactado a las personas indígenas que se han designado para colaborar con esta capacitación, quienes han mostrado su anuencia.

Como paso siguiente, la Escuela Judicial procedió a realizar un cronograma para el diseño de cada una de las sesiones, plantillas de diseño de estas, y a programar reuniones con las personas especialistas, a fin de brindar la guía metodológica respectiva.

Hoy en día, se realizan las siguientes observaciones:

1. No contamos con una persona especialista en Antropología o Sociología, que desarrolle los temas “Breve perspectiva sobre los pueblos indígenas en Costa Rica y su realidad sociocultural” y “Peritajes culturales y antropológicos.” Esto en vista de que el señor Marcos Guevara, quien había sido designado originalmente, no pudo realizar la colaboración y ofreció a la Subcomisión suministrar una persona especialista que lo sustituyera. A pesar de la consulta por parte de la Escuela Judicial, así como de la Subcomisión, aún no se ha recibido este nombramiento.
2. En las reuniones establecidas con las personas especialistas, se ha propuesto que se discuta nuevamente en la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, sobre la pertinencia o no, de que el presente curso se desarrolle únicamente de forma virtual, pues se ha expuesto la necesidad de la interacción con las personas participantes, aparte del trabajo que conlleva el diseño de la capacitación.


Por esta razón, nuevamente se somete a consideración de la Subcomisión, la forma de ejecución de esta capacitación.
La Escuela Judicial está programando la ejecución de un foro en el que se desarrollen varios temas por medio de la plataforma Microsoft Teams. De esta forma, las personas especialistas podrán realizar sus ponencias ante una población con la que se podrá interactuar.
Se podría integrar a algunas de las personas especialistas de esta capacitación en este foro, y que de esta manera puedan exponer sus temas.
Quedamos atentos a lo que se indique por parte de la Subcomisión, y reiteramos nuestra disposición de colaborar en esta materia.
Saludos cordiales.


[image: ]


Luego de deliberar ampliamente, se dispone:

SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe. 2° Reiterar a la Escuela Judicial la importancia de que en esa capacitación se considere lo dispuesto expresamente en la Circular 188-19 de Corte Plena sobre las previsiones que deben tomarse en las capacitaciones vinculadas con los derechos de las personas indígena, así como los lineamientos del Plan Anual dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 3° Ante el planteamiento de la Escuela Judicial, se dispone solicitar al señor Gustavo Céspedes y a la señora Flor Arroyo la remisión de un informe propuesta que contenga la propuesta concreta de replanteamiento del Módulo Indígena, para que sea objeto de análisis de las y los integrantes de la Subcomisión que incorpore además, lo indicado de que una persona juzgadora experta en Derecho Indígena se separe por un mes o más tiempo, para la coordinación de esta actividad de capacitación; lo anterior, en el plazo de 3 días, para la toma de decisiones por parte de la Subcomisión. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de la Escuela Judicial, Comisión de Acceso a la Justicia e integrantes de la Subcomisión.


ARTICULO V

La Unidad de Acceso a la Justicia remitió el 7 de setiembre de 2020 por medio de correo electrónico la gestión formulada por el señor Rafael Rivera Navas el 4 de septiembre, quien indica es indígena.

Como respuesta a la solicitud anterior, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez envió a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Unidad de Acceso a la Justicia el Oficio DVV-S1-0129-2020, de 16 setiembre de 2020, que literalmente indica:

“San José, 16 de setiembre de 2020
DVV-S1-0129-2020
Señor
Dr. Jorge Olaso Álvarez
Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia
Poder Judicial

Estimado Señor:

Reciba un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a usted en su condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia para emitir criterio sobre la consulta formulada por la Unidad de Acceso a la Justicia a fin de atender la gestión planteada por el señor Rafael Rivera Navas que consta en el comunicado electrónico enviado el 7 de setiembre de 2020, 14:37 horas, en el que se indica:

“… Por medio de la presente hago de su conocimiento que el viernes 4 de septiembre, se apersonó el señor Rafael Rivera Navas perteneciente al grupo indígena térraba en la primera audiencia al ser aproximadamente las 10:30 a.m., me indica que posee una propiedad en la zona de lo conoce como "Bajos de San Cristóbal", a unos 3 km de Térraba plantea las siguientes gestiones:
1. La comunidad se encuentra en un proceso de recuperación de tierras sin embargo por lo que él indica no se hace de la manera debida ya que no se sigue la ley ni el criterio de la Asociación de Desarrollo, manifiesta que en terrenos aledaños a su finca han ingresado personas indígenas usurpando los mismos y el ganado, menciona que estas personas pertenecen al grupo del señor Nombre 001.
2. Alega que Nombre 002, su hermana dijo en una reunión de Gobierno, donde dice asistieron personas funcionaras de la ONU y de la Defensoría de los Habitantes que lo iban a despojar de su propiedad, además que sus primos Nombre 003  y  Nombre 004alegan que él y su esposa deben irse porque ella no es indígena.
3. Él indica que quiere evitar una defensa forzosa de su terreno, que está de acuerdo con la recuperación de tierras pero que se haga conforme a la ley.
4. También manifiesta en sus palabras que hay que quitar la demanda de la Corte Interamericana, ya que eso ofende a otros pueblos indígenas y que es innecesaria, que los ataques que suceden son entre los mismos grupos indígenas.
Puedo localizarlo al siguiente número tel. Valor 001, se le consulta si tiene correo electrónico y me indica que no.”

En relación con lo anterior, le informo:

• Sobre las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas

De conformidad con el Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 emitido por la Auditoría Judicial, existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y subordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en relación con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, constituyéndose esta última en el órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, por lo cual tiene a su cargo la elaboración de políticas y lineamientos institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones, las cuales deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, según corresponda.
A manera de ejemplo, se citan algunas políticas impulsadas por la Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, vinculadas con la temática Indígena:

1. Circular 173-19 de Corte Plena: “100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad” aprobadas como Políticas Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II. La actualización de ese documento fue aprobada por Corte Plena recientemente.
2. Circular: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI.
3. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción sobre la temática indígena y las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”.
4. Circular 192-19 de Consejo Superior sobre el “Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención de las personas indígenas”.
5. Circular 103-20 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus Covid-19 en territorios indígenas”

Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de Acceso a la Justicia se limita a constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que ni la Comisión que usted preside, y menos aún la Subcomisión a mi cargo, tienen la categoría de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución.

Por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, aunque por su especialidad se constituye en un importante apoyo especializado a la Comisión de Acceso a la Justicia, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos.

• Sobre la conformación de la Subcomisión

En lo atinente a la conformación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, como lo señala la Auditoría Judicial en el Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020, existe un vacío normativo en el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de Justicia; sin embargo, desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y, en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los objetivos institucionales, concretamente de las Normas de Control Interno para el Sector Público, se cita la 2.4 sobre idoneidad del personal. Ante ese panorama, las personas que integran la Subcomisión, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la toma de decisiones dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica.

• Sobre la gestión planteada

La solicitud la plantea una persona que indica pertenece al pueblo indígena Térraba y en relación con un conflicto suscitado en territorio indígena. El pueblo indígena Térraba y el de Salitre son beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con trascendencia nacional e internacional ante los compromisos del Estado para su cumplimiento.

Los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante en la toma de decisiones.

Al respecto, la Auditoría Judicial en el informe citado al inicio, señaló:

“… los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas.”

Con ocasión de lo anterior, y ante la trascendencia de lo expuesto por el señor Rafael Rivera Navas, sugiero se traslade la gestión a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para su conocimiento a fin de que proceda conforme a sus competencias al estar vinculada la gestión a una persona y a un territorio asociado a las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con trascendencia nacional e internacional.

Aunado a ello, se hace alusión a un caso concreto sobre el cual está vedada la posibilidad de que la suscrita como juzgadora emita pronunciamiento pues conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, incidir de cualquier forma en procesos concretos constituye una falta disciplinaria al atentar contra el principio de independencia judicial.

Atentamente,

Magistrada Damaris Vargas Vásquez
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas
Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia
Poder Judicial

Copias:
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia
Despacho de la Presidencia
Comisión de Acceso a la Justicia
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas”





 
SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la remisión que hizo la Unidad de Acceso a la Justicia el 7 de setiembre de 2020 de la gestión formulada por el señor Rafael Rivera Navas el 4 de septiembre; y del Oficio DVV-S1-0129-2020, de 16 setiembre de 2020, enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a la Comisión de Acceso a la Justicia, con copia a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y Despacho de la Presidencia. 
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Acta Sesión 09-2019 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
 


Fecha: 5 de noviembre 2019 (13:30 a 14:30 horas) 


Lugar: Sala de Sesiones Departamento de Trabajo Social y Psicología 


 


INTEGRANTES ASISTENTES 


Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la 


Justicia 


Inasistente por motivos laborales 


Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso a la 


Justicia 


Inasistente por motivos laborales 


Sra. Sandra Pizarro, representante Consejo Superior Inasistente por motivos laborales 


Sr. Wilbert Kidd, Subdirector Ejecutivo del PJ 


Suplente Sr. Miguel Ovares 


Inasistente por motivos laborales 


Sr. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Si 


Sr. Marcos Guevara Berger, representante Escuela de Antropología de 


la UCR 


Inasistente por motivos laborales 


Sr. Román Bresciani Quirós, Escuela Judicial 


Suplente Sra. Francia León 


No 


Si 


Sr. Jean Carlo Monge, Judicatura Penal Inasistente por motivos laborales 


Sr. Geyner Blanco, Asesor de Casa Presidencial Inasistente por motivos laborales 


Sra. Valeria Varas, Asesora INAMU Inasistente por motivos laborales 


Sr. Alí García, Profesor UCR Si 


Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y 


Psicología 


Si 


Sra. Carmen María Escoto Fernández, sociedad civil  No 


Sra. Ariana Céspedes, Fiscala Indígena 


Suplente: Tattiana García Chaves 


Suplente: Daniel Villalobos Araya 


No 


No 


Si 


Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensora Indígena Si 


Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial 


Suplente Sr. Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer Circuito 


Judicial de la Zona Sur 


Inasistentes por motivos 


laborales 


Sra. Vivian Rímola Soto, Tecnología de la Información Inasistente por motivos laborales 
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Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República Inasistente por motivos laborales 


Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial Inasistente por motivos laborales 


Sr. Dixon Li, Dirección de Planificación Inasistente por motivos laborales 


Sra. Cheryl Bolaños Madrigal, Gestión Humana 


Suplente: Jeannette Durán Alemán 


No 


Si 


Sr. Robert García González, Auditoría Judicial 


Suplente: Sr. Jeremy Eduarte Alemán, Auditoría Judicial 


No 


Si 


Sr. William Vega, ONU No 


Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, Coordinación 


y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional 


Si 


Sra. Rocío Rivera Cascante: Departamento de Prensa y Comunicación 


Organizacional 


Inasistente por motivos laborales 


Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información Jurisprudencial Inasistente por motivos 


personales 


 


 


ARTÍCULO I 


Presentación de la señora Diana Marenco (dyanne.marenco@cruzroja.or.cr y 88121139) Roger 


Rodríguez y Michael Morales de la Cruz Roja Internacional, quienes exponen sobre las funciones 


que desarrollan y la posibilidad de articular acciones en beneficio de la población indígena con el 


desarrollo de proyectos con pertinencia cultural. Además, el fortalecimiento de competencias 


mediante procesos de capacitación del personal judicial, en aspectos tales como la capacidad de 


escucha para poder lograr una mejor comprensión de las costumbres de la población; y la 


interrelación con los pueblos indígenas de manera diferenciada, sobre todo las más fraccionadas. 


Se sugiere se trasladen a la Cruz Roja las acciones que la Subcomisión solicitó se incluyeran en el 


PAO 2020 de la Comisión de Acceso a la Justicia para que valoren la posibilidad de encontrar puntos 


de encuentro. 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la presentación. 2° Trasladar a las personas representantes de 


la Cruz Roja las acciones que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas solicitó 


a la Comisión de Acceso a la Justicia fueran incluidas en el PAO 2020 de ésta, con el objetivo de 


buscar puntos de encuentro en los que se puedan articular acciones e incluir temas de capacitación 


dirigidos a personas servidoras judiciales por parte de la Cruz Roja, para la mejora del servicio a la 


población indígena. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. 


Comuníquese a las personas representantes de la Cruz Roja por medio de la Unidad de Acceso a 


la Justicia.- 


ARTICULO II 


Lectura y aprobación del acta anterior.  


El Acta 08-19 de 1 de octubre de 2019 fue comunicada a las y los integrantes de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante correo electrónico del 02 de octubre de 2019, 



mailto:dyanne.marenco@cruzroja.or.cr





Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


  


  
01:59 a.m., sin que se recibieran observaciones, por lo que se solicitó a la Unidad de Acceso a la 


Justicia su colaboración para la comunicación de acuerdos.- 


ACTA SESION 08-19 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 01 OCTUBRE 2019_docx.msg


RE_ ACTA SESION 


08-19 SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 01 OCTUBRE 2019_docx.msg
 


SE ACUERDA: Se aprueba. 


ARTICULO III 


Se conoce del Oficio N° 8354-19 remitido por la Secretaría General de la Corte el 19 de agosto de 


2019, 03:35 p.m., en el que se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder 


Judicial, en la sesión N° 67-19 celebrada el 30 de julio del 2019, Artículo XLV, que literalmente dice: 


“ARTÍCULO XLV 


Documento N° 4289-12 / 8779-19. 


En sesión número 7-19 celebrada el 29 de enero de 2019, artículo LXVI, en lo que interesa, se instó 
a las universidades estatales para que cumplieran con su deber de dar colaboración especializada 
y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar 
peritajes indicados en esa oportunidad. Asimismo, se solicitó a las universidades estatales verificar 
que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada 
colaboración. Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas de Costa Rica, según lo establecido en su artículo 7. 


  


En oficio número R-4350-2019, del 9 de julio de 2019, suscrito por el doctor Carlos Araya Leandro, 
Rector interino de la Universidad de Costa Rica, se indica lo siguiente:  


“En atención al oficio N.° 1540-19, del 13 de febrero de 2019, le informamos que se procedió a 
realizar la correspondiente investigación para establecer nuestro criterio en relación con la obligación 
legal de asignar un rubro de presupuesto ordinario, en acatamiento a la Ley N.° 9593, Ley de acceso 
a la justicia de pueblos indígenas de Costa Rica, específicamente en lo estipulado en su artículo 7: 


“Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos judiciales en 
que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los costos, la 
administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública 
especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita. 


  
El Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en un 
proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga medios para hacerlo por su cuenta. 


  
Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y 
gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar 
esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá 
contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración”. (El subrayado 
y la negrita es propio.) 


  
La investigación realizada se elaboró a través de consulta directa al Archivo del Consejo 
Universitario (CU) y de la Rectoría, exploración n la web a instancias como la: Asamblea 
Legislativa (AL)1, y la Imprenta Nacional (IPN)2, en el Diario Oficial La Gaceta y al Alcance 
a la Gaceta como fuentes de investigación secundaria y como fuente primaria entrevista al 
Dr. Marco Guevara Berger, profesor de la Escuela de Antropología de la UCR. 
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Seguidamente, realizamos el análisis desde tres aspectos, a saber: contenido normativo, 
procedimiento normativo y labor social de la Universidad y posibilidades financieras de la 
Institución. 


  
Contenido normativo: 


  
Al respecto se procuró analizar el tema presupuestario, en el marco de la disposición 
formulada en la Ley N° 9593: El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá 
contener un rubro expreso para cubrirlos costos de la citada colaboración. 


  
A efecto del análisis respectivo, en primera instancia se puede afirmar que el artículo 7 
(mencionado anteriormente), es una norma compuesta que contiene, en general tres 
regulaciones: la primera se refiere a la gratuidad de la justicia y de la asistencia letrada, sin 
indicar un destinatario; sin embargo, se puede inferir que es al Poder Judicial a quién va 
dirigida, en razón de su competencia formal.  


  
La segunda regulación, indica claramente que es al Poder Judicial a quien corresponde 
asumir el costo de las pruebas y pericias. Queda más que claro que no son las 
universidades quienes deben asumir tales costos. 


  
Esta idea se complementa con la tercera regulación que en dos párrafos establece lo 
siguiente: 


  
a) Las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder 
Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes 
culturales. 


  
b) El presupuesto que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso 
para cubrir los coptos de la citada colaboración. 


  
Como se observa, la gratuidad referida en el texto normativo, refiere a la obligación de 
proveer un listado de personas idóneas. Mientras que, de lo formulado en el punto b) 
anterior, se puede inferir que los recursos tendrán un origen diferente a los ya existentes, 
sea que se trate de una transferencia de alguna institución relacionada (Poder Judicial, 
CONAI, o cualquier otra) o que cuando se lleve a cabo la negociación del Convenio del 
Fondo Especial para la Educación Superior (FEES), entre la Comisión de Enlace del Poder 
Ejecutivo y el CONARE, se solicite prioritariamente asignar un rubro específico y aparte, 
para atender la ley mencionada, de manera que se garantice el cumplimiento con la 
responsabilidad social por parte de las universidades estatales, en la cooperación que se 
debe suministrar al Poder Judicial y por ende a los pueblos indígenas del país, a través de 
la consecución de una justicia social, de equidad y de desarrollo integral. 


  
No obstante lo anterior, en cuanto al apoyo brindado por la Universidad, tomando como 
referencia la información brindada por el Dr. Marco Guevara Berger, a la fecha se han 
realizado más de 120 peritajes para la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos 
Indígenas del Poder Judicial (PJ), con un costo estimado de 150.000.000,00 (ciento 
cincuenta millones de colones). 


  
En relación con lo anterior, se encuentra evidencia documentada de que la Universidad de 
Costa Rica a través de la Escuela de Antropología, desde el 2010, (oficio N° 1540-19, p. 


  
4), brinda colaboración al Poder Judicial, en varios despachos judiciales (oficio N° 1540- 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


  


  
  


Procedimiento normativo: 
  


De acuerdo con las consultas realizadas al Archivo del Consejo Universitario y la Rectoría, 
se pudo constatar, que el proyecto de Ley Expediente N.° 17.805, de la Ley N.° 9593, LEY 
DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE COSTA RICA, no fue 
consultado a la Institución, tal y como lo dispone la Constitución Política de la República de 
Costa Rica en su artículo 88: 


  
“Para la discusión y aprobación de proyectos de ley relativos a las materias puestas bajo 
la competencia de la Universidad de Costa Rica y de las demás instituciones de educación 
superior universitaria, o relacionadas directamente con ellas, la Asamblea Legislativa 
deberá oír previamente al Consejo Universitario o al órgano director correspondiente de 
cada una de ellas”. 


  
La no consulta previa a las instancias institucionales de la UCR, conforme lo dispuesto en 
la Constitución Política, en su articulado número 88, vicia de nulidad absoluta el trámite de 
aprobación del proyecto de Ley Expediente N.° 17.805, Ley N.° 9593, LEY DEACCESOA 
LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS DE COSTA RICA:  


  
En vista de que no existió la consulta respectiva establecida por rango constitucional, la 
Ley de acceso a la justicia de los pueblos indigenas deviene inconstitucional. Asimismo, 
aun cuando dicho proyecto hubiese sido consultado, en virtud de su contenido sería 
igualmente inconstitucional por lesionar la autonomía financiera de la Institución. El artículo 
7 ordena a las universidades publicas estatales una colaboración gratuita para la 
elaboración de peritajes culturales y su inclusión en el presupuesto institucional. Lo anterior 
supondría elaborar una lista con personas idóneas que puedan realizar estos estudios, lo 
cual compromete directamente las actividades académicas puestas bajo competencia de 
¡a Escuela de Antropología y otros organismos afines. De esta forma, también se lesiona 
la autonomía de la Universidad en materias puestas bajo su competencia. 


  
Labor social de la Universidad y posibilidades financieras de la Institución 


  
No obstante, somos conscientes de la labor cooperativa que ha existido desde hace 
muchos años entre la UCR y el PJ. 


  
En efecto, la UCR ha acompañado al PJ, sin la necesidad de contar con una asignación 
presupuestaria específica para tal circunstancia, dado que la colaboración se ha 
suministrado vía proyectos de investigación, cursos concretos para estudiantes avanzados 
de la Escuela de Antropología, que realizaban las respectivas investigaciones, apoyos ad 
hoc, Proyecto de Servicios Antropológicos (PROSEA) de la Escuela de Antropología a 
través de la Fundación de la UCR (FundaciónUCR), (oficio N° 1540-1 9, p.4). 


  
Demostrada la colaboración que se le ha venido prestando al PJ desde el año 2010, y en 
consideración de lo estipulado en el Artículo 7 de la Ley 9593, LEY DE ACCESO A LA 
JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS DE COSTA RICA, que establece las universidades 
estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, es pertinente 
que si se decide continuar con la contribución con el Poder Judicial en la temática de 
marras, se valore la posibilidad, que este sea un proyecto que se asuma y financie por 
medio de los Fondos del Sistema del Consejo Nacional de Rectores (CONARE), siempre 
y cuando se deslinde la obligatoriedad jurídica de tal cumplimiento.  
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En concordancia, con los principios orientadores del quehacer de la UCR, como es el 
respeto a la diversidad de etnias y culturas de la sociedad costarricense, y de conformidad 
con el artículo 4 deI Estatuto Orgánico, es nuestro criterio que la Universidad de Costa Rica 
debe contribuir con las transformaciones que la sociedad necesita para el logro del bien 
común y continuar apoyando al Poder Judicial en beneficio de los pueblos indígenas del 
país. Ello, sin obviar la delicada situación financiera institucional, frente a un panorama 
poco alentador en cuanto a las finanzas: un FEES que crece en menor medida cada año y 
con un panorama de crecimiento poco probable que llegue a ser superior a la inflación; es 
decir, sin crecimiento real y por otro lado; los gastos creciendo en mayores proporciones, 
muchos de ellos sin posibilidad inmediata de contención.  


  
Es importante señalar, que los costos de este tipo de peritajes, por el grado de 
especialización, son elevados, tal y como lo informa el Dr. Guevara Berger, en caso de que 
se determine como pago de servicios. Por ejemplo, la decisión de crear una plazas, 
específica para atender esta colaboración, implicaría un costo aproximado3 de Ø37.2 
millones anuales por cada tiempo completo asignado; esto sin contabilizar gastos variables, 
como papelerías, útiles, viáticos, equipamiento y gastos fijos, como infraestructura, 
servicios públicos asociados, entre otros. 


  
Asimismo, otra posibilidad, para el abordaje de este proyecto, es que se le asignen 
recursos desde el Fondo del Sistema de CONARE; ello considerando de que existen otros 
proyectos que podrían vincularse y complementarse; por ejemplo, el caso de la Universidad 
Nacional (UNA), que cuenta con un programa denominado: PROGRAMA PUEBLOS 
INDIGENAS, AGROECOLOGIA Y BUEN VIVIR, coordinado por don Víctor Madrigal.4 


  
Otra posible solución, sería la de buscar otros mecanismos de reciprocidad colaborativa 
con el PJ; por ejemplo, se podría trabajar con un acuerdo marco enlre el Poder Judicial y 
la Universidad de Costa Rica, y formalizar un convenio entre el Poder Judicial, la Escuela 
de Antropología y el Programa de Educación Continua de la UCR, incluso con la 
participación de otras universidades, para realizar trabajos conjuntos, con un 
financiamiento también colaborativo. 


  
Lo anterior, tomando en cuenta el contexto social, económico y político en el que se 
encuentran las universidades estatales en la actualidad; así como, el principio de realidad 
en las finanzas del Estado, según la Ley N°. 9635, Ley de Fortalecimiento de las Finanzas 
Públicas, que podría representar una disminución del FEES, lo que tendría un impacto 
directo en las finanzas institucionales. 
 
Conclusiones y Recomendaciones:  


  
• El Artículo 7 de la Ley 9593 “Ley de acceso a la justicia de pueblos indígenas de Costa 
Rica”, no obliga a la Universidad a formular una partida presupuestaria específica, 
destinada a prestar servicios periciales para este contenido normativo. La obligación es a 
brindar una lista de especialistas. 


  
• Toda ley que pretenda ampliar compromisos a la institución, debe contener las 
regulaciones correspondientes en materia de financiamiento presupuestario, de manera 
que no se afecte el funcionamiento normal de la Universidad.  


  
• El trámite legal de esta Ley, no cumplió con los preceptos constitucionales, en materia de 
consulta a la Universidad. 
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• El Propósito de la Universidad es contribuir con las transformaciones que la sociedad 
necesita para el logro del bien común, en ese contexto, continuar dando el apoyo al Poder 
Judicial, en beneficio de los pueblos indígenas del país, forma parte de ese Propósito. 


  
En razón de lo descrito en el párrafo anterior, con el objetivo de evitar alguna afectación a 
las actividades que la Universidad desarrollo con recursos del FEES Institucional, se 
sugiere valorar las siguientes opciones: 


  
a)          Financiamiento por medio de los recursos que se asignan a la atención de 
proyectos desde el Fondo del Sistema — CONARE. 


  
b) Suscripción de un convenio marco, entre las instituciones involucradas (PJ y 
Universidades), mediante el cual se garantice el cumplimiento de la Ley, sin que ello 
signifique un cargo presupuestario a una institución en particular.”” 


  


-0- 


  
Se acordó: Tener por rendido el informe del doctor Carlos Araya Leandro, Rector interino de la 
Universidad de Costa Rica, y hacerlo de conocimiento de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas, para que informe lo que corresponda.” 


  
Atentamente,  


  
Kenneth Aguilar Hernández 
Prosecretario General interino 


 


 En comunicado electrónico del 24 de agosto el integrante Jean Carlo Monge, señaló: “En 


relación a la respuesta dada por la Universidad de Costa Rica, considero que la misma es acorde a 


la redacción de la Ley. En tal sentido, estimó que la obligación legal de dicha casa de estudios radica 


en proveer una lista de personas expertas, capaces de elaborar los dictámenes antropológicos. Bajo 


ese panorama y tomando en consideración la experiencia que he tenido cuando he solicitado ese 


tipo de pericias, creo que lo más conveniente es aprovechar el ofrecimiento que la Universidad hace 


en el oficio, para empezar a trabajar en un convenio que permita la asistencia mutua. Al menos hace 


año y medio, que fue la última ocasión en que en el Juzgado Penal de Coto Brus pidió un dictamen, 


la escogencia de la persona encargada no fue sencilla, principalmente porque el pago que ofrecía la 


Dirección Ejecutiva era bajo en relación al tipo de trabajo que se debía efectuar y porque a veces no 


queda claro que tipo de información se quiere recopilar. De tenerse un convenio, el costo podría ser 


un poco menor para el Poder Judicial y además, se contaría con un grupo de personas expertas 


asociadas al convenio, que colaboren con sus conocimientos y guía.” 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del oficio y de las manifestaciones de la jueza Damaris Vargas 


Vásquez sobre los avances de la construcción del convenio interinstitucional entre el Poder Judicial 


y la UCR representada esta última por el Dr. Marcos Guevara Berger. 2° Se declara firme este 


acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese al Dr. Guevara Berger por medio de la 


Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO IV 
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Se conoce gestión realizada por el defensor público indígena Jesús Chaves Mora el 18 de julio 


pasado a la integrante de esta Subcomisión, defensora pública Ligia Jiménez Zamora, en el que 


señala: 


“Estimada Licda. Jiménez Zamora. Sirva la presente para saludarle y por indicación del Lic. 
Mario Alberto Rosales Vargas, Coordinador a.i. de la Unidad Agraria de la Defensa Pública, 
hago de su conocimiento la presente situación. 


El día martes 16 de julio del presente año, me trasladé al Territorio Indígena de Salitre para 
participar en la audiencia señalada en el expediente 02-160032-0188-AG, del Juzgado 
Agrario de Buenos Aires; luego de dicho diligencia y en una pequeña reunión con el señor 
Francisco Salomón Ortiz Ortiz, quién funge como Presidente de la Asociación de Desarrollo 
Integral de Salitre, me indicó que el día lunes 15 de julio del año 2019, fue notificado del 
proceso judicial n° 19-003981-1027-CA, del Tribunal Contencioso Administrativo del 
Segundo Circuito Judicial de San José.  


De conformidad con el Ordinal n° 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de los pueblos indígenas 
en Costa Rica, normativa n° 9593, se debía solicitar la defensa de dicho proceso al Tribunal 
Contencioso Administrativo, ya que es la administración de justicia la encargada de 
proveer la asistencia de una persona defensora pública especializada en derecho indígena 
y en la materia de competencia de forma gratuita; por tal motivo, con los pocos recursos 
tecnológicos que tiene la ADI, se hizo una carta, donde se solicitó por parte del Presidente 
de la asociación que se nombrara una persona defensora pública, dicha carta se consignó la 
firma y sello de la ADI, se tomo una foto y se envió al correo institucional tproca-
sgdoc@poder-judicial.go.cr, del Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de 
San José. Cabe señalar, que en los territorios indígenas, todos muy bien conocidos por su 
persona, cuentan con poca tecnología, en muchos casos, ni con cobertura celular; no siendo 
la excepción el Territorio Indígena de Salitre.    


Por parte del Tribunal Contencioso Administrativo, a la solicitud de persona defensora 
pública, enviada por correo electrónico, se contestó: " Señor(a) usuario de conformidad con 
el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su Capítulo III, Artículo 15 se indica 
que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el envío de documentos 
(escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser realizado de forma 
electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder Judicial, el cual 
se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. Y en 
su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos 
que no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. 
(Se adjunta Circular 104-13).   


Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la 
presentación de los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio 
válido para ello.(Fax 2241-5664 ó 2545-0006)".  
El suscrito, para no provocar más violaciones d derecho a la ADI, me encargué de pasar a 
los Tribunales de Justicia de Pérez Zeledón a enviar dicha carta de solicitud de defensor 
público por fax, pero hago de su conocimiento lo sucedido para que me diga como se debe 
proceder con estos medios; ya que en los territorios indígenas, y propiamente en Salitre, no 
se cuenta con la tecnología para enviar documentos por fax, ya que no cuentan con este 
medio; ni equipo para escanear documentos para subirlos al Sistema de Gestión en Línea; 
incluso en otros territorios no hay ni internet para enviar un correo electrónico.  
 



mailto:tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr
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Considero que el Tribunal Contencioso Administrativa, al no permitirle la solicitud por correo 
electrónico y obligarle a utilizarle otro medios, se le está negando el acceso a la justicia; por 
lo que hago de su conocimiento para ver que vías podemos tomar.” 


 
La secuencia de correos es la siguiente: 


 


De: francisco ortiz ortiz <fr.ortiz@hotmail.com> 


Enviado: martes, 16 de julio de 2019 14:50 


Para: Jesus Chaves Mora <jechaves@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RV: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA  


 


 


De: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José <tproca-sgdoc@poder-


judicial.go.cr> 


Enviado: martes, 16 de julio de 2019 13:22 


Para: francisco ortiz ortiz 


Asunto: RE: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA  


  


Señor(a) usuario de conformidad con el Reglamento sobre Expediente Judicial Electrónico, en su 
Capítulo III, Artículo 15 se indica que para despachos que laboren bajo el modelo electrónico, el 
envío de documentos (escritos, demandas nuevas o cualquier otra documentación) deberá ser 
realizado de forma electrónica mediante el Sistema de Gestión en Línea, provisto por el Poder 
Judicial, el cual se encuentra ubicado en el sitio Web oficial de la Institución www.poder-judicial.go.cr. 
Y en su Artículo 16 se menciona que la cuenta de correo es válida únicamente para despachos que 
no cuenten con el sistema antes indicado en el artículo 15, el cual no es nuestro caso. (Se adjunta 
Circular 104-13).  
  
Por lo anterior, se le hace saber que deberá utilizar los medios permitidos para la presentación de 
los documentos respectivos, ya que el correo electrónico no es un medio válido para ello.(Fax 2241-
5664 ó 2545-0006). 
  
  
De: francisco ortiz ortiz [mailto:fr.ortiz@hotmail.com]  
Enviado el: martes, 16 de julio de 2019 13:15 
Para: Tribunal Contencioso Administrativo - II Circuito Judicial de San José 
Asunto: Solicitud defensor público. Exp: 19-003938-1027-CA  
  
Señores: 
Tribunal Contencioso Administrativo.  
  
  Siendo imposible trasladarme hasta este Tribunal, ya que queda muy lejos del territorio indígena, 
solicito a ustedes de conformidad con la Ley de la Carta de los Pueblos Indígenas, se nombre un 
defensor público en el expediente 19-003938-1027-CA, para que represente a la ADI de Salitre.  
  
Agradezco su colaboración, y adjunta carta de la solicitud.  
 


Se analizar la posibilidad de trasladar a la Comisión de Acceso a la Justicia la inquietud de esta 


Subcomisión, eventualmente aplicable a las poblaciones atendidas por otras Subcomisiones, ante la 



mailto:fr.ortiz@hotmail.com

mailto:jechaves@Poder-Judicial.go.cr

mailto:tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr

mailto:tproca-sgdoc@poder-judicial.go.cr

http://www.poder-judicial.go.cr/

mailto:fr.ortiz@hotmail.com





Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


  


  
brecha digital existente con las personas en situación de vulnerabilidad, a fin de que se busquen 


soluciones que no generen discriminaciones contrarias a la normativa internacional que regula los 


derechos.- 


 


Expone la señora Ligia Jiménez que el Tribunal Contencioso le indicó, ahora tienen un número 


específico sobre esas gestiones, pero cuando consultó cómo van a informar a la población indígena 


sobre ello, no le dieron respuesta. 


Alí García señala que en su criterio todos los proyectos que vinculen a personas indígenas debe ser 


consultado y dentro de ello está la exigencia de factura electrónica, pese a lo cual Ministerio de 


Hacienda no tiene la apertura suficiente para la implementación pese a la ilegalidad de la decisión 


pues no fue consultada. 


El Reglamento sobre Expediente Electrónico señala que deben tomarse medidas especiales en 


relación con la brecha digital de algunas poblaciones en condición de vulnerabilidad, entre ellas las 


indígenas. 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las manifestaciones del defensor público Jesús Caves Mora y la 


defensora pública indígena Ligia Jiménez Zamora. 2° Trasladar al Tribunal Contencioso 


Administrativo las manifestaciones de la Defensa Pública y solicitarles un informe sobre lo acontecido 


en el plazo de cinco días con el objetivo de valorar la posibilidad de articular acciones para la mejora 


de la atención a las personas indígenas involucradas, de estimarse necesario. 3° Se declara firme 


este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a las personas defensoras públicas 


Chaves Mora y Jiménez Zamora, así como al Tribunal Contencioso Administrativo y a la Contraloría 


de Servicios, por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO V 


Con ocasión de las visitas de seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el 


Estado, se dio seguimiento a las gestiones planteadas por dos personas indígenas mostrando su 


inconformidad con la personas defensora pública asignada, las cuales fueron trasladadas a la 


Defensa Pública Indígena. 


La señora Ligia Jeannette Jiménez Zamora, mediante comunicado electrónico del 22 de agosto de 


2019, 10:05, dirigido al señor Andrey Fuentes Gamboa con copia a la Defensa Pública de Buenos 


Aires, señaló: “Buenos días estimado Sr. Fuentes, reciba un cordial saludo. En atención a la consulta 


realizada por la Sra. Damaris Vargas,  en la cual un indígena le indica su inquietud sobre el cambio 


de defensor público en la Defensa Pública de Buenos Aires, de dos personas usuarias  Etelgive Ortíz 


Figueroa y Lesner Figueroa Lázaro, en los expedientes 16-000576-990-PE;y  18-000069-634-PE. 


Con el mayor de los respetos, le solicito que por favor me informe el estado de esa solicitud para de 


esta forma trasladarlo a la Sra. Vargas. A sus órdenes, Ligia Jiménez.” 


El señor Andrey Fuentes Gamboa en correo electrónico remitido a Ligia Jeannette Jiménez Zamora 


con copia a la Defensa Pública de Buenos Aires, señaló: “Buenas tardes. Por este medio le Informo 


que pese a que la solicitud que realizan ambos usuarios donde piden un cambio de defensor, en su 


documento no se indican las razones o motivos para dicha solicitud de una revisión de todas las 


causas debido a que don Lesner figura en varias casusas como imputado y ofendido se detecto que 


existen otras causas donde el señor Lesner es ofendido y el licenciado Michael es defensor de otras 


partes, por lo que con la finalidad de evitar la existencia de intereses contrapuestos se va a asignar 
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otro defensor para el señor Figueroa Lázaro en la causa 18-000069-0634-PE, aunado a esto se le 


ha estado llamando para programar un cita sin embargo no ha sido posible realizar la misma. En el 


caso de la señora Etelgive se presento a la oficina, sin embargo yo no me encontraba presente, por 


lo que se le dio una cita para el próximo 27 de agosto en horas de la tarde, asimismo ella le indico a 


la secretaria de la oficina Joselyn Cordero  que ella no deseaba que se le cambiara el defensor, ya 


que el licenciado Michael la ha representado en otras causas y ella se encuentra a gusto con su 


trabajo. Gracias.” Dicha información fue remitida por la señora Jiménez Zamora para conocimiento.- 


Alí García señala que lo acontecido posiblemente se debe a problemas de interpretación de los 


mensajes. Es un problema de comunicación en ambas direcciones. Hay que empezar por  


comprender la construcción de los idiomas. Lo más importante es la actitud de aprender a 


comprender lo que las personas indígenas señalan, de lo contrario no vamos a lograr comunicarnos 


de manera eficiente. Esa es la clave para solucionar los problemas de la población indígena de este 


país, ya que la lengua es la forma de construir el mundo de las personas indígenas. Por ejemplo 


para los bribris y los cabécar afirmar que lo dicen con todo el corazón, eso significa que es mentira. 


SE ACUERDA: 1° Trasladar a las personas indígenas involucradas lo informado por la Defensa 


Pública y verificar la comprensión de la información que se suministra. 2° Instar al uso de personas 


intérpretes en las sesiones de trabajo que se realicen con personas indígenas para lograr una mejor 


comprensión de la información cuando sea necesario.  


 


ARTICULO VI 


Se conoce oficio remitido por la Subjefatura de la Defensa Pública en comunicado electrónico de 3 


de octubre de 2019, 11:21 horas, con ocasión de la remisión de solicitud de colaboración de las 


personas indígenas de Térraba, beneficiarias de las MC 321-12 de la CIDH contra el Estado: 


 


 


San José, 03 de octubre del 2019 


Señora 


Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Poder Judicial.  


 


Reciba un cordial saludo. En atención a correos remitidos por su estimable persona en 


fechas del 20 y 23 de setiembre del año en curso,  con el mayor de los respetos procedo a manifestar 


lo siguiente: 


El artículo 7 de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, vigente 


a partir del 28 de setiembre de 2018, señala: 


JEFDP-1082-2019 
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“ARTICULO 7- Asistencia letrada gratuita y gratuidad de la justicia. En aquellos procesos 


judiciales en que una persona indígena requiera asistencia letrada y no pueda cubrir los 


costos, la administración de justicia proveerá la asistencia de una persona defensora pública 


especializada en derecho indígena y en la materia de competencia de forma gratuita….” 


  


En dicho numeral se establece que la Defensa Pública debe brindar asistencia letrada a las 


personas indígenas (físicas y jurídicas) en todo tipo de procesos judiciales a nivel nacional, cuando 


no puedan cubrir los costos. De tal forma que la Defensa Pública únicamente está habilitada por Ley 


para actuar en la sede judicial. Por ende, las gestiones que deben realizarse en sede administrativa, 


les concierne a las personas indígenas llevarlas a cabo en la Institución Pública que corresponda. 


 


En este mismo sentido, debo indicar que el artículo 7 supra citado, establece que para que 


la Defensa Pública pueda actuar en la sede judicial, debe seguirse el trámite ante los despachos 


judiciales respectivos, solicitando la designación de persona defensora pública en el despacho 


correspondiente, y a partir de esto se asigna la persona defensora pública que corresponde. (Se 


adjunta la circular 67-2019 del Consejo Superior al respecto). 


                                                


67-19 consejo 
superior ley acceso a la justicia.doc


 


 Sobre la atención a personas indígenas debo señalar que la Defensa Pública agraria ha 


realizado una gran cantidad de visitas, incluso en compañía de personas defensoras públicas de 


otras materias. Ejemplo de ello es la visita llevada a cabo el 18 de julio de 2019 por parte de la Licda. 


Nubia Miranda y otro compañero defensor público al territorio indígena Térraba-Bröran, en la que 


participaron 24 personas del pueblo teribe, entre ellos parte de miembros del Consejo de Mayores 


Bröran, personas recuperadoras de territorios, así como algunas mujeres representantes de 


organizaciones internas del territorio, y otras personas del pueblo indígena Téribe. (Se adjuntan dos 


fotos: una de la reunión de la mañana y otra de la tarde) 
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Por último, debe indicarse que la Defensa Pública se encuentra en la mayor disposición de 


brindar asesoría técnica a las personas indígenas, de conformidad con el Principio de Legalidad. 


  


Cualquier duda puede ser consultada en la Defensa Pública más cercana a la persona 


indígena, para facilitar así el Acceso a la Justicia. 


 


Con las mayores muestras de estima y consideración, se suscribe cordialmente, 


 


 


Dr. Erick Núñez Rodriguez 


Sub Jefe a.i . 


Defensa Pública 


Agenda noviembre 


Oficio JEFDP-1082-2019.msg
 


RE_ Agenda 


noviembre Oficio JEFDP-1082-2019.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la respuesta emitida por la Defensa Pública a la gestión planteada 


por las personas indígenas por medio de la jueza Damaris Vargas Vásquez en la condición de 


Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 2° Comunicar el 


oficio en referencia al señor Pablo Sibar por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO VII 


La Unidad de Acceso a la Justicia remitió documentación base para el taller de construcción de 


políticas, la cual fue socializada con las personas integrantes de la Subcomisión: 
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Problemas: Población Indígena, Población LGBTQ+, Población Afrodescendiente 


Población Indígena Población LGBTIQ+ Población Afrodecendiente   


• Desconocimiento de las 


personas operadoras de 
justicia acerca de la 
cosmovisión indígena y 
justicia tradicional. 
Variedad de etnias y 
diferencias culturales.  


 


• Falta de sensibilidad o de 
conciencia para organizar 
y programar audiencias 
para personas de 
territorios indígenas (in 
situ), irrespetando las 
limitaciones geográficas y 
económicas de esta 
población. 


 
 


• Aplicación de la ley a 
pueblos indígenas en 
iguales condiciones que a 
otras poblaciones. 


• Ausencia de celdas de 


tránsito idóneas para 
poblaciones privadas de 
libertad, personas con 
discapacidad, LGTBIQ+). 
 


• Baños con perspectiva 
binaria de la sexualidad 
(no hay baños familiares 
ni neutros). 


 


• Falta de capacitación y 
sensibilización en el 
tema, Derechos 
humanos, No 
discriminación.   


 


• Acciones que garanticen 


una atención respetuosa 
a las personas usuarias 
del Poder Judicial.  


 


• Capacitación y 


sensibilización en el tema 
de Derechos Humanos, NO 
discriminación, etnia,  
interculturalidad.  
 


•  Incluir en todos los 
registros judiciales la 
variable de afrodescencia, 
de manera que se visibilice 
la situación real y las 
necesidades de la 
población 
afrodescendiente.  


 


• La Escuela Judicial y las 
Unidades de Capacitación 
deben incluir en los 
temarios de examen para 
ingresar al Poder Judicial 
(Carrera judicial, MP, DP), 
teoría sobre los derechos 
humanos de la población 


Problemas: Población Indígena, Población LGBTQ+, Población Afrodescendiente 


Población Indígena Población LGBTIQ+ Población Afrodecendiente   


• Desconocimiento de las personas 


operadoras de justicia acerca de la 


cosmovisión indígena y justicia tradicional. 


Variedad de etnias y diferencias 


culturales.  


 


• Falta de sensibilidad o de conciencia para 


organizar y programar audiencias para 


personas de territorios indígenas (in situ), 


irrespetando las limitaciones geográficas y 


económicas de esta población. 


 


 


• Aplicación de la ley a pueblos indígenas en 


iguales condiciones que a otras 


poblaciones. 


 


• Desconocimiento de la necesidad de 


utilizar los peritajes antropológicos y 


culturales, como una herramienta 


necesaria para comprender la 


cosmovisión de los pueblos indígenas. Así 


• Ausencia de celdas de tránsito idóneas 


para poblaciones privadas de libertad, 


personas con discapacidad, LGTBIQ+). 


 


• Baños con perspectiva binaria de la 


sexualidad (no hay baños familiares ni 


neutros). 


 


• Falta de capacitación y sensibilización en 


el tema, Derechos humanos, No 


discriminación.   


 


• Acciones que garanticen una atención 


respetuosa a las personas usuarias del 


Poder Judicial.  


 


•  


 


• Capacitación y sensibilización en el tema 


de Derechos Humanos, NO 


discriminación, etnia,  interculturalidad.  


 


•  Incluir en todos los registros judiciales la 


variable de afrodescencia, de manera que 


se visibilice la situación real y las 


necesidades de la población 


afrodescendiente.  


 


• La Escuela Judicial y las Unidades de 


Capacitación deben incluir en los temarios 


de examen para ingresar al Poder Judicial 


(Carrera judicial, MP, DP), teoría sobre los 


derechos humanos de la población 


afrodescendiente, la discriminación racial, 


sus formas, manifestaciones y 


consecuencias. 


 


• Aplicación de normativa, convenciones e 


instrumentos internacionales de 


población afrodescendientes en todo el 


quehacer institucional. 
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• Desconocimiento de la 


necesidad de utilizar los 
peritajes antropológicos y 
culturales, como una 
herramienta necesaria 
para comprender la 
cosmovisión de los 
pueblos indígenas. Así 
como la asignación de 
recursos para este tipo de 
diligencias. 
 


• Limitaciones del personal 
judicial para contar con 
transporte oportuno para 
traslados a audiencias en 
territorio indígena y a sitios 
donde viven personas 
adultas mayores. 


 


• No siempre se solicitan 
personas intérpretes y 
traductoras, cuando así se 
requiere, para diferentes 
acciones y trámites 
judiciales. 


 


• Necesidad de capacitar al 


personal judicial sobre 
diversidad cultural, social, 
étnica entre otros. 


 
 


• Falta de coordinación entre 
autoridades estatales y 
autoridades indígenas a fin 
de reconocer los acuerdos 
y formas de resolución de 
conflictos gestados en el 
derecho indígena. 
 


• No se reconocen las 
resoluciones de los 
tribunales de Derecho 
Indígena. 
 


• Es denegatorio el acceso a 


justicia sobre el 
procedimiento 
admisibilidad de 
traductores, ya que les 
solicitan certificados o 


•  


 


afrodescendiente, la 
discriminación racial, sus 
formas, manifestaciones y 
consecuencias. 


 


• Aplicación de normativa, 


convenciones e 
instrumentos 
internacionales de 
población 
afrodescendientes en todo 
el quehacer institucional. 
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títulos universitarios de 
que hablan idioma 
indígena.  
 


• En relación con personas 


indígenas es 
imprescindible la defensa 
técnica  en los procesos 
contenciosos 
administrativos.  


 


La Fiscala Indígena Tattiana García, remitió las siguientes sugerencias en comunicado del 7 de 


octubre, 03:34 horas: 


 


La señora Cheryl Bolaños también remitió sugerencias. 


Documentación de 


Poblaciones en Condición de Vulneralidad para_ Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”.msg
 


RE_ Documentación 


de Poblaciones en Condición de Vulneralidad para_ Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”.msg
 


RE_ Documentación 


de Poblaciones en Condición de Vulneralidad para_ Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de las observaciones planteadas a la propuesta. 2° Solicitar a la 


Unidad de Acceso a la Justicia informe de los resultados del Taller y una exposición sobre los 


avances en el plazo de cinco días para ser analizada en una posterior sesión de la Subcomisión, con 


el objetivo de continuar con el avance de la construcción de la Política. 3° Se declara firme este 


Problemas: Población Indígena, Población LGBTQ+, Población Afrodescendiente 


Población Indígena Población LGBTIQ+ Población Afrodecendiente   


• Desconocimiento de las personas 


operadoras de justicia acerca de la 


cosmovisión indígena y justicia tradicional 


así como de la Ley Indígena y el Convenio 


169. Variedad de etnias y diferencias 


culturales. Es importante tomar en cuenta 


el Sistema Propio de Transmisión de 


tierras de cada Territorio Indígena. 


 


• Falta de sensibilidad o de conciencia para 


organizar y programar audiencias para 


personas de territorios indígenas (in situ), 


irrespetando las limitaciones geográficas y 


económicas de esta población. Siempre y 


cuando los lugares donde se realicen 


dichas diligencias, reúnan los requisitos 


mínimos de seguridad para las partes de 


los procesos, así como garantizar la 


privacidad de las actuaciones, por ejemplo 


la declaración de una víctima menor de 


edad en un delito sexual. 


 


 


• Ausencia de celdas de tránsito idóneas 


para poblaciones privadas de libertad, 


personas con discapacidad, LGTBIQ+). 


 


• Baños con perspectiva binaria de la 


sexualidad (no hay baños familiares ni 


neutros). 


 


• Falta de capacitación y sensibilización en 


el tema, Derechos humanos, No 


discriminación.   


 


• Acciones que garanticen una atención 


respetuosa a las personas usuarias del 


Poder Judicial.  


 


•  


 


• Capacitación y sensibilización en el tema 


de Derechos Humanos, NO 


discriminación, etnia,  interculturalidad.  


 


•  Incluir en todos los registros judiciales la 


variable de afrodescencia, de manera que 


se visibilice la situación real y las 


necesidades de la población 


afrodescendiente.  


 


• La Escuela Judicial y las Unidades de 


Capacitación deben incluir en los temarios 


de examen para ingresar al Poder Judicial 


(Carrera judicial, MP, DP), teoría sobre los 


derechos humanos de la población 


afrodescendiente, la discriminación racial, 


sus formas, manifestaciones y 


consecuencias. 


 


• Aplicación de normativa, convenciones e 


instrumentos internacionales de 


población afrodescendientes en todo el 


quehacer institucional. 
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acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la Unidad de Acceso a la Justicia y a la 


Dirección de Planificación.- 


 


ARTICULO VIII 


En comunicado electrónico del 06 de octubre de 2019, 06:55 p.m., se hizo de conocimiento de las y 


los integrantes de la Subcomisión el correo electrónico enviado por la Unidad de Acceso a la Justicia 


el 03 de septiembre de 2019, 11:51 a.m., en el que se señaló: 


“… Según lo acordado en la reunión de “Validación de las Perspectivas de las Poblaciones en 


Condición de Vulnerabilidad “realizada en el Salón del ILANUD, se les remite el link de la página de 


la Comisión de Acceso a la Justicia para que realicen sus comentarios y aportes. Como ustedes 


tienen conocimiento, nos encontramos trabajando en un cronograma muy puntual, por lo que las 


observaciones y demás información que consideren pertinente, se les solicita de la manera más 


respetuosa remitirla a más tardar el día de mañana antes de las 3 pm. El formato para el respectivo 


envío deberá ser un documento en Word con las indicaciones claras y especificas asimismo 


indicando las subcomisión que representan. Adjunto el link: 


https://preview.uxpin.com/c8f06807eb57b2f55a03bc64967832517da0fb36#/pages/117620193/simu


late/no-panels?mode=i “ 


RV_ Información 


Pertiente página de la Comisión de Acceso a la Justicia.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia un informe de los 


avances en el plazo de cinco días para ser analizado en el siguiente sesión.- 


 


ARTICULO IX 


En comunicado electrónico del 07 de octubre de 2019, 12:47 a.m., la jueza Damaris Vargas Vásquez 


en su condición de Coordinadora de la Subcomisión, hizo de conocimiento de las y los integrantes 


el correo enviado por el señor Yeiner Josue Bonilla Ilama (ybonilla@Poder-Judicial.go.cr) del 27 de 


septiembre de 2019, 08:37 a.m.. 


La jueza Vargas señaló: “Traslado para su conocimiento la consulta planteada por el señor Yeiner 
Josué Bonilla Ilama, a efecto de que sea parte de la agenda de la siguiente sesión, sin perjuicio de 
que alguna de las personas integrantes cuya función esté relacionada directamente con la consulta 
pueda dar respuesta. En mi caso, como jueza integrante del Tribunal Agrario, me abstengo de emitir 
pronunciamiento por disposición legal. Copio este comunicado al señor Bonilla Ilama.” 
  
El señor Bonilla Ilama indicó:  


“Comisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas: La presente es para saludarlos y desear 


éxitos en su labores y a la vez realizarles la presente consulta: En el proceso interdictal tramitado 


bajo el expediente número 16-160024-1046-AG de Heidy Lorena Mora Zamora contra Clarita Quiel 


Torres y otros, el Tribunal Agrario mediante el voto N 1109-F-2018, procedió a la anulación del acta 


de notificación fechada 5 de abril de 2016, con la cual se pretendió notificar al demandado Obaldo u 


Ubaldo Quiel Torres el auto de traslado del 30 de marzo de 2016. Y en el cual se ordena que de 


previo a señalar nuevamente para realizar la audiencia de juicio, se deberá subsanar procedimientos, 



https://preview.uxpin.com/c8f06807eb57b2f55a03bc64967832517da0fb36#/pages/117620193/simulate/no-panels?mode=i

https://preview.uxpin.com/c8f06807eb57b2f55a03bc64967832517da0fb36#/pages/117620193/simulate/no-panels?mode=i

mailto:ybonilla@Poder-Judicial.go.cr
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para lo cual deberá el juzgado ordenar la traducción en la lengua bribri y notificar así el auto de 


traslado, así como las restantes resoluciones y el contenido del reconocimiento judicial realizado el 


30 de marzo del 2016 (que deberán notificarse a todas las partes demandadas. Por lo cual 


realizamos la presente consulta con el fin de se sirva indicar si existe persona idónea que pueda 


proceder con la transcripción en el lenguaje bribri del auto de traslado dictado por este despacho o 


bien se sirva indicar algún tipo de recomendación a efectos de proceder conforme lo ordenado 


mediante el supracitado voto. Agradeciendo la colaboración que nos puedan brindar. Cualquier 


consulta adicional con mucho gusto. Asimismo, adjunto oficio emitido por el Licenciado Jean Carlos 


Céspedes Mora juez agrario de Buenos Aires de Puntarenas. Yeiner Bonilla Ilama, Técnico Judicial 


2, Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires.” 


La señora Ligia Jiménez, Defensora Pública Indígena, en comunicado electrónico del 07 de octubre 


de 2019, 07:57 a.m., señaló: “Buenos días a todos y todas, excelente que se realice la interpretación 


de una notificación en idioma bribri. Es una de las primeras acciones afirmativas por parte del Poder 


Judicial, en este caso  del Juzgado Agrario de Buenos Aires. Excelente pues es un reconocimiento 


a la multiétnicidad y a una justicia intercultural. Una consulta: a la persona que hay que notificarle 


escribe bribri?, si la respuesta es positiva, debe llevarse a cabo la interpretación (traducción según 


Dirección Ejecutiva) por escrito y además notificársele en ese idioma en el momento en el que se de 


esa diligencia. En caso que no escriba bribri es necesario que el documento se le traslade a un 


intérprete y este en el momento de la notificación le interprete el documento en bribri. Las personas 


intérpretes están en la lista de intérpretes del Poder Judicial  para que se realice el trámite con la 


Unidad Administrativa respectiva, o por inopia según sea el caso. Estoy a la orden, Ligia Jiménez 


Zamora, Defensora Pública” 


RV_ Consulta sobre 


accesibilidad de pueblos indígenas.msg


RE_ Consulta sobre 


accesibilidad de pueblos indígenas.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la consulta formulada por el señor Yeiner Josué Bonilla Ilama, 


técnico judicial del Juzgado Mixto de Buenos Aires, de las manifestaciones de la defensora pública 


Ligia Jiménez y de la inhibitoria para conocer sobre lo consultado de la jueza Damaris Vargas 


Vásquez en su condición de jueza del Tribunal Agrario. 2° Instar al Juzgado Mixto de Buenos Aires 


para que se haga la traducción e interpretación de los documentos respectivos por parte de 


Laudencio Rojas Ortiz, quien es intérprete de la lista oficial para que lo haga de manera escrita y 


oral, acompañando a la persona notificadora. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para 


su ejecución. Comuníquese al señor Bonilla Ilama, al juez Agrario Jean Carlo Céspedes y al Juzgado 


Mixto de Buenos Aires de Puntarenas, por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO X 


La jueza Yolanda Alvarado remitió el siguiente comunicado: 


De: Leslie Soro Pacheco <lsoro@Poder-Judicial.go.cr> 


Enviado: lunes, 23 de septiembre de 2019 10:57 


Para: Yolanda Alvarado Vargas <yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RE: Oficio CACC-285-2019 Yolanda Alvarado Vargas-Acuerdo Subcomisión de Acceso a 


la Justicia de Puelos Indígenas  


Buen día, Licda. Yolanda 



mailto:lsoro@Poder-Judicial.go.cr

mailto:yalvaradov@Poder-Judicial.go.cr
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Le adjunto la información suministrada por las compañeras con respecto al pago del señor Edgar 


Atencio Rodríguez, a su vez le hago de conocimiento que con el pago de la causa 18-000413-0597-


PE donde indica que le hace falta cancelar tres diligencias, ya se le han pagado dos, faltando una y 


es la que hace referencia la compañera Keldry que se encuentra para su revisión por parte de la 


Administración de Limón, y en cuanto a la diligencia del expediente 18-000410-0829-PE el día de 


hoy se envió un correo a don Edgar para que indique varios datos (hora de salida, horas de 


desplazamiento, entre otros) para poder realizar el oficio correspondiente y su respectivo pago. 


Saludos, Leslie Soro Pacheco, Técnica Judicial 3, Tribunal de Juicio de Limón.” 


RE_ Oficio 


CACC-285-2019 Yolanda Alvarado Vargas-Acuerdo Subcomisión de Acceso a la Justicia de Puelos Indígenas.msg


RV_ Oficio 


CACC-285-2019 Yolanda Alvarado Vargas-Acuerdo Subcomisión de Acceso a la Justicia de Puelos Indígenas.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe de la jueza Yolanda Alvarado Vargas. 2° Comuníquese 


a la Contraloría de Servicios para el seguimiento respectivo. 3° Se declara firme este acuerdo por 


unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la jueza Alvarado, al señor Edgar Atención Rodríguez 


y a la Contraloría de Servicios por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO XI 


La propuesta de convenio interinstitucional con la Universidad de Oklahoma fue puesta en 


conocimiento de las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia en comunicado 


electrónico del 7 de octubre de 2019, 03:39 horas. 


La señora Cheryl Bolaños de la Unidad de Acceso a la Justicia planteo una serie de sugerencias 


para valoración. 


La propuesta de convenio es la siguiente: 


CONVENIO N° __ - 19 


ACUERDO DE COOPERACIÓN ACADÉMICA 


ENTRE EL PODER JUDICIAL DE LA REPUBLICA DE COSTA RICA 


 Y LA UNIVERSIDAD DE OKLAHOMA 


 


Entre nosotros, EL PODER JUDICIAL de Costa Rica, que en adelante se denominará el “PJCR”, con 


domicilio en el Barrio González Lahmann, avenidas 6 y 8, calle 19 y 21, San José, Costa Rica, 


representado en este acto por el Doctor Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte Suprema de 


Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, actuando con  las facultades del inciso 1º, del 


artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y La Universidad de Oklahoma, que en adelante 


se denominará la “Universidad” con domicilio en 660 Parrington Oval, Norman, OK 73019, EE. UU. 


Representada en este acto por el señor Joseph Harroz, Jr., Decano de la Facultad de Derecho de la 


Universidad de Oklahoma, acuando con las facultades otorgadas por …… 


 


CONSIDERANDO 
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I) Que la Facultad de Derecho de la Universidad de Oklahoma (en adelante OU) es una 


institución conocida por su excelencia académica y su fuerte sentido de apoyo a la comunidad, 


atrayendo a los mejores alumnos de toda la nación y a mas de 100 países alrededor del mundo, OU 


proporciona una gran experiencia como Universidad en un ambiente privado.     


 


II) Que el Poder Judicial de Costa Rica integrado por los Tribunales de Justicia, forman un 


sistema unitario cuyo órgano superior es la Corte Suprema de Justicia (en adelante CSJ), con 


potestad de administrar justicia, garantizar el principio de legalidad, protección y tutela de los 


derechos humanos mediante la aplicación de la Ley en los asuntos o procesos de su competencia. 


 


III) Que ambas partes estan de acuerdo en la necesidad de unir sus esfuerzos a traves de 


proyectos de investigación conjunta, cooperación de especialistas en el tema de derechos indígenas, 


difusión de los instrumentos internacionales sobre el derechos de los pueblos y comunidades 


indigenas.  


 


IV) Que al existir las condiciones propicias para dinamizar, incrementar y fortalecer las 


relaciones de colaboración, ambas PARTES se encuentran interesadas en suscribir el presente 


Convenio para desarrollar acciones conjuntas de interés y por lo tanto; 


 


ACUERDAN 


 


ARTÍCULO 1. OBJETO: Ambas instituciones se comprometen a coordinar sus esfuerzos para 


fortalecer sus relaciones y dar a conocer los instrumentos internacionales para la promoción y 


defensa de los pueblos y comunidades indigenas. 


 


ARTÍCULO 2. ACCIONES DE COLABORACIÓN: Con el fin de lograr las metas propuestas, ambas 


partes acuerdan realizar conjuntamente las siguientes actividades:   


 


1. El establecimiento de pasantías para estudiantes y oportunidad de visita academica para 


profesores de la Facultad de Derecho de la Universidad de Oklahoma en la Corte Suprema de 


Justicia de Costa Rica y oportunidad de visita para profesionales en Derecho de la Judicatura, 


Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial y ámbito administrativo del 


Poder Judicial de Costa Rica, relacionados directamente en temas índigenas, en la Facultad de 


Derecho de la Universidad de Oklahoma, en los Estados Unidos. 
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2. Intercambio de publicaciones, material jurídico y otro tipo de información que podría ser de 


beneficio para ambas instituciones con el propósito de incrementar e enriquecer las bibliotecas de 


ambas instituciones y aprovechar la información generada.  


 


3. Ambas partes y de previo acuerdo podrán a traves de sus docentes realizar talleres, 


conferencias y capacitaciones que ayude a fortalecer el conocimiento del derecho indigena en la 


Facultad de Derecho de la Universidad de Oklahoma y en el Poder Judicial de Costa Rica. 


 


 


 


 


ARTÍCULO 3: COMUNICACIÓN, COORDINACIÓN, EJECUCIÓN Y SEGUIMIENTO: 


Para la comunicación, ejecución y seguimiento del presente Convenio las PARTES han designado 


los siguientes puntos focales: 


 


•        Por el PJCR: 


Nombre de la instancia judicial:  


Persona a cargo:  


Teléfono: (506)  


Dirección de correo electrónico:  


Dirección Física: Barrio Gonzalez Lahmann, avenidas 6 y 8, calles 19 y 21, San José 


 


•        Por el ___________: 


Nombre de la instancia:  


Persona a cargo:  


Teléfono:  


Dirección de correo electrónico:  


Dirección Física:  


 


ARTÍCULO 4. PUBLICACIONES: Ambas partes podrán publicar y distribuir el material preparado 


conjuntamente en todo lo que consideren conveniente, reconociendo siempre su origen y propósito.    
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ARTÍCULO 5. DE LA RELACIÓN LABORAL: Las actividades realizadas conjuntamente no implicara 


relación de subordinación entre las partes. El personal de cada una de las partes continuaran bajo 


la dirección y el control de la institución a la cual pertenecen, no se crearan relaciones de trabajo 


entre las dos instituciones.  


 


ARTÍCULO 6. DE LA NORMATIVA APLICABLE: Los estudiantes, profesores o profesionales en 


Derecho de la Judicatura, Defensa Pública, Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial 


y ámbito administrativo del Poder Judicial de Costa Rica enviados al país anfitrión correspondiente, 


estarán sujetos durante el tiempo que dure su estancia, a las disposiciones de la legislación nacional 


en el país anfitrión y a las disposiciones, normas y reglamentos de ambas instituciones. 


 


 


 


 


 


 


ARTÍCULO 7. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS: Las partes a traves de común acuerdo resolverán 


las diferencias que pudieran surgir en la interpretación o aplicación del presente acuerdo. 


 


ARTÍCULO 8. DE LA RESOLUCIÓN ANTICIPADA: De considerarlo pertinente, cualquiera de LAS 


PARTES podrá dar por concluido el presente Convenio, por las siguientes causales: 


 


1.      Por mutuo acuerdo. La resolución surtirá plenos efectos en la fecha en que LAS PARTES lo 


acuerden por escrito. 


 


3.      Por circunstancias de carácter económico o administrativo debidamente fundamentadas. La 


resolución surtirá plenos efectos en la fecha que una de LAS PARTES lo comunique a la otra por 


escrito.  


 


4.      Por caso fortuito o fuerza mayor que imposibilite su cumplimiento, debidamente acreditado. La 


resolución surtirá plenos efectos en la fecha que cualquiera de LAS PARTES lo comunique por 


escrito a la otra. 


 


ARTÍCULO 9. VIGENCIA: Este acuerdo entrara en vigor a partir de la fecha de su firma o por la firma 


de la última parte en firmar. Su duración será  de cuatro años, prorrogable por un período igual. El 


acuerdo puede ser rescindido por cualquiera de las partes mediante notificación escrita dirigida a la 


otra parte por lo menos tres meses antes de la fecha en que se desea anular y dejar sin efecto el 
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presente acuerdo. En todos los casos, las actividades que estan en curso bajo planes de actividades 


especificas o acuerdos deben ser finalizadas. 


 


 


 


 


Firmado en la ciudad de_____________,______________el día____de__________en el 


año________   


 


Y 


 


En la ciudad de______________,______________el día____de________en el año_____, con dos 


copias originales en idiomas español e inglés, siendo ambos textos igualmente validos.    


 


 


 


Por la Facultad de Derecho                                          Por la Corte Suprema de Justicia  


De la Universidad de Oklahoma                                     De la Republica de Costa Rica   


 


______________________________                                                    


__________________________________  


     Joseph Harroz, Jr.                                                                  Fernando Cruz Castro 


           Decano                                                                                     Presidente  


Propuesta de 


Convenio.msg
   


RE_ Propuesta de 


Convenio.msg
 


El señor Alí García sugiere que además de los requisitos indicados, la persona que se designe 


conozca algún idioma indígena. 


Se comenta que pedir ese requisito limitaría la selección de la persona; sin embargo, si se indica 


que es preferible tampoco sería una exigencia. 


SE ACUERDA: 1° Se aprueba la propuesta de convenio planteado con especial sugerencia de que 


en los requisitos de la persona que se seleccione se incluya que es preferible tenga conocimiento en 


algún idioma indígena. 2° Trasladar al Despacho de la Presidencia y a la Comisión de Acceso a la 


Justicia las sugerencias planteadas en esta sesión así como las propuestas de la señora Cheryl 
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Bolaños de la Unidad de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, para su valoración. 3° 


Solicitar al Consejo Superior valorar la posibilidad de establecer una acción afirmativa a favor de las 


personas indígenas consistente en la reserva de plazas para personas indígenas que facilite su 


acceso a nombramientos en el Poder Judicial en las áreas de Judicatura, Defensa Pública,  Ministerio 


Público, Organismo de Investigación Judicial y sector Administrativo con base en el Convenio 169 


de la OIT, la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y la Declaración 


de la Organización de Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas y el artículo 1 


de la Constitución Política, así como la Circular 123-19 de Corte Plena. 4° Comuníquese este 


acuerdo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia al Despacho de la Presidencia, Comisión de 


Acceso a la Justicia y señora Cheryl Bolaños.- 


 


ARTICULO XII 


Se comunica solicitud de prórroga de personal técnico supernumerario planteada por la Fiscalía de 


Buenos Aires a la Administración Regional del Circuito. 


Se informa que el día de hoy el Consejo Superior con base en un criterio de Planificación, rechazó 


la gestión de la Fiscalía Indígena. 


Damaris Vargas explica las acciones de coordinación que se hicieron con la Administración Regional 


de Pérez Zeledón. 


RE_ Solicitud de 


prórroga de técnico supernumerario en Fiscalía atendiendo Medida Cautelar 321-12 y Circular 123-19.msg
 


SE ACUERDA: 1° Instar a la Fiscalía Indígena informar a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas el acuerdo que al efecto tome el Consejo Superior y las eventuales gestiones que 


realicen. 2° Solicitar a la Dirección de Gestión Humana incluir en los perfiles competenciales de los 


puestos de Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía General, Organismo de Investigación Judicial y 


sector Administrativo, competencias propias de la atención a personas indígenas. Lo anterior, con 


fundamento en el Convenio 169 de la OIT, la Declaración Americana sobre los Derechos de los 


Pueblos Indígenas y la Declaración de la Organización de Naciones Unidas sobre los derechos de 


los Pueblos Indígenas y el artículo 1 de la Constitución Política; así como la Ley Indígena y la Ley 


de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. Comunicar este acuerdo al Consejo de la Judicatura, 


Fiscalía General,  Dirección de la Defensa Pública, Dirección del OIJ y Consejo de Personal. 3° 


Comunicar este acuerdo a la Fiscalía General y a la Dirección de Gestión Humana por medio de la 


Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO XIII 


La señora Marcela Salazar Mora de la Dirección de Tecnología de la Información, remitió Oficio N° 


2616-DTI-2019 emitido por la señora Vivian Rímola Soto, Jefa del Subproceso de Sistemas 


Jurisdiccionales, en comunicado electrónico del 8 de octubre de 2019, 3:18 horas, en el que señala: 
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En relación con lo anterior, en Oficio N° 2620-DTI-2019 la máster Kattia Morales de la Dirección de 


Tecnología de la Información, señala:  


 


                                                                                          2616-DTI-2019 
Goicoechea, 07 de octubre de 2019 


   
MBA 
Kattia Morales Navarro, Directora, 
Dirección Tecnología de Información y Comunicaciones 
S. D. 
 
 
Estimada señora: 
 
En respuesta al oficio CACC-303-2019, donde se transmite el acuerdo tomado por la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, celebrado el pasado 10 de setiembre 
del 2019, donde se solicita a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones 
informe de los respaldos de los datos propios de las audiencias realizadas por los despachos 
judiciales en los procesos donde intervienen personas indígenas y que se realicen en territorios 
indígenas; así como las oportunidades de mejora existentes con ocasión del nuevo sistema que 
se está desarrollando, se indica que las audiencias realizadas, entran dentro de las políticas de 
respaldo diarias de la Dirección, siempre y cuando las mismas sean incorporadas a los sistemas 
de tramitación, llámese Sistema de Gestión de Despachos Judiciales o Sistema Escritorio Virtual. 


 
En cuanto a como será tratado esto, en ocasión del nuevo sistema que se está desarrollando, el 
mismo tendrá un módulo para la grabación de audiencias en las oficinas o salas de juicio, las que 
son realizadas fuera de ella, deben de ser incorporadas al sistema, tal y como debe de realizarse 
hoy en día, con el fin de que se le apliquen las políticas de respaldo establecidas. 


 
 


Sin más por el momento, 
 


 
 
 
 


Msc. Vivian Rímola Soto 
 Jefa, a.í. Subproceso Sistemas Jurisdiccionales 


Dirección Tecnología Información y Comunicaciones. 
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RV_ OFICIO   


2620-DTI-2019.msg
 


 


  2620-DTI-2019 


San José, 07 de octubre 2019 


 


Licda.  Wendy Barrantes Jiménez 


Coordinadora. a. i. 


Unidad de Acceso a la Justicia 


 


Estimada señora 


En atención al oficio CACC-303-2019, en el que se transcribe el acuerdo tomado por la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas artículo II, en el cual literalmente 


se indica: 


“Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información un informe de los respaldos de los 


datos propios de las audiencias realizadas por los despachos judiciales en los procesos donde 


intervienen personas indígenas y que se realicen en territorios indígenas; así como las 


oportunidades de mejora existentes con ocasión del nuevo sistema que se está 


desarrollando.” 


Me permito remitir el oficio 2616-DTI-2019, suscrito por la Master Vivian Rímola Soto, Jefe 


del Subproceso Sistemas Jurisdiccionales, mediante el que rinde el informe solicitado.  


 


Atentamente,  


 


Kattia Morales Navarro 


Directora de Tecnología de Información  
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar a la Dirección de Tecnología de la Información valore 


la posibilidad de incorporar dentro de los requerimientos tecnológicos del nuevo sistema que está 


construyendo, la posibilidad de que se incluya una traducción automática de la información que se 


genere por parte de los despachos judiciales a la población indígena en sus diferentes idiomas, o al 


menos, los más comunes de Costa Rica. 3° Comuníquese a la Dirección de Tecnología de la 


Información por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO XIV 


Se conoce el Oficio N° 1688-PLA-2019: 


1688-PLA-2019 


Ref. SICE: 1522-19 


8 de octubre de 2019 


 


Máster 


Damaris Vargas Vasquez, Coordinadora 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Estimada señora: 


En atención al oficio con fecha del 13 de setiembre del 2019, relacionado con la solicitud de 


nombrar un representante de esta Dirección con el fin de integrar la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas, la cual de forma coordinada con la Comisión de Acceso a la Justicia 


han asumido el reto de articular acciones para garantizar a la población indígena el acceso a la 


justicia, le informo que se designó para tal efecto al Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe a.i. del Proceso 


Ejecución de las Operaciones. 


 Atentamente, 


 


Erick Antonio Mora Leiva, Jefe  


Proceso Planeación y Evaluación 


Copia: Archivo 


kmb 


Ref. 1522-19 


1688-PLA-2019.msg
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SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XV 


Se recibe a la señora Michelle Mayorga Agüero de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa. 


Damaris Vargas expone que previamente se socializó con las y los integrantes de esta Comisión la 


propuesta de Protocolo; además, la articulación de acciones obedece a la Ley de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Informa, en comunicado electrónico del 27 de setiembre de 


2019, 11:46 horas, se hizo de conocimiento de las personas integrantes lo siguiente: 


 
“Reciban un atento saludo. A la vez, hago de su conocimiento los avances realizados en relación 
con la gestión planteada a la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa para que intervengan en 
los procesos judiciales en los cuales participen personas indígenas, en el marco de la Ley de Justicia 
Restaurativa, la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y en cumplimiento de las Medidas 
Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.  
  
Me informan que la DNJR maximizando el aprovechamiento de los recursos disponibles ha dispuesto 
priorizar la atención de los procesos de la materia Penal, y una vez concluyan los casos que se 
seleccionen de Salitre y Cabagra, continuarán con Contravencional y con Agrario, esto último con 
ocasión de la implementación de la Reforma Procesal Agraria. 
  
Para seguir avanzando, someto a su conocimiento el “Protocolo para la atención de causas penales 
con intervinientes indígenas mediante Justicia Restaurativa” a fin de que nos colaboren con sus 
valiosas observaciones desde sus diferentes perspectivas. Por favor remitir sus sugerencias antes 
del 4 de octubre. La señora Michelle Mayorga Agüero de la Dirección Nacionales de Justicia 
Restaurativa estará anuente a acompañarnos a alguna de las sesiones de la Subcomisión para 
exponer con detalle cómo funciona la Justicia Restaurativa y con mayor detalle, la forma en que se 
realizará la implementación. 
  
Se está conformando un equipo de trabajo para dar seguimiento a esta implementación, en el cual 
ya están participando las compañeras Ligia Jiménez, Ariana Céspedes, y se integrarán Marjorie 
Herrera, Valeria Varas y la suscrita. Sin embargo, se abre la posibilidad de que ustedes también se 
incorporen desde sus competencias para que colaboren en el proceso. 
  
Este tema es parte de la agenda de la sesión convocada para el próximo martes.” 


    


RV_ Audiencia a 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas sobre el Protocolo  de JR según IIRP .msg
 


 


La señora Michelle Mayorga expone los antecedentes de las acciones coordinadas con la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas a fin de la atención de los procesos donde 


intervienen personas indígenas. Además, explica en qué consiste el abordaje de justicia restaurativa 


y el modelo institucional para la reparación de los intereses. En enero entró en vigencia la Ley de 


Justicia Restaurativa y ya se está trabajando con asuntos de penal juvenil. La persona juzgadora es 


un actor más dentro del grupo. No es un modelo propio de la Institución sino que tiene su origen en 


las comunidades indígenas, la participación es voluntaria. Señala, en un sondeo que hizo con la 
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Fiscalía de quiénes habían trabajado con comunidades indígenas, solo las personas de Pérez 


Zeledón lo refirieron de esa manera. 


Señala doña Michelle que el documento que se les socializó de Protocolo no está escrito en piedra, 


por lo que sus sugerencias siempre son bienvenidas. Indica, la Justicia Restaurativa tiene una 


duración de 2 meses mientras que la justicia Ordinaria de 2 años; en costos, la Justicia Restaurativa 


es de 590 dólares y en Justicia Ordinaria es de 11.490 dólares. Se va a priorizar la atención de la 


población indígena de Buenos Aires considerando las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH. 


Aduce, su interés en participar en estas sesiones es conocer más sobre el tema indígena para que 


el abordaje sea idóneo. 


Se informa que no se recibieron sugerencias de mejora al protocolo, por lo que estima, antes de 


presentarlo a la población indígena es conveniente volver a socializar ese documento con las 


personas integrantes de esta Subcomisión antes de llevarlo a las comunidades. 


El Departamento de Trabajo Social y Psicología remitió oportunamente sus observaciones al 


protocolo, el cual fue construido con la colaboración de doña Ligia Jiménez.  


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la presentación de la señora Michelle Mayorga Agüero de la 


Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y del informe de abordaje que están haciendo de 


procesos judiciales en los cuales intervienen personas indígenas. 2° Conferir un nuevo plazo de 


cinco días a las personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas del “Protocolo para la atención de causas penales con intervinientes indígenas mediante 


Justicia Restaurativa” construido por la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa junto con la 


presentación realizada el día de hoy, para que emitan sus sugerencias y observaciones. 3° 


Comunicar este acuerdo por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTÍCULO XVI 


Se conoce la Circular N° 173-19 publicada el 7 de octubre de 2019, 4:10 horas, que es actualización 


de las Reglas de Brasilia aprobadas por Corte Plena, en las que se indica: 
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                      Corte Suprema de Justicia 


                           Secretaría General 


 


CIRCULAR No 173-2019 


 


 


Asunto:  “Modificación a la Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia 


de las personas en condiciones de vulnerabilidad”.  


 


 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS Y 


PÚBLICO EN GENERAL  


 


 


 


SE LES HACE SABER QUE: 


La Corte Plena en sesión N° 36-2019 celebrada el 26 de agosto de 2019, artículo XXIV, 


se modificó las Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones 


de vulnerabilidad, que literalmente dicen: 


 


REGLAS DE BRASILIA SOBRE ACCESO 


A LA JUSTICIA DE LAS PERSONAS EN CONDICIÓN DE 


VULNERABILIDAD 


 


Capítulo I: Preliminar 


Sección 1ª.- Finalidad 


 


(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo   garantizar las condiciones de acceso 


efectivo a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, sin discriminación 


alguna, directa ni indirecta, englobando el conjunto de políticas, medidas, facilidades y 


apoyos que les permitan el pleno reconocimiento y goce de los Derechos Humanos que les 


son inherentes ante los sistemas judiciales. 


 


(2.) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y fortalecimiento de 


políticas públicas que garanticen el acceso a la justicia de las personas en condición de 


vulnerabilidad.  


 


Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las personas en 


condición de vulnerabilidad un trato digno, adecuando el servicio a sus circunstancias 


singulares. 
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Circular N° 173-19 


Secretaría de la Corte -- Modificación a la Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las personas en condiciones de vulnerabilidad--.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XVII 


En comunicado electrónico del 6 de octubre de 2019, 18:51 horas, se hizo de conocimiento de las y 


los integrantes lo siguiente: “Reciban un cordial saludo. A la vez, se les solicita remitir observaciones 


a la documentación adjunta vinculada con población indígena con el objetivo de obtener insumos 


para la realización del “Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de 


Vulnerabilidad”. En lo personal considero muy importante considerar dentro de la información de 


interés, los avances del Poder Ejecutivo en la construcción de la Política Indígena con la participación 


de varias instituciones, con el objetivo de lograr la coordinación interinstitucional; así como la MC 


321-12 y la Circular 123-19. Le solicito a don Geyner Blanco colaboración en este aspecto. 


Agradezco si pueden enviar las sugerencias el día de mañana a la Unidad de Acceso a la Justicia 


con copia a la suscrita para que sean consideradas en el Taller respectivo.” 


Los documentos adjuntos señalan: 


 


 


La señora Cheryl Bolaños remitió sugerencias en comunicado del 9 de octubre de 2019, 1:20 horas. 


Problemas identificados para el Taller de Construcción de Plan de Acción 


GENERALES 


Eje Barreras Actitudinales y Culturales 


 


Eje Barreras Arquitectónicas y del Entorno: 


 


✓ Desconocimiento y desinterés para conocer y aplicar la 


normativa internacional y nacional, Circulares de Corte 


Plena, Consejo Superior y Dirección Ejecutiva, políticas 


institucionales de acceso a la justicia de poblaciones en 


condición de vulnerabilidad, y de las 100 Reglas de 


Brasilia. 


 


✓ Cultura judicial que asume que las personas usuarias 


conocen los procedimientos y comprenden el lenguaje 


jurídico. 


 


 


✓ Existencia de prejuicios, burlas, comentarios peyorativos, 


desvalorizantes, actitudes discriminatorias con respecto a 


todas las personas en condición de vulnerabilidad.  


 


✓ No inclusión del parecer de la PCV en procesos judiciales. 


No se toma en cuenta las necesidades particulares de las 


personas usuarias en condición de vulnerabilidad.  


 


 


✓ Resistencia del personal judicial para atender a personas 


en condición de vulnerabilidad. No se les da prioridad.  


✓ Falta de espacios privados y adecuados para recibir 


denuncias o dar atención a las poblaciones en condición 


de vulnerabilidad. En donde se garantice la 


confidencialidad y la privacidad. Ejemplo: víctimas, 


niñas, niños y adolescentes, LGBTIIQ+, privados de 


libertad. 


 


✓ Considerar la normativa relacionada con el concepto del 


síndrome de cuidador (OMS, 1985). 


 


 


✓ Falta de diseño para la estructura externa de los edificios 


judiciales (ubicación en zonas alejadas, sin paradas de 


autobús cercanas, falta de parqueos para personas con 


discapacidad, tanto internos como externos). 
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RE_ Documentación 


de Poblaciones en Condición de Vulneralidad para_ Taller de Plan de Acción de las Políticas de las Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad”.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XVIII 


La señora Lizeth Orozco remitió por instrucciones del magistrado Rafael Segura, comunicado del 9 


de octubre de 2019, 10:10 horas, en el que se señala: 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA   
MAGISTRADO   


San José, Costa Rica 
  


         08 de octubre del 2019 


         No. 161-DNJR-19 


         


 


MSc. Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora 


Unidad de Acceso a la Justicia 


 


      Asunto: CACC-294-2019- 


Estimada doña Melissa: 


 


Reciba un atento saludo. Por medio de la presente me dirijo a usted, muy 


respetuosamente, con la finalidad de dar respuesta al oficio CACC-294-2019, de fecha 19 de 


setiembre de 2019, con relación al acuerdo tomado por la Sub comisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado 05 de agosto de 2019. 


 


Inicialmente, agradecemos que la Justicia Restaurativa sea contemplada como una 


alternativa para la resolución de conflictos judiciales en los que están involucradas personas 


indígenas. Para ello, desde la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa se han realizado 


las siguientes acciones: 


 


1. Formación de personal judicial sobre Justicia Restaurativa en Asuntos 


Indígenas  


 


En el marco del Proyecto de Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa que se ejecuta 


en los Poderes Judiciales de Costa Rica, Colombia y México, nuestro país como coordinador 


del proyecto ha promovido un acercamiento a la población indígena al incluir una perspectiva 


intercultural en los procesos de Justicia Restaurativa. 


 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


  


  


RV_ De Mag_ Rafael 


Segura_Oficio No_ 161-DNJR-19 y Planificación.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XIX 


Se conoce del siguiente comunicado electrónico: 
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De: Damaris Vargas Vásquez  
Enviado el: viernes, 11 de octubre de 2019 07:16 p.m. 
Para: Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera 
<cromero@poder-judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José 
<contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón <pze-
contraloria@Poder-Judicial.go.cr> 
CC: Roberth Morales <roberthmv1974@gmail.com>; Pablo Sibar 
<psibar2008@gmail.com>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; 
Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr> 
Asunto: Seguimiento a gestiones formuladas por los señores Robert Morales y Pablo Sibar 
 


Señores 
 
Lic. Erick Alfaro Romero 
Contralor de Servicios  
Poder Judicial 
 
Lic. Carlos Romero Rivera 
Sub Contralor de Servicios 
Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 
 
Estimados Señores: 
           


Reciban un cordial saludo. A la vez, en mi condición de Coordinadora 
de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, traslado 
para su conocimiento en el carácter de Contralor de Servicios del Poder 
Judicial y Subcontralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona 
Sur, respectivamente, traslado para su conocimiento la gestión formulada 
ante la suscrita por el señor Roberth Morales (roberthmv1974@gmail.com) 
mediante comunicado electrónico enviado el viernes 11 de octubre de 2019 
a las 04:53 p.m., fechado 4 de octubre de 2019, así como el planteamiento 
hecho por el señor Pablo Sibar. 


 
Traslado la información anterior con el objetivo de que se le dé 


seguimiento conforme a sus competencias. Lo anterior, con fundamento en 
los artículos 6, 11 y 16 del Reglamento de Creación, Organización y 
Funcionamiento de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial; 7 de las 
Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones 
Indígenas; Circular 123-19 de Corte Plena; Ley de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas de Costa Rica, y la normativa nacional e internacional que 
regula los derechos de los pueblos indígenas. Además, las Medidas 
Cautelares 321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
contra el Estado. 


 
Quedo a la orden. 
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RV_ Seguimiento a 


gestiones formuladas por los señores Robert Morales y Pablo Sibar.msg


RV_ Oficio 


C152-2019- Gestión presentada- Robert Morales y Pablo Sibar.msg


RV_ Oficio 


C152-2019- Gestión presentada- Robert Morales y Pablo Sibar.msg
 


RV_ Oficio 


C152-2019- Gestión presentada- Robert Morales y Pablo Sibar.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XX 


Se conoce del siguiente Oficio: 
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San José, 9 de octubre de 2019 


N° 10402-19 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


Señora 


Licda. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora  


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


             


Estimada señora: 


 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado 


por la Corte Plena, en sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre de 2019, que literalmente 
dice: 


 


“ARTÍCULO VII 


 


Documento N° 5484-19, 7317-19, 11366-19 y 12020-19 


 


En sesión N° 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, se tomó el acuerdo 


cuya parte dispositiva que literalmente dice:  
 


“(…) 


 


Se acordó: Tener por hecha la exposición de la máster Damaris 


Vargas Vásquez sobre el Informe Ejecutivo sobre el encuentro realizado el 
5, 6 y 7 de abril entre representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri 


de Salitre y Térraba, con ocasión del cumplimiento de las Medidas 
Cautelares N 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica y aprobar 


los 21 ejes de acción para ser desarrollados por las Direcciones del 
Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, 


Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la 
Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional. La Secretaría 


General de la Corte tomará nota para realizar la comunicación 


correspondiente.” 
 


- 0 - 
           


Posteriormente, en sesión N° 25-19 celebrada el 24 de junio de 2019, artículo II, se tomó el 


acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 
             


“(…) 
“Se acordó: Acoger la solicitud de la máster Damaris Vargas 


Vásquez, en consecuencia, adicionar en la parte dispositiva del acuerdo 


adoptado en sesión N° 20-19 de 27 de mayo de 2019, artículo XIX, el 
contenido íntegro de los 21 ejes de acción propuestos y aprobados, los 


cuales se indican de seguido: 
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OFICIO N° 


10402-19.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXI 


Se conoce el siguiente oficio: 


OFICIO: 376-UPROV/OPO-19 
 


San José, 11 de octubre del 2019 
 
Licenciada 
Wendy Barrantes Jiménez 
Coordinadora a.i. 
Unidad de Acceso a la Justicia 
 
Estimada licenciada: 
 
En atención lo solicitado vía correo electrónico el 04 de octubre anterior, concerniente a “...exponer 
las condiciones mínimas de seguridad para tener acceso a territorios indígenas, en caso de que la 
información pueda ser divulgada...” Me permito con todo respeto informar lo siguiente: 
 
En virtud de la problemática que enfrentan algunos territorios indígenas ubicados en el cantón de 
Buenos Aires y las medidas cautelares que pesan sobre el Estado costarricense desde el año 2015 
(MC- 321-12) a efecto de brindar a las personas indígenas y otros intervinientes en procesos 
judiciales condiciones de seguridad que garanticen su integridad física, la Unidad de Protección a 
Víctimas y Testigos del OIJ, en combinación con otras dependencias de éste Poder de la República,, 
ha realizado estudios de seguridad y ejecutado acciones previsoras para garantizar el desarrollo de 
diligencias judiciales en la zona. 
 
Lo que se puede considerar como condiciones mínimas de seguridad, debe operativamente ser 
concordante con los factores que presenta cada caso en particular, mismas que de forma específica 
nos reservaremos, pues los pormenores operativos de y sus detalles se manejan a lo interno de los 
grupos de trabajo, amparados en el principio de confidencialidad del artículo 2°, de la ley 8720 
“Protección a víctimas, testigos y demás sujetos intervinientes en el proceso penal” sin embargo 
cabe mencionar que algunas generalidades de las operaciones se pueden tomar en cuenta como 
respuesta de su consulta. 
 
El objetivo de la Unidad de Protección del Organismo de Investigación Judicial es proteger la vida, 
la integridad física y emocional de las personas que participan de una operación de protección, así 
como de cualquier persona que se vea involucrada durante el desarrollo de ésta. 
 
Al realizar un análisis fáctico de un trabajo de protección, se toma en cuenta, tipo de caso, lugar, 
infraestructura, cantidad de partes involucradas, geografía, lugares de resguardo, fuerzas de apoyo 
caso de emergencias, condiciones climáticas, vías de acceso terrestres, acuáticas o aéreas, entre 
otras variables, de igual forma se realiza mediante el análisis de los antecedentes que originaron el 
conflicto, así como el perfil social y judicial de las partes, un estudio que permite fundamentar la 
estrategia de protección para el desarrollo de las operaciones. 
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Finalmente cabe resaltar que independientemente a la naturaleza del proceso que corresponda 
realizar en zonas señaladas como “de conflicto” y en aras de cumplir con las obligaciones que la ley 
8720 establece, para garantizar la vida e integridad de las poblaciones indígenas, así como de los 
demás intervinientes en el abordaje del conflicto de tierras ya señalado, se recomienda a los 
despachos judiciales coordinar con anticipación las incursiones en la zona con esta Unidad, siendo 
que anteceden eventos de violencia y agresión en contra de autoridades y cuerpos policiales 
actuantes. De igual manera se requiere establecer y definir con antelación, los planes de seguridad 
a ejecutar con el objetivo de no poner en riesgo a las partes durante el desarrollo de las diligencias 
respectivas en virtud de que ante una diligencia judicial, el ambiente social de tensión se incrementa 
y se podrían ver afectadas persona indígenas participantes o incluso que se encuentren en los 
alrededores, motivo por el cual, en aras de garantizar la integridad física (Tal como lo exige la medida 
cautelar) de toda la población, es necesaria la intervención de la Unidad bajo mi cargo como 
especializada.  
 
Esperando haber respondido su consulta se suscribe 
 
Liic.. Pedro Arce Gonzállez 
Jefe,, Uniidad de Protecciión a Vííctiimas y Testiigos 
Organiismo de Investiigaciión Judiiciiall 


RE_ Oficio 


CACC-301-2019 Pedro Arce González- Acuerdo Subcomisión de Pueblos Indígenas.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del informe del licenciado Pedro Arce González, Jefe de la Unidad 


de Protección a Víctimas y Testigos del OIJ. 2° Hacer este informe de conocimiento de las y los 


integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y del señor Arce 


González por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO XXII 


Se conoce el Oficio N° 10915-19 en el que se transcrib el acuerdo tomado por el Consejo Superior 


del Poder Judicial, en sesión N° 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, Artículo LXXXIV, que 


literalmente dice: 


San José, 22 de octubre de 2019 


N° 10915-19 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


Señora 


Licda. Wendy Barrantes Jiménez, Coordinadora interina  


Unidad de Acceso a la Justicia 


 


 


Estimada señora: 
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Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por 


el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, que 


literalmente dice: 


 


“ARTÍCULO LXXXIV  


 


Documento N° 5484-19 / 12851-19 


 


La licenciada Wendy Barrantes Jiménez, Coordinadora interina de la Unidad de 


Acceso a la Justicia, remite oficio CACC-307-2019 del 4 de octubre de 2019, solicitando lo 


siguiente: 


 


“Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo 


tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


celebrada el pasado 10 de setiembre de 2019, el cual se transcribe literalmente  


 


ARTÍCULO II 


 


Se conoce informe de Jean Carlos Monge sobre actividades de 


capacitación realizadas en Cabagra y Boruca con ocasión de la ejecución del 


PAO 2019 de la Comisión de Acceso a la Justicia sobre la Ley de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas. Señala, las charlas se dirigieron al Tribunal de 


Derecho Propio y al Consejo de Mayores o su equivalente, quienes expusieron 


las siguientes inquietudes:   


 


✓ Aunque se establecen las audiencias en el lugar, no se realizar ahí sino en las 


sedes de los despachos por los problemas de trasladarse  


 


✓ No se respetan las decisiones de los tribunales de derecho propio. Hay casos 


donde recurren a ese Tribunal y como no les dan la razón van a los tribunales de 


justicia 


 


✓ Un acercamiento con esos Boruca, Cabagra, Talamanca Bribri y Talamanca 


Cabécar: integración, cómo contactarles, qué requerimientos tienen del PJ, 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


  


  
procedimiento utilizado, decisiones, su almacenamiento y posible acceso a esa 


información, oportunidades de mejora, entre otros datos de interés 


 


 ✓ Consideran debe existir más acercamiento con ellos pues aunque hay muchos 


problemas en Salitre, también debe prestarse atención a ellos.  


 


✓ Programar una visita a Cabagra. Solicitar a la Contraloría de Servicios la 


coordinación de una fecha entre las personas indígenas y las de la Subcomisión, 


así como la logística.  


 


✓ Hacer un censo entre las personas juzgadoras con competencia donde tienen 


la sede los tribunales de derecho propio consultando si saben de su existencia y 


el valor que están dando a esas decisiones y los motivos  


 


✓ Consultar a los tribunales de derecho propio características de los asuntos que 


resuelven, en cuáles se han irrespetado esas decisiones, entre otros datos.  


✓ Refieren a problemas con las personas traductoras e intérpretes quienes no 


entienden muchas palabras técnicas judiciales como por ejemplo las palabras 


técnicas  


 


✓ Necesitan se les dé una capacitación sobre resolución alterna de conflictos y 


debido proceso, si bien no para aplicarlo directamente, sí para hacerle ajustes de 


acuerdo a sus costumbres a fin de que sus decisiones queden bien blindadas.  


 


✓ Desean seguir asistiendo a las sesiones de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas, aunque sea por videoconferencias 


 


 ✓ La ayuda económica que se le da a las personas indígenas no responden a 


sus requerimiento y podría darse en especie.  


 


✓ Mencionan la falta de consideración de los despachos que hacen 


señalamientos en horarios incómodos, por ejemplo los que trabajan de noche, lo 


cual genera limitaciones para poder trasladarse  
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✓ Requieren una nueva visita de la Subcomisión para concertar soluciones 


concretas a problemas específicos.  


 


Se delibera sobre el planteamiento de las personas indígenas de 


Cabagra y Boruca, así como de los requerimientos institucionales que plantea la 


normativa nacional e internacional referida a los derechos de la población 


indígena, las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, la Circular 


de Corte Plena 123-19, entre otras y se dispone por unanimidad: 


 


SE ACUERDA: 


 


7°. Solicitar al Consejo Superior instar a las personas servidoras 


judiciales que atiendan procesos vinculados con personas indígenas para que en 


las resoluciones que emitan en forma escrita u oral y en las audiencias, utilicen 


un lenguaje claro y sencillo, comprensible para esa población y en su caso, para 


las personas traductoras e intérpretes a fin de facilitar el proceso de transmisión 


de la información. Lo anterior, priorizando los despachos de las distintas materias 


que atienden procesos vinculados con las personas indígenas beneficiarias de 


las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.” 


 


- 0 - 


 


Se acordó: 1.) Acoger la recomendación remitida por la Unidad de Acceso a la Justicia, en 


oficio CACC-301-2019, del 4 de octubre de 2019, en consecuencia, instar a las personas servidoras 


judiciales que atiendan procesos vinculados con personas indígenas para que en las resoluciones 


que emitan en forma escrita u oral y en las audiencias, utilicen un lenguaje claro y sencillo; 


comprensible para esa población y para las personas traductoras e intérpretes a fin de facilitar el 


proceso de transmisión de la información. 2) La Secretaría de la Corte comunicará lo pertinente por 


medio de circular. Se declara acuerdo firme.” 


 


Atentamente,  


 


 


 


 


Lic. Eduardo Chacón Monge 
Prosecretario General interino 
Secretaría General de la Corte 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


  


  
 


  
c: Señora Vanessa Fernández Salas, Encargada de Circulares Secretaría General de la Corte 


Diligencias / Refs: (5484-19 / 12851-19)  


 


Gramirezc 


 


 


RV_ Oficio N° 


10915.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota del Oficio N° 10915-19 en el que se transcrib el acuerdo tomado por 


el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, 


Artículo LXXXIV.- 


 


ARTICULO XXIII 


Se informa sobre gestión formulada por la señora Bertilia Jiménez Reyes, traslado a la Contraloría 


de Servicios y el seguimiento: 


De: Damaris Vargas Vásquez 


Enviado: Friday, October 25, 2019 1:01:33 PM 


Para: Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga 


<echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr> 


Asunto:  


  


Buenas tardes: 


 


Me consulta la señora indígena Bertila Gutiérrez Reyes si se sabe algo sobre el avance del 


expediente agrario que se tramita en Buenos Aires, sobre el cual les había enviado consulta. 


 Estoy en territorio Terraba en este momento por si desean le de alguna respuesta. A ella se le 


puede localizar en el correo bertareyesgu126@gmail.cm. 


 


Saludos cordiales y muchas gracias por su colaboración. 


 


Damaris Vargas Vásquez  



mailto:ealfaror@Poder-Judicial.go.cr

mailto:echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr

mailto:cromero@poder-judicial.go.cr

mailto:bertareyesgu126@gmail.cm
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Bertila Gutiérrez 


Reyes  14-000040-1129-AG_.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar a la Contraloría de Servicios dar seguimiento a la gestión 


presentada. 3° Comunicar este acuerdo a la Contraloría de Servicios y a la persona usuaria por 


medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO XXIV 


Se conoce sobre gestión formulada por persona indígena usuaria y seguimiento de la Contraloría 


de Servicios: 


De: Ngäbe Ngabere <eatencio7@gmail.com>  


Enviado el: miércoles, 23 de octubre de 2019 05:22 p.m. 


Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: NuevoDocumento 2019-10-23 16.48.51 - Página 1 


 


Buenas tardes, 


Licenciada 


Damaris Vargas 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Puelos Indígenas 


Presente. 


 


Distinguida Licenciada: 


 


Nuevamente recurro a su amable ayuda, soy: Edgar Atencio Rodríguez, hablante del idioma 


Ngäbe y soy intérprete, sin embargo en ocasiones me llaman de la Corte Suprema de Justicia 


para sugerir algún indígenas hablantes de otros idiomas, en este caso sugerí desde mediado 


de año a una joven hablante del idioma Cabecar para que diera servicio de intérprete en la 


Fiscalía de Desamparados, misma que ocurrió a las catorce horas siete minutos del día 06 


de junio del 2019, Expe: 17-000586-0276- PE, esto por vía INOPIA para que intérpretara 


simultánea en el IDIOMA CABECAR.. La Joven Florencia Sosimo García, cédula: 


702080114.  


A la fecha según en múltiples noticia por parte de ella a mí persona que dicha Fiscalía, 


nunca les hizo pago alguna por su servicio... 


Es de hay la importancia que la Subcomisión 


de Acceso a la Justicia de Puelos Indígenas, conozca y nos ayudes a tramitar con la 


brevedad posible dentro del marco Legal que les permita, Dado que para servir de 


intérprete a los Peritos implican gastos económicos, tiempos y otros.. 



mailto:eatencio7@gmail.com

mailto:dvargas@Poder-Judicial.go.cr
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Agradezco su ayuda y lo felicito por su labor en-pro de los habitantes más vulnerables, 


marginados y olvidados del país... 


Edgar Atencio Rodríguez 


Ngäbe... 


El seguimiento que se ha dado es el siguiente: 


De: Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>  


Enviado el: lunes, 28 de octubre de 2019 09:23 a.m. 


Para: Jorge Quesada Villalobos (Autorizado Contraloría de Servicios) <jquesadav@Poder-


Judicial.go.cr> 


CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera 


<cromero@poder-judicial.go.cr>; Ericka Chavarría Astorga <echavarriaa@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RV: NuevoDocumento 2019-10-23 16.48.51 - Página 1 


 


Jorge, por favor proceder con las consultas respectivas. Conversemos los hallazgos para 


determinar si existen debilidades en el sistema de nombramiento y pago. Gracias 


De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>  


Enviado el: lunes, 28 de octubre de 2019 01:58 a.m. 


Para: Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr> 


CC: Carlos Romero Rivera <cromero@poder-judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero 


<ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Ngäbe Ngabere <eatencio7@gmail.com> 


Asunto: RV: NuevoDocumento 2019-10-23 16.48.51 - Página 1 


Estimado don Erick: 


Reciba un cordial saludo. Traslado para su conocimiento gestión realizada por una persona usuaria 


con el objetivo de que por favor nos colaboren con el seguimiento de este asunto.  


Cordialmente, 


 


Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Poder Judicial 


Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561 


RV_ 


NuevoDocumento 2019-10-23 16_48_51 - Página 1.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar a la Contraloría de Servicios informe de los avances. 3° 


Comunicar a la Dirección Ejecutiva con el objetivo de analicen lo expuesto por la persona usuaria 


para valorar oportunidades de mejora en el servicio en coordinación con la Contraloría de Servicios 



mailto:dvargas@Poder-Judicial.go.cr

mailto:contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr

mailto:cromero@poder-judicial.go.cr

mailto:ealfaror@Poder-Judicial.go.cr

mailto:eatencio7@gmail.com
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y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas. 4° Comuníquese este acuerdo por 


medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO XXV 


Se informa sobre el seguimiento dado a esta gestión: 


 


 


San José, 21 de octubre de 2019 


Oficio CACC-353-2019 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


 


 


Señora 


Ariana Cespedes López 


Fiscala Adjunta, Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas 


Poder Judicial 


S.D.  


 


 


Estimada señora Cespedes López:  


 


Por este medio se remite para su estimable conocimiento, el acuerdo tomado por la Subcomisión 


de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado 01 de octubre de 2019, el cual 


se transcribe literalmente.  


 


“ARTICULO XXVIII 


Se conoce gestión formulada por la señora Vanessa Jiménez, representante de Forest Peoples 


Programme mediante comunicado electrónico  del 9 de agosto de 2019, 09,19 p.m., al señor Juan 


Alfaro López y a la señora Damaris Vargas Vásquez con copia a Marjorie Herrera; Álvaro Paniagua; 


Franklin Paniagua Alfaro; Geyner Blanco Acosta; Daniel Villalobos Araya; Fiscalía General; Sonia 


Duriwak del Terrritorio Bribri Salitre; Vanessa Figueroa; Felipe Figueroa Morales; y Lesner Figueroa 


Lázaro, vinculada con una computadora del Consejo Bribri, pidiéndose su devolución. 


“09 junio de 2019  
 
Señor Juan Alfaro Jueza       
Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano  
Ministerio de la Presidencia de la República  
San José, República de Costa Rica San José, República de Costa Rica  
Vía: juan.alfaro@presidencia.go.cr  
Re: Intervención para Apoyar la Auto gobernanza y Acceso a Justicia de los Bribri  
 
 
Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora, Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas 
Poder Judicial 
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Vía: dvargas@poder-judicial.go.cr 
 
Estimado Viceministro y Estimada Jueza:  
 
Aprovecho de esta oportunidad para comunicar con ustedes haciendo referencia a la carta del 
Concejo Ditsö Iriria Ajkönuk Wakpa de Salitre los Bribri (“el Consejo”) (adjuntada) --uno de los 
Beneficiarios (MC 321-12) y Peticionarios Bribri de Salitre (Caso 13.540) ante la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos-- entregada a la Fiscalía de Asuntos Indígenas, copiada a la 
Jueza Vargas, con fecha del 04 de mayo de 2019, en donde solicita la devolución de la computadora 
del Consejo confiscada por oficiales de la escena del homicidio de Sergio Rojas. Después de tres 
meses, el Concejo no ha recibido una respuesta de la Fiscalía a esta carta y solicitamos su 
intervención y buenos oficios para facilitar tal respuesta.  
 
Aclaro que, a través de esta solicitud y la solicitud anterior de los Bribri, no queremos perjudicar ni 
obstaculizar la investigación de la Fiscalía de la Nación de ninguna manera. Tampoco cuestionamos 
la justificación para su decomiso. Además, si la Fiscalía necesita la computadora por más tiempo, el 
Concejo entiende esto. Al contrario, los Bribri solicitan que si la devolución de la computadora no sea 
posible, a menos que el Estado devuelva una copia del disco duro porque la ausencia de estos 
archivos de la computadora del Consejo perjudica la auto gobernanza del Pueblo Bribri y el acceso 
a la justicia para los miembros Bribri.  
 
Esta computadora del Consejo (en los manos del Sr. Rojas, como Coordinador, en el momento de 
su asesinato), cuenta con una importante cantidad de archivos, que contiene documentos críticos 
sobre los servicios prestados por el Consejo a los habitantes Bribri en Salitre (como certificaciones 
para recibir bonos de educación, cartas a instituciones públicas de parte de sus miembros). Además, 
cuenta con copias de denuncias, demandas presentadas y en desarrollo, intervenciones, pruebas y 
expedientes de los Bribri con relación a casos judiciales y administrativos activos de sus miembros. 
La ausencia de estos documentos está perjudicando los derechos de los Bribri a dar seguimiento a 
varios de sus casos y las gestiones del Consejo para beneficiar a los Bribri (incluso en sus 
negociaciones con el Gobierno respecto a la implementación de las MC 321-12).  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
La pérdida de su líder ya ha causado un sufrimiento incalculable. La ausencia continua de este 
aparato y sus archivos es otra victoria para aquellos que querían silenciar al Señor Rojas Ortíz y 
poner fin a la lucha de los Bribri por sus derechos humanos. En nombre del Pueblo Bribri de Salitre, 
el FPP le pide respetuosamente que el Ministerio de la Presidencia y la Subcomisión tomen las 
medidas necesarias y realicen las gestiones que correspondan a sus competencias para facilitar la 
devolución de la computadora, o a menos una copia de los archivos del ordenador. Así el Consejo y 
los Bribri pueden tratar de volver a la normalidad, al menos honrar la vida de Sergio Rojas a través 
de la continuación de su pleno apoyo al pueblo Bribri de Salitre y el reclamo continuo para sus 
derechos. 
 
 
__________________________________  
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Vanessa Jiménez  
Abogada Senior  
Forest Peoples Programme  
Representante Legal de los Beneficiarios (MC 321-12) y  
Peticionarios Bribri de Salitre (Caso 13.540)  
copias a:  
Felipe Figueroa Morales, Concejo Ditsö Iriria Ajkönuk Wakpa de Salitre los Bribri  
Emilia Navas Aparicio, Fiscal General de la República, Ministerio Público  
Catalina Crespo Sancho, Defensoría de los Habitantes  
Daniel Villalobos Araya, Fiscal Coordinador, Fiscalía de Asuntos Indígenas  
Franklin Paniagua Alfaro, DINARAC, Ministerio de Justicia y Paz  
Geyner Blanco Acosta, Asesor en Asuntos Indígenas, Ministerio de la Presidencia 
 
La gestión fue trasladada a la Fiscalía Indígena mediante comunicado electrónico de 30 de setiembre 


de 2019, con el objetivo de que se pronuncien sobre la gestión a fin de poder dar una respuesta 


oportuna a la gestionante. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicítese informe a la Fiscalía Indígena acerca de los avances 


en relación con la gestión formulada por la señora Vanessa Jiménez, representante de Forest 


Peoples Programme al señor Viceministro Juan Alfaro López y a la señora Damaris Vargas Vásquez, 


esta última en su condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas, la cual fue trasladada a la citada Fiscalía. 3° Se declara firme este acuerdo por 


unanimidad. Comuníquese a la Fiscalía Indígena por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


Sin otro particular, atentamente.  


 


 


Máster Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora  


Unidad de Acceso a la Justicia 
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RV_ Oficio 


CACC-353-2019 Ariana Céspedes López Acuerdo Subcomisón de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 01 de octubre.msg


RV_ Oficio 


CACC-353-2019 Ariana Céspedes López Acuerdo Subcomisón de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 01 de octubre.msg
 


RE_ Oficio 


CACC-353-2019 Ariana Céspedes López Acuerdo Subcomisón de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 01 de octubre.msg
 


Damaris Vargas informa que la Fiscalía Indígena informó esta dando seguimiento a la gestión 


formulada, lo cual fue hecho de conocimiento de las personas gestionantes oportunamente.- 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXVI 


Se conoce sobre el Oficio 156-OCI-2019: 


San José, 29 de octubre de 2019 
Oficio N°156-OCI-2019 


 


Máster Melissa Benavides Víquez 
Coordinadora 
Unidad de Acceso a la Justicia 
 
 
 
Estimada señora(ita) Benavides Víquez: 
  
 
Reciba un cordial saludo. Por medio de la presente se da respuesta a la gestión recibida mediante 


Oficio CACC-346-2019 del 21 de octubre pasado, sobre el acuerdo tomado por la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el pasado 01 de octubre de 2019, artículo XXVII. 


 


La Oficina de Control Interno estará programando lo solicitado en el Oficio CACC-346-2019, dentro 


de los estudios contemplados en uno de nuestros objetivos del PAO 2020.  Lo anterior sin demérito 


de que se realicen las primeras coordinaciones con ustedes en lo que resta del presente año.  


 


Sin otro particular, atentamente. 


 


 


Lic. Hermes Zamora Atencio 
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Jefe a.í., Oficina de Control Interno 
Consejo Superior 
 


 


Oficio N° 


156-OCI-2019 en respuesta al Oficio CACC-346-2019 .msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Comunicar a la Oficina de Control Interno la disposición de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para iniciar las coordinaciones que 


estimen necesarias para la construcción de la Circular referida a los Controles Mínimos de los 


despachos jurisdiccionales sobre la atención de los procesos vinculados con población indígena 


así como la gestión administrativa respectiva. 3° Comuníquese este acuerdo a la Oficina de Control 


Interno por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTICULO XXVII 


Se conoce la Circular 188-19: 


CIRCULAR No. 188-2019 


 


Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción, 


recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de 


Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


 


AL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSA PÚBLICA, DIRECCIONES GENERAL DEL ORGANISMO 


DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, GESTIÓN HUMANA, PLANIFICACIÓN, DE TECNOLOGÍA DE 


LA INFORMACIÓN, DIRECCIÓN EJECUTIVA, ESCUELA JUDICIAL Y DESPACHOS 


JUDICIALES DEL PAÍS 


 


SE LES HACE SABER QUE: 


 


La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso 


aprobar los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, que deberán 


ser desarrollados por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de 


Investigación Judicial, Gestión Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la 


Información, Escuela Judicial y el Sector Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre 


representantes del Estado y Personas Indígenas Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana 


de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 
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En sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso realizar la 


publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los ejes de acción recomendados 


por la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido. 


 


Los citados ejes son los siguientes: 


 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 


Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a 


seguir para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo 


indígena Teribe y Bribrí de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para 


investigar los presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su 


repetición. Lo anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la 


CIDH y construir confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, 


realizar las sesiones de trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la 


colaboración de personas traductoras que faciliten la comunicación efectiva y 


transparente. Se sugiere valorar sean las principales jefaturas institucionales 


quienes ejecuten esta labor. 


 


2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 


objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, 


establecidas en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales 


acceso a la justicia y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales 


riesgos, su importancia y la probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones 


que se tomarán para administrarlos a fin de continuar con la adopción de las 


medidas necesarias para ubicarse por lo menos en un nivel de riesgo 


organizacional aceptable. Además, establecer los mecanismos operativos que 


minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en relación con la tramitación y 


resolución de los procesos judiciales en los que sean parte pueblos indígenas, 


priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe 


y Bribrí de Salitre. 


 


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las 


políticas, normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimiento del 


sistema de control interno institucional y la prevención de todo aspecto que 


conlleve a desviar los objetivos y las metas trazados por la institución en el 


desempeño de sus funciones vinculadas con los procesos judiciales en los que 


intervengan personas indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte 


miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión 


documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir 


cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y 
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resolución de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros 


del pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los 


procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando 


además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros 


datos de interés para la toma de decisiones. 


 


6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir 


circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les 


reitere su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos 


indígenas, la no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que 


los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los 


procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios 


eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales 


a asistencia técnica y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, 


en el supuesto de que estos se encontrasen en una situación de vulnerabilidad 


que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso físico a las instituciones 


administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar el 


derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como 


facilitar la participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, 


administrativos o de cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer 


esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las distancias o a las vías 


de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud de los 


procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome 


en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en 


general y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y 


sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, 


valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto 


de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, 


los cuales se encuentren en armonía con los derechos humanos, según los 


estándares internacionales establecidos por la Corte Interamericana de Derechos 


Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 


de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de 


los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


 


7. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros, establecer 


políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, principalmente 


en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y 


acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y 


técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con 


el objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, 


cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos 
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judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 


Salitre. 


 


8. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre 


con personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de 


Acceso a la Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos 


Indígenas, a efecto de que estas últimas les expongan el funcionamiento del 


Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su ejecución se 


concertará con las personas indígenas la identificación de los contenidos 


mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los 


mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. 


 


9. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y 


Bribrí de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer 


procesos judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas 


indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre la historia, 


cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre 


otros datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; 


priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con competencia 


material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas indígenas 


de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y 


coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, 


del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de 


capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, 


Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias; y luego se 


continuará con las demás. 


 


10. Verificar que en los contenidos de los diseños de las capacitaciones 


en Derecho Indígena, se incluya al menos: 


a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas 
indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las 
poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 
1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 
(Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de 
los Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los 
Pueblos Indígenas OEA 2016; 


b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 


vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, 


c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de 
los Pueblos Indígenas, entre otras 


d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala 


Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 


e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior 
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas 
personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista 
y el pluralismo jurídico. 
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11. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el 


impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las 


personas servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –


incluyendo las sentencias- que emitan en los procesos propios de su 


competencia, con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los 


principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al respecto, la 


Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la 


capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de 


la capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial.  


 


12. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el 


Consejo Superior para declarar obligatoria la participación de las personas 


servidoras judiciales en las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en 


cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 


especialmente quienes tengan competencia material y territorial para conocer de 


procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre. 


 


13. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 


seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los 


indicadores de evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea 


para nombramientos o ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de 


procesos asociados a personas indígenas. 


 


14. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre 


el Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, 


así como las Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten 


vinculadas con personas indígenas, especialmente las relacionadas con las 


medidas cautelares de la CIDH, estén previamente coordinadas y sean 


consultadas a las personas indígenas. 


 


15. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz 


para que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, 


defensoras públicas y fiscalas con competencia para conocer procesos en los 


que intervengan personas indígenas del pueblo indígena Teribe y Bribrí de 


Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de Recuperación de Tierras 


Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados. 


 


16. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas 


indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y 


acordes a sus costumbres. 
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17. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del 


pueblo indígena Teribe y Bribrí de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares 


de la CIDH sobre los avances alcanzados. 


 


18. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la 


Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho 


y la Escuela de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y 


de capacitaciones a las personas servidoras judiciales, con posibilidades de 


establecer acciones conjuntas con otras Escuelas de la UCR que podrían ofrecer 


insumos importantes en los peritajes culturales. 


 


19. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 


Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y 


consultada con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo 


a la metodología de la Dirección de Planificación, que contribuya con su 


ejecución, en seguimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


de Costa Rica. 


 


 20. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen 


entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones 


del Estado.” 


 


 


San José, 17 de octubre de 2019 


Licda. Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia 


fpr 


Ref: (5484-19 y 6338-19) 


Circular N° 188-19 -- 


Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción_ recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia --.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXVIII 
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Se conoce de la Circular 192-19: 


CIRCULAR No. 192-2019 


Asunto: Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y 


sencillo en la atención de personas indígenas. 


     


 


A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS  


SE LES HACE SABER QUE: 


 
El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 89-19 celebrada el 15 de 


octubre de 2019, artículo LXXXIV, dispuso acoger la recomendación remitida por la Unidad 
de Acceso a la Justicia, en oficio CACC-301-2019, del 4 de octubre de 2019, respecto a 
instar a las personas servidoras judiciales que atiendan procesos vinculados con personas 
indígenas para que en las resoluciones que emitan en forma escrita u oral y en las 
audiencias, utilicen un lenguaje claro y sencillo; comprensible para esa población y para las 
personas traductoras e intérpretes a fin de facilitar el proceso de transmisión de la 
información.  


 


San José, 24 de octubre de 2019 


Lic. Carlos Toscano Mora Rodríguez 
Subsecretario General interino 
Corte Suprema de Justicia 


Refs.: 5484-19 / 12851-19-19 


VFS 


Circular N° 192-19 -- 


Deber de las personas servidoras judiciales de utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención de personas indígenas --.msg
 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXIX 


Solicitud a Fiscalía Indígena para que expongan experiencia en territorios indígenas en comunicado 


electrónico enviado el 31 de octubre pasado. 


Actualidad Judicial_ 


Miércoles 30 de Octubre de 2019.msg
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Se informa por parte del representante de la Fiscalía Indígena que es una práctica que se hace por 


parte de la Fiscalía a los territorios indígenas en forma periódica con la colaboración de la Oficina de 


Protección de Víctimas. Hasta el momento se han hecho 16 visitas a territorios indígenas, 


especialmente el seguimiento a las MC 321-12 de la CIDH:Cabagra, Rey Curré, Salitre y Boruca; así 


como Colegios y centros educativos. No se visitó Térraba. Se le da un taller a las personas que 


asisten y se incluye un tema, en este caso el de violencia. Hay una amplia participación de 


estudiantes y se dejan documentos donde se exponen los teléfonos de la Fiscalía con una traducción 


del artículo 71 del CPP, con la colaboración de Alí García. Se atienden denuncias y consultas en 


general de agrario y otros temas. Se hacen enlaces con otras oficinas como con doña Ligia Jiménez. 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXX 


Informa la jueza Damaris Vargas que se remitió solicitud a la Dirección de Planificación para que se 


incluya en el Sistema de Información Georeferencial la ubicación de los territorios indígenas. 


 


De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>  


Enviado el: jueves, 31 de octubre de 2019 05:04 a.m. 


Para: Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr> 


CC: Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga 


<lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RV: Actualidad Judicial, Miércoles 30 de Octubre de 2019 


Estimado don Allan. 


Buenos días. Consulto sobre la posibilidad de que en el Sistema de Información Georeferencial se 


identifique la ubicación oficial de los territorios indígenas de Costa Rica. Sería de mucha utilidad para 


los despachos Agrarios, y demás oficinas con competencia para conocer procesos vinculados con 


la población indígena. 


Desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas se esta en la mayor disposición 


para colaborarle en lo que sea necesario, de la misma forma que en la Comisión de la Jurisdicción 


Agraria. 


Saludos cordiales, 


 


Damaris Vargas Vásquez 


 


RV_ Actualidad 


Judicial_ Miércoles 30 de Octubre de 2019.msg
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar al Ingenidero Allam Paw Hing Cordero de la Dirección 


de Planificación informe de avances de la gestión planteada. 3° Comunicar este acuerdo al señor  


Hing Cordero por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.  


 


ARTICULO XXXI 


Se conoce de la propuesta de campaña planteada por el Departamento de Prensa y Comunicación 


Organizacional y de las sugerencias enviadas por la Defensa Pública, la Fiscalía Indígena, entre 


otras personas integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 


Propuesta de 


Campaña_  Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y otros documentos de interés con modificaciones al 30 de octubre 2019.msg


RE_ Propuesta de 


Campaña_  Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y otros documentos de interés con modificaciones al 30 de octubre 2019.msg


RV_ Propuesta de 


Campaña_  Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y otros documentos de interés con modificaciones al 30 de octubre 2019.msg
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota. 2° Solicitar al Departamento de Prensa y Comunicación 


Organizacional por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia valorar incorporar las sugerencias 


planteadas a la campaña propuesta. 3° Comuníquese este acuerdo por medio de la Unidad de 


Acceso a la Justicia. 


 


ARTICULO XXXII 


Se conoce gestión formulada por la integrante, Antropóloga Valeria Varas del INAMU:  


De: Ilse Valeria Varas Rojas <vvaras@inamu.go.cr>  


Enviado el: viernes, 01 de noviembre de 2019 09:11 a.m. 


Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 


CC: Katherine Salazar Duarte <ksalazard@Poder-Judicial.go.cr>; Angie Calderón Chaves 


<acalderonc@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RE: Oficio CACC-304-2019 Valeria Varas Rojas- Acuerdo Subcomisión de Pueblos 


Indígenas 


Muy buenos días a todas. 


En relación a la solicitud de  contactar a algunas mujeres indígenas para que traduzcan y hagan de 


intérpretes en los juicios, tengo unas interesadas que me han mandado sus contactos y que a 


continuación les entrego. No está de más sugerirles, de la manera más respetuosa, que es 


importante que se les deje muy clara la condición de pago y espero que el asunto de la factura 


electrónica esté resuelto ya que para ellas es casi imposible conseguirla y luego estar reportando a 


Hacienda sus ingresos mensuales. El hacer de intérpretes, les hace mucha ilusión así que espero 


que todo resulte muy bien. 


Aún nos falta el XVIII Foro Nacional de Mujeres Indígenas que se realizará el 3 y 4 de diciembre, 


en donde puedo consultar por más mujeres interesadas.  


  


Nombre teléfono cédula Lugar donde vive Pueblo 


indígena 


Idioma 
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Elizabeth Herrera 


Martínez 


89151036 3-362-295 Jicoteca de Tayutic, 


Alto Chirripó 


Cabecar Cabecar 


Ileana Moya Obando 83496916 3-0427-


0270 


Jicoteca de Tayutic, 


Alto Chirripó 


Cabecar Cabecar 


Martha Eugenia 


Palacio Palacio 


64466567 6 0308 


0029 


Altos Laguna Ngäbe Ngäbere  


Domitila Carrera 


Caballero 


83396006 9 100 408 Altos Laguna   Ngäbe Ngäbere  


Ofelina Bejarano 


Aguirre 


8692 1331 9 105 315 Altos Laguna   Ngäbe Ngäbere  


Nelly Gallardo 


Carpintero  


85121984 9 104 255 La Casona Ngäbe Ngäbere  


Diana Carolina 


Bejarano 


84612367 6 0421 


0929 


La Casona Ngäbe Ngäbere  


Rosibel Rodríguez 


Gallardo 


84139114 6 0047 


0947 


La Casona Ngäbe Ngäbere  


  


A su disposición como siempre 


Atentamente 


 


RE_ Oficio 


CACC-304-2019 Valeria Varas Rojas- Acuerdo Subcomisión de Pueblos Indígenas.msg
 


De la gestión de la señora Varas se dio traslado al señor Wilbert Kidd, Subdirector Ejecutivo, quien 


remitió el siguiente comunicado electrónico: 


De: Wilbert Kidd Alvarado <wkidd@Poder-Judicial.go.cr>  


Enviado el: martes, 05 de noviembre de 2019 07:34 a.m. 


Para: Oficina de Peritos <oficina_peritos@Poder-Judicial.go.cr> 


CC: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: RV: Oficio CACC-304-2019 Valeria Varas Rojas- Acuerdo Subcomisión de Pueblos 


Indígenas 


Buenos días con Roy: Por favor suministrar la información para la inscripción y los trámites a 


realizar ante Tributación para el tema de la factura electrónica, gracias 
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota y se dispone solicitar al licenciado Wilbert Kidd Allvarado un informe 


del seguimiento dado a la gestión planteada por la antropóloga Valeria Varas. 2° Comuníquese este 


acuerdo a la señora Varas y al señor Kidd por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia.  


 


ARTICULO XXXIII 


Se conoce alegato de persona indígena sobre detención ilegal, traslado de ésta a la Contraloría de 


Servicios y respuesta de la Contraloría y seguimiento: 


 
De: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>  
Enviado el: lunes, 14 de octubre de 2019 13:54 
Para: Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Carlos Romero Rivera 
<cromero@poder-judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-
Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón <pze-contraloria@Poder-Judicial.go.cr> 
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de 
la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-
Judicial.go.cr>; Fiscalía de Asuntos Indígenas <fai-mp@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía General 
<fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Organismo de Investigación Judicial <oij@Poder-Judicial.go.cr>; 
Subcomisión de Pueblos Indígenas <spindigenas@Poder-Judicial.go.cr>; gustavo oreamuno vignet 
<tavoreamuno72@gmail.com> 
Asunto: RV: Detención ilegal de Efraín Fernándes de China Kicha 


  
San José, 14 de octubre de 2019 


Señor 
Lic. Erick Alfaro Romero 
Contralor de Servicios  
Poder Judicial 


  
Señor 
Lic. Carlos Romero Rivera 
Sub Contralor de Servicios 
Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 


  
Estimados Señores: 


  
Reciban un cordial saludo. A la vez, en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso 
a la Justicia de Pueblos Indígenas, traslado para su conocimiento en el carácter de Contralor de 
Servicios del Poder Judicial y Subcontralor de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, 
respectivamente, la gestión formulada ante la suscrita por el señor Gustavo Oreamuno V., en 
presentación de Ditsö, Coordinadora de Lucha Sur Sur, mediante comunicado electrónico del 14 de 
octubre de 2019, 12:23 p.m. sobre “Detención ilegal de Efraín Fernández Zúñiga, originarios Cabecar 
de China Kicha, ocurrida el lunes 14 de octubre de 2019.” 
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Traslado la información anterior con el objetivo de que se le dé seguimiento conforme a sus 
competencias. Lo anterior, con fundamento en los artículos 6, 11 y 16 del Reglamento de Creación, 
Organización y Funcionamiento de la Contraloría de Servicios del Poder Judicial; 7 de las Reglas 
Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones Indígenas; Circular 123-19 de Corte 
Plena; Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, y la normativa nacional e 
internacional que regula los derechos de los pueblos indígenas. Además, las Medidas Cautelares 
321-12 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado. 


  
Quedo a la orden. 


  
  


  
Jueza Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


  
  


De: Damaris Vargas Vásquez  
Enviado el: lunes, 14 de octubre de 2019 01:29 p.m. 
Para: Alvaro Paniagua <apaniagua@dhr.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-
Judicial.go.cr>; Alice H Shackelford <alice.harding.shackelford@one.un.org>; cidhoea@oas.org; 
Consejo de Mayores Iriria <consejomayores.iriria@gmail.com>; Viceministerio Presidencia 
<dialogociudadano@presidencia.go.cr>; felipeculturabribri@gmail.com; indigenous@ohchr.org; 
Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; patrimorac@hotmail.com; Roberth Morales 
<roberthmv1974@gmail.com>; Vanessa Jimenez <vjimenez342@gmail.com>; Melissa Benavides 
Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Ricardo Araya <cerrodeoro@gmail.com>; gustavo 
oreamuno vignet <tavoreamuno72@gmail.com> 
CC: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Presidencia de 
la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-
Judicial.go.cr> 
Asunto: RV: Detención ilegal de Efraín Fernándes de China Kicha 


  
Señor 
Gustavo Oreamuno V 
Ditsö 
Coordinadora de Lucha Sur Sur 


  
Reciba un atento saludo. Acuso recibido de la información enviada mediante comunicado electrónico 
del 14 de octubre de 2019 12:23 p.m. sobre “Detención ilegal de Efraín Fernández Zúñiga, originarios 
Cabecar de China Kicha, ocurrida el lunes 14 de octubre de 2019.” 


  
Saludos cordiales, 


  
Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Poder Judicial 
Teléfonos (506) 22953081 y (506) 88118561 


  
  


De: gustavo oreamuno vignet <tavoreamuno72@gmail.com>  
Enviado el: lunes, 14 de octubre de 2019 12:23 p.m. 
Para: Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Alvaro Paniagua 
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<apaniagua@dhr.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Alice H 
Shackelford <alice.harding.shackelford@one.un.org>; cidhoea@oas.org; Consejo de Mayores Iriria 
<consejomayores.iriria@gmail.com>; Viceministerio Presidencia 
<dialogociudadano@presidencia.go.cr>; felipeculturabribri@gmail.com; indigenous@ohchr.org; 
Marjorie Herrera <mherrera@dhr.go.cr>; patrimorac@hotmail.com; Roberth Morales 
<roberthmv1974@gmail.com>; Vanessa Jimenez <vjimenez342@gmail.com>; Melissa Benavides 
Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; Ricardo Araya <cerrodeoro@gmail.com>; gustavo 
oreamuno vignet <tavoreamuno72@gmail.com> 
Asunto: Detención ilegal de Efraín Fernándes de China Kicha 


  
Señores 
Poder Ejecutivo y Judicial de la República de Costa Rica 
ONU - Costa Rica 
Defensoría de los Habitantes 


  
Reciban un cordial saludo de parte de las organizaciones remitentes; en adjuntos enviamos 
información sobre la detención ilegal de Efraín Fernández Zúñiga, originarios Cabecar de China 
Kicha, ocurrida el lunes 14 de octubre de 2019. 


  
Agradeciendo su atención  


  
Gustavo Oreamuno V 
Ditsö 
Coordinadora de Lucha Sur Sur 
 


Damaris Vargas informa que se comunicó al gestionante el seguimiento dado a su gestión. 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXXIV 


Damaris Vargas informa sobre resultados de visita realizada por la Comisión de la Jurisdicción 


Agraria para divulgar el Código Procesal Agrario y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas a Bribri de Talamanca el 1 de noviembre de 2019. 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXXV 


Se informa sobre actividad de capacitación sobre Acceso a la Justicia y acciones afirmativas del 


Código Procesal Agrario dirigida a personas técnicas judiciales agrarias, organizado por la Unidad 


de Acceso a la Justicia y la Comisión de la Jurisdicción Agraria con la colaboración de la Escuela 


Judicial, programada para el mes de diciembre de 2019. 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


ARTICULO XXXVI 
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Informe de Damaris Vargas acerca de solicitud hecha a la Comisión de Acceso a la Justicia para que 


se emita una revista digital donde periódicamente se esté informando sobre los avances en las 


acciones vinculadas con el acceso a la justicia de las personas indígenas. 


SE ACUERDA: Se toma nota y se dispone solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia informar 


sobre los avances de la gestión formulada.- 


 


ARTICULO XXXVII 


Informe de Damaris Vargas acerca de reunión sostenida con la señora Melissa Benavides, 


Coordinadora de la Unidad de Acceso a la Justicia y con Allam Paw Hing de la Dirección de 


Planificación y su equipo de trabajo sobre la Política Institucional de Indígenas y su construcción 


conforme al modelo de MIDEPLAN. 


SE ACUERDA: Se toma nota.- 


 


Se da por terminada la sesión al ser las 16:40 horas.- 


 


 


Jueza Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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Fecha: 6 de marzo de 2020  


Hora: 10:00 a.m. a 12:30 pm. 


Lugar: Salón de Servidor Judicial (piso 3 edificios de Corte Suprema de Justicia)  


 


INTEGRANTES  ASISTENTES 


Sr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la 


Justicia 


Ausente por motivos laborales 


Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Presente 


Sra. Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de Acceso 


a la Justicia 


Ausente por motivos laborales 


Sra. Sandra Pizarro, representante Consejo Superior Ausente por motivos laborales 


Sr. Jorge Morales, Despacho de la Presidencia de la Corte 


Suprema de Justicia 


Ausente 


Sr. Wilbert Kidd, Subdirector Ejecutivo del PJ Presente 


Sr. Dixon Li, Subdirector de Planificación Presente 


Sr. Marcos Guevara Berger, representante Escuela de 


Antropología de la UCR 


Ausente por motivos laborales 


Sr. Román Bresciani Quirós, Escuela Judicial 


Suplente Sra. Francia León 


Ausente 


Presente 


Sr. Jean Carlo Monge, Judicatura Penal Ausente por motivos laborales 


Sr. Geyner Blanco, Asesor de Casa Presidencial Ausente por motivos laborales 


Sra. Valeria Varas, Asesora INAMU Presente 


Sr. Alí García, Profesor UCR Presente 


Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo 


Social y Psicología 


Presente 


ACTA SESIÓN ORDINARIA N° 02-2020 


SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE  PUEBLOS 


INDÍGENAS  


06 de marzo de 2020  


 







 


Sra. Carmen María Escoto Fernández, sociedad civil  Ausente 


Sra. Ariana Céspedes, Fiscala Indígena Presente 


Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensora Indígena Presente 


Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial 


Suplente Sr. Carlos Romero, Contralor de Servicios del Primer 


Circuito Judicial de la Zona Sur 


Ausente 


Presente 


Sra. Vivian Rímola Soto, Tecnología de la Información Ausente 


Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la 


República 


Ausente por motivos laborales 


Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial Ausente 


Sr. Hugo Hernández, Oficina de Control Interno 


Suplente: Señora Indira Alfaro 


Ausente 


Presente 


Sra. Cheryl Bolaños Madrigal, Gestión Humana Presente 


Sr. Robert García González, Auditoría Judicial Ausente por motivos laborales 


Sr. William Vega, ONU Ausente 


Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, 


Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional 


Presente 


Sra. Rocío Rivera Cascante: Departamento de Prensa y 


Comunicación Organizacional 


Ausente 


Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información 


Jurisprudencial 


Ausente 


Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana 


Suplente: Alex Guevara, jefe de UISA 


Ausente 


Ausente 


Sra. Michelle Mayorga, Dirección Nacional de Justicia 


Restaurativa 


Presente 


Sr. Franklin Paniagua, Ministerio de Justicia, DINARAC 


Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella 


Ausente por motivos laborales 


Ausente por motivos laborales 


 
ARTICULO I 


TEMA: PROTOCOLO PARA LA ATENCIÓN DE CAUSAS PENALES CON INTERVINIENTES 


INDÍGENAS. 







 


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-04-2020 a la Dirección Nacional de 


Justicia Restaurativa, el acuerdo estipulado en el Artículo VIII  del Acta 10-19 el cual se transcribe 


literalmente:  


SE ACUERDA:  


1°. Se toma nota de la propuesta de Protocolo para la atención de causas penales con intervinientes 


indígenas mediante de Justicia Restaurativa planteada por la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa.  


2°. Consultar a la DNJR el estado de dicho documento y la programación de actividades del 2020 para dar 


inicio a la implementación de Justicia Restaurativa en procesos penales, contravencionales y agrarios, según 


lo acordado.  


3°. Comunicar este acuerdo a la DNJR por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. Se declara firme este 


acuerdo por unanimidad.” 


El Magistrado Gerardo Rubén Alfaro, Rector de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, remitió Oficio 


N° 036-DNJD-20 de 14 de febrero pasado, en el que informa: 


14 de febrero del 2020 


                   No. 036-


DNJR-20          


 
Msc. Damaris Vargas Vásquez 


Magistrada 


Sala Primera 


Su Despacho 


Estimada Magistrada Vargas: 
 


Reciba un atento saludo.  


Por medio de la presente me dirijo a usted, muy respetuosamente, con la finalidad de dar respuesta 


a su correo electrónico mediante el cual nos solicita la planificación de la Dirección Nacional de Justicia 


Restaurativa para colaborar con el Plan de Descongestionamiento de los despachos agrarios en 2020 y 


proyección al 2021, específicamente con los procesos agrarios vinculados con población indígena en 


cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


 


 







 


Inicialmente, agradecemos que la Justicia Restaurativa sea contemplada como una alternativa para 


la resolución de conflictos judiciales en los que están involucradas personas indígenas. Para ello, desde la 


Dirección Nacional de Justicia Restaurativa se han realizado las siguientes acciones: 


1. Formación de personal judicial sobre Justicia Restaurativa en Asuntos Indígenas  


 


En el marco del Proyecto de Fortalecimiento de la Justicia Restaurativa que se ejecuta en los Poderes 


Judiciales de Costa Rica, Colombia y México, nuestro país como coordinador del proyecto ha promovido un 


acercamiento a la población indígena al incluir una perspectiva intercultural en los procesos de Justicia 


Restaurativa. 


Para ello, se han realizado diversas actividades de sensibilización y capacitación para las personas 


funcionarias de estos tres poderes y sociedad civil, tales como el diseño de capacitación para el Estado de 


México en la cual participó personal judicial de Costa Rica. Adicionalmente, la delegación costarricense 


recibió una charla sobre los territorios indígenas en el Estado de México, obteniendo conocimientos que 


pueden trasladarse a Costa Rica. 


Como parte de las actividades en el extranjero, el personal judicial de Costa Rica realizó una visita 


a la Universidad Intercultural en el Estado de México, en la que se desarrollan actividades de formación con 


la cosmovisión de los pueblos indígenas. 


A nivel nacional, en los Tribunales de Justicia de Turrialba se llevó a cabo una inducción para el 


personal judicial en la que participó una persona indígena quien colabora como intérprete del idioma cabécar 


que colabora en los procesos judiciales, especialmente aquellos derivados de la zona de Grano de Oro.  


 


 


 


2. Coordinaciones Interinstitucionales 


 


 La Dirección Nacional de Justicia Restaurativa gracias a la cooperación institucional ha realizado 


enlaces con el Centro de Investigación Antropológicas de la Universidad de Costa Rica, la Oficina de Acceso 


a la Justicia, la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Escuela Judicial para promover 


la sensibilización y capacitación de las personas funcionarias que participan en los procesos de Justicia 


Restaurativa, en materia de Acceso a la Justicia Intercultural, para el mejoramiento de capacidades de 


actuación con pertinencia cultural. 


Gracias a estas coordinaciones se participó en el conversatorio “Conflictos territoriales y pueblos 


indígenas: experiencias latinoamericanas”, realizado en la Escuela de Antropología de la Universidad de 


Costa Rica. 







 


Además, el Equipo de Justicia Penal Restaurativa de Pérez Zeledón participó en el “Módulo didáctico 


para la promoción de los derechos humanos de los pueblos indígenas” organizado por la Escuela Judicial y 


realizado en el Colegio Técnico Profesional de Buenos Aires de Puntarenas. 


 


3. Construcción de Instrumentos.  


 


En Justicia Penal Restaurativa, gracias al trabajo conjunto con la Defensa Pública, el Ministerio 


Público y el Departamento de Trabajo Social y Psicología se elaboró una propuesta de Protocolo para la 


atención de causas penales con intervinientes indígenas mediante de Justicia Restaurativa con 


un enfoque intercultural, así como su plan de implementación en la zona de Buenos Aires, por parte de la 


Oficina de Justicia Restaurativa de Pérez Zeledón. 


 


En el mes de octubre 2019, se puso en conocimiento de la Sub Comisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas la propuesta de protocolo y el día 05 de noviembre 2019, participamos en la sesión 09-


2019 de la Sub Comisión explicando el procedimiento restaurativo y los lineamientos de la Ley de Justicia 


Restaurativa. 


Además, se acordó que una vez incorporadas las observaciones al documento se  continuara con 


las labores de coordinación e involucramiento de las comunidades indígenas para lograr la implementación 


de este instrumento. 


4. Cantidad de personas indígenas atendidas en Justicia Restaurativa 


 


El Equipo de Justicia Penal Restaurativa de Pérez Zeledón es el único que ha atendido casos en los 


que figuran personas indígenas como partes mediante la metodología de Justicia Restaurativa y ha facilitado 


la aplicación de medidas alternas, obteniendo resultados muy positivos, tal y como se muestra a 


continuación: 


Tabla N° 1 Resultados de atención en Justicia Restaurativa 


 


Total de 


Asuntos 


Con acuerdo Trámite Devueltos 


29 22 4 3 


 







 


 


 


 


 


 


Tabla N° 2 Tipología de delitos atendidos en Justicia Restaurativa 


 


Delito Cantidad 


Conducción Temeraria 4 


Agresión con arma 10 


Portación de arma 1 


Daños 9 


Resistencia 1 


Hurto  2 


Lesiones Leves 1 


Lesiones Culposas 1 


 


 


 


 


 


 


 


 







 


Tabla N° 3 Territorios indígenas a los que pertenecen las personas indígenas 


atendidas en Justicia Restaurativa 


 


Territorio indígena Cantidad 


Bribri 14 


Boruca 6 


Teribe 1 


Cabécar 4 


Brunca 1 


 


5. Proyección a la Comunidad 


 


Como parte de las acciones de proyección a la Comunidad, el Equipo de Justicia Penal Restaurativa 


de Pérez Zeledón realiza visitas a Buenos Aires para la atención de las personas usuarias en los casos 


remitidos a Justicia Restaurativa, así como la construcción y fortalecimiento de la Red de Apoyo 


Interinstitucional, incorporando instituciones que pertenecen a los territorios indígenas y otras que trabajan 


con población indígena. Además, periódicamente se realizan actividades de sensibilización y divulgación 


sobre Justicia Restaurativa. 


En materia penal juvenil, el Equipo de Justicia Juvenil Restaurativa de Cartago realiza visitas a la 


comunidad de Turrialba para la atención de las personas usuarias en los casos remitidos a Justicia 


Restaurativa, así como la construcción y fortalecimiento de la Red de Apoyo Interinstitucional, incorporando 


instituciones que pertenecen a los territorios indígenas y otras que trabajan con población indígena. Además, 


periódicamente se realizan actividades de sensibilización y divulgación sobre Justicia Restaurativa. 


Sumando a lo anterior, el Equipo de Justicia Juvenil de Limón realiza visitas a la comunidad de 


Talamanca, para la construcción y fortalecimiento de la Red de Apoyo Interinstitucional, incorporando 


instituciones que pertenecen a los territorios indígenas y otras que trabajan con población indígena. Además, 


periódicamente se realizan actividades de sensibilización y divulgación sobre Justicia Restaurativa. 


En el marco del Proyecto de Cooperación Corte-USA-NCSC sobre Justicia Juvenil Restaurativa, 


financiado por la Embajada de los Estados Unidos se llevó a cabo la Reunión Anual, actividad dirigida a la 


comunidad de Talamanca, en la cual se contó con la presencia de representantes de sociedad civil, así como 


instituciones públicas y privadas que conforman la Red de Apoyo, personas indígenas, y personal judicial. 







 


Durante la actividad se mostraron los resultados obtenidos en los procesos juveniles restaurativos y se 


brindó un espacio a los representantes del pueblo Bribrí para que  compartieran su experiencia y las prácticas 


indígenas que utilizan para resolver conflictos a lo interno de sus comunidades.  


 


  


  


 


6. Directrices y lineamientos  


 


La Dirección de Nacional de Justicia Restaurativa emitió la Directriz Administrativa N° 03-DNJR-2019 


a todos los Equipos Interdisciplinarios de Justicia Restaurativa del país, reiterando las “Reglas Prácticas 


para facilitar el acceso a la justicia de las  Poblaciones  Indígenas”, publicadas en las  Circulares N° 10-09, 


145-09 y 80-15, de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia que se adjunta. 


Así como la obligación de coordinar la presencia de una persona intérprete para las personas 


indígenas que participen en los procesos de Justicia Restaurativa, conforme a lo dispuesto en el artículo 12 


de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Convenio 169 de la 


OIT sobre pueblos indígenas y tribales) y los artículos 3 y 6 de la Ley N° 9593, Ley de Acceso a la Justicia 


de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 







 


Sumado a lo anterior se solicitó a los Equipos de Justicia Penal Restaurativa y Justicia Juvenil 


Restaurativa  que lleven un registro de los asuntos con población indígenas rindiendo un informe 


trimestralmente ante esta Dirección.  


 


 


Esperamos continuar estas acciones para garantizar y promover los derechos de las personas 


indígenas dentro de los procesos judiciales en las que intervienen personas indígenas, especialmente cuando 


se busque la resolución alternativa del conflicto mediante Justicia Restaurativa incorporando la cosmovisión 


de estas personas. 


Sin más por el momento, cordialmente se despide 


Gerardo Rubén Alfaro Vargas 


Magistrado Sala Tercera 


Rector de Justicia Restaurativa. 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 036-DNJD-20 de 14 de febrero pasado, remitido por el 


Magistrado Gerardo Rubén Alfaro, Rector de la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa, remitió. 2° 


Solicitar a la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa que al desarrollar la capacitación incluya los 


lineamientos de la Circular 188-19 de Corte Plena incluyéndose además la normativa nacional e internacional 


que regula los derechos de los pueblos indígenas y de género; además, desarrollar la capacitación con la 


participación activa de personas lideresas indígenas de los pueblos donde se vaya a ejecutar dicha 


capacitación o sean competencia material y territorial de las personas servidoras judiciales que sean 


capacitadas. 3° En relación con el Protocolo de Justicia Restaurativa, solicitar que en su construcción se 


consulte a los pueblos indígenas involucrados, en cumplimiento del Convenio 169 de la OIT; y se tomen las 


previsiones respectivas, para garantizar la participación de personas indígenas y organizaciones indígenas 


en su construcción. Para tal efecto, se sugiere coordinar con DINARAC del Ministerio de Justicia y Paz a 


cargo del proceso de consultar con las modalidades establecidas. 4° Hacer este acuerdo de conocimiento 


de la DNJR, la Comisión de la Jurisdicción Penal y la Comisión de la Jurisdicción Agraria al estar asociado a 


gestiones de capacitación e intervención de la citada Dirección con procesos judiciales de naturaleza penal, 


contravencional y agraria en los que intervengan personas indígenas, con especial énfasis de los pueblos 


beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, como parte del cumplimiento 


de éstas. 5° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la DNJR y a 


las Comisiones citadas por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia con copia a esta Subcomisión para el 


seguimiento respectivo. 







 


ARTÍCULO II: 


TEMA: Oficio Nº 3967-19 de 29 de abril de 2019, en el que la Secretaría General de la Corte 


comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 


celebrada el 28 de marzo de 2019, Artículo XXXV 


La Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, previa consulta de 


contenido a las personas integrantes de la Subcomisión, remitió el Oficio N° DVV-SI-022-2020 de 28 de 


febrero pasado al Consejo Superior, dando respuesta al Oficio Nº 3967-19 de 29 de abril de 2019, en el que 


la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, 


en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, Artículo XXXV. El Oficio literalmente indica: 


San José, 28 de febrero de 2020 
N° DVV-S1-022-2020 


(Oficio N° 3667-19) 


 


Señoras y Señores 


Consejo Superior  


Poder Judicial 


 


Estimado Señor:  


 


Reciban un cordial saludo. Tengo el honor de dirigirme a ustedes en mi condición de Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a fin de dar respuesta a la solicitud de información 


contenida en el Oficio Nº 3967-19 de 29 de abril de 2019, en el que la Secretaría General de la Corte 


comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 


28 de marzo de 2019, Artículo XXXV, que literalmente dice: 


 


“Se acordó: 1.) Devolver el informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019 a la Dirección 


de Planificación, para que actualice los datos contenidos en el citado informe. 2.) Solicitar a la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia para Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General de la República, 


un criterio de la situación actual de la atención de los asuntos indígenas en la localidad Buenos 


Aires. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de la 


Zona Sur, del Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, del Ministerio Público y la 


Defensa Pública.”  


 


El Informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019 fue emitido por la Dirección de Planificación 


con ocasión del acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión celebrada el 20 de diciembre del 2016, 


artículo LVI, asociado al estudio para determinar la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico 


Judicial 2 en la Fiscalía de Buenos Aires, así como una plaza de Juez 4 para el Tribunal de la Zona Sur, un 


Fiscal y Defensor Público, asignada mediante permiso con goce de salario y sustitución, para atender 


prioritariamente los asuntos indígenas en Buenos Aires. 


 







 


Al respecto, es importante señalar que la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas emitió 


pronunciamiento, según evidencia que consta en el Oficio N° 11983-18 del 20 de noviembre del 2018 de la 


Secretaría General de la Corte. El acuerdo de la Subcomisión fue comunicado gracias a la colaboración de 


la Unidad de Acceso a la Justicia en el Oficio N° CACC-408-2018 de 16 de noviembre de 2018. En el acuerdo, 


la Subcomisión solicita se valore devolver la plaza de defensor y fiscal a la jurisdicción de Buenos Aires para 


la atención de los procesos vinculados con personas indígenas. 


 


La Dirección de Planificación en el Informe N° 328-PLA-OI-PE-2019 del 8 de marzo del 2019, recomendó: 


 


“(…) 


 


V. 


Recomendaciones 


Por lo anterior, se recomienda lo siguiente: 


Fiscalía de Buenos Aires 


5.1.-En cuanto a la necesidad de las plazas de Fiscal Auxiliar y Técnico Judicial 2 


asignadas con permiso con goce de salario y sustitución para atender el ejercicio 


de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios 


indígenas del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar 


impuesta por la Corte Interamericana al Estado costarricense, esta Dirección no 


puede recomendar su creación en virtud de algunos conceptos, a saber: 


• Al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la carga de 
trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han 
venido desempeñando, tanto en la Fiscalía de Buenos Aires, como en el I 
Circuito Judicial de la Zona Sur. 
• La coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones existentes 
a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario. 


A pesar de lo anterior, esta Dirección también es consciente de la importancia de 
atender con prioridad los asuntos en los que están involucrados grupos 
vulnerables de la sociedad, como en este caso, los grupos indígenas de esas 
zonas. De igual forma, se reconoce el abordaje y las actividades investigativas ya 
realizadas por los permisos concedidos en el 2017 en el caso de Térraba (17-
000125-634-PE), que es un territorio más amplio, por lo que se estima que se 
tomará más tiempo en la investigación que el caso de Salitre.  Asimismo, se es 
consciente de una nueva solicitud de personas indígenas y la ONG para ampliar 
la medida cautelar, al pueblo de Bribri de Cabagra y se debe tomar en 
consideración el resto de los territorios, a los cuales también hay que brindar el 
servicio público de administración de justicia. 


Por lo anterior se recomienda que la Fiscalía General y la Fiscalía Adjunta de 


Asuntos Indígenas, valoren si existen recursos internos que puedan trasladarse a 


la zona de Buenos Aires, para que asuman las importantes funciones que se han 


venido desarrollando y en los que están involucrados los grupos indígenas de esa 


zona. Esta misma medida aplicaría en relación con la plaza de Fiscal que se ha 


establecido en el I Circuito Judicial de la Zona Sur. 







 


Realizar la gestión ante la Administración de Pérez Zeledón para que les brinden 


colaboración con el respectivo cronograma de trabajo, dado que la Fiscalía 


General destacó en Buenos Aires un Fiscal durante el primer trimestre del 


presente año para la atención de los asuntos indígenas, no así la plaza de Técnico 


Judicial para las labores de apoyo, razón por la cual se coordinó con la 


Administración. 


5.2.- Se recomienda que la Fiscalía de Asuntos Indígenas lleve un control de las 


estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, y a partir de la experiencia de 


Bribri Salitre defina un cronograma de atención a los territorios indígenas en el 


Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. Asimismo, que rinda 


informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas 


por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y 


elementos para evaluar la necesidad del recurso otorgado. 


Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 


5.3.- Después del análisis de carga de trabajo, la Dirección de Planificación reitera 


la recomendación emitida en el informe anterior de NO recomendar la propuesta 


del Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, en cuanto a nombrar otra 


jueza o juez en forma permanente en Buenos Aires, con su respectiva oficina, y 


una sala de juicio en forma regular; a efectos de atender las apelaciones y demás 


vistas de los asuntos de  Buenos Aires; realizar juicios unipersonales e integrar 


colegio con dos profesionales de Pérez Zeledón para realizar los juicios 


previamente señalados. 


5.4.- La Defensa Pública deberá igualmente, valorar la posibilidad de un traslado 


de algún recurso que exista y que pueda reubicarse en esa zona para continuar 


con la atención de los asuntos donde están involucrados los grupos indígenas, 


una vez que se lleven a cabo estudios de reestructuración y reorganización de 


oficinas, en caso de estimarse necesario. Sobre este tema indicó el Lic. Erick 


Núñez Rodríguez, Subdirector de la Defensa Pública, que de los análisis que se 


están realizando para redistribución de plazas de acuerdo a las necesidades 


institucionales y procurando asignar los recursos donde mayormente se requiere, 


se determinó la necesidad de atender prioritariamente la Zona de Buenos Aires. 


5.5.-En virtud de los inconvenientes presentados en el local que se alquila del 


ANDE en Buenos Aires, se recomienda a la Administración Regional de Pérez 


Zeledón agilizar las gestiones que actualmente realiza para que a la brevedad 


posible se alquile un local en el Cantón de Buenos Aires para habilitar una sala 


de juicios específica, que permita instalar un equipo de videoconferencia para las 


vistas y lecturas de sentencias desde Pérez Zeledón.  


5.6.- Finalmente se reitera la recomendación, en el sentido de que si el órgano 


superior  estima conveniente apartarse del criterio técnico antes 


expuesto y ofrecer el servicio de administración de justicia penal en Buenos 


Aires (a nivel de Tribunal Penal), con la finalidad de brindar mayor accesibilidad 


a la población vulnerable identificada (personas indígenas),  se presentan algunas 


estimaciones de costos mínimos asociados con la puesta en funcionamiento de 


una “Sede de Tribunal” en esa localidad, para asumir la atención de juicios 


unipersonales, apelaciones, vistas y procesos abreviados en materia Penal; esos 


recursos contarían con la integración de dos profesionales del Tribunal del Primer 







 


 
1Según datos del Subproceso de Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucional, para el Presupuesto del 


Poder Judicial 2019. 


Circuito Judicial de la Zona Sur para celebrar juicios colegiados:  


COSTOS MÍNIMOS ESTIMADOS1: 


  


• Estructura mínima de 5 plazas nuevas:   
 


PUESTO 
COSTOS ESTIMADOS 


2018 


1 Jueza o Juez 4 64.124.000,00 


1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3 19.060.000,00 


1 Técnica o Técnico Judicial 3 16.179.000,00 


1 Custodia/o de Detenidas/os 17.211.000,00 


1 Auxiliar de Seguridad (Guarda de Juicio) 13.602.000,00 


TOTAL ¢ 130.176.000,00 


 


 


• Mobiliario y Equipo de Oficina: 
 


 


PUESTO 
COSTOS ESTIMADOS 


2018 


1 OFICINA NUEVA (a) 1.918.673,00 


1 Jueza o Juez 4 846.295,00 


1 Coordinadora o Coordinador Judicial 3 391.398,00 


1 Técnica o Técnico Judicial 3 391.398,00 


1 Custodio de Detenidos (b) 2.288.449,00 


1 Auxiliar de Seguridad (Guarda de Juicio) (b) 1.497.651,00 


TOTAL ¢ 7.333.864,00 


NOTAS: (a) Incluye 1 Reloj de pared, 6 Sillas de espera (visita), 3 


Archivadores metal tipo legal 4 gavetas, 2 Ventiladores de pared, 2 







 


 
2Este dato es un estimado producto de la información suministrada por el Lic. Roy Garro León, Coordinador Administrativo de la 
Administración Regional. 


Bibliotecas de metal y 4 Butacas de 4 plazas.  (b) Costos de 


equipamiento básico. 


• Alquiler de local (para albergar al personal y habilitado con una sala de 
juicios considerando un área de 125 metros cuadrados): ¢ 1.500.000,00 
colones por mes2, para un monto anual de ¢18.000.000,00 colones.   


Por tanto, los costos totales anuales estimados por habilitar una “Sede 


de Tribunal” en Buenos Aires serían de alrededor de ¢ 155.509.864,00 


colones. 


Adicionalmente, se debe contemplar el costo de ¢ 112.575.000,00 


correspondiente a una plaza de Fiscala o Fiscal Auxiliar (¢ 57.101.000) y una de 


Defensora o Defensor Público (¢ 55.474.000), para completar el equipo de 


trabajo. 


 


Cabe indicar que las recomendaciones antes expuestas fueron formuladas 


considerando los resultados obtenidos por la Licda. Graciela Lugo Solano, 


Profesional 2 (Socióloga) de la Dirección de Planificación, en el análisis 


sociodemográfico de la zona de Buenos Aires. 


Relación del Informe con el Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-


2018 


Las recomendaciones antes expuestas están en concordancia con el tema Nº 7 


del Plan Estratégico Institucional, para el período 2013-2018, que indica: 


“7.- Planificación institucional 


Maximizar el uso de los recursos y ordenar los procesos. Se hace 


necesario este tema a efecto de orientar la gestión judicial para dar 


respuestas satisfactorias de una forma ordenada, armonizando los 


recursos disponibles en función de las prioridades definidas.” 


Asimismo, los planteamientos son consecuentes con los siguientes ejes 


transversales: 


➢ Servicio Público de Calidad. La propuesta tiene como fin acercar el 
servicio de justicia penal a las personas usuarias, y principalmente a los 
grupos vulnerables socialmente, del Cantón de Buenos Aires. 


➢ Accesibilidad. Existen problemas evidentes de accesibilidad en el 
servicio en los grupos vulnerables identificados, principalmente en las 
personas indígenas por las condiciones socioeconómicas en que viven y 
lo complejo de los traslados hasta Pérez Zeledón. 


Realizado por: 
Licda. Marlene Alpízar López, Profesional 2. 


Licda. Graciela Lugo Solano, Profesional 2. 


Aprobado por: Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso Organización Institucional. 







 


 


Como antecedentes se citan en el Oficio en referencia los siguientes: 


 


En sesión Nº 75-16 celebrada el 9 de agosto del año 2016, artículo XXIV, se concedió permiso con goce de 


salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, ocupada en 


propiedad por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, para que llevara a cabo las labores de apoyo al fiscal 


auxiliar designado para la dirección funcional y ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de 


usurpación de territorio indígena, en perjuicio del pueblo indígena Bribri de Salitre en primera instancia, 


para luego pasar a analizar lo atinente al pueblo indígena Teribe ubicado en Térraba, cantón de Buenos 


Aires de Puntarenas, lo anterior a partir del 16 de agosto y hasta el 23 de diciembre del 2016. 


 


Posteriormente, en sesión N° 113-16 del 20 de diciembre del 2019, artículo LVI,  se prorrogó el permiso 


con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de Técnico Judicial 2 de la Fiscalía de Buenos Aires, 


ocupada por el servidor Heiner Bermúdez Anchía, y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de 


Buenos Aires, ocupada por el licenciado Esteban Ceciliano Matamoros a fin de que se dedicaran a las labores 


que se dieron cuenta, lo anterior a partir del 24 de diciembre del 2016 y hasta el 31 de marzo del 2017. 


 


Seguidamente, en sesión N° 2-17 celebrada el 12 de enero del 2017, artículo LXXVI, se concedió permiso 


con goce de salario y sustitución, a una plaza de Juez 4, para el Tribunal del Primer Circuito de la Zona Sur, 


así como a un fiscal y un defensor o defensora, para completar el equipo, a partir del 16 de enero del 2017 


y hasta por tres meses y se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las 


comunidades indígenas del cantón de Buenos Aires.  


 


Luego en sesión N° 29-17 del 28 de marzo del 2017, artículo LV, se prorrogó el permiso con goce de salario 


y sustitución a partir del 1 de abril y hasta el 31 de diciembre 2017, a las plazas N° s 96502 de Técnico 


Judicial 2 y 19899 de Fiscal Auxiliar, ambas de la Fiscalía de Buenos Aires, a fin de que se dedicaran a las 


labores que se dan cuenta. 


 


En sesión N° 32-17 celebrada el 4 de abril del 2017, artículo XLV, se prorrogaron los permisos con goce de 


salario y sustitución, a una plaza de Juez 4 y a una de Fiscal, del 17 de abril del 2017 y hasta por tres 


meses, para que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades 


indígenas del cantón de Buenos Aires. 


 


En sesión N° 34-17 del 5 de abril del 2017, artículo LXXXIX, se prorrogaron los permisos con goce de salario 


y sustitución, a una plaza de Defensor Público, del 16 de abril del 2017 y hasta por tres meses más, para 


que se dedicaran a las labores indicadas con el fin de dar un trato prioritario a las comunidades indígenas 


del cantón de Buenos Aires. 


Máster Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica.  


Visto bueno: Ing. Dixon Li Morales, Jefe del Proceso de Ejecución de las Operaciones. 







 


Luego en sesión N° 40-17 celebrada el 27 de abril del 2017, artículo XXXVIII, se comunicó al máster Randall 


Quirós Soto, Jefe de la Sección de Desarrollo Organizacional de la Dirección de Planificación, que este 


Consejo requiere el estudio solicitado en sesión Nº 113-16 del 20 de diciembre del 2016, artículo LVI, para 


determinar la necesidad de mantener los permisos con goce de salario y sustitución a la plaza N° 96502 de 


Técnico Judicial 2 y a la plaza N° 19899 de Fiscal Auxiliar de la Fiscalía de Buenos Aires. 


 


Posteriormente, en sesión N° 42-17 del 4 de mayo del 2017, artículo LXIII, se tuvo por rendido el informe 


de la Dirección de Planificación con respecto al estudio solicitado en sesión N° 40-17 del 27 de abril del 


2017, artículo XXXVIII. 


 


En sesión N° 63-17 del 04 de julio del 2017, artículo XCVII, se prorrogó el permiso con goce de salario y 


sustitución de la plaza de juez 4 asignada al Tribunal de Juicio de Pérez Zeledón, hasta el último día laboral 


del 2017, para que se dedicara las labores indicadas y se concedió permiso con goce de salario y sustitución 


a una plaza de Técnico Judicial del citado despacho, del 01 de setiembre hasta el último día laboral del 


2017, siempre y cuando exista contenido presupuestario, de lo contario se instó a la administración regional 


del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a mantener dentro de las posibilidades el técnico supernumerario 


a fin de que continuara con la colaboración del juzgador en los debates y vistas a realizar en el cantón de 


Buenos Aires. 


 


Seguidamente, en sesión N° 66-17 del 13 de julio del 2017, artículo XCI, se prorrogó el permiso con goce 


de salario y sustitución a una plaza de Defensor Público, hasta el último día laboral del 2017, para que se 


dedicara a las labores indicadas, en el cantón de Buenos Aires. 


 


Finalmente, en sesión N° 96-17 celebrada el 19 de octubre del 2017, artículo CII, se aprobó el traslado de 


la plaza de Juez 4 del Tribunal de Juicio del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, al Tribunal de Juicio del 


Primer Circuito Judicial de Alajuela, por lo que restaba del año 2017. 


 


En relación con lo anterior, la Subcomisión mantiene la misma posición que externó en su momento y amplía 


la misma para que se valore con los recursos institucionales existentes, amplíe el equipo de trabajo para 


atender de manera prioritaria los procesos judiciales vinculados con la población indígena de Buenos Aires 


de Puntarenas, al tratarse de una población en situación de vulnerabilidad; con especial atención de los 


procesos relacionados con personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH 


contra el Estado. Lo anterior, a fin de poder cumplir con la responsabilidad del Poder Judicial como parte 


del Estado, en lo que a sus competencias se refiere. De igual forma, la petición anterior obedece al 


cumplimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena. 


 


Recomendaciones: 


 


1. Se solicita establecer una acción afirmativa en beneficio de la población indígena de Buenos Aires 
de Puntarenas y de China Quichá de Pérez Zeledón, que consiste en reforzar tanto la jurisdicción 







 


de Buenos Aires como Pérez Zeledón, con nuevas plazas que permitan  conformar un equipo de 
trabajo completo que integre representantes de Judicatura, Defensa Pública, Fiscalía de Asuntos 
indígenas, OIJ, personal de apoyo, recursos tecnológicos y materiales tales como vehículos para 
transporte y oficinas, entre otros que sean necesarios para que la labor del equipo de trabajo pueda 
ser eficaz, eficiente y efectiva, a efecto de atender los procesos judiciales vinculados con las 
personas indígenas citadas. Lo anterior, con fundamento en la normativa internacional que regula 
los derechos de la población indígena: Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 
169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 2007 y 
Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016, la cual tiene carácter 
supraconstitucional según reiteradas resoluciones de la Sala Constitucional al tratarse de convenios 
referidos a derechos humanos; el artículo 1 de la Constitución Política que refiere a Costa Rica como 
un país multiétnico y pluricultural; así como la normativa interna, entre otras, la Ley Indígena y la 
Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. 
 
 
En relación con lo anterior, debe tomarse en consideración que los conflictos en Buenos Aires de 
Puntarenas han aumentado considerablemente, por lo que la recomendación planteada en esta 
recomendación y en la siguiente, se refieren a la autorización de un equipo de trabajo en materia 
penal por medio de la aplicación del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial conforme a la 
Metodología de Administración de Proyectos para el control y seguimiento debidos. Además, debe 
tomarse en consideración que los territorios indígenas de Buenos Aires de Puntarenas corresponden 
a una competencia territorial diferente al territorio de China Quichá de Pérez Zeledón. 
 


2. Para la valoración de la urgencia del citado recurso se tome en cuenta no solo aspectos estadísticos, 
sino que se tome en cuenta la especificidad con que los funcionarios deben atender la población 
indígena y el abordaje diferenciado de las causas, que implica una aumento en las cargas de trabajo 
de manera que para atender adecuadamente los usuarios se debe contar con más personal, con el 
cual sea posible atender prioritariamente la conflictividad que enfrenta la zona.   


 


3. En seguimiento del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, 
establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica, que 
obligan al Estado a adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida y la integridad personal 
de los miembros del pueblo indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, concertar las 
medidas a implementarse con los beneficiarios y sus representantes; e informar sobre las acciones 
adoptadas a fin de investigar los presuntos hechos que dieron lugar a la adopción de dicha medida 
cautelar y así evitar su repetición, se solicita al Consejo Superior en cumplimiento a lo que compete 
al Poder Judicial como parte del Estado, el reforzamiento de las oficinas judiciales que atienden 
este tipo de procesos en las materias penal, agraria y contenciosa administrativa, con el personal 
necesario a efecto de que las decisiones judiciales sobre ese tipo de asuntos se atienda de manera 
prioritaria y se emitan de conformidad con la normativa nacional e internacional que regula los 
derechos de la población indígena. Lo anterior, debido a que las medidas cautelares y provisionales 
de la CIDH tienen un doble carácter, uno cautelar y otro tutelar. Respecto del carácter tutelar, las 
medidas buscan evitar un daño irreparable y preservar el ejercicio de los derechos humanos. Con 
respecto al carácter cautelar, las medidas cautelares tienen como propósito preservar una situación 
jurídica de derechos en posible riesgo, hasta en tanto se resuelva la petición que se encuentra bajo 
conocimiento en el Sistema Interamericano. Su objeto y fin son los de asegurar la integridad y la 
efectividad de la decisión de fondo y, de esta manera, evitar que se lesionen los derechos alegados, 
situación que podría hacer inocua o desvirtuar el efecto útil de la decisión final, según la CIDH. Con 
ocasión de lo anterior, a fin de que el Estado pueda cumplir con la decisión final de las Medidas y, 
de ser necesario, con las reparaciones ordenadas, es necesario reforzar los equipos de trabajo 
humanos y materiales a disposición para atender este tipo de procesos, con especial referencia a 
la materia penal que es objeto de análisis. 


4. A efecto de atender la "gravedad de la situación", vinculada con el serio impacto que la acción u 
omisión estatal pueda tener sobre los derechos protegidos o sobre el efecto eventual de las 
decisiones pendientes ante la CIDH; así como la "urgencia de la situación", que se determina por 
la información que indica que el riesgo o la amenaza son inminentes y puedan materializarse, 
requiriendo de esa manera acción preventiva o tutelar; el "daño irreparable" vinculado con la 







 


afectación sobre derechos que, por su propia naturaleza, no son susceptibles de reparación, 
restauración o adecuada indemnización, se solicita la atención prioritaria e inmediata de los 
requerimientos de recursos materiales y tecnológicos, así como el talento humano necesario para 
conformar el equipo de trabajo que continúe dando respuesta a los procesos vinculados con la 
población indígena beneficiaria de las Medidas Cautelares.  


5. A efecto de cumplir con la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar a la Escuela Judicial para que 
priorice el fortalecimiento de las competencias del equipo de trabajo que esta a cargo y que, de 
aceptarse las recomendaciones anteriores, se designe de manera inmediata para la atención de los 
procesos judiciales penales vinculados con la población indígena de Buenos Aires de Puntarenas y 
de China Quichá de Pérez Zeledón, indistintamente de la cantidad de procesos pendientes o la 
proyección que se tenga ante los altos niveles de conflictividad en la zona, atendiendo sobre todo 
a la exigencia de la normativa supraconstitucional que regula los derechos de esa población y los 
requerimientos de la CIDH. Lo anterior, para disminuir en lo posible desde las funciones del Poder 
Judicial, la serie continua de ciclos de amenazas, hostigamientos y actos de violencia en contra de 
los miembros de los pueblos indígenas Teribe y Bribri de Salitre, identificados por los gestionantes 
de las Medidas Cautelares como posibles factores generadores de riesgo que incidirían en su 
situación, asociados a lo que la CIDH califica como un presunto clima de tensión y hostilidad, en 
vista que los miembros de ambos pueblos indígenas estarían cohabitando un área en la que se 
encontrarían personas no indígenas, en el marco de un conflicto territorial que habría perdurado 
por varios años; y supuestas represalias, debido a la labor que los miembros de ambos pueblos 
indígenas estarían adelantando, con el fin de que se reconozca y delimite su territorio.  


6. Se solicite a la Dirección Nacional de Justicia Restaurativa y al Centro de Conciliación del Poder 
Judicial continuar con la atención de los procesos indígenas de la zona citada, coadyuvando en la 
búsqueda de soluciones legalmente posibles y con pertinencia cultural, en cumplimiento del 
mandato que les confiere la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. Lo 
anterior, considerando que, según refiere la CIDH en las Medidas Cautelares 321-15, el 7 de julio 
de 2014, el Sistema de Naciones Unidas en Costa Rica expresó "su preocupación por la violencia 
registrada en el territorio indígena de Salitre [...l, que ha provocado movilización de personas, 
quema de ranchos y bloqueo de caminos. La ONU confía en que el Estado impulse urgentemente 
la resolución pacífica del conflicto de manera que se proteja el derecho de los pueblos indígenas a 
su territorio y también se garantice los derechos humanos de todos sus habitantes y a los actores 
involucrados para que rechacen cualquier tipo de violencia"  


7. Solicitar a la Oficina de Protección de Víctimas y Testigos, ante la posibilidad de que la situación de 
riesgo pueda exacerbase aún más en la zona de Buenos Aires y de China Quichá de Pérez Zeledón, 
por la continuidad del clima de tensión y las medidas destinadas a delimitar los territorios, se tomen 
medidas adecuadas y efectivas, tomando en consideración un enfoque diferencial respecto de 
pueblos indígenas y las dinámicas particulares en la zona. Se recomienda que las medidas 
necesarias que se tomen para garantizar la vida y la integridad personal de los miembros del pueblo 
indígena Teribe y del pueblo indígena Bribri de Salitre, deben tener pertinencia cultural. 


8. Solicitar a las personas servidoras judiciales y oficinas involucradas en los equipos de trabajo que 
se conformen, emitir informes de su gestión, según la periodicidad que la Dirección de Planificación 
sugiera al Consejo Superior y éste disponga, a efecto de verificar el acceso a la justicia de la 
población y la atención prioritaria y oportuna. 


9. Instar a la Dirección Ejecutiva para asegurar que el equipo de personas traductoras e intérpretes, 
conformado tanto por mujeres como por hombres, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia 
de Pueblos Indígenas, sea suficiente para la atención de los procesos judiciales en los que estén 
vinculadas personas indígenas de las zonas referidas, para garantizar que no se constituya en un 
atraso en la gestión de los diferentes equipos de trabajo. 


10. Solicitar a la Administración Regional del Primer Circuito Judicial de Pérez Zeledón a cargo de 
Buenos Aires, y a los despachos involucrados, tomar las medidas necesarias para que el pago a las 
personas traductoras e intérpretes se realice de manera oportuna y cumpliendo con todos los 
requerimientos legales y políticas institucionales, para poder seguir contando con este apoyo. 







 


11. Solicitar colaboración a la Escuela de Antropología de la Universidad de Costa Rica que, en 
cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, para que 
coadyuven con los peritajes culturales necesarios para la atención de los procesos judiciales que 
atienda el equipo de trabajo que se conforme, a cargo de reforzar la atención de los asuntos 
indígenas de la zona de Buenos Aires de Puntarenas y China Quichá de Pérez Zeledón. 


12. Solicitar a la Escuela Judicial, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
de Costa Rica y la Circular 188-19 de Corte Plena, brinde capacitación de manera prioritaria al 
equipo de trabajo que se conforme para atender los asuntos penales de la zona, con el objetivo de 
fortalecer sus competencias en Derecho Indígena, siguiendo los lineamientos dispuestos en la 
circular en referencia que incluyen aspectos relacionados con contenidos mínimos, verificación de 
asistencia y seguimiento del impacto de la capacitación. Instar a la Escuela Judicial verifique que, 
en los contenidos de los diseños de las capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: 
a) Normativa internacional referida a los derechos de las personas indígenas, entre ellos, el 
Convenio relativo a la protección e integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones 
tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales 1989 (Convenio 169 OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 
2016; b) Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos vinculada con pueblos 
Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, c) Constitución Política, Ley Indígena, Ley de 
Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, entre otras; d) Jurisprudencia de las Salas de Casación 
y de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia; d) Lineamientos y circulares de Corte 
Plena y del Consejo Superior vinculados con las reglas para los procesos en los que estén 
involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el 
pluralismo jurídico. Incluyendo, el establecimiento de un modelo de control y seguimiento a fin de 
medir el impacto de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas 
servidoras judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- 
que emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de 
independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. Al 
respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la capacitación 
se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la capacitación judicial en el 
desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 


13. Declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en las capacitaciones sobre 
Derecho Indígena, ampliar a sensibilización, atención y acceso a la justicia de pueblos indígenas en 
cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan 
competencia material y territorial para conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo 
indígena Teribe y Bribri de Salitre y la Circular 188-19 de Corte Plena. 


14. Solicitar a la Escuela Judicial llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 
seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en los indicadores de 
evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o ascensos 
en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas indígenas. 


15. Instar al CACMFJ para que, junto con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, 
divulgue la Circular 188-19 de Corte Plena; en especial el eje sexto referido a las personas 
juzgadoras de todas las materias que atienden procesos vinculados con personas indígenas, en el 
que se señala: “Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir circulares 
dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere su deber de ser garantes 
del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la no discriminación y eliminación de 
barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de la comunidad puedan comprender y hacerse 
comprender en los procedimientos legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios 
eficaces para tal fin; ii) proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica 
y legal en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se 
encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) facilitar el acceso 
físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los organismos encargados de garantizar 
el derecho a la propiedad colectiva de los pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la 
participación de los pueblos en el desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de 
cualquier otra índole, sin que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea 
debido a las distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud 
de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome en cuenta las 







 


particularidades propias que los diferencian de la población en general y que conforman su identidad 
cultural, sus características económicas y sociales, su posible situación de vulnerabilidad, su derecho 
consuetudinario, valores, usos y costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto 
de los mecanismos internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se 
encuentren en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales 
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos Kaliña y Lokono 
versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las disposiciones de la Ley de Acceso a 
la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica.” Así como el sétimo que indica: “7. Con absoluto 
respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, 
entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos humanos apropiadas, 
principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, evaluación, promoción  y 
acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento jurídico y técnico aplicable, en lo 
relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el objetivo de ofrecer a las personas 
usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin denegación y accesible; priorizando lo 
vinculado con los procesos judiciales en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y 
Bribri de Salitre.”  


16. Solicitar a la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Comisión de Acceso a la Justicia y 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en cumplimiento de la Ley de Acceso a 
la Justicia de Pueblos Indígenas, y el eje octavo de la Circular 188-19, priorizar la realización de 
encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre, a efecto de que estas últimas les 
expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. En forma previa a su 
ejecución, solicitarles concertar con las personas indígenas de los pueblos indígenas de Buenos 
Aires la identificación de los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser 
informados y los mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. Así mismo, 
que en forma coordinada con la Escuela Judicial y demás Unidades de Capacitación de la institución, 
coordinen encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre y personas 
funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos judiciales vinculados con esa 
población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a las y los servidores judiciales sobre 
la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia y de transmisión de la tierra, entre otros 
datos de interés, que incidan en la solución de los conflictos indígenas; priorizándose a quienes 
laboren en las oficinas judiciales con competencia material y territorial para conocer de procesos 
vinculados con personas indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas 
juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal 
administrativo, del Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de 
capacitación con personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso 
Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás. 


Se adjuntan documentos de interés y desde la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


nos ponemos en la mayor disposición en caso de que requieran una ampliación del informe. 


De ustedes con respeto y estima,  


 


Damaris Vargas Vásquez 


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Magistrada Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 
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Comisión de Acceso a la Justicia  
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Unidad de Acceso a la Justicia 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Dirección del Ministerio Público 


Dirección de Planificación 


Dirección del OIJ 


Dirección de la Defensa Pública 
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Tribunal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 


Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 
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La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-08-2020 a la Fiscalía Adjunta de 


Asuntos Indígenas, el acuerdo estipulado en el Artículo V del Acta 10-19 el cual se transcribe literalmente:  


SE ACUERDA: 2°. Consultar a la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas, informe sobre el control de las 


estadísticas de los asuntos indígenas por fiscalía, así como del cronograma de atención a los territorios 


indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto, así como de los informes 


trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el 


desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso. Se 


declara este acuerdo firme.” 


La Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas comunicó mediante el Oficio N° 12-FAI-2020, lo siguiente: 


San José 14 de febrero de 2020 


 
Oficio N° 12-FAI-2020 


 


Señoras 


Unidad de Acceso a la Justicia 


Corte Suprema de Justicia Poder 


Judicial 


 







 


 
Estimadas señoras: 


 
Por medio de la presente reciba un cordial saludo, a su vez se da respuesta a la solicitud remitida 


por correo electrónico el día 13 de febrero de 2020, mediante el cual se solicita informe con respecto a 


las disposiciones tomadas por la Fiscalía de Asuntos Indígenas, en adelante FAI, con la finalidad de dar 


respuesta al acuerdo enviado mediante oficio CACC-08-2020: 


 
 
 


“2°. Consultar a la Fiscal ía Adjunta de Asuntos Indígenas, informe sobre el control de las estadísticas 


de los asuntos indígenas por fiscalía, así como del cronograma de atención a los territorios indígenas en 


el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto, así como de los informes trimestrales a la 


Direcci ón de Planificaci ón de las actividades realizadas por las plazas asignadas y el desarrollo del 


proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar la necesidad del recurso. Se declara este 


acuerdo firme. ” 


 
I.- Antecedente: 


 


La Fiscalía de Asuntos Indígenas, mediante oficio 249-2019 del diez de octubre del año dos mil 


diecinueve, solicitó al Consejo Superior del Poder Judicial el nombramiento de una plaza de técnico judicial 


en la Fiscalía de Buenos Aires, concretamente “se autorice el permiso con goce de salario y sustitución 


del técnico judicial 2 N°96502, del período del 31 de Octubre del 2019 al 31 de Diciembre del 2019, con 


la finalidad de no afectar el servicio que se le brinda a esa población en situación de vulnerabilidad y 


cumplir con los objetivos planteados.” 


Ante esta solicitud, el Consejo Superior resolvió: “Se acordó: Denegar la gestión presentada por 


la licenciada Tattiana García Chaves, Fiscal Adjunta de Asuntos Indígenas, en cuanto a la necesidad 


de la plaza Técnico Judicial 2 asignada con permiso con goce de salario y sustitución para atender el  


ejercicio de la acción penal de los posibles delitos de usurpación de tierras en los territorios indígenas 


del Cantón de Buenos Aires, y en atención de la medida cautelar impuesta por la Corte Interamericana 


al Estado costarricense, en razón de que al igual que en estudios anteriores, se ha determinado que la 


carga de trabajo no justifica plenamente la creación de los recursos que se han venido desempeñando, 


en la Fiscalía de Buenos Aires, además de la coyuntura presupuestaria de la Institución y las limitaciones 


existentes a nivel de las propuestas para crear permisos con goces de salario. No obstante, lo anterior, 


este Consejo, recomienda que la Fiscal ía de Asuntos Indígenas lleve un control de las estadísticas de los 


asuntos indígenas por fiscal ía, y a partir de la experiencia de Bribri-Salitre defina un cronograma de 


atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires y brinde seguimiento al proyecto. 


Asimismo, que rinda informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las actividades realizadas 


por las plazas asignadas y el desarrollo del proyecto, con el fin de tener datos y elementos para evaluar 


la necesidad del recurso. Se declara este acuerdo firme.” 







 


Posteriormente el Fiscal Coordinador de la Fiscalía de Asuntos Indígenas, Lic. Daniel Villalobos, 


remitió correo electrónico enviado el 07 de noviembre de 2019 a la señora Damaris Vásquez, mediante 


el cual se puso en conocimiento de la Unidad de Acceso a la Justicia, el oficio 11515 del año 2019 del 


Consejo Superior del Poder Judicial, dentro del cual se les hizo saber del rechazo de la creación de una 


plaza de técnico judical para la atención de personas indígenas en la Fiscalía de Buenos Aires, y así 


coadyudar con la gestión del Ministerio Público. 


En fecha del ocho de noviembre del año 2019, mediante oficio N°318-FAI-2019, se presentó la 


respectiva reconsideración ante el Consejo Superior del Poder Judicial, sobre la denegatoria de la plaza 


de técnico judicial en la Fiscalía de Buenos Aires, a fin de garantizar un adecuado acceso a la justicia de 


los pueblos indígenas de esta zona y en aras de dar un efectivo cumplimiento a las medida cautelar 


impuesta por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre el Estado Costarricense. 


Esta reconsideración aún se encuentra pendiente de resolver. 


 


II.- Control estadístico: 
 


En el mes de Noviembre del 2011, se publicó la Circular de Fiscalía General 13-ADM-2011, en la 


cual se estableció que las fiscalías territoriales que atienden población indígena, tienen la obligación de 


remitir trimestralmente a la FAI informes del sobre el circulante indígena. 


Esta estadística, que aún se mantiene al día de hoy, y al ingresar los datos a este despacho son 


revisados y se cuantifican por fiscalía. 


Posteriormente, esta información se remite a la Unidad de Monitoreo del Ministerio Público 


(UMGEF) para su respectivo análisis, a fin de conocer los porcentajes de delitos 


ocurridos  en causas  indígenas  a nivel  nacional,  utilizando  dichos  análisis  como insumos para conocer 


la incidencia criminal que afecta a la población indígena a nivel nacional y con ello elaborar la metodología 


de trabajo anual de la Fiscalía de Asuntos Indígenas con respecto a cada una de las fiscalías que conocen 


materia indígena. 


 


III.- Cronograma de atención a los territorios indígenas en el Cantón de Buenos Aires: 
 


Anualmente se programan y se agendan las visitas a los territorios indígenas en asocio con la 


Oficina de Atención de Víctimas y Testigos, con el fin de brindar atención in situ, brindar información 


sobre las funciones del Ministerio Público, recibir denuncias y/o entrevistas, así como evacuar cualquier 


otra diligencia o consulta que surja durante la visita. 


Para este año 2020, la programación de las visitas a los territorios indígenas de Ujarrás, Salitre, 


Rey Curré, Cabagra, Térraba y Boruca, darán inicio entre en el mes de Marzo hasta el mes de Octubre 


del presente año, así como también, se realizarán las visitas que resulten necesarias, según las situaciones 


especiales o circunstancias que surjan durante el presente año. 


 
 







 


 


IV.-   Remitir  informes  trimestrales  a   la   Dirección  de   Planificación   de las


 actividades 


realizadas por las plazas asignadas 


 


A partir del año 2020, se está generando una bitácora diaria de las labores realizadas tanto por 


fiscales como por parte de los técnicos judiciales de la Fiscal ía de Buenos Aires, con el fin de evidenciar 


las labores que se realizan durante la jornada laboral y el tiempo que requiere la atención de la población 


indígena en la zona, lo anterior, con la finalidad de remitir de forma trimestral la información al 


Departamento de Planificación. 
 


Por último, es importante indicar, que se están cumpliento con las recomendaciones emitidas por 


parte del Consejo Superior para rendir los informes trimestrales a la Dirección de Planificación de las 


actividades realizadas por los funcionarios de la Fiscalía de Buenos Aires, lo anterior, con la finalidad de 


contar con mayores insumos con respecto a la justificación de la necesidad de la plaza de técnico judicial 


que se solicita. 


 
De esta manera se da respuesta, en caso de requerirse ampliación quedo atenta. 


 


Con las mayores muestras de consideración y estima  


 


 


Tattiana García Chaves 


Fiscala Adjunta 


Fiscalía de Asuntos Indígenas 


________________________


___ 


 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° DVV-SI-022-2020 de 28 de febrero pasado, remitido por la 


Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas al Consejo Superior, previa 


consulta de contenido a las personas integrantes de la Subcomisión, dando respuesta al Oficio Nº 3967-19 


de 29 de abril de 2019, en el que la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el 


Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 28-19 celebrada el 28 de marzo de 2019, Artículo XXXV. 


Lo anterior, como parte de las gestiones de seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH 


contra el Estado. 2° Se toma nota del Oficio N° 12-FAI-2020 de 14 de febrero pasado, enviado a esta 


Subcomisión por la Fiscalía Adjunta de Asuntos Indígenas. 3° Solicitar a la Unidad de Acceso a la Justicia 







 


dar seguimiento al acuerdo que tome el Consejo Superior en relación con la gestión citada en el primer 


acuerdo. 4° Comuníquese este acuerdo a la Fiscalía Indígena para su conocimiento, por medio de la Unidad 


de Acceso a la Justicia.- 


 


ARTÍCULO III: 


TEMA: OFICINA DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA DE BUENOS AIRES DE PUNTARENAS 


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-10-2020 a la Dirección de 


Planificación y al Departamento de Trabajo Social y Psicología, el acuerdo estipulado en el Artículo VII del 


Acta 10-19 el cual se transcribe literalmente:  


3°. Solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología, y a la Dirección de Planificación informen sobre 


la factibilidad de que la plaza se ubique en Buenos Aires de Puntarenas considerando la situación actual de 


infraestructura, los requerimientos de servicio y el destino de la plaza aprobada por el Consejo Superior.  


La Dirección de Planificación comunica mediante el Oficio 162-PLA-OI-2020, lo siguiente: 


162-PLA-OI-2020 


Ref. SICE: 24-20  


 


3 de febrero de 2020 


Magistrado 


Jorge Enrique Olaso Alvarez, Coordinador  


Comisión de Acceso a la Justicia 


Estimado señor: 


 


Le transcribo el informe suscrito por la Licda. Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso de 


Organización Institucional, que indica:  


 


 


”Mediante oficio CACC-10-2020 del 09 de enero de 2020, la Comisión de Acceso a la Justicia, comunicó el 


acuerdo de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tomado en sesión celebrada 


virtualmente el 20 de diciembre de 2019, artículo VII, en el cual solicitan que el Departamento de Trabajo 


Social y Psicología, y  la Dirección de Planificación informen sobre la factibilidad de que la plaza se ubique 


en Buenos Aires de Puntarenas considerando la situación actual de infraestructura, los requerimientos de 


servicio y el destino de la plaza aprobada por el Consejo Superior3. 


 
3 Ver anexo 1. 







 


 


Sobre el particular, me permito indicarle que con base en la información recopilada por la Licda. Marlene 


Alpízar López, Profesional del Subproceso a mi cargo, la gestión solicitada fue contemplada por la Dirección 


de Planificación en el informe 61-PLA-DO-2014,  relacionado con el estudio sobre requerimientos de recurso 


humano 2015 para la Creación de la Oficina de Trabajo Social y Psicología para los cantones de Buenos 


Aires y Bribrí, donde se recomendó la plaza para Buenos Aires y específicamente sobre el tema de la 


ubicación de recurso se indicó lo siguiente: 


 


“4.5.- No se cuenta con condiciones de espacio físico en la zona de 


Buenos Aires para instalar un equipo psicosocial, por lo que ante una 


eventual creación debe incluirse el alquiler de un local.” 


 


El citado informe fue conocido por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión extraordinaria N°35-


14 (Presupuesto 2015), del 23 de abril del 2014, artículo LV, donde se dispuso lo siguiente: 


 


“Se acordó: 1.) Aprobar el informe presentado por el Departamento 


de Planificación. 2.) Incluir en el anteproyecto de presupuesto del 


2015, las siguientes plazas extraordinarias por todo el 2015: 


 


Despacho 
Cant


. 
Tipo de plaza 


Recomendac


ión 


Priorida


d 


 


Oficina de 


Trabajo Social 


y Psicología de 


Pérez Zeledón 


 


1 


Perito Judicial 2 


(Trabajadora o 


Trabajador 


Social) 


Extraordinaria 2 


 


Oficina de 


Trabajo Social 


y Psicología de 


Limón 


 


2 


2 Perito Judicial 2 


(Trabajadora o 


Trabajador Social 


y Psicóloga o 


Psicólogo) 


Extraordinaria 2 


 


3.) Las plazas aprobadas estarán destinadas principalmente para 


atender las zonas de Bribrí y Buenos Aires, ubicadas 


temporalmente en Limón y Pérez Zeledón. 4.) El Departamento de 


Personal deberá tomar nota para que cuando se saquen a concurso 







 


estas plazas indicar que son para cubrir esas zonas.” (La negrita no 


pertenece al original) 


 


 


El citado acuerdo fue comunicado a los involucrados mediante el oficio N°186-CSP-14 del 26 de abril de 


2014, el cual adjunta el informe citado. (Ver anexo 2). 


 


De lo expuesto, es de notar que esta Dirección ya emitió criterio en su oportunidad y no tiene injerencia en 


su ejecución, por lo que se sugiere coordinar con otras dependencias competentes para la ejecución de este 


tema.”. 


 


(...) 


 


“ANEXOS 


1. Oficio -10-2020 de la Comisión de 
Acceso de la Justicia, relacionado con la 
gestión solicitada. Oficio 


CACC-10-2020.docx
 


2. Comunicado 186-CSP-14 del acuerdo 
del Consejo Superior e informe 61-PLA-
DO-2014 N°186-CSP-14.rtf


”                      “ 


 


Atentamente, 


Dixon Li Morales  


Director a.i. de Planificación 


 


Copias:  


• Máster  Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora  
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


 


• Sra. Katherine Salazar Duarte, Secretaria 
Comisión de Acceso a la Justicia 


 


• Archivo 







 


 


xba 


Ref. 24-20 


 


El Departamento de Trabajo Social y Psicología comunica mediante el Oficio DTSP-015-2020, lo 


siguiente: 


12 de febrero de 2020 


DTSP-015-2020 


 


Máster  


Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora 


Unidad de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 


 


Estimada señora: 


 


Reciba un cordial saludo. En atención al oficio N° Oficio CACC-10-2020, relacionado con los acuerdos 


tomados por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas celebrada el 20 de diciembre de 


2019, me permito informar lo siguiente.  


 


La plaza de Trabajo Social que se creó en el año 2015 para Buenos Aires es un recurso diferente al que se 


creó en ese mismo año para Bribrí, de manera que la primera desde su creación ha estado destacada en 


Buenos Aires hasta la fecha y con prioridad para la atención a la población indígena. 


 


Si bien en el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión extraordinaria N°35-14 (Presupuesto 2015), 


celebrada el 23 de abril de 2014, artículo LV, se indicó que se iba a destacar temporalmente en Pérez 


Zeledón, la Fiscalía cedió un espacio en Buenos Aires para la ubicación de la profesional y se ha mantenido 


a la fecha ahí destacada. En el 2016 la plaza pasó a ser ordinaria y fue nombrada en propiedad en ese 


mismo año, por lo que es un recurso que se mantendrá en la zona.  


 







 


Por otra parte, en cuanto a las plazas de Bribrí, se creó un equipo psicosocial en el 2015 con el fin de dar 


accesibilidad a la población indígena de la región, y tal como lo indica el acuerdo del Consejo Superior antes 


mencionado, se destacarían en Limón ante la falta de infraestructura en Bribrí, situación que persiste a la 


fecha. Sin embargo, las profesionales de psicología y trabajo social, se han estado desplazando a la zona 


para atender ahí a la población usuaria, en diferentes espacios a saber: Iglesia católica, Municipalidad, 


Instituto Nacional de Aprendizaje, Trabajo Social de la Caja Costarricense del Seguro Social, Juzgado 


Contravencional  y finalmente, en un espacio cedido por el Organismo de Investigación Judicial del lugar y 


compartido con el médico forense, lugares que si bien no todos reúnen las condiciones idóneas para el buen 


servicio, permitían a las personas usuarias no tener que desplazarse hasta Limón, pero este año el espacio 


físico no fue cedido más por el OIJ y al no tener donde valorar en Bribrí, el equipo se está viendo obligado 


a citar a la población en Limón. 


 


Lo anterior, será llevado al Consejo de Administración del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con el fin 


de solicitar una solución al problema y que el equipo psicosocial pueda brindar el servicio a la población en 


la zona de Bribrí, el cual fue el objetivo con el que se creó. 


 


A la espera de haber dado oportuna respuesta, quedo a disposición para cualquier consulta o información 


adicional. 


 


Atentamente, 


 


MSc.  Alba Gutiérrez Villalobos 


Jefa, Departamento de Trabajo Social y Psicología 


 


 


CC  Archivo 


 


SE ACUERDA:  


1° Se toma nota del Oficio 162-PLA-OI-2020 remitido por la Dirección de Planificación en el que se informa 


que el informe referido a las plazas del Departamento de Trabajo Social y Psicología fue conocido por el 


Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión extraordinaria N°35-14 (Presupuesto 2015), del 23 de abril 


del 2014, artículo LV, donde se dispuso: “Se acordó: 1.) Aprobar el informe presentado por el 


Departamento de Planificación. 2.) Incluir en el anteproyecto de presupuesto del 2015, las siguientes plazas 


extraordinarias por todo el 2015: 







 


Despacho 
Cant


. 
Tipo de plaza 


Recomendac


ión 


Priorida


d 


 


Oficina de 


Trabajo Social 


y Psicología de 


Pérez Zeledón 


 


1 


Perito Judicial 2 


(Trabajadora o 


Trabajador 


Social) 


Extraordinaria 2 


 


Oficina de 


Trabajo Social 


y Psicología de 


Limón 


 


2 


2 Perito Judicial 2 


(Trabajadora o 


Trabajador Social 


y Psicóloga o 


Psicólogo) 


Extraordinaria 2 


 


3.) Las plazas aprobadas estarán destinadas principalmente para atender las zonas de 


Bribrí y Buenos Aires, ubicadas temporalmente en Limón y Pérez Zeledón. 4.) El 


Departamento de Personal deberá tomar nota para que cuando se saquen a concurso 


estas plazas indicar que son para cubrir esas zonas.” (La negrita no pertenece al 


original). El citado acuerdo fue comunicado a los involucrados mediante el oficio N°186-


CSP-14 del 26 de abril de 2014, el cual adjunta el informe citado. (Ver anexo 2).”; y se 


agrega, la Dirección de Planificación ya emitió criterio en su oportunidad y no tiene 


injerencia en su ejecución, por lo que se sugiere coordinar con otras dependencias 


competentes para la ejecución de este tema. 


2° Se toma nota del Oficio DTSP-015-2020, de 12 de febrero de 2020 en el el Departamento de Trabajo 


Social y Psicología informa, que la plaza de Trabajo Social que se creó en el año 2015 para Buenos Aires es 


un recurso diferente al que se creó en ese mismo año para Bribrí, de manera que la primera desde su 


creación ha estado destacada en Buenos Aires hasta la fecha y con prioridad para la atención a la población 


indígena, debido a que la Fiscalía cedió un espacio en Buenos Aires para la ubicación de la profesional y se 


ha mantenido a la fecha ahí destacada. En el 2016 la plaza pasó a ser ordinaria y fue nombrada en propiedad 


en ese mismo año, por lo que es un recurso que se mantendrá en la zona. Además, que en cuanto a las 


plazas de Bribrí, se creó un equipo psicosocial en el 2015 con el fin de dar accesibilidad a la población 


indígena de la región, y tal como lo indica el acuerdo del Consejo Superior antes mencionado, se destacarían 


en Limón ante la falta de infraestructura en Bribrí, situación que persiste a la fecha. Sin embargo, las 


profesionales de psicología y trabajo social, se han estado desplazando a la zona para atender ahí a la 


población usuaria, en diferentes espacios a saber: Iglesia católica, Municipalidad, Instituto Nacional de 


Aprendizaje, Trabajo Social de la Caja Costarricense del Seguro Social, Juzgado Contravencional  y 


finalmente, en un espacio cedido por el Organismo de Investigación Judicial del lugar y compartido con el 


médico forense, lugares que si bien no todos reúnen las condiciones idóneas para el buen servicio, permitían 


a las personas usuarias no tener que desplazarse hasta Limón, pero este año el espacio físico no fue cedido 


más por el OIJ y al no tener donde valorar en Bribrí, el equipo se está viendo obligado a citar a la población 


en Limón. 


3° Solicitar a la Dirección de Gestión Humana informe si las plazas a las que hace alusión el Consejo Superior 







 


en la sesión extraordinaria N°35-14 (Presupuesto 2015), del 23 de abril del 2014, artículo LV, ya fueron 


sacadas a concurso con la indicación expresa de que debían estar radicadas, una en Bribri y otra en Buenos 


Aires de Puntarenas; y si permanecen ahí en la actualidad, especialmente la destinada a Buenos Aires de 


Puntarenas para la atención de los pueblos indígenas de esa zona, dentro de los que se incluyen los 


beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 


4° Solicitar al Departamento de Trabajo Social y Psicología y al Consejo de Administración del Primer Circuito 


Judicial de la Zona Atlántica informe sobre las soluciones brindadas a efecto de la plaza creada para que 


brinde el servicio en Bribrí se encuentre radicada en esa zona para el servicio de la población indígena. 


5° Se declaran firmes los acuerdos por unanimidad. Comuníquese este acuerdo a la Dirección de 


Planificación, la Dirección de Gestión Humana, el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el Consejo 


de Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con copia al Consejo de Administración 


del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur. 


 


ARTÍCULO IV: 


TEMA: SOLICITUD DEL PUEBLO INDÍGENA MALECU A PRESIDENCIA DE LA CORTE SUPREMA 


DE JUSTICIA SOBRE “EXPEDIENTES JUDICIALES PARA TRÁMITE RÁPIDO EN CASOS DE 


TIERRA EN CASACIÓN Y REMATE DE TIERRAS DENTRO DE TERRITORIO INDÍGENA DE FORMA 


ILEGAL”. 


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-24-2020 a la Asociación de 


Desarrollo Integral  Indígena de la Reserva Indígena Guatuso de Alajuela, el acuerdo estipulado en el 


Artículo III del Acta 01-20 el cual se transcribe literalmente:  


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


SE ACUERDA: 2°. Solicitar al señor Emigdio Cruz, presidente de la Asociación de Desarrollo 


Integral de la Reserva Indígena Guatuso (Territorio Malecu) informe sobre los números de 







 


expedientes judiciales a los que hace referencia en los puntos 1 y 2 para el seguimiento 


respectivo; así como los temas de capacitación en los que estimen necesario deban ser 


capacitados por parte del Poder Judicial, a efecto de atender sus requerimientos conforme a 


las posibilidades institucionales.  


 


 


El señor Emigdio Cruz, presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena comunica 


vía correo electrónico lo siguiente: 


De: Asociacion Maleku [mailto:aditerritoriomalecu@gmail.com]  


Enviado el: lunes, 24 de febrero de 2020 01:06 p.m. 


Para: Katherine Salazar Duarte 


Asunto: Re: Oficio CACC-24-2020 Emigdio Cruz Elizondo Acuerdo Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas 07 de enero 


Estimada Katherine 


Adjunto oficio con casos que requerimos información, asi mismo solicitamos una ves analizada los 


expedientes poder definir alguna fecha para la realización de la reunión en nuestro territorio Malecu 


 


 


El listado se trasladó a la Contraloría de Servicios para que colaboraran con informar el estado de esos 


expedientes a fin de comunicarlo a los gestionantes, en los casos en que sea legalmente posible suministrar 


esa información. 


 


 


 


 


 


 


 


 


 


SE ACUERDA: 1. Se toma nota del informe de la representante de la Defensa Pública de que ellos y 


CONAMAJ van el 27 de marzo próximo a visitar al pueblo Malecu. 2. Solicitar a las oficinas representadas 


en esta Subcomisión que cuando realicen visitas a los territorios indígenas, incluyendo el de los Malecu, se 


procure coordinar con todas las oficinas involucradas para que sea una sola visita y no en forma separada 


Expedientes 
pendientes.pdf







 


a efecto de que las personas indígenas puedan aprovechar al máximo el tiempo destinado a atender a las 


personas servidoras judiciales. 3. Solicitar al Consejo Superior instar a las oficinas judiciales que cuando 


programen visitas a territorios indígenas, en forma previa deben investigar sobre su cosmovisión para no 


vulnerar sus derechos y respetar sus costumbres desde diferentes áreas, incluyendo su alimentación y forma 


de preparación, horarios preferentes de atención de parte de la población; además de consultar previamente 


a la población indígena sus costumbres. 4. Solicitar a la Dirección de Planificación que plantee al Consejo 


Superior y a Corte Plena oportunamente, en las sesiones extraordinarias de presupuesto la necesidad de 


que en las Unidades de Capacitación del Ministerio Público, Defensa Pública, OIJ, Escuela Judicial , Dirección 


de Justicia Restaurativa, y las Comisiones, entre otros, se contemple un rubro bajo las partidas de 


capacitación, viáticos y transportes, a efecto de contar con recursos para la alimentación en las visitas a 


territorios indígenas. La alimentación que se brinde en la actividad organizada por las diferentes oficinas del 


Poder Judicial debe ajustarse a las costumbres de las personas indígenas de los territorios que se visiten, 


con el objetivo de que se adecúen a la pertinencia cultural. La Subcomisión coordinará con la Dirección de 


Planificación para la elaboración de un plan de trabajo o de capacitaciones de giras, para cuyo efecto cada 


una de las Unidades de Capacitación aquí representadas deben enviar a más tardar el lunes próximo la 


programación de visitas que incluya monto requerido, fechas, cantidad de giras y de personas que se 


proyecta atender. La Escuela Judicial remitirá la información relativa a la judicatura. 5. Se declara firme este 


acuerdo por unanimidad para su ejecución.- 


 


ARTÍCULO V: 


TEMA: GESTION DEL PUEBLO INDÍGENA MELECU A LA PRESIDENCIA DE LA CORTE SUPREMA 


DE JUSTICIA SOBRE: “COORDINAR SEGURIDAD COMUNITARIA Y FORMAS DE LUCHAR EN 


CONTRA DEL INGRESO DE DROGAS EN LA COMUNIDAD MALEKU” 


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-25-2020 al Organismo de 


Investigación Judicial, el acuerdo estipulado en el Artículo III del Acta 01-20 el cual se transcribe literalmente 


SE ACUERDA: 6°. Trasladar a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y a la Fiscalía General la 


solicitud vinculada con “Coordinar seguridad comunitaria y formas de luchar en contra del ingreso de drogas 


en la comunidad” planteadas por el señor Emigdio Cruz, presidente de la Asociación de Desarrollo Integral 


de la Reserva Indígena Guatuso (Territorio Malecu) a efecto de brinden su colaboración con la atención de 


esta solicitud. 


La Dirección del Organismo de Investigación Judicial comunico mediante el Oficio 0087-DG-2020 REF. 


0082-2020, lo siguiente: 


 


0087-DG-2020/ Ref. 0082-2020. 


San José, 10 de febrero del 2020. 


Máster 


Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora 


Unidad de Acceso a la Justicia 


 


 







 


Estimada señora: 
 


Reciba un cordial saludo de esta Dirección General. En atención al oficio CACC-25- 2020 en el 


cual pone en conocimiento el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas celebrada el 07 de enero del 2020, me permito indicar: 


 


Analizadas las consideraciones planteadas por parte de la Subcomisión, esta Dirección General 


giró instrucciones a las Jefaturas de la Delegación Regional de este Organismo en San Carlos, así como 


la Unidad Regional de La Fortuna para que atiendan las consultas del señor Emigdio Cruz, presidente de 


la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Guatuso y así obtener además datos del 


ingreso de drogas a la comunidad a la que hace referencia. 


De igual forma es necesario destacar que por mandato legislativo las facultades conferidas a la 


policía judicial se concentran sobre aspectos represivos, delegando la prevención en el Ministerio de 


Seguridad Pública. 


Por lo que en apego al principio de legalidad no resulta conveniente que el Organismo de 


Investigación Judicial se atribuya potestades que por imperio de ley corresponden a otro órgano. 


Consecuente con lo anterior, se nos imposibilita brindar la capacitación y asesoramiento planteada por el 


señor Cruz, siendo además que este Organismo no cuenta con una Unidad de Capacitación propia, por 


lo que se recomienda dirigir dicha gestión a la Escuela Judicial. 


Con mis más altas muestras de consideración, atentamente,WALTER ESPINOZA ESPINOZA 


(FIRMA) Fecha: 2020.02.10 


 
 


 


 
SE ACUERDA:  1° Se toma nota del Oficio 0087-DG-2020 REF. 0082-2020, de 10 de febrero pasado, 
remitido por la Dirección del Organismo de Investigación Judicial en el que, con ocasión de la solicitud 
formulada por el pueblo indígena Malecu, informa que analizadas las consideraciones planteadas por parte 


de la Subcomisión, esa Dirección General giró instrucciones a las Jefaturas de la Delegación Regional de 
este Organismo en San Carlos, así como la Unidad Regional de La Fortuna para que atiendan las consultas 
del señor Emigdio Cruz, presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Guatuso 
y así obtener además datos del ingreso de drogas a la comunidad a la que hace referencia. Además, que por 
mandato legislativo las facultades conferidas a la policía judicial se concentran sobre aspectos represivos, 
delegando la prevención en el Ministerio de Seguridad Pública, por lo que en apego al principio de legalidad 
no resulta conveniente que el Organismo de Investigación Judicial se atribuya potestades que por imperio 


de ley corresponden a otro órgano, por lo que se les imposibilita brindar la capacitación y asesoramiento 
planteada por el señor Cruz, siendo además que este Organismo no cuenta con una Unidad de Capacitación 
propia, por lo que se recomienda dirigir dicha gestión a la Escuela Judicial. 2° Trasladar a la Escuela Judicial 
la solicitud planteada por el pueblo indígena Melecu acerca de los requerimientos de capacitación y solicitar 
que de acogerse la petición, ésta se ejecute dentro de los parámetros institucionales, incluyendo lo señalado 
por Corte Plena en la Circular 188-19. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad, comuníquese a la 
Dirección del OIJ, Escuela Judicial, Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y al señor 


Emigdio Cruz por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. 
 
 







 


 
  ARTÍCULO VI: 


TEMA: ACUERDO DE CORTE PLENA” APROBACIÓN DE LA PROPUESTA DE CONSTRUCCIÓN DE 


POLÍTICAS INSTITUCIONALES PLANTEADAS CON BASE EN LA METODOLOGÍA DE MIDEPLAN”.  


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-26-2020 a la Dirección de 


Planificación, el acuerdo estipulado en el Artículo III del Acta 01-20 el cual se transcribe literalmente:  


6°. Instar a la Dirección de Planificación a efecto de que informen cuando Corte Plena conozca 
y apruebe la propuesta de construcción de Políticas Institucionales planteadas con base en la 
metodología de MIDEPLAN.  


 


El señor Allan Pow Hing Cordero, Jefe del Subproceso de Planificación Estratégica, comunico el día viernes 
28 de febrero vía correo electrónico, lo siguiente: 


De: Allan Pow Hing Cordero  


Enviado el: viernes, 28 de febrero de 2020 02:49 p.m. 


Para: Melissa Benavides Víquez 


CC: Katherine Salazar Duarte; Ellen Villegas Hernández; Graciela Lugo Solano; Yesenia Salazar Guzmán; 


Erick Mora Leiva 


Asunto: RV: DVV-S1-020-2020 


 


Buena tarde estimada Melissa, un gusto saludarla,  


 


En virtud del Oficio CACC-26-2020, en cuanto al acuerdo:  


 


“6°. Instar a la Dirección de Planificación a efecto de que informen cuando Corte Plena conozca y 


apruebe la propuesta de construcción de Políticas Institucionales planteadas con base en la 


metodología de MIDEPLAN.”.  


 


 


 


 


Al respecto, procedemos a adjuntar el acuerdo de la Corte Plena donde aprobó el modelo de gestión de 


políticas institucionales para su referencia.  


 


Quedamos atentos a cualquier consulta.  







 


 


Atentamente,  


 


 


San José, 04 de febrero de 2020 


N° 1095-2020 


Al contestar refiérase a este # de oficio 


 


 


Señora 


Licda. Nacira Valverde Bermúdez 


Directora de Planificación 


  


Estimada señora: 


 


 


Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte 


Plena, en sesión N° 02-2020 celebrada el 13 de enero del 2020, que literalmente dice: 


 


“ARTÍCULO XXXII 


 


 SALEN EL MAGISTRADO SOLÍS Y LA MAGISTRADA HERNÁNDEZ. 


 


Documento 10405-17/15762-19 


 







 


En sesión N° 56-18 celebrada el 10 de diciembre de 2018, artículo XXIII, se tuvo por hecha la 


exposición de la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de Planificación, sobre el Plan Estratégico 


Institucional 2019-2024. En ese sentido se acogió el informe N° 1463-PLA-2018, Plan Estratégico 


Institucional 2019-2024, así como sus recomendaciones en los términos señalados. 


 


La máster Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de la Dirección de Planificación, en oficio 


N° 1995-PLA-PE-2019 de 27 de noviembre de 2019, remite el informe relacionado con la propuesta para 


implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales, cuyas conclusiones 


y recomendaciones dicen:  


 


“(…) 


 


“VII. Elementos Conclusivos 


 


Entre las principales conclusiones sobresalen las siguientes: 


 


7.1. En el Poder Judicial, se destacan dos tipos de políticas: las políticas 


institucionales de impacto social y/o institucional y las políticas institucionales de índole 


operativo.  


 


7.2. Actualmente, se logró identificar en el Poder Judicial 31 instrumentos, que 


en su oportunidad fueron catalogados como Políticas Institucionales y 6 propuestas de 


políticas nueva en el nuevo plan estratégico para el periodo 2019-2024. 


 


7.3. Debido a la variabilidad que caracteriza estas políticas, se establece la 


necesidad de estandarizar la gestión de las nuevas políticas institucionales de índole 


social y/o institucional, lo que permitirá una mejora en la efectividad de su ejecución. 


7.4. Para garantizar el cumplimiento del proceso de gestión de las Políticas 


Institucionales y lograr el alineamiento con el Plan Estratégico 


Institucional 2019-2024, se propone la gestión de un informe anual con el 


seguimiento de los resultados del plan de acción de cada una de las políticas 


institucionales nuevas, que hayan sido construidas a partir de este modelo; establecido 


en los planes anuales operativos de las oficinas responsables, utilizando la metodología 


descrita supra sobre el desarrollo de los planes de acción.  


 


VIII. Recomendaciones 







 


 


Con el fin de mejorar la gestión de Políticas Institucionales en el Poder Judicial, 


se recomienda: 


 


A la Corte Plena: 


 


8.1. Aprobar el “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento 


y evaluación) de Políticas Institucionales”, que se detalla en el capítulo 3 de este informe. 


 


8.2. Solicitar a la Secretaría General de la Corte, la publicación mediante circular 


del “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de 


Políticas Institucionales”, indicando que este modelo aplica para la gestión de nuevas 


políticas institucionales de índole social o institucional (capítulo 3).  Ver propuesta de 


circular adjunta:  


 


Propuesta de 


Circular.docx
 


 


8.3. Aprobar el diseño e impresión de al menos 50 ejemplares del documento 


“Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de 


Políticas Institucionales” para que la Dirección de Planificación los distribuya a las 


diferentes instancias que gestionan políticas institucionales. 


 


8.4. Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales 


(Alineación Estratégica)”, contenido en el capítulo 4 de este informe, que incluye la 


elaboración de un informe anual de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos 


de la gestión de las políticas institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la 


Dirección de Planificación, con el fin de que sea conocido por la Corte Plena para la toma 


de decisiones correspondiente.” 


SALE EL MAGISTRADO CASTILLO. 


 


Se concede el uso de la palabra a la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, quien expone: "Esta 


propuesta se realizó mediante el oficio 1995 del 27 de noviembre de 2019. Es una propuesta que se está 


realizando de cómo implementar y cómo desarrollar las Políticas en el Poder Judicial.  


 







 


 Comentarles un poco que este informe fue remitido a consulta a bastantes oficinas en el Poder 


Judicial, ya que es fundamental que todos los conocieran porque resulta vital para el funcionamiento para 


el Poder Judicial y para esta Corte, ya que es la que fija los lineamientos en relación con las políticas que 


se desarrollan para el Poder Judicial. También fue de conocimiento del Comité de planeación y estratégica. 


Ahí está representada la Presidencia de la Corte, Dirección de Tecnología de la Información, Dirección 


Jurídica, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Despacho de la Presidencia y miembros del 


Consejo Superior. 


 


 Se envió de consulta y el informe fue contenido de observaciones por este grupo de personas como 


tal. 


 


 La agenda lo que trae es el informe, varios antecedentes, que son las políticas, la situación actual 


de hoy, las políticas en el Poder Judicial, la propuesta de gestión de política y el proceso de gestión 


estratégica de esas políticas institucionales que tenemos hoy en día.  


 


 Como antecedente hay que tomar en consideración no solamente importante resaltar la necesidad 


de poder tener mecanismos de seguimiento, sino que el segundo informe del Estado de la Justicia genera 


una recomendación o un indicador a esta Corte en temas de Consejo Superior y desconcentración de 


funciones, que le llamó el Estado de la Justicia.  


 


 Uno de los indicadores propuestos por el Estado de la Justicia era el poder determinar cuál era el 


mecanismo de seguimiento de las políticas institucionales, ya que hoy en día había muchas políticas, pero 


no había instrumentos claros para poder medir todo el impacto y el aporte que tenían cada una de esas 


políticas.  


 


 Otro de los antecedentes no es solamente el informe del Estado de la Justicia o de la Nación, sino 


también el modelo de gestión estratégica que aprobó esta Corte con el Plan Estratégico Institucional.  


 


Lo que está encerrado en un círculo en el apartado N°6 se indica que parte del Modelo de Gestión 


Estratégica, es la gestión de las Políticas Institucionales.  


 


 Partiendo de lo que indicó el Estado de la Justicia, más lo que se aprueba en el Modelo de Gestión 


Estratégica, es que hoy responde la presentación de este informe a esta Corte como uno de los mecanismos 


para cumplir también, lo que es la estrategia en el Poder Judicial.  


 


 En el apartado de los temas estratégicos del Plan Estratégico del Poder Judicial en el N°5 que está 


al final dice “Planificación Institucional” y una de las acciones estratégicas donde se indicó cómo se iban a 


cumplir estas acciones, era a través de la Gestión Estratégica Institucional, la Gestión de Políticas 


Institucionales y la Gestión Administrativa por medio del portafolio de proyectos estratégicos.  







 


 


 Este estudio nuevamente responde también al planteamiento de lo que es un mecanismo para 


cumplir el Plan Estratégico Institucional.  


 


¿Por qué es de relevancia poder entender hoy este informe? Porque es lo que le serviría de pauta 


a las oficinas y a esta Corte como tal, para poder de aquí en adelante redireccionar todas las propuestas de 


política que se realicen. 


 


 No solamente mecanismos de seguimiento, sino mecanismos para poder orientar a esta Corte en 


cómo aprobar el que se inicie un proceso de políticas. Como qué son las políticas, les canalizamos dos 


conceptos básicos: Uno, qué es lo que indica la CEPAL y dos, lo que indica MIDEPLAN. 


 Los dos nos llevan a poder determinar en que las políticas son esos cursos o esos flujos de 


información que se relacionan con ese objetivo político que se plantea para poder orientar y desarrollar en 


el sector público las acciones que se requieran. 


 


El MIDEPLAN es un poco más específico y determina el curso o línea de acción definida para orientar 


y alcanzar un fin, que se expresa en directrices, en lineamientos y en objetivos estratégicos y acciones sobre 


un tema a desarrollar. Esto explica la voluntad política traducida en decisiones.  


 


Precisamente las políticas, al implementarse en el Poder Judicial viene a plasmarse hoy como una 


voluntad política de esta Corte para que se inicie un proceso de implementación de políticas en el Poder 


Judicial.  


 


  


Quisimos pensar que eran políticas, tropicalizado el término en el Poder Judicial. Lo delimitamos o lo 


construimos como la Política Institucional de impacto social o institucional, porque estas políticas que 


nosotros analizamos hoy -las vigentes- hay algunas que tienen un impacto institucional y otras que van más 


allá solamente de la institución, sino que también tienen un impacto a nivel social.  


 


 Ahí pusimos como término que era una guía orientadora que se expresa en los objetivos, la línea 


de acción y de resultados esperados sobre un tema y la atención o transformación de un problema de 


interés institucional o social que se sustenta de los mandatos, acuerdos o compromisos Nacional e 


Internacionales del Poder Judicial. Es decir, tropicalizamos nuestro concepto de política aplicable al Poder 


Judicial. Revisando lo que tenemos hoy vigente, tenemos otras políticas institucionales, sin embargo, esas 


son de índole operativo. Ahí tenemos algunas que son: lineamientos, directrices, guías prácticas, 


procedimientos; entre otros, dirigidos al logro de la administración. Sin embargo, para efectos de ubicarnos 


en este informe, esas políticas de índole operativo no están siendo analizadas en esta propuesta como tal. 


En esta propuesta como tal, hoy lo que viene es el procedimiento para lo que es la política institucional de 


impacto social o institucional, no las de índole administrativo.  







 


 


 Las de índole administrativo serán de una segunda etapa en la que estamos trabajando en este 


momento.  


 


Hoy en el Poder Judicial hicimos todo un recuento en las diferentes oficinas y podemos determinar 


que tenemos 34 políticas vigentes en la institución. También hemos visto en el Plan Estratégico Institucional 


como tenemos 6 iniciativas de políticas que están ahí para poder desarrollarse.  


 


 Estas 34 políticas que hoy están vigentes, lo que estamos haciendo es un recuento de esas políticas 


porque las que ya están vigentes, lo que estamos recomendando son esos mecanismos de seguimiento 


para que puedan seguir reportando las acciones que se están realizando.  


 


 La propuesta que también se trae aquí es para lo que son las políticas nuevas. El modelo 


propiamente de gestión de las políticas institucionales trae 4 apartados: 1. lo que es la formulación, 2. la 


implementación, 3. el seguimiento y 4. la evaluación.  


 


 Aquí a diferencia del procedimiento que existía que es lo que se está proponiendo. Cuando se ha 


presentado alguna política inicialmente lo que se ha realizado es que aquí llega prácticamente todo el 


documento, llega cuando se está implementando y cuando todas las necesidades y todas las cosas ya están 


generadas.  


 


 La propuesta que se está planteando ya que la Corte es el que fija lineamientos, es que la iniciativa 


para la elaboración de esa política institucional que se proponga, venga de previo a Corte.  


 


 Esa instancia judicial proponente debe analizar el cumplimiento de los criterios que define la política 


institucional. Esta instancia proponente va a remitir la solicitud normal a la Corte indicando el tema o 


problema a resolver y la manera que considera que se cumple la política institucional.  


Es la Corte Plena la que va a establecer si la propuesta es de interés institucional y si la aprueba o no la 


elaboración de la nueva política. Si se aprueba la instancia judicial proponente podrá iniciar la elaboración 


de la política institucional utilizando como guía el modelo que ya les vamos a indicar.  


 


 El paso 1 es traer a la Corte Plena el proponente, la iniciativa para construir la política.  


 


Si Corte Plena aprueba esa iniciativa, ahora considerando algunos criterios que deberán 


considerarse, va a tener que responder en esa iniciativa si es de interés institucional, si es de índole social 


o impacta socialmente, si incide directamente en la generación del valor público, entendiéndose valor público 


como el valor que se genera en la medida en que las personas usuarias reconozcan y confíen en el resultado 







 


del servicio de administración de justicia como respuesta adecuada a sus necesidades.  


 


 Va a tener que decir o indicar en la solicitud si responde a un mandato de ley, si responde a un 


acuerdo o compromiso en el Poder Judicial y si se relaciona con el Plan Estratégico Institucional. Con estos 


criterios la oficina proponente planteará la propuesta inicial para la elaboración posterior de la política a la 


Corte Plena. 


 


 Una vez que se apruebe -si llega a ser aprobada la elaboración de esta política- se procede a la 


aplicación del modelo de gestión de política que aquí les explicamos. 


 


 Este modelo propiamente ahora sí va a tener cuatro pasos. El primero es el diagnóstico, va a haber 


un pequeño diagnóstico en donde se delimita el problema, se revisa el marco legal que un poco ya tuvo 


que haber visto desde la iniciativa y se analiza el problema. El segundo paso es la elaboración y aprobación 


de la política, ahí se establece una metodología, la elaboración de la propuesta y la validación y aprobación 


de la política.  


 


Todo esto si ustedes lo ven, hay una flechita en donde dice que va a tener transversal participación 


ciudadana y participación tanto institucional como interinstitucional. 


 


 En el apartado número tres, va a tener que proponerse lo que es la implementación de la política, 


se va a proponer alineado al Plan Estratégico y alineado a los Planes Anuales Operativos, y en el punto 


número cuatro en el seguimiento y evaluación.  


 


 Esta propuesta que nosotros les traemos acá también está alineada con el modelo de que hoy 


trabaja también MIDEPLAN, solamente que le hemos realizado algunas adaptaciones a nuestros procesos 


institucionales." 


 


ENTRA EL MAGISTRADO ALFARO. SALEN EL MAGISTRADO AGUIRRE Y EL SUPLENTE 


DESANTI HENDERSON. 


 


 Consulta el magistrado Molinari: "Es una pregunta licenciada Valverde Bermúdez. Si tal vez nos 


devolvemos a la anterior, para efectos de la definición de la política que ustedes están proponiendo que se 


haga aquí en Corte Plena supongo que los pasos uno y dos están previamente dados o ¿no es así?" 


 


 Contesta la licenciada Valverde Bermúdez: "El paso uno que es el previamente, posiblemente ya 


casi va a estar contenido en la propuesta que les llegue aquí inicialmente, porque parte de la definición del 







 


problema, parte del marco legal es lo que les indicamos que serían estas preguntas que se tienen que 


responder en el planteamiento que se haga aquí a la Corte." 


 


ENTRA EL MAGISTRADO CASTILLO. 


 


 Prosigue el magistrado Molinari: "Volvamos a ese gráfico. En la elaboración y aprobación de la 


política institucional habla de una metodología, de una elaboración de la propuesta de la política y una 


validación y aprobación de la política, es porque yo sentí que es ahí donde nosotros entramos, pero que 


vendrá con una metodología porque si vamos a aprobar una política institucional supongo que tendrá que 


tener un contenido metodológico como para poder decir: “vamos a ejecutar esta política de esta manera”. 


Nada más para estar claro." 


 


 Aclara la licenciada Valverde Bermúdez: "La propuesta que viene aquí es de dos momentos. Una es 


el interés institucional del tema a desarrollar en la política, ese es el primer momento en donde el lineamiento 


de Corte se aprueba y el segundo momento, ahora sí es aprobar la política pero con toda la elaboración ya 


diciéndole a Corte, esto cuesta tanto, esto se va a implementar de esta forma y esto se va a desarrollar de 


esta forma y consultado a todas las instancias también que tienen que ver con el desarrollo de la política. 


Entonces, la propuesta va en esas dos vías. La primera es el lineamiento, tema, si es de importancia y la 


segunda, ahora sí, todo el desarrollo que va a venir en un segundo momento. 


 


 La política como tal o el documento que se espera traer tiene varios componentes básicos que ya 


traería el documento final o en el segundo momento de la propuesta, la portada, la introducción, el índice, 


tendríamos la definición y delimitación, el marco legal, el análisis, aquí tendríamos la metodología. 


 


 La metodología es participativa, es a nivel de talleres, es a nivel toda con grupos de trabajo 


definiríamos las poblaciones o grupos beneficiarios, a quienes se les dirige e impacta la política, el 


alineamiento con los ejes trasversales del Plan Estratégico, temas prioritarios, ahí desarrollaríamos objetivos, 


líneas de acción, resultados esperados y lo más importante los indicadores de resultados de la 


implementación de la política, que esto ha sido un tema que no se ha desarrollado. 


 


 Que estos temas son los que hoy día son los que no se han desarrollado en las políticas que se han 


propuesto, por tanto, ha sido difícil poder determinar cuantitativamente cual ha sido el impacto de estas 


iniciativas y lo más importante es el plan de acción. 


 


 El plan de acción, ahí si va a desarrollar el análisis e impacto presupuestario de la implementación 


de esas políticas y la definición del modelo de gestión para la implementación, seguimiento y evaluación. 


 


 Quiere decir que la propuesta que vendrá aquí de políticas va a tener ese estudio de previo para 


poder ver si es viable o no institucionalmente la aplicación de estas políticas." 







 


 


ENTRA EL MAGISTRADO SOLÍS. 


 


Expresa el Magistrado Molinari: "Supongo que la idea para efectos de proponer alguna política pues 


nacerá en algún lugar equis, nada más como para yo tener también una mejor idea y quién colabora a 


elaborar todo eso para efectos de que venga a Corte Plena, nosotros la podamos aprobar y continuar incluso 


con el desarrollo, con la implementación y evaluación de esa política. 


 


¿Quién? ¿Qué departamento es el que se encarga?¿Cuál subproceso? Si es de planificación o no sé, 


para tener claro ese tema también." 


 


Responde la máster Valverde Bermúdez: "En la presentación que viene, ya está un poco el resumen 


de esa consulta que nos hace el magistrado Molinari.  


 


 El primer paso es la instancia o comisión institucional. Nosotros siempre vamos a participar como 


la parte técnica, participaría como esa parte técnica que les daría la orientación en metodologías de trabajo, 


de hecho, ya hoy lo estamos haciendo con algunas Comisiones para poder orientar esos métodos o formas 


de trabajo. 


 


 Pero inicialmente la instancia o comisión institucional solicita la aprobación a la Corte Plena sobre 


la propuesta para la elaboración de la política institucional basado en los criterios ya antes expresados. 


 


 La Corte Plena es la que establece si la propuesta es de interés institucional y aprueba o no la 


elaboración de esta nueva política. La instancia o comisión institucional elabora la propuesta de la política 


según el modelo que ya dijimos que también tiene cuatro pasos, ese modelo como tal, la propuesta es que 


se remita a la Dirección de Planificación y a la Dirección Jurídica de previo a que venga aquí. 


 


 La Dirección de Planificación revisará toda la metodología, todo el procedimiento que aquí se está 


exponiendo y la Dirección Jurídica revisará a partir del criterio jurídico sobre el marco legal que está 


exponiendo en la política. 


 


Después de que pasa a estas dos instancias, al instancia o comisión que fue la proponente atiende 


las recomendaciones de los órganos técnicos y remite la propuesta actualizada a la Secretaria General de 


la Corte con copia de información a estos dos: Dirección de Planificación y Dirección Jurídica para que sea 


remitida aquí a la Corte Plena. Entonces pasa por esas remisiones de previo antes de venir aquí a la Corte 


Plena.  


 







 


 Ahora, propiamente el proceso de gestión estratégica como tal global. Este era el específico y ahora 


el global. 


 


 Ya para poder conocer ahora si los resultados de las políticas, entonces ¿qué estamos proponiendo 


en este resultado final? 1) Elaborar un informe anual de la evaluación de los resultados de la incidencia de 


la ejecución de la política, este resultado como ya previamente han desarrollado indicadores debería de ser 


muy sencilla la evaluación ya que previamente se tuvieron que haber desarrollado esos indicadores. Eso se 


remite a la Dirección de Planificación, quien recoge un informe anual que elabora, el cual va a remitir de 


previo a este grupo, a este comité de Planeación Estratégica para su conocimiento y observaciones o 


valoraciones si tuviese que realizar ese comité conoce el informe de políticas institucionales o de resultado 


de políticas institucionales.  


 


 La Dirección de Planificación una vez que tiene el informe de consulta y de revisión, lo remite a la 


Secretaria General de la Corte y a las instancias involucradas.  


 


 La Corte Plena conoce, aprueba y emite las recomendaciones sobre el informe remitido que 


considere pertinente en relación con las líneas estratégicas y políticas institucionales que ya están pautadas. 


 Con esto, podemos decir que se establecería el mecanismo anual de rendición de cuentas de las 


políticas implementadas que se nos había solicitado por el Estado de la Justicia y que también nos serviría 


para rendir cuentas a las diferentes oficinas. 


 


 En resumen, las recomendaciones que se plantean son las que se indicó, aprobar el modelo de 


gestión que se detalla en el capítulo tres de este informe. En caso de aprobarse que la Secretaria General 


de la Corte publique la circular que también se genere en un documento escrito con el Departamento de 


Impresión del diseño de los cincuenta ejemplares para uso de las diferentes oficinas y aprobar el modelo 


de gestión estratégica propuesto también para tema de las evaluaciones anuales. 


 


 Recordar que la propuesta que se está realizando es para la propuesta de nuevas políticas, no para 


las existentes, ya que las existentes han desarrollado todo proceso completamente distinto a este.  


 


 Eso sería, en resumen." 


 


 Manifiesta la Magistrada Varela: "Me parece muy importante todo lo que nos ha venido a informar 


doña Nacira y está claro que está generándose una ruta clara de pasos a seguir para mejorar la gestión a 


nivel institucional en todos los ámbitos. 


 


 Mi preocupación radicaría básicamente con esas treinta y cuatro políticas que tenemos, treinta y 


cuatro creo que señaló, si ya las tenemos en curso, si ya se han invertido recursos, tiempos, recursos 







 


económicos y demás, si una revisión de esas sería conveniente o debería de hacerse para ir priorizando 


también cuales de esas son las que en razón de los recursos económicos que tenemos se van a implementar 


de primero o si tienen que hacerse simultáneamente porque son transversales según corresponda. 


 


 De manera tal que puedan verse los resultados, los efectivos en la gestión sobre todo especialmente 


en el área jurisdiccional y otras áreas también son importantes por supuesto, porque esto implica esfuerzos 


institucionales. 


 


Estimo que hay que hacer una revisión de esas treinta y cuatro, si hay que hacerle un ajuste 


reformularlas, hacer esa reformulación y optimizar los recursos que estamos invirtiendo para su 


cumplimiento. 


 


 Pregunto más bien ¿podría hacerse ese ajuste con esta buena propuesta estratégica de gestión o 


no?  


 


Estimo que es necesario desde mi punto vista, pero quisiera oír la opinión experta sobre el tema." 


 


ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE. SALE EL MAGISTRADO ARAYA. 


 


Señala la licenciada Valverde Bermúdez: "Sí, tal vez las treinta y cuatro políticas vigentes Magistrada 


Varela ya se están aplicando en el Poder Judicial, ya se vienen trabajando en el Poder Judicial. 


 


 Que es tal vez lo que todavía ni tenemos es ese plan de acción específico para poder determinar, 


entonces hemos estado trabajando ya con algunas oficinas para poder determinar con ellas un plan de 


acción para documentar y poder más fácilmente dar el resultado hacia la gestión que estén realizando, las 


que son iniciativas son solamente seis, esas seis iniciativas son las que se estarían trabajando en este nuevo 


año a saber dependiendo de los recursos que se realicen y si son institucionales o son operativas, pero en 


eso todavía estamos trabajando y estas las treinta y cuatro existentes  ya nosotros estamos trabajando con 


ellos poco a poco con las que lo han venido solicitando a generar  un plan de acción para que sea más fácil 


la rendición de cuentas. 


 


 Lo que si se ha visto es que todos han venido realizando un trabajo bastante bueno y lo que nos 


falta es poder determinar la forma en cómo visibilizar los resultados finales". 


 


SALE EL MAGISTRADO CASTILLO. 


 







 


Prosigue la Magistrada Varela: "Precisamente cuando queremos ordenarnos, hay que ordenarse 


para optimizar el esfuerzo institucional, el esfuerzo personal y tener el cumplimiento de los objetivos 


finalmente, de manera tal, que si en el área fundamental de la institución que es la jurisdiccional no hacemos 


esas revisiones con frecuencia para tomar decisiones oportunas y tener los resultados, al finalizar cada año, 


ver mejores resultados creo que por ahí habría que meterle mayor iniciativa y esfuerzo en esa área, pues 


eso sugeriría que le prestemos especial atención, para que no se diga que se hace mucho pero no se ven 


los resultados". 


 


 Agrega la suplente Esquivel Rodriguez: "Este esquema que se presenta definitivamente es 


sumamente importante, si estamos en una organización que se preocupa por el buen uso y manejo de los 


fondos públicos al igual que la magistrada Varela me parece a mí que en las que ya tiene el Poder Judicial 


sí debería de generarse algún tipo de priorización de las que en mayor forma afectan lo que tiene que ver 


con el acceso a la Justicia y en el análisis de riesgos, que también tiene que hacer la organización yo creo 


que es importante determinar si en algunas de estas políticas se debe esperar hasta que finalice el año o si 


por la gravedad que implicaría una distorsión del cumplimiento de la política deberíamos tener una especie 


de avance que no sea anual necesariamente. 


 


 Estimo que definitivamente estos sistemas son fundamentales para la toma de decisiones y 


considero que aquí a los compañeros que están, la decisión más importante en este avance es la que se 


toma hoy, que el órgano superior disponga que esto sea la ruta de paso que va a seguir la organización, 


porque es indispensable que toda la organización conozca y sepa que hay una orden que emana del supremo 


para poder ejercer este tipo de actividades. 


 


 A mí me parece fundamental este sistema que se está proponiendo y al igual que la magistrada 


Varela creo que es indispensable que las que ya están en vigencia se vayan convirtiendo en este sistema 


para que en algún momento pueda toda la organización tener la claridad de que se siguieron todos los 


pasos aquí, en algunas será pero al revés de atrás hacia delante, pero si es importante revisar cómo se 


ajustan al Plan Estratégico que objetivos tiene, sobre todo los indicadores de gestión lo que no se mide no 


se corrige y no podemos saber si se está ajustando a lo que inicialmente proponía y me parece que es 


indispensable que el Poder Judicial avance hacia este escenario. 


 


 Otra pregunta que le tenía a la máster Valverde Bermúdez es si todo este esquema le genera algún 


costo adicional al Poder Judicial". 


 


 Responde la licenciada Valverde Bermúdez: "En relación a los costos lo estamos haciendo con 


personal interno, ha sido un trabajo sumamente laborioso en coordinación con las diferentes oficinas, pero 


creo que hemos estado haciendo todos en conjunto un esfuerzo por priorizar, entendiendo que la ruta 


correcta es la organización, es el ordenamiento para poder maximizar los recursos a la fecha, todo lo hemos 


estado haciendo con recursos internos". 


 


 Prosigue el magistrado Molinari: "Un poco para aportar lo que decía la magistrada Varela, me parece 







 


ya que estamos en esto, sería muy conveniente buscar la forma de entrar en la revisión de algunas de esas 


políticas si ustedes lo consideran conveniente.  


 


Supongo y eso es una pregunta que la revisión y la modificación de esas políticas si seguirían la 


misma metodología para venir a Corte si ustedes lo llegaran a establecer, es una pregunta. 


 


 La otra es el período en el que ustedes van a someter a Corte los informes de los planes de acción 


de esas políticas, si tienen algún período definido, si eso va a depender en alguna forma del tipo de políticas 


que se estén revisando u algo sobre el particular tiene que ver esta nota con lo que acaba de decir la 


magistrada Esquivel Rodríguez, y es la posibilidad en realidad de contar con informes en momentos 


adecuados para poder tomar decisiones. Esas serían las dos preguntas que tienen que ver con esto, un 


adicional si ustedes están generando alguna metodología de gestión de riesgos que considero que se 


asociaría a esta propuesta y finalmente decirles que me parece magnífico lo que están haciendo realmente, 


es lo que deberíamos hacer para poder tener una definición adecuada de la gestión y lograr alinear toda la 


institución con políticas que vengan a ser definidas en este caso por este órgano. 


 


 Se asocia esto como parte de la propuesta que se hace en el grupo ocho, aunque con algunas 


pequeñas diferencias, aunque en realidad creo que nos acercamos bastante, tal vez el único tema un poco 


distinto es el órgano este al que ustedes someten muchas de estas propuestas como órgano técnico que 


participa de alguna forma de la administración activa que es un poquito distinto al que nosotros estábamos 


formulando en el grupo ocho a lo que refiere a gobierno corporativo, pero que todo está muy asociado y 


que me parece magnífico lo que están haciendo, con esto ya tendríamos un gran avance. 


 


 Estimo que lo único que quedaría por definir es el tema de las competencias de lo que hicimos en 


el grupo ocho para redefinir algunas competencias, ahí valdría la pena, pero en todo lo demás de mi parte 


realmente se los agradezco". 


 


 Consulta el Presidente, magistrado Cruz: "Alguna otra observación, lo aprobamos". 


 


 Refiere la licenciada Valverde Bermúdez: "Tal vez nada más para contestarle a las magistradas 


Varela y Esquivel Rodriguez y al magistrado Molinari, la prioridad que nosotros habíamos propuesto de la 


evaluación es anual, sin embargo, si ustedes a bien lo consideran pues nosotros podríamos proponer que 


al menos sea semestral, de esa forma podría ser un análisis todavía más oportuno de esto, lo cual si usted 


a bien nosotros lo propondríamos. 


 


 Con el tema de revisar las vigentes, nosotros podríamos hacer tal vez un cronograma de trabajo, 


porque vean que son bastantes políticas, ha sido toda una historia institucional, por eso nosotros la 


propuesta que hacemos es a partir de lo nuevo. Si ustedes también lo consideran, pues nosotros podríamos 


proponer un plan de trabajo para ir poco a poco revisando las vigentes al menos, para poder crearles el 


plan de acción y que ese plan de acción permita medir con indicadores más sencillo su operatividad. 







 


Entonces, podríamos proponer que solamente revisemos con las vigentes ese plan de acción y conforme a 


cronograma que nosotros poco a poco podríamos ir confeccionando porque también esto le genera bastante 


trabajo a las oficinas generar toda la metodología, entonces no nos devolveríamos solamente a un plan de 


acción si ustedes lo consideran prudente. 


 


 Con el tema de la metodología de riesgos, nosotros en conjunto con la Oficina de Riesgos estamos 


desarrollando también una propuesta para traerles a ustedes en conjunto con los compañeros un modelo 


también de gestión de riesgos a nivel institucional que próximamente estaríamos terminando de construir y 


validar para luego traer acá a esta Corte". 


 


 Señala el Presidente, magistrado Cruz: "No hay ninguna otra observación. Lo aprobamos así y me 


parece que hacer el esfuerzo que sea semestral es una guía muy importante.  


 


Tengo la impresión de que esto nos resuelve un poco el tema de que pasa mucho tiempo y no 


hacemos evaluaciones y no hacemos el seguimiento, creo que esta estructura, este esquema nos permite 


tratar de aproximarnos mejor a una visión más eficaz.” 


 


Sin objeción de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se acordó: Acoger 


el informe N° 1995-PLA-PE-2019, por ende: 1.) Aprobar el “Modelo de Gestión (formulación, 


implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” en los términos señalados en el 


apartado III del citado informe y con las observaciones señaladas por la licenciada Nacira Valverde 


Bermúdez, Directora de ese despacho. 2.) Solicitar al Departamento de Artes Gráficas del Poder Judicial se 


sirva realizar el diseño e impresión de al menos 50 ejemplares del documento “Modelo de Gestión 


(formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” y lo remita a la 


Dirección de Planificación a fin de que los distribuya a las diferentes instancias que gestionan políticas 


institucionales. 3.) Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales (Alineación 


Estratégica)”, contenido en el apartado IV de este informe, que incluye la elaboración de un informe 


semestral de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión de las políticas 


institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, con el fin de que sea 


conocido por esta Corte para la toma de decisiones correspondiente.” 4.) La Secretaría General de la Corte 


tomará nota para la publicación de la siguiente circular: 


 


CIRCULAR No. -2019 


 


Asunto: Modelo de Gestión de Políticas Institucionales 


 


A LAS OFICINAS Y DESPACHOS JUDICIALES 


 


SE LES HACE SABER QUE: 







 


 


La Corte Plena del Poder Judicial en sesión No. 02-2020 celebrada el 13 de enero de 2020, artículo 


XXXII, aprobó el modelo de gestión de las políticas institucionales en los siguientes términos:  


 


I. Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de las 
Políticas Institucionales 


 


3.1. Definición de política institucional y otros conceptos 
 


La Comisión  Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL) menciona que una política 


pública de excelencia corresponde a aquellos cursos de acción y flujos de información relacionados con un 


objetivo político definido en forma democrática; los que son desarrollados por el sector público y, 


frecuentemente, con la participación de la comunidad y el sector privado. Una política pública de calidad 


incluirá orientaciones o contenidos, instrumentos o mecanismos, definiciones o modificaciones 


institucionales, y la previsión de sus resultados. (2004).  


 


Por otra parte, la Política Pública se encuentra definida por MIDEPLAN (2016) como: "Curso o línea 


de acción definido para orientar o alcanzar un fin, que se expresa en directrices, lineamientos, objetivos 


estratégicos y acciones sobre un tema y la atención o transformación de un problema de interés público. 


Explicitan la voluntad política traducida en decisiones y apoyo en recursos humanos, técnicos, tecnológicos 


y financieros y se sustenta en los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e internacionales.” 


 


Al respecto, en el contexto del Poder Judicial, se procede a definir los conceptos de lo que es una política 


institucional para su efectiva gestión: 


 


 


a. Política institucional de impacto social y/o institucional:  
 


Es una guía orientadora que se expresa en los objetivos, las líneas de acción y los resultados esperados 


sobre un tema y la atención o transformación de un problema de interés institucional y/o social; que se 


sustenta en los mandatos, acuerdos o compromisos nacionales e internacionales del Poder Judicial.  


 


b. Política institucional de índole operativo: 
 


Corresponde al conjunto de lineamientos, directrices, reglas prácticas, guías, procedimientos, entre 


otros; dirigidos al logro de una mejor administración de los recursos y procesos específicos de gestión 


administrativa y de control institucional; que se caracterizan por ser de índole interno y están delimitadas 


por su alcance.  







 


 


 


En virtud de lo anterior, es importante aclarar que, el alcance de este modelo sólo abordará 


la gestión de la “política institucional de impacto social y/o institucional”, por lo que para 


efectos de este informe, en adelante se utilizará la frase “política institucional”, para hacer 


referencia a la política institucional de impacto social y/o institucional. 


 


Basados en los conceptos antes indicados, en el Anexo 3 se presenta la clasificación 


preliminar de las políticas institucionales de acuerdo a si corresponden a impacto social y/o 


institucional o de índole operativo.   


 


 


 


A continuación, se presenta el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales:  


 


3.2. Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales. 
 


Cuando la instancia judicial propone la elaboración de una nueva una política institucional, se debe 


solicitar la aprobación previa por parte de la Corte Plena.  


 


3.2.1. Procedimiento 
 


De esta manera, se describe a continuación los pasos a seguir:  


 


3.2.1.1. A partir de la definición de política institucional4 mencionada supra, la instancia 
judicial proponente de la elaboración de una nueva política institucional debe 
analizar los siguientes criterios: 


 


a. ¿El tema o problema a atender o resolver es de interés institucional? 
b. ¿El tema o problema a atender o resolver es de índole social (orientado a la resolución de un 


problema que involucra a la sociedad y/o personas usuarias)?  
c. ¿El tema o problema a atender o resolver tiene incidencia directa, y su atención o 


transformación genera valor, en las personas usuarias externas, sociedad y/o país? 
d. ¿El tema o problema a atender o resolver responde a los mandatos de ley, acuerdos o 


compromisos nacionales e internacionales adquiridos por el Poder Judicial? 


 
4 “Es una guía orientadora que se expresa en los objetivos, las líneas de acción y los resultados esperados sobre un 


tema y la atención o transformación de un problema de interés institucional y/o social; que se sustenta en los mandatos, 


acuerdos o compromisos nacionales e internacionales del Poder Judicial.” 







 


e. ¿La atención o resolución del tema o problema se encuentra acorde al plan estratégico 
institucional?  
 


3.2.1.2. evaluación) que se detalla seguidamente. 
 


3.2.1.3. Una vez que se haya elaborado la política institucional deberá ser sometida a 
aprobación por parte de la Corte Plena. 


 


3.2.2. Modelo de Gestión 
 


El Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales está conformado por las siguientes 4 fases: 


 


Figura 1 


Modelo de Gestión de Políticas Institucionales 


 


Fuente: Elaboración propia. 


 


A continuación, se detalla cada una de estas fases:  


 


3.2.2.1 Fase I: Diagnóstico situacional 


 


El proceso de diagnóstico “constituye un balance de situación del entorno político-social-económico-


ambiental, en los ámbitos mundial, nacional o regional” (MIDEPLAN, 2016). 


 


El diagnóstico está compuesto por el análisis de información recabada por diferentes fuentes, como 


son los estudios formales realizados por instancias nacionales e internacionales, las instancias investigadoras 


técnicas, las entrevistas con personas expertas, las experiencias internas o externas y otras fuentes de 







 


recolección de información (talleres, foros, mesas de diálogo y encuestas); relacionadas con el tema que se 


desea desarrollar.  


 


Para la construcción del diagnóstico situacional se deben considerar al menos los siguientes 


elementos:  


 


Figura 2 


Elementos básicos del diagnóstico situacional 


 


Fuente: Elaboración propia. 


 


 


i. Definición y delimitación del tema o problema: Consiste en la descripción del tema o 
problema institucional a resolver. Entre las variables a considerar se encuentran:  


a. Identificar si el tema o problema se considera de interés institucional y social, elemento que lo 
establece la Corte Plena con la aprobación para la elaboración de la nueva política institucional. 


b. Describir, de manera general, el marco normativo que lo justifica.  
c. Debe definirse la instancia rectora responsable de su gestión a nivel institucional. 


ii. Marco legal: Es la revisión del marco legal nacional e internacional, en la que se contempla la 
normativa de manera detallada relacionada con el tema o problema a resolver. Se deben 
considerar los tratados, leyes, decretos, directrices técnicas, entre otros documentos 
relacionados. Debe contemplar como mínimo el nombre del instrumento legal, la fecha de 
emisión y vigencia, además de los aspectos relevantes para la política (objetivos o compromisos 
para la institución). 


iii. Análisis del tema o problema: Debe contemplar el entorno social, económico, cultural, 
político, ambiental, tecnológico y algún otro, que incide sobre el tema o problema a resolver; 
así como distinguir las fortalezas y las debilidades institucionales, las oportunidades y las 
amenazas del entorno, que contribuyan a definir el alcance de la política y la identificación de 
oportunidades de mejora. 


 


Las fuentes de información de estos datos pueden ser: 







 


 


a. Internas, entre los que se destacan: Datos estadísticos, estructura organizacional (Relación 
de Puestos), presupuestos formulados y ejecutados, datos demográficos (Sistema 
Georeferencial), estudios técnicos de oficinas especialistas, acuerdos del Consejo Superior 
y Corte Plena, entre otros. 


 


b. Externas, dependiendo del tema a abordar, se pueden tomar datos como: Estadísticas del 
Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), informes específicos del Estado de la 
Nación, datos y estudios técnicos de órganos especializados del Gobierno o instancias 
internacionales reconocidas, entre otros. 


 


Con el análisis de la información recopilada sobre el tema, se crea un panorama del estado de 


situación del problema, sus causas y los factores del entorno que afectan la situación.  


 


Para el análisis del problema es de relevancia la participación de los diferentes actores 


relacionados de manera directa e indirecta con el tema o problema. Así, la recolección y 


sistematización de la información obtenida mediante experiencias, entrevistas, talleres, foros, 


mesas de diálogo, narraciones o cualquier otro medio que aborde el tema; que constituyen 


mecanismos de cocreación, donde se garantiza la participación ciudadana, interinstitucional e 


institucional desde el inicio de la creación de la política.  


 


Además, se considera de relevancia la inclusión de información estadística e indicadores 


disponibles, que describan de manera cuantitativa el estado situacional del tema o problema a 


resolver.      


 


 


3.2.2.2 Fase 2: Elaboración y aprobación de la Política 


 


En esta fase es donde se elabora la política institucional, mediante la participación de las personas 


actoras involucradas, donde se debe lograr el consenso, validación y aceptación de la propuesta, previo a 


su remisión para aprobación por parte de la Corte Plena. Para la elaboración de la Política, deben 


considerarse los siguientes elementos.   


 


Figura 3 


Elementos para la elaboración de la Política 







 


 


Fuente: Elaboración propia. 


 


 


 


 


 


i. Metodología: A partir de los elementos que debe contener la política institucional, que se 
detallan más adelante; se deben definir las metodologías que se emplearían para la elaboración 
de cada uno de estos elementos y componentes que se encuentran en la política institucional.  


 


Para lo anterior, es importante que se contemple la participación institucional, interinstitucional 


y ciudadana en la creación de la política; y tomar en cuenta los mecanismos existentes en la 


institución sobre el tema como son: la Política de Participación Ciudadana, la Política de Justicia 


Abierta, entre otros. 5 


 


En este apartado se puede adicionar un cronograma con las actividades que se tienen 


programadas a realizar; el detalle de las personas, instituciones e instancias involucradas en esas 


actividades, así como los recursos ordinarios (humanos, sistemas de información, equipos, viáticos, 


etc.) que se requieren para desarrollar la metodología planteada. 


 


ii. Elaboración de la propuesta de la política institucional: Los componentes básicos que 
debe contener una Política Institucional son: 


 


a. Portada.  
b. Introducción.  
c. Índice.  
d. Diagnóstico situacional.  


 
 







 


d.1. Definición y delimitación del tema o problema.  


d.2. Marco legal.  


d.3. Análisis del tema o problema. 


e. Metodología. 
f. Definición de las poblaciones y/o grupos beneficiarios a quienes se dirige e impacta la 


política institucional. 
g. Alineamiento de la política institucional con los ejes transversales del Plan Estratégico 


Institucional.  
h. Temas Prioritarios, Objetivos, Líneas de Acción, Resultados Esperados e Indicadores 


de Resultados.  
i. Plan de Acción.  
j. Análisis de impacto presupuestario de implementación de la política institucional.   
k. Definición del modelo de gestión para la implementación, seguimiento, evaluación. 


 


A continuación, se detallan cada uno de los componentes señalados anteriormente:  


 


GUÍA PARA LA FORMULACIÓN DE LAS POLÍTICAS INSTITUCIONALES 


 


1. Diagnóstico situacional 
 


1.1. Definición y delimitación del tema o problema  
 


Consiste en la descripción del tema o problema institucional a resolver. Entre las variables a 


considerar se encuentran:  


 


1.1.1. Identificar si el tema o problema es de interés institucional y social.  
1.1.2. Señalar de manera general el marco normativo que lo justifica.  
1.1.3. Debe definirse la instancia rectora responsable de su gestión a nivel institucional. 


 


1.2. Marco legal 
 


Es la revisión del marco legal nacional e internacional, en la que se contempla la normativa detallada 


relacionada con el tema o problema a resolver. Se deben considerar los tratados, leyes, decretos, directrices 


técnicas, entre otros documentos relacionados.  


 


Debe contemplar como mínimo el nombre del instrumento legal, la fecha de emisión y vigencia, además 


de los aspectos relevantes para la política (objetivos o compromisos para la institución). 


 


1.3. Análisis del tema o problema 
 







 


Debe contemplar el entorno social, económico, cultural, político, ambiental, tecnológico y algún otro, 


que incide sobre el tema o problema a resolver; así como distinguir las fortalezas y las debilidades 


institucionales, las oportunidades y las amenazas del entorno, que contribuyan a definir el alcance de la 


política y la identificación de oportunidades de mejora. 


 


Con el análisis de la información recopilada sobre el tema, se crea un panorama del estado de situación 


del problema, sus causas y los factores del entorno que afectan la situación. 


 


Para el análisis del problema es de relevancia la participación de los diferentes actores relacionados de 


manera directa e indirecta con el tema o problema. Así, la recolección y sistematización de la información 


obtenida mediante experiencias, entrevistas, talleres, foros, mesas de diálogo, narraciones o cualquier otro 


medio que aborde el tema; constituyen mecanismos de cocreación, donde se garantiza la participación 


ciudadana, interinstitucional e institucional desde el inicio de la construcción de la política. 


 


Además, se considera de relevancia la inclusión de información estadística e indicadores disponibles, 


que describan de manera cuantitativa el estado situacional del tema o problema a resolver.      


 


2. Metodología  
 


A partir de los elementos de la política institucional, se deben definir las metodologías para la elaboración 


de cada uno de estos los elementos y componentes que se encuentran en la política institucional, lo cual 


implica la definición de los pasos a seguir en cada uno de ellos. 


 


Por tanto, es importante que exista la participación institucional, interinstitucional y ciudadana en la 


construcción de la política. En este apartado se puede adicionar los cronogramas, el detalle de las personas 


o instancias responsables, instituciones e instancias participantes, así como los recursos ordinarios 


(humanos, sistemas de información, equipos, viáticos, etc.) que se requieren para desarrollar la metodología 


planteada. 


 


 


3. Definición de las poblaciones o grupos beneficiarios a quienes se dirige e impacta la política 
institucional 
 


En esta etapa deberá indicarse: 


 


a. El grupo poblacional al que va dirigido el tema o problema planteado en la Política y el cual se verá 
beneficiado o presentará una mejoría de la situación actual. – Enfoque externo.   


b. Las personas e instancias que participan e intervienen en cada una de las etapas del proceso de 
gestión de la Política Institucional. – Enfoque interno e interinstitucional.  







 


A continuación, se adjunta un cuadro de referencia para la definición de las poblaciones y grupos 


beneficiarios:  


 


Cuadro 2 


Cuadro de referencia para la definición de poblaciones o grupo beneficiario 


 


Población o grupo 


beneficiario 
Situación Actual 


Beneficios o 


resultados 


esperados 


Indicador 


    


    


    


Fuente: Elaboración propia.  


 


4. Alineamiento de la política con los ejes transversales del Plan Estratégico Institucional 
 


En este apartado se debe señalar y justificar el eje transversal o los ejes transversales, del Plan Estratégico 


Institucional vigente, a los que se encuentra alineada y/o contribuye la política institucional.  


 


5. Temas Prioritarios, objetivos, líneas de acción, resultados esperados e indicadores de 
resultados  


 


En este apartado se definen los temas, los objetivos, las líneas de acción, los resultados esperados y 


los indicadores de la política institucional con una visión en el largo plazo.  


 


 


5.1. Temas Prioritarios: Son los grandes temas en que se va a concentrar la Política, que tienen el fin 
de guiar y asegurar los esfuerzos y recursos institucionales para resolver el problema o tema principal 
planteado. 


 


5.2. Objetivos: Son los logros que espera alcanzar la Política en el largo plazo, para mejorar la situación 
actual de la población beneficiaria.  


 


Los objetivos responden a la pregunta: ¿Qué debemos lograr en el largo plazo, para resolver el 


problema o temas planteados? 


 







 


5.3. Líneas de acción: Son el planteamiento de las acciones dirigidas al cumplimiento de los objetivos 
generales de la Política.  
 


Las líneas de acción responden a la pregunta: ¿Cómo vamos a resolver el problema o temas 


planteados? 


 


5.4. Resultados esperados: Son los resultados finales que se esperan obtener con el cumplimiento 
de las líneas de acción planteadas. Debe tomarse en cuenta la línea base (a partir de las estadísticas e 
indicadores del diagnóstico) de la situación, el comportamiento histórico de estas variables y el impacto 
que se espera producir con la implementación de la Política. 


 


5.5. Indicadores de resultado: Son los instrumentos utilizados para medir el cumplimiento de los 
objetivos y líneas de acción planteadas en la Política. Además, responde a la forma de medir los 
resultados esperados, vinculados a los beneficiarios finales. Estos son datos de índole cuantitativo que 
serán monitoreados durante la implementación, el seguimiento y la evaluación de la política (este 
proceso se detallará más adelante).  


 


6. Plan de Acción para la implementación de la Política Institucional 
 


El plan de acción está dirigido a la implementación operativa de la Política Institucional, por lo que debe 


contener una visión de corto y mediano plazo. Como sugerencia, se recomienda definir el plan de acción 


con al menos una previsión de dos años en adelante.  


 


Las variables que incluye el plan de acción son los mismos utilizados para los planes anuales operativos, 


que se componen de los siguientes elementos:  


 


a. Objetivos operativos.  
b. Metas Operativas.  
c. Indicadores operativos.  
d. Responsables.  
e. Actividades.  
f. Coordinaciones.   


 


El plan de acción propuesto al inicio de la elaboración de la política debe ser validado, consensuado y 


aceptado por las instancias, oficinas y despachos que serán responsables operativos del cumplimiento de 


los objetivos operativos alineados a la política institucional.  


 


No obstante, previo a la formulación de los PAOs cada año, la instancia rectora de la política institucional 


deberá asegurar que el plan de acción haya sido validado, consensuado y aceptado por cada instancia 


involucrada nuevamente, esto por cuanto el plan de acción puede tener ajustes o actualizaciones 


anualmente. 


 







 


Posteriormente, la instancia rectora de la política deberá coordinar con la Dirección de Planificación, 


para que se vincule con el Plan Estratégico Institucional vía sistema, ya que los compromisos anuales 


propuestos se cargarían automáticamente, a través del Sistema de los Planes Anuales Operativos, a las 


oficinas responsables de implementar las acciones operativas de la política.  


 


A continuación, se presenta la plantilla que deberán de utilizar para definir el Plan de Acción de la 


Política Institucional: 


 


 


 


Cuadro 3 


Plantilla del plan de acción para la implementación de la política institucional 


“Nombre de la Política” 


AÑO OBJETIVO 


OPERATIVO 


META INDICADOR RESPONSABLE ACTIVIDADES COORDINACIÓN 


2019 1. 1.1. 1.1.1.  •  
•  


 


 2. 2.1. 2.1.1.  •  
•  


 


2020 1. 1.1. 1.1.1.  •  
•  


 


 2. 2.1. 2.1.1.  •  
•  


 


2021 1. 1.1. 1.1.1.  •  
•  


 


 2. 2.1. 2.1.1.  •  
•  


 


2022 1. 1.1. 1.1.1.  •  
•  


 


 2. 2.1. 2.1.1.  •  
•  


 


2023 1. 1.1. 1.1.1.  •  
•  


 


 2. 2.1. 2.1.1.  •  
•  


 


2024 1. 1.1. 1.1.1.  •  
•  


 


 2. 2.1. 2.1.1.  •  
•  


 


 


Fuente: Elaboración propia.  


 


7. Análisis de impacto presupuestario de implementación de la política institucional.   







 


 


La instancia rectora de la política deberá presentar la estimación presupuestaria por año 


requerida para la implementación de la política institucional, acorde al plan de acción definido 


y a las directrices de formulación presupuestaria.  


 


Deberán incluirse los recursos necesarios, tanto ordinarios como extraordinarios, tales como: 


recurso humano, equipo y mobiliario, suministros, recursos tecnológicos, viáticos, etc; que 


garanticen la sostenibilidad de la Política. Además, debe considerar las limitaciones 


presupuestarias por las que se enfrenta la Institución.  


 


8. Definición del modelo de gestión para la implementación, seguimiento y evaluación.  
 


Este modelo tiene como fin garantizar la implementación efectiva de la Política Institucional; 


por lo tanto, lo que se proponga realizar en cada una de estas etapas deberá ser incorporado 


en el plan de acción, que permite operativizar su cumplimiento.  


 


Es de relevancia que se defina con claridad los roles y responsabilidades de cada instancia 


involucrada en la implementación, seguimiento y evaluación de la política.  


 


En el apartado Fase III: Implementación y Fase IV: Seguimiento y Evaluación, se detallarán 


los aspectos a considerar en la definición de este modelo de gestión para la implementación, 


seguimiento y evaluación de la política.  


 


9. Validación y aprobación de la política institucional:  
 


Para realizar la validación y aprobación de la Política, se debe realizar los siguientes pasos. 


 


Figura 4 


Proceso de aprobación de las políticas institucionales 


 







 


Fuente: Elaboración propia. 


 


 


Cabe indicar, que el paso 4 se realiza paralelamente, con el fin de no causar retrocesos del proceso. 


En este caso, la Instancia o Comisión Institucional deberá poner en conocimiento de la Dirección de 


Planificación y la Dirección Jurídica, para que estas se manifiesten sobre los aspectos técnicos que a cada 


una le competen, con un plazo prudencial. 


 


3.2.2.3 Fase 3: Implementación de la política institucional 


 


Una vez aprobada la política institucional por la Corte Plena se deberá iniciar su implementación. 


Esta fase se caracteriza por dar pase a la ejecución de lo definido en el plan de acción, cuyos compromisos 


se verán reflejados de manera automatizada a través del Sistema de formulación y seguimiento de los 


Planes Anuales Operativos (Sistema PAO).  


 


Tal cual se mencionó supra, el plan de acción de la política institucional deberá ser validado, 


consensuado y aceptado por las instancias, oficinas y despachos que serán responsables operativos del 


cumplimiento de los objetivos operativos alineados a la política institucional. 


 


Asimismo, la instancia rectora de la política institucional, previo a la formulación de los PAOs cada 


año, deberá asegurar que el plan de acción haya sido validado, consensuado y aceptado por cada instancia 


involucrada, esto por cuanto el plan de acción puede tener ajustes o actualizaciones anuales. 


 


Posteriormente, la instancia rectora de la política deberá coordinar con la Dirección de Planificación, 


para que se vincule con el Plan Estratégico Institucional, por medio del Sistema PEI, ya que los compromisos 


anuales propuestos se cargarían automáticamente, a través del Sistema de los Planes Anuales Operativos, 


a las oficinas responsables de implementar las acciones operativas de la política.  


 


3.2.2.4 Fase 4: Seguimiento y evaluación 


 


Las instancias responsables, de lo definido en el plan de acción de la política, deberán velar por su 


cumplimiento acorde a las directrices institucionales sobre el seguimiento y evaluación de los PAOs.  


 


1. Seguimiento: Corresponde a la forma en que se dará seguimiento a los compromisos 
establecidos en el plan de acción. En este caso, las oficinas destacadas como responsables de 
compromisos establecidos en el plan de acción deberán completar los avances en el 
cumplimiento de las metas planteadas en el Sistema de los Planes Anuales Operativos (Sistema 







 


PAO).  
 


Asimismo, la instancia rectora de la Política verificará la información proporcionada y tomará 


las medidas necesarias para que se lleve a cabo la efectiva implementación de la Política 


Institucional. 


 


Por medio de los sistemas informatizados (Sistema PAO y Sistema PEI), se podrá llevar a 


cabo el seguimiento en periodos estratégicos de las políticas institucionales, donde se podrá 


determinar el nivel de avance de una Política de acuerdo con sus metas asociadas. 


 


A su vez, se podrá desagregar cada una de las políticas institucionales y determinar quiénes 


son responsables en el cumplimiento, cuáles actividades están asociadas, cuántas metas reportan 


avances, así como su cumplimiento porcentual, entre otros. 


 


2. Evaluación: La instancia rectora de la política debe definir la periodicidad y la frecuencia de 
las evaluaciones a realizar para medir los resultados e impacto esperados producto de la 
implementación de la Política Institucional. 


 


Como resultado de las evaluaciones, la instancia rectora de la política deberá emitir las 


recomendaciones correspondientes en cuanto a la implementación de esta, hasta el cierre o 


cumplimiento total de sus objetivos.  


 


No obstante, deberá presentar un informe de seguimiento y evaluación anual a la Dirección 


de Planificación, en el plazo que lo indique esta instancia, con el fin de velar por la rendición de 


cuentas y alineamiento con el Plan Estratégico Institucional de las Políticas Institucionales vigentes.  


 


Lo anterior, conforme la sesión de Corte Plena 47-18, del 08 de octubre de 2018, artículo 


XXXII6 (Ver Anexo 4), donde se establece dar seguimiento al indicador que se sugiere en el Segundo 


Informe de la Justicia, que consiste en establecer los “mecanismos de seguimiento de las políticas 


institucionales”. Esto a partir del Dictamen emitido en este informe que señaló: “En la creación y 


desarrollo de políticas, mecanismos, proyectos y campañas se ha mantenido como prioridad el 


acceso a la justicia, con especial énfasis en poblaciones vulnerables. Aunque la cobertura territorial 


es amplia, no existen informes de evaluación sobre el impacto de estas acciones”.  


 
6 El acuerdo de Corte Plena 47-18, del 08 de octubre de 2018, artículo XXXII, relacionado con el seguimiento de los 


indicadores del Segundo Informe del Estado de la Justicia, indica: “1.) Aprobar los cambios en los indicadores 


relacionados con el Seguimiento al Segundo Informe del Estado de la Justicia contenidos en el informe N° 30-EV-18 


de la Dirección de Planificación. 2.) La Dirección de Planificación deberá crear el objetivo “Compromisos Informe 


Estado de la Justicia” en el Sistema PAO y de forma semestral informará a la Corte Plena el cumplimiento o avance 


correspondiente de cada instancia, como parte del Informe Semestral de Cumplimiento de los PAOs. A esos efectos, 


dicha Dirección hará el primer seguimiento mediante consulta directa a las instancias responsables en el último 


trimestre de este año y a partir del 2019 se incluirá en el PAO, para verificar el avance en el sistema.” 







 


 


El enfoque de evaluación debe estar orientado a verificar los resultados de las políticas e 


identificar lecciones aprendidas para las políticas presentes y futuras, de manera que su marco 


metodológico debe estar orientado a cumplir estos objetivos, que puedan ser interpretados de una 


forma clara y concisa, dirigida a la población interna y externa. 


 


La evaluación será entonces un proceso de observación, medición, análisis e interpretación 


de los resultados alcanzados por la implementación de la política institucional, y su utilidad se basa 


en generar insumos para la toma de decisiones de los órganos jerárquicos.  


 


La metodología de evaluación deberá ir orientada a la verificación de los resultados 


alcanzados a partir del cumplimiento de acciones de la política, que estarán al alcance a partir del 


seguimiento por medio del PEI y los PAO. A partir de lo anterior, se deberá generar una evaluación 


enfocada en los principios de pertinencia, eficiencia, eficacia y sostenibilidad, que deberá desarrollar 


los siguientes aspectos: 


 


a. Descripción del objetivo inicial. 
b. Descripción del cumplimiento de las acciones planificadas de los involucrados. 
c. Totalidad de recursos, incluidos (recursos humanos y presupuestarios). 
d. Resultados obtenidos a partir de los indicadores establecidos. 
e. Nivel de cumplimiento en relación con el objetivo planteado. 
f. Riesgos y cambios materializados en el proceso de ejecución. 
g. Percepción de los resultados alcanzados por la población meta.  
h. Hallazgos. 
i. Conclusiones. 
j. Recomendaciones. 


 


-0- 


 


San José, …. de….. de 2019 


 


Licda. Silvia Navarro Romanini 


Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia 


 


-0- 


 


El magistrado Salazar Alvarado se abstiene de votar.” 







 


 


Atentamente,  


 


 


 


 


Licda. Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General 


      Corte Suprema de Justicia 


 
 
  


c:  Diligencias / Refs: (10405-17/15762-19)  


 


 


 


 


SE ACUERDA:  


1° Se toma nota del Oficio N° 1095-2020 de 4 de febrero de 2020, en el que se transcribe el acuerdo 


tomado por la Corte Plena, en sesión N° 02-2020 celebrada el 13 de enero del 2020, Artículo XXXII, en 


el que se acogió el informe N° 1995-PLA-PE-2019, y se acordó: “1.) Aprobar el “Modelo de Gestión 


(formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” en los términos 


señalados en el apartado III del citado informe y con las observaciones señaladas por la licenciada Nacira 


Valverde Bermúdez, Directora de ese despacho. 2.) Solicitar al Departamento de Artes Gráficas del Poder 


Judicial se sirva realizar el diseño e impresión de al menos 50 ejemplares del documento “Modelo de Gestión 


(formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” y lo remita a la 


Dirección de Planificación a fin de que los distribuya a las diferentes instancias que gestionan políticas 


institucionales. 3.) Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales (Alineación 


Estratégica)”, contenido en el apartado IV de este informe, que incluye la elaboración de un informe 


semestral de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión de las políticas 


institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, con el fin de que sea 


conocido por esta Corte para la toma de decisiones correspondiente.” 4.) La Secretaría General de la Corte 


tomará nota para la publicación de la siguiente circular:…”.  


2° Trasladar a las y los integrantes de la Subcomisión el acuerdo en referencia a efecto de que conozca 


integralmente Modelo de Gestión de Políticas Institucionales para implementarlo en la construcción de la 


Política Indígena del Poder Judicial. 


1095-2020.docx







 


3° Comunicar este acuerdo a las personas designadas por MIDEPLAN como asesoras al Poder Judicial para 


la construcción de la Política Indígena a fin de que, en coordinación con la Dirección de Planificación, den 


el acompañamiento respectivo a la Subcomisión y a la Comisión de Acceso a la Justicia para la construcción 


de la Política, bajo un modelo de participación activa de la población indígena desde un primer momento 


de su construcción. 


4° Consultar a MIDEPLAN las fechas programadas para la capacitación en construcción de políticas públicas 


a las personas integrantes de la Subcomisión, a efecto de gestionar los permisos respectivos con la 


colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. 


5° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de Planificación, personas 


responsables de MIDEPLAN e integrantes de la Subcomisión, para lo de su cargo, por medio de la Unidad 


de Acceso a la Justicia.  


 


ARTÍCULO VII: 


TEMA: DESIGNACIÓN DEL SEÑOR JORGE DAVID MORALES RAMIREZ COMO INTEGRANTE DE 


LA SUBCOMISIÓN DE ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDÍGENAS EN REPRESENTACION 


DEL DESPACHO DE LA PRESIDENCIA  


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-34-2020 al Despacho de la 


Presidencia, el acuerdo estipulado en el Artículo II del Acta 01-2020 el cual se transcribe literalmente:  


3°. Informar a la Presidencia de la Corte, Despacho de la Presidencia y Comisión de Acceso a la Justicia los 
avances realizados en la construcción de la propuesta de la Política Indígena del Poder Judicial y la 
importancia de poder contar con su colaboración en el proceso pues es un proceso que requiere la 
coordinación interinstitucional y además, la participación activa de la población indígena en cumplimiento 
de los derechos de dicha población regulados en la normativa nacional e internacional que les rige, y el 
mandato de construcción de dicha Política establecidos en la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
y la Circular 188-2019 de Corte Plena.  


 


El Despacho de la Presidencia comunicó vía correo electrónico, lo siguiente: 


De: Despacho de la Presidencia de la Corte  


Enviado el: viernes, 24 de enero de 2020 11:54 a.m. 


Para: Melissa Benavides Víquez 


CC: Roger Mata Brenes; Damaris Vargas Vásquez; Presidencia de la Corte; Katherine Salazar Duarte; Jorge 


David Morales Ramírez 


Asunto: RE: Oficio CACC-34-2020 Mag. Fernando Cruz Castro y Sr. Roger Mata Brenes Acuerdo 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 07 de enero 


 


Máster Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora 


Unidad de Acceso a la Justicia 







 


 


Estimada señora:  


Es un gusto saludarla. En atención al Oficio CACC-34-2020 y con instrucciones del Director Róger Mata 


Brenes, respetuosamente, me permito informar que se designa al señor Jorge Morales Ramírez, como enlace 


entre el Despacho de la Presidencia y la Comisión de Acceso a la Justicia, a fin de definir la colaboración 


que requerirán de la Presidencia de la Corte. 


Cordialmente,  


 


 


SE ACUERDA: Se toma nota de la designación del señor Jorge Morales Ramírez como integrante de la 


Subcomisión en representación del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 


Comuníquese al citado Despacho y al señor Morales por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia con 


indicación a este último de las fechas programadas para las sesiones ordinarias de la Subcomisión de Acceso 


a la Justicia de Pueblos Indígenas. 


ARTÍCULO VIII: 


TEMA: SOLICITUD DE PUEBLO MALECU A LA PRESIDENCIA DE LA CORTE SUPREMA DE 


JUSTICIA A EFECTO DE QUE LES CAPACITEN EN TEMÁTICA INDÍGENA Y TRASLADO A 


UNIDADES DE CAPACITACION Y ESCUELA JUDICIAL 


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-36-2020 a las diferentes Unidades 


de Capacitación, el acuerdo estipulado en el Artículo II del Acta 01-2020 el cual se transcribe literalmente:  


5°. Trasladar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y demás Unidades de 


Capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público y OIJ, la solicitud de “capacitación y 


asesoramiento” planteada por el señor Emigdio Cruz, presidente de la Asociación de Desarrollo 


Integral de la Reserva Indígena Guatuso (Territorio Malecu), para su atención. En lo referente 


a la solicitud de asesoramiento que plantea el Pueblo Malecu, trasladar la petición a la 


Dirección de la Defensa Pública.  


La Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial comunicó mediante el Oficio EJ-CAP-


OIJ-063-2020 RESPUESTA OFICIO CACC-36-2020 remitido el miércoles 12 de febrero, lo siguiente: 


 







 


 


 


 







 


 


La Dirección de la Defensa Pública comunicó mediante el Oficio JEFDP-145-2020 remitido el jueves 20 de 


febrero, lo siguiente: 


 
 
 


 
 
 
 
 
 
 


 
 







 


 
 
 
 


 
JEFDP-145-2020                                     


  San José, 20 de febrero del 2020 


 


 


 


Señora 


M.Sc. Melissa Benavides Víquez 


Coordinadora a.i. 


Unidad de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 


 


Estimada señora: 


 


Reciba un atento saludo. En atención al Oficio CACC-39-2020, remitido en fecha del 06 de febrero 


de 2020, en el cual se indica: 


 


 “5°. Trasladar a la Escuela Judicial, Dirección de Gestión Humana y demás 


Unidades de Capacitación de la Defensa Pública, Ministerio Público y OIJ, la 


solicitud de “capacitación y asesoramiento” planteada por el señor Emigdio Cruz, 


presidente de la Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena 


Guatuso (Territorio Malecu), para su atención. En lo referente a la solicitud de 


asesoramiento que plantea el Pueblo Malecu, trasladar la petición a la Dirección 


de la Defensa Pública. “ 


 


De manera respetuosa proceso a manifestar que en fecha 15 de noviembre de 2019 se realizó un 


taller sobre acceso a la justicia de pueblos indígenas en el Rancho Croku-y-u en el palenque Margarita con 


personas malekus. En el cual tuvieron participación 15 personas de los tres palenques: Margarita, Tonjibe 


y del Sol, así como funcionarios de la Defensa Pública de Guatuso, Upala y la Fortuna, con el fin de brindar 







 


abordaje en penal, penalización, agrario, contenciosos administrativo, pensiones, familia y constitucional. 


Resulta importante señalar que se inició a las 9:15 a.m. y se extendió hasta las 12:30 p.m., pues a pesar 


de llegar pocas personas hubo una gran participación. Los temas fueron: La ley de Aceeso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas, la Ley de Relaciones Impropias, delitos relacionados con temas culturales, procesos 


agrarios en la zona de Guatuso; explicación de procesos contenciosos; pensiones y familia como novedad 


de la ley. Participaron  por parte de la Defensa Pública  la Supervisora Ligia Jiménez Zamora y  los licenciados 


Dennis Paniagua Navarro; Javier Gamboa Jiménez, Raquel Núñez Mejías, Craig Jiménez Porras  quienes 


evacuaron las consultas planteadas sobre estos temas. Además, se contó con la presencia de  la compañera 


Bernardita Quirós Barrantes de la Administración de San Carlos. 


 


 Por otra parte,  se ha programado un  nuevo taller intercultural, en el cual tendrán participación 


personas indígenas de los tres palenques, para el día 28 de marzo de 2020.  Nuevamente se contará con la 


participación de personas defensoras públicas en materia de pensiones, familia, agrario, contencioso 


administrativo, penal y laboral para que puedan informar a la población indígena de sus derechos en estos 


temas así como la forma de coordinar las gestiones y acciones necesarias para su respeto y vigencia. 


 


Dejo así informado sobre las acciones tomadas por parte de la Defensa Pública de conformidad con 


la petición planteada por los líderes indígenas y en cumplimiento de la garantía de acceso a la justicia para 


esta población. 


 


           Con muestras de mi mayor consideración y estima, 


 


 M. Sc. Diana Montero Montero                         


Jefa a.i                                                                    


Defensa Pública      


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio JEFDP-145-2020 de 20 de febrero del 2020 remitido por la 


Defensa Pública y se dispone comunicarlo al señor Emigdio Cruz en la condición citada, y al Despacho de 


la Presidencia, por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. 2° Solicitar remisión de los demás informes 


pendientes. 


 


 







 


ARTÍCULO IX 


TEMA: CASO QUEJA DE ATRASO EN EL PAGO A INTÉRPRETE INDIGENA FLORENCIA SOSIMO 


GARCÍA  


La Unidad de Acceso a la Justicia comunicó mediante el Oficio CACC-387-2019, remitido el 09 de 


diciembre de 2019 a la Contraloría de Servicios y Dirección Ejecutiva el acuerdo estipulado en el Artículo 


II del Acta 09-19 el cual se transcribe literalmente:  


2°. Solicitar a la Contraloría de Servicios informe de los avances.  


3°. Comunicar a la Dirección Ejecutiva con el objetivo de analicen lo expuesto por la persona 


usuaria para valorar oportunidades de mejora en el servicio en coordinación con la Contraloría 


de Servicios y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas.  


 


La Contraloría de Servicios comunico mediante el Oficio CSJ-163-2020, lo siguiente: 


 


31 de enero de 2020 


CSJ-163-2020 


 


Máster  


Melissa Benavides Víquez, Coordinadora 


Unidad de Acceso a la Justicia 


          


 


Asunto: Atención de oficio CACC-387-2019 


 


Estimada señora:  


 


Doy respuesta al oficio CACC-387-2019 atinente a los acuerdos tomados por la Subcomisión de Acceso 


a la Justicia de Pueblos Indígenas en relación con un supuesto atraso en el pago a la señorita 


Florencia Sosimo García, quien fue nombrada por la Fiscalía de Desamparados, el 6 de junio de 2019, para 


realizar una interpretación simultánea en el idioma Cabecar, en la sumaria N°17-000586-0276- PE.  


 


Al respecto, deseamos informar que por parte de esta Contraloría se realizaron las consultas tanto a la 


Fiscalía de Desamparados, como a la Unidad Administrativa del Ministerio Público (encargados de la 


aprobación de gastos) lo cual nos permitió evidenciar que, pese a que la traducción se llevó a cabo en la 


fecha de cita, el pago fue realizado hasta el 20 de diciembre de 2019, esto precisamente como consecuencia 


del trámite de la inconformidad presentada ante esa Subcomisión.  


 







 


Como justificación, ambas las dependencias involucradas alegaron que hubo diferencias entre el cobro 
presentado y los rubros que se podrían aprobar, así como la coordinación para que la interesada hiciera las 
respectivas correcciones, además de que no contaba con factura electrónica.  
 


Uno de los aspectos relevantes y que generó molestia en la señorita Sosimo García, es que ella realizó un 
cobro de transporte privado por 12 mil colones debido a que el personal de la Fiscalía le indicó que la 
requerían con urgencia y no tomó autobús para llegar oportunamente, sin embargo, el gasto le fue aprobado 
únicamente por el costo del pasaje del servicio público que cubría la ruta (1550 colones). “Me queda una 
gran lección” refirió.  
 
 


Resulta importante tomar en consideración que la señorita Sosimo García fue nombrada por inopia, lo que 
justifica su desconocimiento sobre la manera correcta de presentar la documentación necesaria para pago 
oportuno, teniendo que enfrentarse a un trámite que, en su caso, no fue sencillo.   
 


Siendo que evidenciamos una debilidad en el trámite y carencia de información hacia quienes brindan el 


servicio de traducción por inopia, esta Contraloría recomienda hacer una valoración del procedimiento que 


actualmente se utiliza en estos casos, y si merece ser adecuado a las expectativas de las personas que 


ofrecieron su colaboración, delegando mayor responsabilidad a las dependencias involucradas. Por ejemplo, 


que sea la dependencia que requiere el servicio quien se encargue de, una vez finalizada la diligencia, 


realizar  inmediatamente el trámite que asegure la retribución oportuna del servicio requerido, evitando que 


esto se postergue en plazos que resulten excesivos.  


 


Vale la pena cuestionarse cuál puede ser la percepción de una persona que atendió un llamado inesperado 


para colaborar con la justicia, que no recuperó la inversión realizada y que además su labor haya sido 


retribuida más me seis meses después.  


 


Siendo que se acordó comunicar a la Dirección Ejecutiva lo expuesto por la persona usuaria a fin de valorar 


oportunidades de mejora en el servicio, en coordinación con la Contraloría de Servicios y la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, nos ponemos a su disposición para lo que estimen necesario.  


 


Atentamente,  


 


Erick Alfaro Romero 


Contralor de Servicios a.i 


 


La Dirección Ejecutiva comunico mediante el Oficio N°539-DE-2020,  lo siguiente: 
 


 


N°539-DE-2020 


10 de febrero de 2020 
 







 


 
 


 


Máster 
Melissa Benavides Víquez, Coordinadora Unidad de 
Acceso a la Justicia 
Poder Judicial 
S.     O. Estimada señora: 


En relación con el acuerdo tomado por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, 
celebrada el 5 de noviembre de 2019, artículo XXIV y a instancias de esta Dirección Ejecutiva, el 6 de 
enero del año en curso se recibió respuesta, por correo electrónico, por parte de la Licenciada Johan 
Vallecillo Canales, Coordinadora de la Sección Presupuestaria de la Unidad Administrativa del Ministerio 
Público, mediante el cual comunicó que los honorarios por el monto de Ȼ25.283,00, que se adeudaban a 
la señorita Florencia Sosimo García por los servicios prestados como intérprete en idioma Cabécar, en la 


causa N°17-000583- 0276-PE, así solicitado por la Fiscalía de Desamparados, fueron cancelados el 20 de 
diciembre de 2019. 


 
Por otra parte, quienes suscribimos, en oficio N°530-DE-2020 de fecha 10 febrero del año en curso, 


dirigido al Licenciado David Brown Sharpe, Administrador de la Unidad Administrativa del Ministerio 
Público, le exhortamos a aplicar la normativa vigente para que este tipo de situaciones no se vuelvan a 
presentar y a su vez, se le reiteró lo comunicado por la institución referente a este tema, específicamente: 


Circular N°002-2015, del 19 de febrero de 2015 de la Secretaría de la Corte, Modificación del “Reglamento 
para regular la función de las y los intérpretes, traductores, peritos y ejecutores en el Poder Judicial”; 
Circular N°23- 2017 del 17 de febrero de 2017, “Manual de Autorizaciones del Sistema de Mantenimiento 
de Autorización de Gastos de la Dirección Ejecutiva”; Circular N°30- 2017 del 28 de marzo de 2017, 
“Adición a la circular Nº23-2017, acerca del Manual del Sistema de Autorización de Gastos (SAG), para el 
pago de peritajes en el caso de que el Estado asuma los gasto (Principio de Gratuidad)”; Circular N°171-
2017 del 11 de diciembre de 2017, “Verificación del contenido presupuestario previo a realizar una 


Solicitud de Autorización de Gasto (AG)”; y por último, comunicado de esta oficina con fecha 19 de marzo 
de 2019, “Sobre uso de la factura electrónica por parte de personas traductoras en lenguas indígenas en 
localidades donde no se cuenta con servicio de internet”; de las cuales se adjuntaron las copias 


 


Atentamente, 
 
 


Dinorah Álvarez Acosta Ana Eugenia Romero Jenkins 
Subdirectora Ejecutiva  Directora Ejecutiva 


 


 


SE ACUERDA: Se toma nota de los Oficios CSJ-163-2020 y 539-DE-2020 y se dispone hacerlos de 


conocimiento de la persona usuaria gestionante por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. 


 


ARTÍCULO X 


TEMA: INFORME DE AVANCE DEL CUMPLIMIENTO DE LA CIRCULAR 188-19, DENOMINADA 


“20 EJES DE ACCIÓN. 







 


La señora Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas, comunico mediante el Oficio N° DVV-S1-019-2020 a la Dirección de la Escuela Judicial y al 


Consejo Directivo, lo siguiente: 


 


San José, 26 de febrero de 2020 


N° DVV-S1-019-2020 


 
 


Señor 


Dr. William Molinari Vílchez 


Presidente 


Consejo Directivo de la Escuela Judicial 


 
Señora 


Máster Rebeca Guardia Morales 


Directora 


Escuela Judicial Estimados 


Señor y Señora: 


Reciban un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a ustedes en mi condición de Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con el objetivo de solicitarles respetuosamente 


un informe de avance del cumplimiento de la Circular 188-19, denominada “20 ejes de acción, 


recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas 


Cautelares N° 321- 12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos 


Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, concretamente los ejes 9 a 13. En esa Circular, se señala 


literalmente: 


 


 


 


 “CIRCULAR No. 188-2019 
 


 Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre los 20 ejes de acción, recomendados por 
la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 
del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) 
contra Costa Rica. 


 


 AL MINISTERIO PÚBLICO, DEFENSA PÚBLICA, DIRECCIONES 
GENERAL DEL 


 ORGANISMO DE INVESTIGACIÓN JUDICIAL, GESTIÓN HUMANA, 


 PLANIFICACIÓN, DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN, DIRECCIÓN 







 


 EJECUTIVA, ESCUELA JUDICIAL Y DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 


 


SE LES HACE SABER QUE: 


 


La Corte Plena, en sesión Nº 20-19 celebrada el 27 de mayo de 2019, artículo XIX, dispuso aprobar 


los 21 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia,que deberán ser desarrollados 
por las Direcciones del Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, Gestión 
Humana, Planificación, Dirección Ejecutiva, Tecnología de la Información, Escuela Judicial y el Sector 
Jurisdiccional, con ocasión del encuentro realizado entre representantes del Estado y Personas Indígenas 
Bribri de Salitre y Térraba, en cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 
2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica. 


En sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre en curso, artículo VII, se dispuso realizar la 


publicación nuevamente de la Circular 123-2019 correspondiente a los ejes de acción recomendados por 
la Comisión de Acceso a la Justicia, eliminando el eje número 20 por encontrarse repetido. 


 
 
Los citados ejes son los siguientes: 


 


1. Concertar con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas 
Cautelares N° 321-12 emitidas por la CIDH contra Costa Rica, las acciones a seguir 
para garantizar la vida y seguridad personal de los miembros del pueblo indígena 
Teribe y Bribri de Salitre; e informarles las que ya se han adoptado para investigar los 
presuntos hechos que dieron lugar a tales medidas para evitar su repetición. Lo 
anterior, con el objetivo de dar cumplimiento a los mandatos de la CIDH y construir 
confianza y diálogo intercultural. En la medida de lo posible, realizar las sesiones de 
trabajo en los territorios indígenas involucrados, con la colaboración de personas 
traductoras que faciliten la comunicación efectiva y transparente. Se sugiere valorar 
sean las principales jefaturas institucionales quienes ejecuten esta labor. 


 


2. Identificar y analizar los riesgos relevantes asociados al logro de los 
objetivos y las metas institucionales vinculadas con la población indígena, establecidas 
en el Plan Estratégico Institucional 2019/2024 (ejes transversales acceso a la justicia 
y justicia abierta, entre otros); el efecto posible de tales riesgos, su importancia y la 
probabilidad de que ocurran, y decidir las acciones que se tomarán para administrarlos 
a fin de continuar con la adopción de las medidas necesarias para ubicarse por lo 
menos en un nivel de riesgo organizacional aceptable. Además, establecer los 
mecanismos operativos que minimicen el riesgo en las acciones por ejecutar en 
relación con la tramitación y resolución de los procesos judiciales en los que sean parte 
pueblos indígenas, priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo 
indígena Teribe y Bribri de Salitre. 


3. Documentar, mantener actualizados y divulgar internamente, las políticas, 
normas y procedimientos de control que garanticen el cumplimientodel sistema de 
control interno institucional y la prevención de todo aspecto que conlleve a desviar 
los objetivos y las metas trazados por la institución en el desempeño de sus funciones 
vinculadas con los procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas, 
priorizando aquellos en los que sean parte miembros del pueblo indígena Teribe y 


Bribri de Salitre. 
 


4. Establecer un sistema de información que permita tener una gestión 
documental institucional en el desarrollo de las actividades, con el fin de prevenir 
cualquier desvío en los objetivos trazados en relación con la tramitación y resolución 
de los procesos judiciales vinculados en los que sean parte miembros del pueblo 
indígena Teribe y Bribri de Salitre. 


 







 


5. Incluir en las estadísticas institucionales indicadores que visibilicen los 
procesos judiciales que estén vinculados con personas indígenas, incorporando 
además información relativa a los pueblos relacionados, los territorios, entre otros 
datos de interés para la toma de decisiones. 


 


6. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial, emitir 
circulares dirigidas a todas las personas servidoras judiciales en las que se les reitere 
su deber de ser garantes del acceso efectivo a la justicia de los pueblos indígenas, la 
no discriminación y eliminación de barreras, a saber: i) asegurar que los miembros de 
la comunidad puedan comprender y hacerse comprender en los procedimientos 
legales iniciados, facilitándoles intérpretes u otros medios eficaces para tal fin; ii) 
proporcionar el acceso a los pueblos indígenas y tribales a asistencia técnica y legal 
en relación con su derecho a la propiedad colectiva, en el supuesto de que estos se 
encontrasen en una situación de vulnerabilidad que les impediría conseguirla, y iii) 
facilitar el acceso físico a las instituciones administrativas y judiciales, o a los 
organismos encargados de garantizar el derecho a la propiedad colectiva de los 
pueblos indígenas y tribales, así como facilitar la participación de los pueblos en el 
desarrollo de los procesos judiciales, administrativos o de cualquier otra índole, sin 
que ello les implique hacer esfuerzos desmedidos o exagerados, ya sea debido a las 
distancias o a las vías de acceso a dichas instituciones, o a los altos costos en virtud 
de los procedimientos. Además, el otorgamiento de una protección efectiva que tome 
en cuenta las particularidades propias que los diferencian de la población en general 
y que conforman su identidad cultural, sus características económicas y sociales, su 
posible situación de vulnerabilidad, su derecho consuetudinario, valores, usos y 
costumbres, así como su especial relación con la tierra, y respeto de los mecanismos 
internos de decisión de controversias en materia indígena, los cuales se encuentren 
en armonía con los derechos humanos, según los estándares internacionales 
establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Pueblos 


Kaliña y Lokono versus Surinam, sentencia de 25 de noviembre de 2015 y las 
disposiciones de la Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


 


1. Con absoluto respeto al principio de independencia judicial y los principios de Bangalore 
sobre la conducta judicial, entre otros, establecer políticas y prácticas de gestión de recursos 
humanos apropiadas, principalmente en cuanto a contratación, vinculación, entrenamiento, 
evaluación, promoción y acciones disciplinarias; todo de conformidad con el ordenamiento 
jurídico y técnico aplicable, en lo relacionado con la aplicación del Derecho Indígena, con el 
objetivo de ofrecer a las personas usuarias indígenas una justicia pronta, cumplida, sin 
denegación y accesible; priorizando lo vinculado con los procesos judiciales en los que sean 
parte miembros del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre. 


 


2. Realizar encuentros entre el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre con 
personas funcionarias judiciales de la Contraloría de Servicios, Comisión de Acceso a la 
Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas, a efecto de que 
estas últimas les expongan el funcionamiento del Poder Judicial en sus diferentes ámbitos. 
En forma previa a su ejecución se concertará con las personas indígenas la identificación de 
los contenidos mínimos de los aspectos sobre los cuales desean ser informados y los 
mecanismos que ofrece el Poder Judicial para el acceso a la justicia. 


 


3. Realizar encuentros entre representantes del pueblo indígena Teribe y Bribri 
de Salitre y personas funcionarias judiciales con competencia para conocer procesos 
judiciales vinculados con esa población, a efecto de que las personas indígenas capaciten a 
las y los servidores judiciales sobre la historia, cosmovisión, costumbres, formas de tenencia 
y de transmisión de la tierra, entre otros datos de interés, que incidan en la solución de los 
conflictos indígenas; priorizándose a quienes laboren en las oficinas judiciales con 
competencia material y territorial para conocer de procesos vinculados con personas 
indígenas de Buenos Aires de Puntarenas, incluyendo a personas juzgadoras, técnicas y 
coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal administrativo, del 







 


Organismo de Investigación Judicial, entre otros. Iniciar el proceso de capacitación con 
personas servidoras judiciales de las Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso 
Administrativo, de todas las instancias; y luego se continuará con las demás. 


 







 


4. Verificar que, en los contenidos de los diseños de las capacitaciones 


en Derecho Indígena, se incluya al menos: 


a. Normativa internacional referida a los derechos de las personas 
indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e integración de las 
poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los países 1957 
(Convenio 107 OIT), Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 
OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los Pueblos Indígenas 
2007, Declaración Americana sobre Derechos de los Pueblos Indígenas OEA 2016; 


b. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-2017, 


c. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los 
Pueblos Indígenas, entre otras 


d. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional de 
la Corte Suprema de Justicia. 


e. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior 
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén involucradas personas 
indígenas; además, los alcances y distinción entre el sistema monista y el pluralismo 
jurídico. 


 


5. Establecer un modelo de control y seguimiento a fin de medir el impacto 
de esas capacitaciones en el fortalecimiento de las competencias de las personas servidoras 
judiciales que asistan y su concreción en las resoluciones –incluyendo las sentencias- que 
emitan en los procesos propios de su competencia, con absoluto respeto al principio de 
independencia judicial y los principios de Bangalore sobre la conducta judicial, entre otros. 
Al respecto, la Institución tiene experiencia pues para tal seguimiento del impacto de la 
capacitación se diseñó el Manual para realizar las evaluaciones de resultados de la 
capacitación judicial en el desempeño laboral por parte de la Escuela Judicial. 


 


6. Gestionar ante el Consejo Directivo de la Escuela Judicial y el Consejo 
Superior para declarar obligatoria la participación de las personas servidoras judiciales en 
las capacitaciones sobre Derecho Indígena, en cumplimiento de la Ley de Acceso a la Justicia 
de Pueblos Indígenas, especialmente quienes tengan competencia material y territorial para 
conocer de procesos judiciales vinculados con el pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre. 


 


7. Llevar un control de las personas que hayan sido capacitadas y un 
seguimiento para medir el impacto en su gestión, y valorar su inclusión en losindicadores de 
evaluación de desempeño y los procesos de reclutamiento, ya sea para nombramientos o 
ascensos en puestos vinculados con el conocimiento de procesos asociados a personas 
indígenas. 


 


8. Valorar la posibilidad de establecer acuerdos interinstitucionales entre el 
Poder Judicial, el Poder Ejecutivo (y sus instituciones) y el Poder Legislativo, así como las 
Universidades estatales, a fin de que las acciones que se ejecuten vinculadas con personas 
indígenas, especialmente las relacionadas con las medidas cautelares de la CIDH, estén 
previamente coordinadas y sean consultadas a las personas indígenas. 


 


9. Instar al Instituto de Desarrollo Rural y al Ministerio de Justicia y Paz para 
que valoren la posibilidad de capacitar a las personas juzgadoras, defensoras públicas y 
fiscalas con competencia para conocer procesos en los que intervengan personas indígenas 
del pueblo indígena Teribe y Bribri de Salitre, sobre las acciones emprendidas en el Plan de 
Recuperación de Tierras Indígenas y sistemas catastrales y registrales vinculados. 


 


10. Analizar opciones para brindar protección y seguridad a las personas 
indígenas beneficiarias de las medidas cautelares, dentro de sus territorios y acordes a sus  
costumbres. 


 







 


11. Realizar sesiones periódicas en las que se informe a miembros del pueblo 
indígena Teribe y Bribri de Salitre beneficiarias de las medidas cautelares de la CIDH sobre 
los avances alcanzados. 


 


12. Actualizar el convenio interinstitucional entre el Poder Judicial y la 
Universidad de Costa Rica con el objetivo de que incluya la Facultad de Derecho y la Escuela 
de Antropología para fortalecer el programa de peritajes culturales y de capacitaciones a las 
personas servidoras judiciales, con posibilidades de establecer acciones conjuntas con otras 
Escuelas de la UCR que podrían ofrecer insumos importantes en los peritajes culturales. 


 


13. Diseñar una Política de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas del 
Poder Judicial conforme a los lineamientos de MIDEPLAN que sea construida y consultada 
con las personas indígenas, así como un Plan de Acción de acuerdo a la metodología de la 
Dirección de Planificación, que contribuya con su ejecución, en seguimiento de la Ley de 
Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica. 


 


 


 







 


1. Participar como parte del Estado en los encuentros que se realicen 


entre las personas indígenas beneficiarias de las medidas y otras instituciones del 
Estado.” 


 
 


San José, 17 de octubre de 2019 
 
 


Licda. Silvia Navarro Romanini 


Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia” 


 


 


De los acuerdos de Corte Plena que dieron origen a la Circular se desprende que la mayoría de los ejes 


de acción están vinculados con la necesidad de fortalecer las actividades de capacitación en forma 


concertada con la población indígena. Desde su emisión y aún antes de ésta, estamos trabajando en esa 


línea de acción, especialmente en cumplimiento de los lineamientos de la Ley de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas de Costa Rica que establecen la obligatoriedad de tener un Plan Anual de Capacitación 


en la temática indígena por parte de la Escuela Judicial, por lo que oportunamente se les remitió una 


propuesta de capacitación integral que incluía actividades de diversa índole y un listado de personas 


facilitadoras que incluía a personas indígenas, especialistas de las Universidades estatales y del Poder 


Judicial. 


 
Con ocasión de lo anterior, consulto también sobre los avances de dicha gestión al estar directamente 


vinculada con la necesidad de fortalecer competencias de las personas servidoras judiciales que atienden 


los procesos vinculados con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la 


CIDH contra el Estado, con el objetivo de que esa atención sea idónea. 


Finalmente, aprovecho para consultar los avances sobre las gestiones planteadas por el pueblo indígena 


Malecu durante la audiencia que se les confirió en la visita realizada por la Presidencia de la Corte Suprema 


de Justicia e integrantes de Corte Plena, Consejo Superior y jerarcas de algunas oficinas administrativas 


a la actividad de Inauguración del Edificio de Los Chiles, la cual les fuera remitida oportunamente. La 


idea es poder dar una respuesta a las personas indígenas Malecu en la visita que está programando la 


Comisión de Acceso a la Justicia y la Subcomisión. 


 


Sin más por el momento, me pongo a su disposición en lo que este a mi alcance para la articulación y 


coordinación de acciones, enmarcadas en las funciones asignadas a la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas y agradezco la colaboración brindada. 


Se adjuntan documentos de interés. 


Atentamente, 


 


Damaris Vargas Vásquez 







 


Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Magistrada Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 


Poder Judicial 


 


 
Copias: 


 
Presidencia Corte Suprema de 


Justicia Despacho de la 


Presidencia 


Comisión de Acceso a la Justicia 
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Informes de la Escuela Judicial 


EJ-DIR-026-2020 
27 de febrero de 2020 


 
 


Señora 
Damaris Vargas Vásquez  
Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  
Magistrada Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia  
Poder Judicial  


 
Asunto: Respuesta a oficio DVV-S1-018-2020 y otros, sobre capacitaciones 


 en materia de Acceso a la Justicia para pueblos indígenas. 
 


Estimada señora:  
 
Reciba un cordial saludo.  


En respuesta a su oficio número DVV-S1-018-2020, de fecha 26 de febrero del presente año, 
en el que se solicita que la Escuela Judicial brinde un informe de avance del cumplimiento de la 
Circular 188-19, denominada “20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la 
Justicia, con ocasión del cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 
2015, establecidas por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa 
Rica”.  


Además, de los oficios n°. CACC-290-2019, del 19 de septiembre de 2019; n°. CACC-358-


2019, del 21 de octubre de 2019;  n°. CACC-359-2019, del 21 de octubre de 2019;  n°. CACC-
36-2020, del 22 de enero de 2020;  n°. 5991-19, del 14 de junio de 2019, en donde se 
transcribe el acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión n°. 20-19 del 27 de mayo del 2019, 
ARTÍCULO XIX;  n°. 6418-19, del 26 de junio de 2019, en que se transcribe el acuerdo tomado 
por la Corte Plena, en la sesión n°. 25-19 del 24 de junio del año 2019, ARTÍCULO II.   


 


Con respecto a los anteriores, se adjunta el informe número EJ-INF- 001-2020 de la Escuela 


Judicial, junto con tres documentos anexos. Recalcamos el compromiso adquirido por la Escuela 
Judicial en cuanto a las capacitaciones en el tema de Acceso a la Justicia para pueblos indígenas. 
 
Sin otro particular,  
 


Licda. Rebeca Guardia Morales 
Directora a.i., Escuela Judicial 


 


C. -Máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora, Unidad de Acceso a la Justicia. 


    -Mag. William Molinari Vílchez, presidente del Consejo Directivo de la Escuela Judicial. 
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    -Consejo Superior del Poder Judicial. 


    -Arch. Consec. 


fam 
 


Se adjuntan los archivos pertinentes. ANEXOS. 


DVV-S1-018-2020-Ca


pac.  Acceso Justicia-Pueblos Indigenas.pdf


EJ-DIR-026-2020 


Respuesta a oficio DVV-S1-018-2020.doc


EJ-INF-001-2020 


Informe Avance en capacitaciones sobre Acceso a la Justicia para pueblos indígenas..doc


Lista de traductores e 


intérpretes de lenguas indígenas.doc


Oficinas con 


intervinientes indígenas.doc


Propuesta 


metodológica de capacitación en Acceso a la Justicia de pueblos Indígenas 2020.doc
 


 
 
 


RESPUESTA A LOS OFICIOS CACC-290-2019, CACC-358-2019, CACC-36-2020: 


 


EJ-INF-001-2020 


27 de febrero de 2020 


 


 


Informe de avance en cuanto a capacitaciones en el tema de 


 Acceso a la Justicia de pueblos indígenas. 


 


En razón de la Circular del Consejo Superior número 188-19, denominada “20 ejes de acción, 


recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la Comisión 


Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica”, la Escuela Judicial rinde e l 


siguiente informe de avance en cuanto al plan de capacitación en el tema de Acceso a la Justicia 


de pueblos indígenas: 


 


 


 


 


a. Programa de Formación Continua (PEC), Facultad de Derecho, Universidad de 


Costa Rica. 
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En la sesión nº 016-2019, del 23 de agosto del 2019, el Consejo Directivo de la Escuela Judicial 


tomó el acuerdo de que la capacitación para el año 2020 a través del Programa de Formación 


Continua en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica, será destinada a atender las 


necesidades institucionales de capacitación en materia de Pueblos Indígenas.  


Por esta razón, desde el año 2019 se ha coordinado con dicha Universidad la elaboración de un 


nuevo Programa de Especialización, que se impartirá en el año 2020. Por parte de la Escuela 


Judicial se  solicitó la inclusión de los temas de interés propuestos por la Subcomisión de Acceso 


a la Justicia de Pueblos Indígenas, así como la verificación de que en los contenidos de los diseños 


de las actividades académicas se incluyan los aspectos contemplados en el eje de acción número 


10. La propuesta de este programa será presentada por dicha Universidad a la Escuela Judicial 


aproximadamente a mediados del mes de marzo del 2020. Y el inicio de su ejecución se encuentra 


programado aproximadamente para el mes de setiembre del 2020, en las instalaciones de la 


Universidad de Costa Rica. 


 


1. Plan anual permanente de capacitación (art.10 de la Ley de Acceso a la Justicia 


de pueblos indígenas). 


 


1. Curso virtual autoformativo. 


 


A fin de cumplir con el objetivo de incorporar en la currícula de la Escuela Judicial, un plan anual 


permanente de capacitación, tal y como lo dispone el artículo 10 de la Ley de Acceso a la Justicia 


de pueblos indígenas, se ha proyectado para el año 2020 la elaboración de un curso virtual de 


autoformación dirigido a las personas funcionarias judiciales. Para el diseño de este curso 


contamos con la colaboración de personas especialistas en contenido, que de igual forma lo 


revisarán periódicamente a fin de mantener actualizada la información que allí se proporciona. 


Por su parte, la propuesta metodológica del curso estará a cargo de la Escuela Judicial. El mismo 


se construirá en la plataforma de cursos virtuales de nuestra institución, y su ejecución iniciará 


en cuanto se encuentre elaborado. 


 


2. Taller de inducción al tema de Acceso a la justicia de pueblos indígenas. 


 


La Escuela Judicial trabaja en la elaboración de un taller presencial de inducción al tema de Acceso 


a la justicia de pueblos indígenas, con el fin de capacitar a poblaciones que requieren 


conocimientos inmediatos en el tema, tales como las personas que laboran en los Consultorios 


Jurídicos de la Universidad de Costa Rica, las personas traductoras e intérpretes de lenguas 


indígenas (de conformidad con el artículo 3 de la Ley de Acceso a la justicia de pueblos indígenas), 


y la población indígena en sí, especialmente la población indígena Malecu que ha solicitado 
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expresamente su capacitación, mediante su representante, el señor Emigdio Cruz, y para lo cual 


se requerirá de la colaboración de las mismas personas traductoras e intérpretes. 


Para esta labor, se cuenta con la lista oficial de personas traductoras e intérpretes, que asciende 


a la suma de 56 personas.  


En cuanto a la población indígena Malecu, se le solicitó información detallada a la Comisión de 


Acceso a la Justicia, para determinar la cantidad de personas interesadas en esta capacitación. 


 


 


En relación con este dato, se estaría considerando la propuesta de construir una red de 


formadores, con las mismas personas traductoras capacitadas. 


A mediano plazo, tanto las personas colaboradoras en los Consultorios Jurídicos como las 


personas intérpretes y traductoras podrán ser incorporadas como participantes del curso virtual 


de autoformación indicado anteriormente. 


 


 


• Ejecución de la propuesta de capacitación brindada por la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de pueblos indígenas. 


 


Con respecto a la propuesta de capacitación aportada por la Subcomisión de Acceso a la justicia 


de pueblos indígenas, la Escuela Judicial ha elaborado una propuesta metodológica para ejecutar 


cada capacitación, la cual se adjunta en este acto.  


Seguidamente, se iniciará el diseño de las actividades, de acuerdo a las necesidades y complejidad 


de cada propuesta, y se procederá a calendarizar las mismas para iniciar su coordinación y 


ejecución en el año 2020. 


Para el diseño de las actividades, la Escuela Judicial requiere la colaboración de al menos una 


persona especialista en la materia, por lo que se coordinará con esta Subcomisión, el aporte de 


dicha persona. 


 


• Diseño de actividades académicas. 


 


De conformidad con lo estipulado en el eje de acción número 10, la Escuela Judicial solicita a las 


personas especialistas colaboradoras que verifiquen que los contenidos de los diseños de las 


capacitaciones en esta materia, incluyan la normativa internacional relativa a los derechos de las 


personas indígenas, leyes, jurisprudencia, y demás regulaciones de interés en este tema. 


 


• Población meta de las capacitaciones. 
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En cumplimiento de lo expuesto en el eje de acción número 9, el proceso de capacitación incluirá 


a personas juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal 


administrativo,  del  Organismo  de  Investigación Judicial,   entre  otros,   y se le dará prioridad   


a las personas juzgadoras y personal técnico de los despachos donde se tramite la mayor cantidad 


de procesos vinculados con personas indígenas. Para ello se cuenta con el listado proporcionado 


por la Subcomisión de Acceso a la justicia de pueblos indígenas, según reporte de SIGMA, el cual 


se adjunta. Asimismo, en principio, se le dará prioridad a las personas servidoras judiciales de las 


Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias. 


 


 Sin otro particular,  


 


 


 Licda. Rebeca Guardia Morales 


Directora a.i. 


Escuela Judicial 


C. Arch. Consec. 


fam 


 


 


 


 


 


Propuesta de Capacitación sobre Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Año  2020 


Propuesta: 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


2.  CONOCERNOS: 


Un primer 


acercamiento 


 


Historia 


Costumbres,  


Formas de 


transmisión de la 


tierra, 


Formas de 


posesión de la 


tierra 


 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 2019, 


Artículo II, donde se 


aprobaron y la Circular 


N° 123-2019 


denominada “Sobre los 


21 ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión 


del cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Media Alta Personas 


indígenas 


representantes de 


los territorios 


indígenas de 


Bribrí de 


Talamanca y 


Térraba (Señor 


Pablo Sibar);  


 


Dr. Marcos 


Guevara Berger 


Escuela de 


Antropología 


UCR 


 


Dr. Alí García 


UCR 


 


Dra. Alejandra 


Boza 


Escuela de 


Historia 


UCR 


 


Licda. Marjorie 


Herrera 


Panel de personas 


expertas.  Se 


desarrollaría en 


80 minutos, y se 


brinda un espacio 


para consultas. 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


Defensoría de los 


Habitantes de la 


República 


 


Justa Romero 


Indígena Bribri 


 


Pablo Sibar 


Indígena Broran 


 


Por definir 


Indígena Bribri 


3.  Modelo de 


construcción de 


Política Nacional 


Indígena y 


Mecanismo de 


Consulta a 


Pueblos 


Indígenas; y 


construcción de 


la Política 


Indígena del 


Poder Judicial 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 2019, 


Artículo II, donde se 


aprobaron y la Circular 


N° 123-2019 


denominada “Sobre los 


21 ejes de acción, 


recomendados por la 


Comisión de Acceso a la 


Justicia, con ocasión 


del cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Media Alta Sr. Juan Alfaro 


Viceministerio de 


la Presidencia, 


delegado para 


atender los 


asuntos indígenas 


por la Presidencia 


de la República 


 


Sr. Geyner Blanco 


Indígena Maleku 


Asesor de la 


Presidencia de la 


República en 


temas indígenas 


Taller de 3 días 


cuyo producto sea 


la construcción de 


la Política 


Indígena del 


Poder Judicial. 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


 


Sr. Jorge Olaso 


Alvarez 


Coordinador 


Comisión de 


Acceso a la 


Justicia 


 


Sra. Melissa 


Benavides 


Coordinadora 


Unidad de Acceso 


a la Justicia 


 


Sra. Damaris 


Vargas Vásquez 


Coordinadora 


Subcomisión 


Acceso a la 


Justicia de 


Pueblos Indígenas 


4.  Buenas Prácticas: 


Reglas de 


Brasilia, Ley de 


Acceso a la 


Justicia de 


Pueblos 


Indígenas de 


Costa Rica y 


Reglas de 


Procesos 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


Media Media Defensa Pública: 


Ligia Jiménez 


 


Fiscalía Indígena: 


Ariana Céspedes 


 


Judicatura: 


Curso virtual 


autoformativo 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


Indígenas; 


Circulares. 


 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Jean Carlos 


Céspedes, 


Damaris Vargas 


Vásquez 


 


Ámbito 


Administrativo: 


Wilberth Kidd 


 


OIJ: 


Yorleny Ferreto 


 


Sociedad Civil: 


Exmagistrada 


Carmen María 


Escoto Fernández 


5.  Mecanismo 


General de 


Consultas sobre 


actos en los 


territorios y de 


importancia para 


las personas 


indígenas fuera 


de los territorios 


indígenas 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Media Alta Magistrada Iris 


Rocío Rojas: 


Coordinadora 


Comisión de 


Conciliación 


 


Franklin Paniagua, 


Director de 


DINARAC del 


Ministerio de 


Justicia 


 


Mesa Redonda 


con personas 


expertas. 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Carmen Cerdas: 


Directora Centro 


de Conciliación 


del Poder Judicial 


 


Kattya Escalante: 


Escuela Judicial 


6.  Plan de 


Recuperación de 


Tierras Indígenas 


(INDER) (Tierras, 


Territorios y 


Recursos)  


 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Media Media Diana Murillo: 


Gerente General 


de INDER 


 


Ing. Jimmy Garita 


INDER 


 


Ingra. Sandra 


Angulo Calderón 


INDER 


Conversatorio con 


espacio de 


consultas por 


parte de las 


personas 


participantes. 


 


7.  Género y 


mujeres 


indígenas 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


Media Media Antropóloga 


Valeria Varas 


INAMU 


Taller de 2 días. 


Producto: buena 
práctica para 
aplicar. 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


de 24 de junio de 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


 


Máster Melissa  


Benavides 


Unidad Acceso a 


la Justicia 


 


 


8.  Peritajes 


Culturales: 


 


Lecciones 


aprendidas 


 


Aprovechamiento 


y administración 


de la información 


 


Interpretación 


del idioma 


indígena 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


Media Alta Dr. Marcos 


Guevara Berger 


UCR 


 


Alí García 


UCR 


 


Javier Rodríguez 


Coordinador de 


Proyecto por el 


National Center  


 


Simposio de al 


menos tres días 


para el desarrollo 


de la temática. 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


 


 


 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Patricia Bonilla 


Centro de 


Información 


Jurisprudencial 


 


 


9.  Módulo didáctico 


sobre Acceso a la 


Justicia de 


Pueblos 


Indígenas 


 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Alta Media Personas 


integrantes de la 


Subcomisión de 


Acceso a la 


Justicia, 


representantes de 


la Judicatura, 


Fiscalía, Defensa 


Pública, Trabajo 


Social y 


Psicología,  


Taller de 2 días. 


Producto: la 


aplicación de la 


política de acceso 


a la Justicia. 


 


10.  Experiencias de 


la Defensa 


Pública en la 


atención de la 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


Media Alta Dra. Diana 


Montero Montero 


Conferencia 


puntual con 


espacio para 


preguntas 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


temática 


indígena: 


 


Políticas y 


circulares 


 


Buenas Prácticas 


 


Peritajes 


culturales  


de 24 de junio de 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Directora Defensa 


Pública 


 


Dr. Erick Núñez 


Rodríguez 


Subdirector de la 


Defensa Pública 


 


Licda. Ligia 


Jiménez 


Defensa Pública 


Indígena 


 


Lic. Jesús Chaves 


Mora  


Defensa Pública 


Indígena  


 


 


 


 


 


 


11.  


Capacitación en 
temáticas 
vinculadas con 
pueblos y 
territorios 
indígenas 


Acuerdos de Corte 


Plena tomados en 


sesiones N° 20-19 de 


27 de mayo de 2019, 


Artículo XIX y N° 25-19 


de 24 de junio de 


Alta Alta Dra. Vania Solano 


UCR 


 


Curso que se 


desarrolla en la 


Universidad de 


Costa Rica. 
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 Tema Justificación Nivel de 


profundidad 


Baja 


Media 


Alta 


Priorida


d 


Posibles 


personas 


facilitadoras 


Propuesta 


metodológica 


Capacitación 
desarrollada por 
la UCR 
compuesta por 6 
módulos 
temáticos con un 
sitio virtual para 
la interlocución 
de las personas 
participantes. 


Se adicionaron 
dos módulos: 


-Concepción 
tradicional de la 
tierra 


-Peritaje cultural 


2019, Artículo II, 


donde se aprobaron y 


la Circular N° 123-


2019 denominada 


“Sobre los 21 ejes de 


acción, recomendados 


por la Comisión de 


Acceso a la Justicia, 


con ocasión del 


cumplimiento de las 


Medidas Cautelares N° 


321-12 del 30 de abril 


de 2015, establecidas 


por la Comisión 


Interamericana de 


Derechos Humanos 


(CIDH) contra Costa 


Rica” 


Dr. Marcos 


Guevara 


UCR 


 


 


Programa de 


Educación 


Continua, 


Facultad de 


Derecho. 


 


 


 
Se solicita verificar que en los contenidos de los diseños de las 
capacitaciones en Derecho Indígena, se incluya al menos: 


b. Normativa internacional referida a los derechos de las personas 
indígenas, entre ellos, el Convenio relativo a la protección e 
integración de las poblaciones indígenas y de otras poblaciones 
tribales y semitribales en los países 1957 (Convenio 107 OIT), 


Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 1989 (Convenio 169 
OIT), Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los 
Pueblos Indígenas 2007, Declaración Americana sobre Derechos de 


los Pueblos Indígenas OEA 2016 


c. Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
vinculada con pueblos Indígenas incluyendo la Opinión Consultiva 23-
2017 


d. Constitución Política, Ley Indígena, Ley de Acceso a la Justicia de los 
Pueblos Indígenas, Ley de Protección del Derecho a la Nacionalidad 
de la Persona Indígena y Garantía de Integración de la Persona 
Indígena Transfronteriza, entre otras. 


e. Jurisprudencia de las Salas de Casación y de la Sala Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. 
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f. Lineamientos y circulares de Corte Plena y del Consejo Superior 
vinculados con las reglas para los procesos en los que estén 


involucradas personas indígenas; además, los alcances y distinción 
entre el sistema monista y el pluralismo jurídico. 


 


 Nombre Cédula Teléfono Lenguas 
Circuito (s) 


Judicial (es) 


a. 1
. 


JOSE BALDOMERO 


TORRES TORRES 
0600590704 


Tel: 27300289      


Tel: 22005024 


 


Bribrí 


 


 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


ICJ Zona Atlántica 


II CJ Alajuela 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


b.  


ULISES HERNANDEZ 


NERCIS 


 


0900710272 


 


Tel: 25332434 


Fax: 25333056 


 


Bribrí 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


I CJ Alajuela 


I CJ San José 


ICJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 
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c.  


EMILIANO FIGUEROA 


ORTIZ 


 


600930377 


 


Tel: 87197151       


Tel: 84154519  


Tel: 85758917 


 


Bribrí 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


ICJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Alajuela 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José  


II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


d.  


ELIO NELSON NELSON 


 


700560863 


 


Tel: 83014551 


 
Bribrí 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


ICJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Alajuela 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 
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III CJ Alajuela 


III CJ San José 


e.  


ANA MAURA VARGAS 


MORALES 


 


0701060881 


 


Tel: 83967551 


 
Bribrí ICJ Zona Atlántica 


f.  


EDWARD LEISY STWARD 


JACKSON 


 


0702820634 


 


Tel: 27510574  


Tel: 85123908 


 


Bribrí ICJ Zona Atlántica 


g.  


MARINA LOPEZ MORALES 


 


0700790129 


 


Tel: 27510574 


Tel: 85123908 


 


Bribrí ICJ Zona Atlántica 


h.  


LEONARDO BUITRAGO 


MORALES 


 


0700960977 


 


Tel: 84991938 


 
Bribrí ICJ Zona Atlántica 


i.  


NEMESIO REYES REYES 


 


0700460278 


 


Tel: 83967551 


 
Bribrí ICJ Zona Atlántica 


j.  


JUSTA  ROMERO MORALES 


 


0900730306 


 


Tel: 87040556 


 
Bribrí ICJ Zona Atlántica 


k.  


BAUDILIO SELLES 


SANCHEZ 


 


701330133 


 


Tel: 83525971 


 
Bribrí ICJ Zona Atlántica 


l.  


LEIDY FABIOLA MORALES 


ROJAS 


 


702580852 


 


Tel: 85949581 


 
Bribrí ICJ Zona Atlántica 


m. 


ROLANDO MORALES 


MARIN 


 


701890254 


 


Tel: 85612095 


Tel: 85612095 


 


Bribrí ICJ Zona Atlántica 


n.  
ARCELIO GARCIA 


MORALES 
0701200162 Tel: 83979316 Bribrí ICJ Zona Atlántica 
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o.  


LILLIAM JEANNETTE 


MORALES GARCIA 


 


 


0701240018 


 


Tel: 83867194 


 
Bribrí ICJ Zona Atlántica 


p.  


LAUDENCIO ROJAS ORTIZ 


 


0900750620 


 


Tel: 84509771 


 
Bribrí 


I CJ Zona Sur 


II CJ Zona Sur 


q.  


JOSE JULIO MORALES 


MARTINEZ 


 


0303280622 


 


Tel: 25548073 


Tel: 87411124 


Tel: 85978935 


 


Cabécar 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


r.  


WILLIAM HERRERA  


REYES 


 


0304580270 


 


Tel: 25311438 


Tel: 89784654 


 


Cabécar 
CJ Cartago 


I CJ Zona Atlántica 


s.  


MARGARITA OBANDO 


MADRIZ 


 


 


0305410105 


 


Tel: 25548341 


Tel: 86072564 


 


Cabécar 
CJ Cartago 


(Turrialba) 
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t.  


FREDDY ALFONSO 


MARTINEZ MARTINEZ 


 


0302720334 


 


Tel: 89259201 


 
Cabécar CJ Cartago 


u.  


ALEJANDRO OBANDO 


ORTIZ 


 


0304230993 


 


Tel: 83867194 


 
Cabécar 


CJ Cartago 


(Turrialba) 


v.  


HEINER MAURICIO 


ACOSTA CONTRERAS 


 


0304030448 


 


Tel: 25541130 


Tel: 85429097 


 


Cabécar CJ Cartago 


w.  


ESTER BARQUERO 


MADRIZ 


 


 


0901020122 


 


Tel: 88107067 


Tel: 88107067 


 


Cabécar 
CJ Cartago 


II CJ Zona Atlántica 


x.  


MIGUEL RODRIGO 


MORALES REYES 


 


0900980677 


 


Tel: 89552843 


 
Cabécar 


CJ Cartago 


(Turrialba-Chirripó) 


y.  


FRANKLIN MORALES 


MARTINEZ 


 


0900990121 


 


Tel: 25316038 


Tel: 25316090 


Tel: 87238194 


 


Cabécar CJ Cartago 


z.  


YULISSA PAOLA ORTIZ 


MORALES 


 


305190318 


 


Tel: 85079867 


Tel: 85079867 


 


Cabécar 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Guanacaste 
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II CJ Zona Atlántica 


II CJ San José  


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


aa.  


VIELKA CELESTE 


MORALES SEGURA 


 


305240012 


 


Tel: 83720142 


 
Cabécar CJ Cartago 


bb.  


RODRIGO MORALES 


SEGURA 


 


304930199 


 


Tel: 85877650 


 
Cabécar 


CJ Cartago 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


III CJ San José 


cc.  


ELIETH MORALES SEGURA 


 


115220379 


 


Tel: 87163543 


Tel: 87163543 


 


Cabécar 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 
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dd.  


RONALD OBANDO GARCIA 


 


304280270 


 


Tel: 22064595 


Tel: 85389206 


 


Cabécar 
CJ Cartago 


(Turrialba) 


ee.  


DENNIS MADRIGAL MORA 


 


305400592 


 


Tel: 87661030 


Tel: 83729545 


 


Cabécar 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


ff.  


SEM VALLE JIMENEZ 


 


304880442 


 


Tel: 63661079 


Tel: 83171803 


 


Cabécar 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 
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II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


gg.  


 


ILEANA MOYA OBANDO 


 


304270270 


 


Tel: 83496916 


 
Cabécar 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Sur 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


hh.  


CARLOS EZEQUIEL 


ARTAVIA SANABRIA 


 


 


0701250005 


 


Tel: 22005085 


Tel: 86181081 


 


Cabécar 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


III CJ San José 


ii.  


ADRIAN SANABRIA PAYAN 


 


 


 


0701320518 


 


Tel: 85445524 


Tel: 85070142 


 


Cabécar I CJ Zona Atlántica 
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jj.  


HERMÓGENES MORALES 


MORALES 


 


 


0900810303 


 


Tel: 89935324 


 
Cabécar I CJ Zona Atlántica 


kk.  


TJUK LEANDRO MORALES 


LOPEZ 


 


 


702630622 


 


Tel: 88604161 


 
Cabécar 


I CJ Zona Atlántica 


II CJ Zona Atlántica 


ll.  


NAGO ELIZONDO CASTRO 


 


 


0205380513 


 


Tel: 84855528 


Fax:85884624 


 


Maleku II CJ Alajuela 


mm.  


 


EDGAR ATENCIO 


RODRIGUEZ 


 


0603190447 


 


Tel: 84855528 


Fax: 85884624 


 


Ngöbe 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 


I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Alajuela 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


nn.  


 


CANDELARIO GOMEZ 


GALINDO 


'59100363611 


 


Tel: 25461575 


Tel: 86450728 


 


Ngöbe 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


CJ Puntarenas 
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 I CJ Alajuela 


I CJ Guanacaste 


I CJ San José 


I CJ Zona Atlántica 


I CJ Zona Sur 


II CJ Alajuela 


II CJ Guanacaste 


II CJ San José 


II CJ Zona Atlántica 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


oo.  


MELINA MONTEZUMA 


RODRIGUEZ 


 


602860566 


 


Tel: 88689739 


Tel: 88689739 


 


Ngöbe 


CJ Cartago 


CJ Heredia 


I CJ Alajuela 


I CJ San José 


II CJ Alajuela 


II CJ San José 


III CJ Alajuela 


III CJ San José 


pp.  


VALENTIN DE JESUS 


GONZALEZ PALACIOS 


 


0602130307 


 


Tel: 89513230 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


qq.  


JONATAN ATENCIO 


RODRIGUEZ 


 


0603190446 


 


Tel: 50060344 


Tel: 85319231 


 


Ngöbe II CJ Zona Sur 


rr.  


AURELIO BEJARANO RIOS 


 


0901060603 


 


Tel: 83959050 


Tel: 83959050 


Fax: 27832911 


Ngöbe II CJ Zona Sur 
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ss.  


CARMELA ANDARLES DE 


GRACIA 


 


0602840229 


 


Tel: 86827153 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


tt.  


MAXIMINO MONTEZUMA 


BEJARANO 


 


0901060614 


 


Tel: 22322402 


Tel: 89736514 


Fax: 27322402 


 


Ngöbe II CJ Zona Sur 


uu.  


ELIAN QUIROS MENDOZA 


 


0603580852 


 


Tel: 86695366 


Tel: 85506848 


 


Ngöbe II CJ Zona Sur 


vv.  


HORACIO WILLIAM 


QUIROS MENDOZA 


 


0603690809 


 


Tel: 50191761 


Tel: 87558844 


 


Ngöbe II CJ Zona Sur 


ww.  


RUBEN BEJARANO 


MENDOZA 


 


0901000412 


 


Cel: 87182716 


Fax: 27831972 


 


Ngöbe II CJ Zona Sur 


xx.  


MARCIAL MONTEZUMA 


SANCHEZ 


 


604060353 


 


Tel: 85654479 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


yy.  


JAVIER QUIROS MENDOZA 


 


602720496 


 


Tel: 50038076 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


zz.  


KATTIA PALACIOS 


PALACIOS 


 


603910342 


 


Tel: 89190624 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


aaa.  


ANIA MARIA GONZALEZ 


ARAUZ 


 


603990739 


 


Tel: 84333185 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 
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bbb.  


ELIDA MARIA RODRIGUEZ 


SANTOS 


 


0601890914 


 


Tel: 89871708 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


ccc.  


SANTOS GONZALEZ 


PALACIOS 


 


901010847 


 


Tel: 84405648 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


ddd.  


NATANAEL CARRERA 


SANTIAGO 


 


604210119 


 


Tel: 83331408 


 
Ngöbe II CJ Zona Sur 


 


CANTIDAD 


DE 


INTERVINI


ENTES 


OFICINAS CON MAYOR CANTIDAD DE INTERVINIENTES (INDÍGENAS) 


ENERO 2019 


278 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


264 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


227 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


140 TRIBUNAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL) 


137 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


119 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


118 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


100 JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES 


88 JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


82 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA 


DOMÉSTICA) 


78 JUZGADO PENAL DE TALAMANCA 


64 JUZGADO PENAL DE TURRIALBA 


52 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


40 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


39 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA 


PENAL) 


38 JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA 


(MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


34 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA) 


34 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


29 JUZGADO CONTRAVENCIONAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) 


(MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


28 FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS 


28 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TURRIALBA (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


24 TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA 


22 JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA 


ATLANTICA 


21 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA 


VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


20 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


20 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


20 JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA 


(MATERIA PENAL JUVENIL) 


19 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


18 JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


18 TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR 


17 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE SARAPIQUI 


17 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL) 


16 OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE LIMÓN 


16 JUZGADO PENAL DE COTO BRUS 


15 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


15 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA PENAL 


JUVENIL) 


14 TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE 


ALAJUELA 


14 FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA 


PENAL) 


14 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


13 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


13 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA 


DOMÉSTICA) 


12 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


12 JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


12 JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES 


11 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


11 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


11 JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


10 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA 


(MATERIA AGRARIA) 


10 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL) 


10 FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL) 


10 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


9 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA) 


9 SALA PRIMERA  


9 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA 


PENAL) 


8 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL) 


8 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ 


ZELEDÓN) 


8 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


8 JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


8 FISCALIA DE BATAN 


8 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


7 JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) 


7 TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE 


ALAJUELA (SAN RAMÓN) 


7 TRIBUNAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL) 


6 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) 


(MATERIA LABORAL) 


6 JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SIQUIRRES (MATERIA 


PENSIONES ALIMENTARIAS) 


6 JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


6 JUZGADO PENAL DE CARTAGO 


6 JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y 


GOLFITO) 


6 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA VIOLENCIA 


DOMÉSTICA) 


6 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


5 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL) 


5 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JICARAL (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


5 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA) 


5 JUZGADO DE PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA 


ATLANTICA 


5 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


5 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA LABORAL) 


5 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA PENAL 


JUVENIL) 


5 JUZGADO PENAL DE BATAN 


4 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA AGRARIA) 


4 JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE 


4 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


4 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


4 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


4 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


4 FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS 


4 JUZGADO PENAL DE TALAMANCA 


4 FISCALIA ADJUNTA II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA 


PENAL) 


4 JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, SEDE ATENAS 


4 JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PEREZ ZELEDON) 


4 JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES 


4 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA FAMILIA) 


3 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


3 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


3 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


3 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE CARRILLO (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


3 JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO 


JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) (MA 


3 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


3 JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE PAVAS (PISAV) (MATERIA 


PENSIONES ALIMENTARIAS) 


3 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


3 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL) 


3 TRIBUNAL DE CARTAGO, SEDE TURRIALBA 


3 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PAVAS (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


3 JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES 


3 JUZGADO PENAL DE PURISCAL 


3 TRIBUNAL DE II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


3 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE GOLFITO 


3 TRIBUNAL PENAL II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


3 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA PENAL 


JUVENIL) 


3 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA 


PENAL) 


3 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATERIA 


PENAL) 


3 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GUATUSO (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


3 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


3 JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA II CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


3 JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


(DESAMPARADOS) 


3 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA AGRARIA) 


3 JUZGADO TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


3 TRIBUNAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (MATERIA PENAL) 


2 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


2 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


2 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


2 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


2 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA 


(MATERIA FAMILIA) 


2 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (MATERIA 


LABORAL) 


2 JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRACIÓN Y CIVIL DE HACIENDA 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ASERRI (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE GRECIA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HATILLO (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE JIMENEZ (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE NARANJO (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA 


PENSIONES ALIMENTARIAS) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO 


JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENSIONES 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO 


JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMÓN) (MATERIA 


2 JUZGADO DE SEGURIDAD SOCIAL 


2 JUZGADO DE TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


2 JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


2 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE CARTAGO 


2 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


(DESAMPARADOS) 


2 JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN 


JOSE 


2 SALA PRIMERA  


2 OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE CORREDORES 


2 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


2 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


2 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


2 JUZGADO NOTARIAL 


2 JUZGADO PENAL DE CARTAGO 


2 JUZGADO PENAL DE COTO BRUS 


2 TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR 


2 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


2 FISCALÍA ADJUNTA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


2 FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA 


PENAL) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE HEREDIA 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE MATINA (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


2 JUZGADO PENAL DE UPALA 


2 TRIBUNAL DE CARTAGO 


2 TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (MATERIA PENAL) 


2 TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA) 


2 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (FLAGRANCIA) 


2 JUZGADO PENAL DE COTO BRUS 


2 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA PENAL 


JUVENIL) 


2 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA PURISCAL (MATERIA VIOLENCIA 


DOMÉSTICA) 


2 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PARRITA (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


2 JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE SIQUIRRES (MATERIA 


VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


2 JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE CARTAGO 


2 JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ 


ZELEDÓN) 


2 JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA 


(MATERIA FAMILIA) 


2 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GRECIA (MATERIA 


VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO PRIMERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN 


JOSE 


1 JUZGADO AGRARIO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


1 JUZGADO AGRARIO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) 


1 JUZGADO AGRARIO II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


1 JUZGADO CIVIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE QUEPOS (MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR (PÉREZ 


ZELEDÓN) (MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) 


(MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) 


(MATERIA CIVIL) 


1 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y AGRARIO DE TURRIALBA (MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA CIVIL) 


1 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE OSA (MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ESPARZA (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LOS CHILES (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PURISCAL (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TARRAZU, DOTA Y LEON CORTES (MATERIA 


LABORAL) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE TILARAN (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE UPALA (MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE VALVERDE VEGA (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA ATLANTICA 


1 JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ) 


1 JUZGADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE 


1 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE 


LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER 


1 JUZGADO DE TRABAJO DE SANTA CRUZ 


1 JUZGADO DE TRABAJO DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


(DESAMPARADOS) 


1 JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


1 JUZGADO DE TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE 


1 JUZGADO DE TRABAJO Y FAMILIA DE HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA 


(MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DE HEREDIA 


1 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


1 JUZGADO PENSIONES ALIMENTARIAS II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA 


ATLANTICA (POCOCÍ) 


1 JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA 


PENSIONES ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE LA UNION (PISAV) (MATERIA 


PENSIONES ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE SAN JOAQUIN DE FLORES 


(MATERIA PENSIONES ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO SEGUNDO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN 


JOSE 


1 TRIBUNAL SEGUNDO COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO 


JUDICIAL SAN JOSÉ 


1 JUZGADO PENAL DE PAVAS 


1 OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VICTIMA 


1 OFICINA DE DEFENSA CIVIL DE LA VÍCTIMA, SEDE III CIRCUITO JUDICIAL DE 


SAN JOSÉ 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


1 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


1 TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE 


ALAJUELA 


1 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


1 JUZGADO DE FAMILIA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


1 FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL) 


1 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA PENSIONES 


ALIMENTARIAS) 


1 JUZGADO DE COBRO DE POCOCI 


1 JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ) 


1 JUZGADO DE TRABAJO DE PUNTARENAS 


1 JUZGADO PENAL DE PAVAS 


1 JUZGADO TERCERO CIVIL DE SAN JOSE 


1 JUZGADO TERCERO ESPECIALIZADO DE COBRO I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN 


JOSE 


1 JUZGADO AGRARIO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


1 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA 


1 JUZGADO DE COBRO DEL II CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (SANTA CRUZ) 


1 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


1 JUZGADO AGRARIO DE CARTAGO 


1 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GRECIA (MATERIA CIVIL) 


1 JUZGADO DE COBRO DE GRECIA 


1 TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL III CIRCUITO JUDICIAL DE 


ALAJUELA (SAN RAMÓN) 


1 JUZGADO CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 


1 JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (MATERIA 


PENSIONES ALIMENTARIAS) 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


1 TRIBUNAL COLEGIADO PRIMERA INSTANCIA CIVIL I CIRCUITO JUDICIAL DE 


ALAJUELA 


1 JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) 


1 TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BUENOS AIRES (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENILES 


1 JUZGADO PENAL DE BATAN 


1 JUZGADO PENAL DE GOLFITO 


1 JUZGADO PENAL DE TURRIALBA 


1 JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


1 JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) 


1 JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) 


1 JUZGADO PENAL JUVENIL DE SAN JOSE 


1 JUZGADO PENAL JUVENIL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


1 JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y 


GOLFITO) 


1 TRIBUNAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA) 


1 TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (FLAGRANCIA) 


1 FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA 


PENAL) 


1 JUZGADO PENAL DE TURRIALBA 


1 JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) 


1 TRIBUNAL DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE, SEDE SANTA CRUZ 


(MATERIA PENAL) 


1 TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (FLAGRANCIA) 


1 TRIBUNAL I CIRCUITO JUDICIAL GUANACASTE (LIBERIA) (MATERIA PENAL) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE BRIBRI (MATERIA LABORAL) 
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1 JUZGADO DE COBRO DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


1 CENTRO DE CONCILIACION DEL PODER JUDICIAL 


1 FISCALIA ADJUNTA HEREDIA (MATERIA PENAL) 


1 FISCALIA ADJUNTA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ ZELEDÓN) (MATERIA 


PENAL JUVENIL) 


1 FISCALÍA DE BATÁN (MATERIA PENAL JUVENIL) 


1 FISCALIA DEL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA PENAL) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE PURISCAL (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE ATENAS (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA FORTUNA (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE OSA (MATERIA FALTAS Y CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL Y TRÁNSITO DE POCOCÍ (MATERIA FALTAS Y 


CONTRAVENCIONES) 


1 JUZGADO PENAL DE GOLFITO 


1 JUZGADO PENAL DE GRECIA 


1 JUZGADO PENAL DE HATILLO 


1 JUZGADO PENAL DE OSA 


1 JUZGADO PENAL DE PAVAS 


1 JUZGADO PENAL DE POCOCI GUACIMO 


1 JUZGADO PENAL DE PUNTARENAS 


1 JUZGADO PENAL DE SARAPIQUI 


1 JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


1 JUZGADO PENAL I CIRCUITO JUDICIAL DE GUANACASTE (LIBERIA) 


1 JUZGADO PENAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES) 


1 JUZGADO PENAL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) 


1 JUZGADO PENAL JUVENIL DE HEREDIA 


1 JUZGADO PENAL JUVENIL III CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA (SAN RAMON Y 


GRECIA) 


1 SALA CONSTITUCIONAL  


1 TRIBUNAL DE PUNTARENAS, SEDE QUEPOS 


1 TRIBUNAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA (FLAGRANCIA) 


1 TRIBUNAL DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA 


PENAL) 


1 TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR, SEDE OSA 


1 TRIBUNAL PENAL DEL III CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE, SEDE SUROESTE 


(PAVAS) 


1 JUZGADO PENAL DE TURRIALBA 


1 JUZGADO PENAL JUVENIL II CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (CORREDORES Y 


GOLFITO) 


1 FISCALIA ADJUNTA CARTAGO (MATERIA PENAL) 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA, SEDE UPALA 


(MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTIC 


1 JUZGADO CIVIL, TRABAJO, FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA 


SARAPIQUI (MATERIA VIOLENCIA DO 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE LA CRUZ (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SAN RAFAEL (MATERIA VIOLENCIA 


DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE SANTO DOMINGO (MATERIA VIOLENCIA 


DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE GOLFITO (MATERIA 


VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE 


LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial  


 


 


 


1 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA III CIRCUITO JUDICIAL 


ALAJUELA (SAN RAMON) (MATERIA VIOLENC 


1 JUZGADO DE PENSIONES Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DE ESCAZÚ (MATERIA 


VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO DE VIOLENCIA DOMESTICA DE PUNTARENAS 


1 JUZGADO PENAL DE BUENOS AIRES 


1 JUZGADO PENAL DE TALAMANCA 


1 JUZGADO PENAL DE TURRIALBA 


1 JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


1 JUZGADO EJECUCION DE LA PENA DE SAN JOSE 


1 JUZGADO CIVIL DE CARTAGO  


1 JUZGADO CIVIL HATILLO, SAN SEBASTIAN Y ALAJUELITA 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE CAÑAS (MATERIA CIVIL) 


1 JUZGADO CIVIL Y TRABAJO II CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA, SEDE UPALA 


(MATERIA AGRARIA) 


1 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA FAMILIA) 


1 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA LABORAL) 


1 JUZGADO DE FAMILIA DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA 


1 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMÉSTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE 


GUANACASTE (NICOYA) (MATERIA FA 


1 JUZGADO DE FAMILIA Y VIOLENCIA DOMESTICA DEL II CIRCUITO JUDICIAL DE 


LA ZONA SUR (CORREDORES) (MATER 


1 SALA CONSTITUCIONAL  


1 JUZGADO CIVIL, TRABAJO Y FAMILIA DE BUENOS AIRES (MATERIA VIOLENCIA 


DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE POAS (MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO FAMILIA, PENAL JUVENIL Y VIOLENCIA DOMESTICA DE TURRIALBA 


(MATERIA VIOLENCIA DOMÉSTICA) 


1 JUZGADO VIOLENCIA DOMESTICA I CIRCUITO JUDICIAL ZONA SUR (PÉREZ 


ZELEDÓN) 


1 JUZGADO AGRARIO I CIRCUITO JUDICIAL ALAJUELA 
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1 FISCALIA DE ASUNTOS INDIGENAS 


1 JUZGADO PENAL DEL I CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA 


 


El plazo para remitir la información solicitada vence el día de hoy. 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio EJ-DIR-026-2020 de 27 de febrero de 2020, 
remitido por la Escuela Judicial en relación con el Plan Anual de Capacitación 2020. 2° Con 
respecto a la propuesta de capacitación aportada por la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas, conforme al cual la Escuela Judicial señala ha elaborado una propuesta 
metodológica para ejecutar cada capacitación e iniciará el diseño de las actividades, de acuerdo 
a las necesidades y complejidad de cada propuesta, y se procederá a calendarizar las mismas 
para iniciar su coordinación y ejecución en el año 2020, se dispone solicitar a la Escuela Judicial 
la calendarización a la que hace referencia. 3° En relación con lo señalado por la Escuela Judicial 
acerca de que, para el diseño de las actividades, la Escuela Judicial requiere la colaboración de 
al menos una persona especialista en la materia, por lo que se coordinará con esta Subcomisión, 


el aporte de dicha persona, se le informa que para tal efecto se designó oportunamente al señor 
Marcos Guevara Berger, Antropólogo Social de la Escuela de Antropología de la UCR; sin embargo, 
el señor Guevara manifestó no poder ejecutar dicha labor considerando los lineamientos de la 
Universidad. De igual forma, comunicarle que para ese efecto se designó un equipo de personas 
de la Subcomisión a cargo de la capacitación, por lo que se le solicita a la Unidad de Acceso a la 
Justicia convocar a la persona representante de la Escuela Judicial ante la Subcomisión y a la 
especialista en métodos de enseñanza que la Escuela Judicial defina, a la siguiente sesión de 


trabajo de dicha Comisión. 4° Reiterar a la Escuela Judicial verificar que en los contenidos de 
todas las capacitaciones se incluyan como mínimo, los señalados en la Circular 188-19 de Corte 
Plena. 5° Se toma nota del informe de la Escuela Judicial donde se señala que, en cumplimiento 
de lo expuesto en el eje de acción número 9, el proceso de capacitación incluirá a personas 
juzgadoras, técnicas y coordinadoras judiciales, defensoras públicas, fiscalas, personal 
administrativo,  del  Organismo  de  Investigación Judicial,   entre  otros,   y se le dará prioridad   
a las personas juzgadoras y personal técnico de los despachos donde se tramite la mayor cantidad 


de procesos vinculados con personas indígenas. Para ello se cuenta con el listado proporcionado 
por la Subcomisión de Acceso a la justicia de pueblos indígenas, según reporte de SIGMA, el cual 
se adjunta. Asimismo, en principio, se le dará prioridad a las personas servidoras judiciales de las 
Jurisdicciones Penal, Agrario y Contencioso Administrativo, de todas las instancias. 5° Se declara 
este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia 
a la Escuela Judicial y al equipo de la Subcomisión designado para la capacitación.- 
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I. INFORMACIÓN GENERAL 


 


Número de Sesión: 09-2020 


Asunto de reunión: Sesión ordinaria Subcomisión Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas  


Lugar: Virtual (Sistema Oficial Microsoft Teams) 


Fecha 04-09-2020 


Hora inicio:    13:30 Hora final:  15:30 


 


 


 


II. PARTICIPANTES  


  


 


INTEGRANTES ASISTENTES 


Sr. Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia Ausente  


Sra. Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión Acceso a la Justicia de 


Pueblos Indígenas 


Presente 13:30 a 16:30 


Sra. Melissa Benavides Víquez, Unidad de Acceso a la Justicia 


Suplente: Sra. Angie Calderón 


Ausente  


Presente 13:30 a 16:30 


Sra. Sandra Pizarro, Consejo Superior Ausente  


Sr. Wilbert Kidd, Dirección Ejecutiva Presente 13:30 a 14:00 


Sr. Dixon Li, Dirección de Planificación Ausente 


Sr. Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropología de la UCR Ausente 


Sra. Rebeca Guardia, Directora Escuela Judicial 


Sra. Flor Arroyo Morera 


Ausente 


Presente 13:30 a 16:30 


Sr. Jean Carlo Monge Madrigal, Juez Penal II Circuito Judicial de San José Presente 13:45 a 15:00 se 


reincorporó a las 15:52 


Sra. Yolanda Alvarado Vargas, Jueza Penal de Bribri, Talamanca Ausente 


Sr. Geyner Blanco, Asesor Indígena Casa Presidencial Ausente 


Sra. Valeria Varas, INAMU Ausente 


Sr. Alí García, Escuela de Filología, Lingüística y Literatura, UCR Ausente 


Sra. Vanessa Villalobos Montero, Departamento de Trabajo Social y Psicología Ausente 


Sra. Ariana Céspedes, Fiscalía Indígena 


Suplente: Sra. Tattiana García Chaves 


Ausente 


Presente 13:30 a 16:30 


Sra. Ligia Jeannette Jiménez, Defensa Pública Presente 13:30 a 16:30 


Sr. Erick Alfaro, Contralor de Servicios Poder Judicial 


Suplente: Sr. Carlos Romero Rivera, Contralor de Servicios I Circuito Judicial de la 


Zona Sur 


Suplente: Sra. Yanory Olaya Delgado, Contralora II Circuito Judicial de la Zona Sur 


Ausente 


Presente 13:30 a 14:00 


 


Ausente 


Sra. Vivian Rímola Soto, Dirección de Tecnología de la Información Ausente 


Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes de la República Ausente 


Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigación Judicial Presente 13:30 a 16:30 


Sr. Hugo Hernández, Oficina de Control Interno Ausente 
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Suplente: Señora Indira Alfaro Ausente 


Sr. Cristian Alberto Martínez Hernández: Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función Jurisdiccional 


Ausente 


Sra. Stephannie Phillips Asch, Departamento de Prensa y Comunicación 


Organizacional 


Presente 13:30 a 16:30 


Sra. Patricia Bonilla Rodríguez, Centro de Información Jurisprudencial Ausente 


Sra. Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana 


Suplentes:  


Sra. Cheryl Bolaños 


Sra. Jeannette Durán Alemán 


Ausente 


 


Ausente 


Presente 13:30 a 16:30 


Sra. Jovanna Calderón Altamirano, Dirección Nacional de Justicia Restaurativa Presente 13:30 a 15:00 


Sr. Franklin Paniagua, Ministerio de Justicia, DINARAC 


Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella 


Ausente 


Ausente 


Sr. Jeremy Eduarte Alemán, Auditoría Judicial Presente 15:00 a 16:30 


 


 


III. APROBACIÓN DE ACTA  


 


ARTICULO I 


 


Se somete a aprobación el Acta N° 08-2020 celebrada el 21 de agosto de 2020, la cual fue socializada mediante comunicado 


electrónico enviado el 24 de agosto de 2020, 11:53 p.m., a las personas integrantes de la Subcomisión. Se recibieron las 


siguientes observaciones: 


ACTA 08-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD 4 DE AGOSTO 2020.pdf
 


 


La señora Cheryl Bolaños en comunicado electrónico enviado el 25 de agosto remitió algunas observaciones con control de 


cambios; además, indicó: 


“En el Artículo IV: Aclarar que Gestión de la Capacitación se encargará de incorporar el formulario a la plataforma y 
se generará el enlace para que la Contraloría aplique el instrumento, una vez finalizada la aplicación, que se nos 
indique para generar el reporte y la Contraloría realice el informe. 


Tomar en cuenta que quien representa a Gestión Humana soy yo y la que me sustituye en ausencia es Jeannette 
Durán Alemán.  


En el Artículo IX: “Sobre esta respuesta, yo emití una posterior que adjunto al correo del acta. Para que me indique 


cómo proceder. El documento está muy completo si lo avalan tal cual está, se puede hacer un tutorial virtual del 


mismo, pero sí requerimos que se nos asigne una persona experta que revise los productos que vayamos 


desarrollando.”  


Sobre este tema, la señora Bolaños agregó en comunicado electrónico del 23 de julio señaló: “Buenos días doña 


Damaris. En relación con su solicitud, pensamos en agregar como un recurso más al curso que está vigente sobre 


pueblos indígenas, este documento como un recurso de lectura. ¿Quería consultarle si esa era la idea o se trata de 


una capacitación totalmente nueva sobre el tema que desarrolla el documento? Quedo atenta. Saludos. Cheryl” 


El señor Wilbert Kidd en comunicado electrónico del 25 de agosto, señaló: 


“En relación con el contenido del Artículo III, solicito hacer el siguiente cambio: “El señor Wilbert Kidd afirma que 


debe respetarse el Sistema de Peritos, el cual genera un rol establecido por reglamento aprobado por Corte Plena y 


no proceder con designaciones específicas para casos concretos, salvo los casos justificados en los cuales se puede 


nombrar por inopia. Artículo XI: La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas tomó el acuerdo en 


sesión celebrada el el 8 de mayo de 2020, Artículo XVIII, que literalmente indica: (Doble el)” 


La señora Jovanna Calderón en comunicado del 28 de agosto indicó: 
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“Una vez revisada el acta, la única sugerencia sobre la misma, es que por favor se pueda consignar que mi persona 
se retiró de la sesión minutos antes de las 3 de la tarde, por lo que participé hasta la votación del acuerdo II. 
En relación con la "Guía para la atención de pueblos indígenas", y al documento en el que la Jurisdicción Penal, da 
respuesta ante la situación de riesgo de realizar las audiencias en zonas indígenas; serían tan amables de 
compartirlos, es de nuestro interés el poder revisarlos, pero en el acta me aparecen solamente como una imagen, 
y no como un hipervínculo.  
Así mismo, con todo respeto, me tomo la libertad de someter a consideración, que para la capacitación que estará 
realizando MIDEPLAN los días 29, 30 de setiembre y 1 de octubre, de las 2 a las 4 de la tarde, se pueda considerar 
al menos 1 espacio para la Dirección de Justicia Restaurativa.” 


 
La señora Marjorie Herrera de la Defensoría de los Habitantes, el 25 de agosto indicó: 


 
“En relación con el acta únicamente hay que indicar que estuve ausente por motivos laborales.  Sobre los temas 
abordados no me refiero dado que no participé.” 
 


Se informa que las observaciones fueron incluidas en el documento adjunto a fin de someter el acta a aprobación, la cual 


incorpora las observaciones citadas, con especial indicación de que a la representante de la Dirección Nacional de Justicia 


Restaurativa se le enviaron los dos documentos solicitados mediante comunicado electrónico del 1 de setiembre, vinculados 


con el Oficio CJP163-2020 y la Guía respectiva. Además, se remitió solicitud a la Unidad de Acceso a la Justicia para que se 


incluya a la señora Jovanna Calderón en la capacitación que impartirá MIDEPLAN conforme a lo pedido, en correo del 1 de 


setiembre pasado. 


 


En relación con la gestión de la señora Cheryl Bolaños, se toma nota de que ella y la señora Jeannette Durán Alemán actúan 


en representación de Gestión Humana; no obstante, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora de Gestión Humana señaló 


que en representación suya actuaría el señor Alex Guevara, en un comunicado anterior, por lo que se les ha tenido como tales 


para los efectos de asistencia a esta Subcomisión. 


 


ACTA 08-2020 


SUBCOMISION ACCESO A LA JUSTICIA DE PUEBLOS INDIGENAS 21 AGOSTO 2020.docx
 


 


SE ACUERDA: Se aprueba el acta. Se abstiene de votar la señora Ligia Jiménez por no haber participado en la sesión. 


 


II. ASUNTOS  


IV. ASUNTOS TRATADOS 


 


 


ARTÍCULO II 


 


La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en correo electrónico del 2 de setiembre de 2020 comunicó a la 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas, el acuerdo del Consejo Superior en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo LX, que literalmente señala: 


 


“Analizada la gestión presentada por los licenciados Fabian Calderón Barrios. y William Cerdas Zúñiga, por su orden, 


Vicepresidente y Secretario del Consejo de Administración Tribunales de Turrialba, en oficio N° 25-CAT-2020 de 11 


de agosto de 2020, se acordó: Previamente a resolver, remitir a la Subcomisión de Asuntos Indígenas del Poder 


Judicial, para que valoren lo indicado por el Consejo de Administración de los Tribunales de Turrialba e informe a 


este Consejo en el plazo de 15 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, lo que estime pertinente. 


Se declara acuerdo firme.” 
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Refiere la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas, 


que estima conveniente informar a las y los integrantes del Consejo Superior, en relación con la gestión enviada por el Consejo 


de Administración del Circuito Judicial de Turrialba que en Costa Rica no hay pueblos indígenas en aislamiento en los términos 


dispuestos por la resolución 01-2020 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, por lo que las acciones a seguir 


con ocasión de la pandemia Covid-19 se enmarcan en lo señalado por la CIDH y los lineamientos del Ministerio de Salud 


establecidos en los Decretos de Emergencia y concretamente, tratándose de personas indígenas, en el “Plan de Trabajo 


Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de 


la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social, la Comisión Nacional de 


Asuntos Indígenas.  


 


La Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con la anuencia de la Comisión de Acceso a la Justicia, sometió 


a conocimiento de Corte Plena el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en Territorios Indígenas” y 


la resolución 01-2020 de la CIDH con la solicitud de que se emitiera una circular dirigida a las personas servidoras judiciales 


con el objetivo de que se cumpliera con lo ahí estipulado para proteger la salud de las personas indígenas y garantizar la 


continuidad del servicio. Con ocasión de lo anterior, Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo 


XVIII, dispuso que tanto esa Corte como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de 


audiencias judiciales en territorios indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de 


emergencia sanitaria provocada por la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de 


Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la 


Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos 


judiciales de país coordinarán previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de 


Salud de cada uno de los territorios el ingreso a estas diferentes áreas. El referido acuerdo generó la publicación de la Circular 


103-2020 que al efecto dispone: 


 


“CIRCULAR No. 103-2020 


Asunto:   Lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios 
indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano y el 
Ministerio de Salud. 


A TODOS LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS 


SE LES HACE SABER QUE: 


La Corte Plena en sesión Nº 21-2020 celebrada el 20 de abril de 2020, artículo XVIII, dispuso que tanto esa Corte 


como el Consejo Superior, en las directrices que emitan en relación con la realización de audiencias judiciales en territorios 


indígenas en atención a la declaratoria de emergencia nacional, debido a la situación de emergencia sanitaria provocada por 


la enfermedad COVID-19, considerará los lineamientos establecidos en el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del 


virus COVID-19 en territorios indígenas” diseñado por el Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo 


Ciudadano y el Ministerio de Salud. Lo anterior, en el entendido de que los despachos judiciales de país coordinarán 


previamente a realizar cualquier eventual audiencia que haya que hacerse, con los Comités de Salud de cada uno de los 


territorios el ingreso a estas diferentes áreas. 


El citado Plan se encuentra en la dirección electrónica adjunta: 


https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-


la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas 


De conformidad con la circular N° 67-09 emitida por la Secretaría de la Corte el 22 de junio de 2009, se 


comunica que en virtud del principio de gratuidad que rige esta materia, la publicación está exenta de todo 


pago de derechos. Publíquese una sola vez en el Boletín Judicial. 


San José, 21 de mayo de 2020 


Licda. Silvia Navarro Romanini 


Secretaria General 


Corte Suprema de Justicia 


 



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas
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En el “Plan de Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” se establece como objetivo 


general la implementación de acciones estratégicas para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-


19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora 


en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica.  


En relación con el alcance del Plan se dispone: “La aplicación de este plan de trabajo, juntamente con los lineamientos 


definidos por el Ministerio de Salud, es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en 


la contención y prevención y atención de la emergencia del COVID-19.”  


El Plan describe las actividades a desarrollar según lineamientos y objetivos. 


De igual forma, la priorización que debe darse a los territorios para su atención. 


 


 


PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS   


 


En el Plan se indica que los pueblos indígenas presentan condiciones variadas en cuanto a su ubicación geográfica, el uso de 


su idioma y las cercanías con los núcleos más poblados del país, y que estas condiciones hacen que en caso de riesgo de la 


pandemia COIVD 19 no sea uniforme, por lo que en el siguiente cuadro se ofrece una priorización de acuerdo con esas 


condiciones: 


 


1. PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA ENTREGA DE INSUMOS DE HIGIENE: los siguientes territorios en el orden 


que se indican, son de alta prioridad para la distribución de kits de higiene (alcohol, gel, detergente) debido a su 


cercanía con localidades con grandes concentraciones de personas y porque ya se han presentado algunos casos 


confirmados de COVID-19 cercano a éstos.    


  


      Territorio   Provincia   Cantón distrito   Población 


según censo 


201  


Priorización   


1. MATAMBÚ  


  


Guanacaste   Nicoya, Hojancha, 


Mansión  


1685  ACCESO DIRECTO (carreteras nacionales, 


cantonales)  


2. MALEKU  


  


Alajuela   Guatuso,  San  


Rafael   


1423  Acceso  directo  (carreteras  


nacionales, cantonales)  


3. QUITIRRISÍ  


  


San José  Mora, Colón  1965  Acceso  directo  (carreteras  


nacionales, cantonales)  


4. CHINA  


KICHÁ  


  


San José  Pérez Zeledón   105  Acceso  directo  (carreteras  


nacionales, cantonales)  


5. CURRE  Puntarenas  Buenos  Aires  


Boruca   


1089  Acceso  directo  (carreteras  


nacionales, cantonales)  


6. COTO BRUS  Puntarenas   Coto  Brus,  


Changuena   


1785  Accesos terrestres limitado  


7. TALAMANCA 


CABÉCAR  


Limón  Talamanca, Bratsi   1435   Accesos terrestres limitado  


13  


    


8. CABAGRA  Puntarenas   Buenos  Aires,  


Potrero Grande   


3188  Accesos terrestres limitado  


9. ALTO  


LAGUNA  


Puntarenas  Golfito,  Puerto Jiménez   159  Accesos terrestres limitado  


10. ABROJO 


MONTEZUMA  


Puntarenas  Corredores,  


Corredores   


1495  Accesos terrestres limitado  


11. TALAMANCA BRIBRI  Limón  Talamanca, Bratsi, Valle 


La Estrella  


8368  Accesos terrestres limitado  
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12. KEKOLDI  Limón  Talamanca, Cahuita  3575  Accesos terrestres limitado  


13. ZAPATÓN   San José   Puriscal, Chires   452  Accesos terrestres limitado  


14. TÉRRABA  Puntarenas  Buenos Aires, Potrero 
Grande,  
Pilas   


2084  Accesos terrestres limitado  


15. BORUCA  Puntarenas  Buenos  Aires,  


Potrero Grande   


3228  Accesos terrestres limitado  


16. UJARRÁS  Puntarenas  Buenos  Aires,  


Buenos Aires   


1321  Accesos terrestres limitado  


17. SALITRE  Puntarenas  Buenos  Aires,  


Buenos Aires  


1807  Accesos terrestres limitado  


18. ALTOS DE SAN  
ANTONIO  


Puntarenas  Corredores, Centro   342  Zonas sin accesos terrestre   


19. TELIRE  Limón  Talamanca Bratsi  545  Zonas sin accesos terrestre  


20. ALTO CHIRRIPÓ  
  


Limón Cartago  Turrialba, Limón Valle la 
Estrella Matina, 
Talamanca La Suiza 
Tayutic  
Tres Equis  


6341  Zonas sin accesos terrestre  


21. CONTE  


BURICA  


Puntarenas  Golfito Corredores Pavón 


Laurel  


1863  Zonas sin accesos terrestre  


14  


    


22. TAYNÍ  Limón  Limón,  Valle  La  


estrella   


2850  Zonas sin accesos terrestre  


23. NAIRI AWARI  Limón  Turrialba  Matina  


Siquirres  


Tres    Equis  


Pecuarito  Tayutic  


Batan, Matina  


473  Zonas sin accesos terrestre  


24. BAJO  


CHIRRIPÓ  


Limón  Turrialba Matina  


Matina  Carrandi  


Tayutic  


923  Zonas sin accesos terrestre  


  


  


2. PRIORIZACIÓN DE TERRITORIOS PARA CONTENCIÓN EN INFORMACIÓN E INSUMOS BÁSICOS:   


Los siguientes territorios en el orden que se indican, son de alta prioridad para la distribución de información contextualizada 
a su cultura, en el orden que se indican se encuentran muy alejadas de los centros de población    


  


Territorio   Provincia   Cantón  


distrito   


Población según 


censo 201  


Priorización   


1. TELIRE  


  


Limón  Talamanca  


Bratsi  


545  No comprensión del español, sin acceso 


terrestre  
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2. ALTO CHIRRIPÓ  


  


Limón Cartago  Turrialba,  


Limón Valle la 
Estrella  
Matina,  


Talamanca  


La    Suiza  


Tayutic Tres   


Equis  


6341  No comprensión del español, sin acceso 


terrestre  


15  


    


3.  


  


CONTE BURICA  Puntarenas  Golfito 


Corredores 


Pavón Laurel  


1863  No comprensión del español, sin acceso 


terrestre en algunas comunidades   


4.  


  


TAYNÍ  Limón  Limón, Valle  


La estrella   


2850  Problemas de analfabetismo, 


monolingües, sin acceso terrestre  


5.  


  


NAIRI AWARI  Limón  Turrialba Matina  
Siquirres  


Tres Equis  


Pacuarito  


Tayutic  


Batan,  


Matina  


473  Problemas de analfabetismo, 


monolingües, sin acceso terrestre  


6.  BAJO CHIRRIPÓ  Limón  Turrialba  


Matina  


Matina  


Carrandi  


Tayutic  


923  Problemas de analfabetismo, 


monolingües, sin acceso terrestre  


7.  


  


COTO BRUS  Puntarenas   Coto  Brus, 


Changuena   


1785  Nivel de educación baja, bilingües 


(español e idioma materno), acceso 


terrestre limitado  


8.  


  


TALAMANCA CABÉCAR  Limón  Talamanca,  


Bratsi   


1435  Nivel de educación baja, bilingües 


(español e idioma materno), acceso 


terrestre limitado  


9.  


  


CABAGRA  Puntarenas   Buenos  


Aires,  


Potrero  


Grande   


3188  Nivel de educación baja, bilingües 


(español e idioma materno), acceso 


terrestre limitado  


16  


    


10. ALTO LAGUNA  


  


Puntarenas  Golfito,  


Puerto  


Jiménez   


159  Nivel de educación baja, bilingües 


(español e idioma materno), acceso 


terrestre limitado  


11. ABROJO MONTEZUMA  
  


Puntarenas  Corredores,  


Corredores   


1495  Nivel de educación baja, bilingües 


(español e idioma materno), acceso 


terrestre limitado  


12. TALAMANCA  


BRIBRI  


  


Limón  Talamanca,  


Bratsi, Valle  


La Estrella  


8368  Nivel de educación baja, bilingües 


(español e idioma materno), acceso 


terrestre limitado  
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13. KEKOLDI  Limón  Talamanca, 


Cahuita  


3575  Nivel de educación baja, bilingües 


(español e idioma materno), acceso 


terrestre limitado  


14. MATAMBÚ  Guanacaste   Nicoya,  


Hojancha,  


Mansión  


1685  No tiene idioma, accesible vía terrestre   


15. MALEKU  Alajuela   Guatuso,  


San Rafael   


1423    


16. QUITIRRISÍ  San José  Mora, Colón  1965  No tiene idioma, accesible vía terrestre  


17. ZAPATÓN   


  


San José   Puriscal, Chires   452  No tiene idioma, accesible vía terrestre  


18. CHINA KICHÁ  


  


San José  Pérez  


Zeledón   


105  Accesible vía terrestre  


19. TÉRRABA  


  


Puntarenas  Buenos  


Aires,  


Potrero  


Grande,  


Pilas   


2084  No tiene idioma, accesible vía terrestre  


 


 


 


 


17  


    


20. BORUCA  


  


Puntarenas  Buenos  


Aires,  


Potrero  


Grande   


3228  No tiene idioma, accesible vía terrestre  


21. CURRE  


  


Puntarenas  Buenos Aires 


Boruca   


1089  No tiene idioma, accesible vía terrestre  


22. UJARRÁS  Puntarenas  Buenos  


Aires,  


Buenos Aires   


1321  Accesible vía terrestre   


23. SALITRE  


  


Puntarenas  Buenos  


Aires,  


Buenos Aires  


1807  Accesible vía terrestre  


24. ALTOS DE SAN ANTONIO  Puntarenas  Corredores, 


Centro   


342  Accesible vía terrestre  


  


  


En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico del COVID 19, entrando a 


regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas deben dirigirse a 


dialogociudadano@presidencia.go.cr, tteléfono: 22079450.  


 


Luego de deliberar ampliamente, se dispone: 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del acuerdo del Consejo Superior tomado en sesión 82-20 de 20 de agosto de 2020, Artículo 


LX. 2° Comunicar al Consejo Superior que en criterio de esta Subcomisión, la decisión sobre el ingreso a los territorios indígenas 


corresponde a las personas juzgadoras, o bien, al Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública y 


autoridades administrativas, según corresponda, conforme a sus competencias, previo a lo cual deben tomar en consideración 


lo dispuesto por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en la resolución 01-2020, los lineamientos de Corte Plena 


y Consejo Superior emitidos con ocasión de la pandemia Covid-19, los Decretos de Emergencia del Ministerio de Salud y 



mailto:dialogociudadano@presidencia.go.cr
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concretamente, tratándose de personas indígenas, el “Plan de Trabajo Abordaje de la Emergencia del Virus Covid-19 en 


Territorios Indígenas” elaborado por el Ministerio de Salud, Viceministerio de la Presidencia en Asuntos Políticos y Diálogo 


Ciudadano, la Caja Costarricense de Seguro Social y la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas. El citado Plan se encuentra 


en la dirección electrónica https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-


trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas; y  la Circular 103-2020. El objetivo del “Plan de 


Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus COVID-19 en territorios indígenas” es la implementación de acciones estratégicas 


para la contención, prevención y atención de la emergencia del COVID-19, en los 24 territorios indígenas de Costa Rica de 


acuerdo con los lineamientos técnicos emitidos por la instancia rectora en salud de Costa Rica, ante la emergencia pandémica; 


y se indica que la aplicación de este plan de trabajo, conjuntamente con los lineamientos definidos por el Ministerio de Salud, 


es obligatorio para todos los funcionarios de salud y población. Esto para colaborar en la contención y prevención y atención 


de la emergencia del COVID-19. En el Plan se señala que su vigencia estará determinada por el comportamiento epidemiológico 


del COVID 19, entrando a regir el documento el 24 de marzo del 2020. De igual forma se indica que en caso de consultas 


deben dirigirse a dialogociudadano@presidencia.go.cr, teléfono: 22079450. Por ende, las personas servidoras judiciales que 


con ocasión de sus funciones deben ingresar a un territorio indígena, deben coordinar previamente con el Ministerio de Salud 


y las personas designadas en el referido Plan, ponderando la situación particular de los pueblos indígenas involucrados y en 


todos los supuestos, consignarse el motivo por el cual se estima es urgente e importante el ingreso al territorio indígena que 


justifique la decisión. 3° Se declara acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese al Consejo Superior por medio de la Secretaría 


General de la Corte, y a la Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


ARTICULO II 


 


La Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia en correo electrónico enviado el 2 de setiembre a la Magistrada Damaris 


Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió el 


Oficio N° 8160-2020 donde comunica el acuerdo del Consejo Superior de Acta 79-20 de 11 de agosto de 2020, Artículo LII, 


en el que se dispone: 


 


“Analizada la gestión de la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas del Poder Judicial, en correo electrónico de 31 de julio de 2020, se acordó: solicitar a la 


magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior 


accione dentro de lo que nos compete como órgano administrativo.”  


 


N° 8160-2020.docx


 
Luego de deliberar ampliamente, se dispone: 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio N° 8160-2020 donde se comunica el acuerdo del Consejo Superior de Acta 79-20 


de 11 de agosto de 2020, Artículo LII, en el que se dispone: “Solicitar a la magistrada Vargas Vásquez que indique cuales son 


las petitorias específicas que requiere que este Consejo Superior accione dentro de lo que nos compete como órgano 


administrativo.”   2° Informar al Consejo Superior que el comunicado electrónico remitido el 31 de julio de 2020 por la 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas, tuvo como objetivo hacer de conocimiento del Consejo Superior con ocasión de sus competencias, la gestión 


planteada por el señor Gustavo Oreamuno Vignet, en representación de la Coordinadora de Lucha Sur Sur, organización 


vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. El señor 


Oreamuno Vignet denuncia públicamente lo que califica como “invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte 


de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informamos de 


las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y 


peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.” Con ocasión de lo anterior, 


respetuosamente, se estima que lo informado sobre el reclamo de organizaciones defensoras de derechos humanos de los 


pueblos indígenas de Costa Rica, constituye un insumo importante para la toma de decisiones del Consejo Superior, con 


ocasión de las funciones dispuestas en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de ejecutar la política administrativa 


de la Institución; y de dirigir, planificar, organizar y coordinar las actividades administrativas del Poder Judicial, especialmente, 


por tratarse de un reclamo vinculado con personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la Comisión 


Interamericana de Derechos Humanos contra el Estado. De ahí, cualquier decisión del Consejo Superior vinculada con la 


política administrativa institucional, asociada a la población usuaria beneficiaria de las citadas Medidas Cautelares, trasciende 


al ámbito nacional e internacional incidiendo en la imagen del Poder Judicial, responsable como parte del Estado, de garantizar 


el cumplimiento de lo dispuesto por la CIDH. Por ende, como jerarcas institucionales se estimó relevante hacerles de su 



https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

https://secretariacorte.poder-judicial.go.cr/index.php/documentos?download=4949:plan-de-trabajo-abordaje-de-la-emergencia-del-virus-covid-19-en-territorios-indigenas

mailto:dialogociudadano@presidencia.go.cr
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conocimiento dicho comunicado, el cual se remitió con copia a organizaciones nacionales e internacionales; incluyendo al 


Ministerio Público, el cual comunicó del seguimiento que está dando a la gestión del señor Oreamuno Vignet en representación 


de la Coordinadora de Lucha Sur Sur. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese al Consejo Superior por 


medio de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de 


la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


 


ARTICULO III 


 


El señor David Hinkley de Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA, remitió 


comunicado electrónico del 15 de agosto pasado, 12:13, a la magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de 


Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, con copia al Viceminsterio de Diálogo Ciudadano 


y los señores Randall Otárola, Franklin Paniagua y Geyner Blanco, en el que señala: 


“I’m writing to follow up an inquiry to the Vice Ministry that has been referred to your office. On April 23, in a 
message expressing my appreciation for the response to my earlier inquiry, I welcomed the steps forward for the 
Bribri and Broran described in the Vice Minister’s response, including 4 evictions, and requested some additional 
information.   


The persistence of violence and threats has led to allegations by Bribri and Broran leaders that these alleged 
perpetrators are acting with impunity. I asked if this is true, and was referred to you for up-to-date information 
about the individuals whom the State has successfully prosecuted and for a description of the sanctions imposed on 
them.  


It would also be very helpful to hear your assessment of the Poder Judicial’s effort via the Corte Plena to increase 
indigenous peoples’ access to justice through issuance of the 20 ejes. ¿Can you identify some of the measurable 
impacts of the ejes on the Bribri and Broran? For example, the current number of cases prioritized and concluded, 
or the number of indigenous people who have engaged public defenders made available since the ejes were issued. 


Finally, I recently read reports of repeat offenders in the territories being set free by Criminal Court judges with no 
preventive detentions issued. These reports cite evidence that some released offenders have engaged in more 
threats and acts of violence. Please share your understanding of what the Poder Judicial can do and is doing to 
address this challenge to the rule of law. 


All of us in the international human rights community who hold Costa Rica in very high esteem hope your great 
nation will sustain its long admired leadership for human rights, democracy and accountability in the hemisphere. 
Thank you in advance for your response and best wishes to you, your mother and all the mothers of your country 
on this Day of the Mother in Costa Rica. 
 


Respectfully, 


David Hinkley 
Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA 


 


En comunicado electrónico del 15 de agosto de 2020, 7:22 p.m., la magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, remitió comunicado electrónico a la Presidencia de la Corte Suprema 


de Justicia, trasladando el comunicado del señor David Hinkley de Human Rights activist and former long-time official of 


Amnesty International USA: 


 


“Estimado don Fernando: 


Buenas noches. Traslado para su conocimiento para la atención adecuada y oportuna de la gestión formulada por 


el señor David Hinkley, Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA. Remito 


también al Magistrado Jorge Olaso Álvarez, en su condición de Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia. 


A su disposición en lo que pueda colaborar.” 


El Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en comunicado electrónico del 28 de agosto de 2020, 10:42 


a.m., remitió el Oficio DP-449-2020 a la Magistrada Vargas en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas, en el que señala: 
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28 de agosto de 2020 
DP-449 -2020  


 
Señora 
Damaris Vargas Vasquez 
Magistrada Coordinadora 
Subcomisión para el Acceso  
a la Justicia de Pueblos Indígenas 
 
Estimada Señora: 
 
Reciba un cordial saludo. Por este medio me dirijo a usted en ocasión de brindar respuesta a su atento correo 
dirigido a la Presidencia de la Corte el 15 de agosto de 2020, donde nos traslada una nota formulada por el señor 
David Hinkley, en idioma inglés.  
 
En ese sentido, procedimos a solicitar la colaboración de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales para 
obtener una traducción libre del documento, la cual adjuntamos en la presente nota: 
 


solicitud traducción 


del despacho por medio de Jorge - 24 agosto 2020.docx
 


Sin embargo, una vez analizados los requerimientos del Señor Hinkley entre los cuales destacan su deseo de conocer 
el número actual de casos priorizados y concluidos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado 
defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes.  
 
Consideramos que las instancias oportunas para brindar ese tipo de información son el Ministerio Público y la Defensa 
Pública, las cuales integran la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  
 
Por esta razón, deseamos trasladar esta gestión a la subcomisión a su cargo en aras de brindar una respuesta rápida, 
oportuna y unificada, de la forma en la cual se ha venido realizando. 
 
Desde el Despacho de la Presidencia, reiteramos nuestra total disposición, para colaborar, dentro del marco de 
nuestras competencias, en cualquier gestión que usted así estime necesaria. 
 


Con toda consideración y estima,  


 


_______________________ 


M.Sc. Róger Mata Brenes 
Director  


Despacho de la Presidencia  
Corte Suprema de Justicia 


 


DP-449-2020.pdf traduccion no 


oficial.docx
 


En comunicado electrónico del 1° de setiembre de 2020, 4:27 p.m., la Magistrada Vargas Vásquez en la condición dicha, 


trasladó el Oficio DP-449-2020 del Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia a la Fiscalía General y a la 


Defensa Pública mediante Oficio DVV-S1-0122-20, para emitir pronunciamiento. Este último Oficio señala: 


 


1° de setiembre de 2020 


DVV-S1-0122-2020 


(DP-449 -2020)  


Señora 


Máster Emilia Navas Aparicio 


Fiscala General 


Ministerio Público 


 


Señor 
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M. Sc. Juan Carlos Pérez Murillo 


Director 


Defensa Pública 


 


Estimada Señora y estimado Señor: 


Reciban un cordial saludo. Tengo el honor de dirigirme a ustedes con ocasión de trasladarles el Oficio N° DP-449-
2020 del Despacho de la Presidencia, que contiene nota formulada por el señor David Hinkley, en idioma inglés.  


La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales emitió una traducción libre del documento, la cual se adjunta 
a la presente nota: 


 


Según informa el Despacho de la Presidencia, una vez analizados los requerimientos del Señor Hinkley entre los 
cuales destacan su deseo de conocer el número actual de casos priorizados y concluidos, o el número de personas 
indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos disponibles, desde que se emitieron los ejes, se 
considera que las instancias oportunas para brindar ese tipo de información son el Ministerio Público y la Defensa 
Pública, las cuales integran la Subcomisión para el Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.  


Por esta razón, se traslada esa gestión a ustedes como integrantes de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 
Pueblos Indígenas, en aras de brindar una respuesta rápida, oportuna y unificada, de la forma en la cual se ha 
venido realizando. 


Anexo los documentos de interés.” 


Oficio 


DVV-S1-0122-2020.pdf


traduccion no 


oficial.docx
 


 


La Fiscalía Indígena remitió respuesta el 2 de setiembre, la cual fue trasladada el 3 de setiembre de 2020 a la Presidencia de 


la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia y Magistrado Jorge Olaso Álvarez en la condición de Coordinador de 


la Comisión de Acceso a la Justicia. 


 


Oficio N° 


188-FAI-2020.pdf
  


 


La Defensa Pública envió el Oficio N° JEFDP-1156-2020 mediante comunicado electrónico del 4 de setiembre de 2020. 


 


JEFDP-1156-2020.pd


f
  


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión planteada por el señor David Hinkley de Human Rights activist and former long-


time official of Amnesty International USA, en comunicado electrónico del 15 de agosto de 2020, conforme a la traducción no 


oficial realizada por la Oficina de cooperación y Relaciones Internacionales, adjunta al Oficio DP-449-2020 de 28 de agosto 


emitido por el Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia donde se solicita a la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas instar a la Fiscalía General y a la Defensa Pública para que informen sobre “el número actual de 


casos priorizados y concluidos, o el número de personas indígenas quienes han tenido o utilizado defensores públicos 


disponibles, desde que se emitieron los ejes”; el Oficio DVV-S1-0122-2020 donde se solicita la información; el Oficio N° 188-


FAI-2020 enviado por la Fiscalía Indígena el 2 de setiembre de 2020, traslado ese mismo día al Despacho de la Presidencia; y 


solicitud traducción 


del despacho por medio de Jorge - 24 agosto 2020.docx
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el Oficio JEFDP-1156-2020 enviado el 4 de setiembre pasado. 2° Trasladar al Despacho de la Presidencia de la Corte Suprema 


de Justicia los Oficios 188-FAI-2020 y JEFDP-1156-2020. 3° Solicitar al Despacho de la Presidencia que el comunicado que se 


remita al señor David Hinkley, de Human Rights activist and former long-time official of Amnesty International USA, sea 


copiado a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas para la trazabilidad del cumplimiento de las gestiones 


enviadas a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de ésta. 4° Se declara firme este acuerdo 


por unanimidad y se dispone a comunicarlo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, 


Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Fiscalía General, Defensa Pública y Comisión de Acceso a la Justicia, con 


la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


 


ARTICULO IV 


 


La Dirección de Planificación en comunicado electrónico del 28 de agosto pasado remitió a la Unidad de Acceso a la Justicia el 


Oficio 1335-PLA-EV-2020, el cual trasladó a la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el 1° de setiembre 


de 2020. 


 


El contenido literal del Oficio 1335-PLA-EV-2020, es el siguiente: 


 


1335-PLA-EV-2020.d


ocx
 


 


Luego de deliberar ampliamente, se dispone: 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio 1335-PLA-EV-2020 emitido por la Dirección de Planificación, vinculado con las 


Fiscalías que atienden población indígena. 2° Solicitar a la Dirección de Planificación que se valore el eventual impacto de lo 


informado en el Oficio 1335-PLA-EV-2020 al Consejo Superior, en la Judicatura, Defensa Pública, Organismo de Investigación 


Judicial y sector Administrativo; y de estimarse necesario, se les haga de su conocimiento ese Oficio. 3° Se declara firme este 


acuerdo por unanimidad. Comuníquese a la Dirección de Planificación con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. 


- 


 


 


 


ARTICULO V 


 


La señora Nathalia Ulloa, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, remitió comunicado electrónico el 1° de setiembre de 
2020, en el que señaló: 
 


De: Nathalia Ulloa <Nathalia@forestpeoples.org>  


Enviado el: martes, 1 de septiembre de 2020 6:26 p. m. 


Para: despachopresidente@presidencia.go.cr; Emilia Navas Aparicio <enavas@Poder-Judicial.go.cr>; Fiscalía 


General <fgeneral@Poder-Judicial.go.cr>; Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Julia 


Varela Araya <jvarela@Poder-Judicial.go.cr>; Isanchezr@poder-judicial.go.cr; Jorge Olaso Alvarez 


<jolaso@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Chacon Artavia <rchacon@Poder-Judicial.go.cr>; Jesús Ramírez Quirós 


<jramirez@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Solano Castro <psolano@Poder-Judicial.go.cr>; Álvaro Burgos Mata 


<aburgos@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Eugenia Zuñiga Morales <szuniga@Poder-Judicial.go.cr>; Fernando Cruz 


Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr>; Fernando Castillo Víquez <fcastillo@Poder-Judicial.go.cr>; Paul Rueda Leal 


<prueda@Poder-Judicial.go.cr>; Nancy Hernández Lopez <nhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Fdo. Salazar 


Alvarado <lsalazara@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría General de la Corte - Recepción de Documentos 


<secrecorte@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; William Molinari 


Vilchez <wmolinari@Poder-Judicial.go.cr>; Iris Rocio Rojas Morales <rrojas@Poder-Judicial.go.cr>; Román Solís 


Zelaya <rsolisz@Poder-Judicial.go.cr>; Luis Guillermo Rivas Loáiciga <lgrivas@Poder-Judicial.go.cr>; Orlando 


Aguirre Gómez <oaguirre@Poder-Judicial.go.cr>; jorge.fonseca@asamblea.go.cr; sylvia.villegas@asamblea.go.cr; 


maria.monge@asamblea.go.cr; dragos.dolanescu@asamblea.go.cr; nielsen.perez@asamblea.go.cr; 


paola.valladares@asamblea.go.cr; nidia.cespedes@asamblea.go.cr 


CC: vaw@ohchr.org; indigenous@ohchr.org; Racism OHCHR <racism@ohchr.org>; cerd@ohchr.org; 


cedaw@ohchr.org; unwomen.geneva@unwomen.org; Defenders OHCHR <defenders@ohchr.org>; 


sandra@frontlinedefenders.org; baiocchi@un.org; POZAR Toni (EEAS-SAN JOSE) <Toni.POZAR@eeas.europa.eu>; 
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defensoria@dhr.go.cr; Fiscalía de Asuntos Indígenas <fai-mp@Poder-Judicial.go.cr>; miscr-oea@rree.go.cr; 


randall.otarola@presidencia.go.cr; edsolanos@seguridadpublica.go.cr; geyner.blanco@presidencia.go.cr; 


fpaniagua@mj.go.cr; codiawdayedi@gmail.com; concejomayoresbroran@gmail.com; Vanessa Jimenez 


<vjimenez342@gmail.com>; Karinna Fernandez <Karinna@forestpeoples.org>; Fergus MacKay 


<fergus@forestpeoples.org> 


Asunto: FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a toda forma de 


impunidad 


Excmas. /os. Sras./es.:  


Reciban un cordial saludo.  


Adjunto encontrarán la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, dirigida a ustedes, sobre las agresiones 


contra Mujeres Bribri de Salitre y el rechazo a toda forma de impunidad, emitida por la Sra. Louise Henson, 


Managing Director de Forest Peoples Programme.   


Esta Carta Abierta también se encuentra publicada en la página de la organización.  


Atentamente,  


Nathalia Ulloa Castillo | Asesora Legal 
Forest Peoples Programme 
Moreton-in-Marsh, GL56 9NQ, UK 
 


En el comunicado se señala: 
 


“30 agosto 2020  
FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a toda forma 
de impunidad  
 
Carta abierta a las autoridades de Costa Rica  
 
Señoras y Señores  
Presidente de la República, Carlos Alvarado Quesada  
Fiscal General de la República, Emilia Navas Aparicio  
Magistradas y Magistrados, Corte Plena de la Corte Suprema de Justicia  
Diputadas y Diputados, Comisión Permanente Especial de Derechos Humanos  
 
En el contexto de la permanente violencia en contra de las comunidades indígenas, Forest Peoples Programme una 
vez más condena los recientes hechos de violencia y amenazas, en esta ocasión contra dos mujeres Bribrí del 
Territorio Indígena de Salitre.  
 
El pasado 21 de agosto de 2020 las indígenas Bribri Claudina Figueroa Rojas y Ana Patricia Calderón Figueroa, madre 
e hija del clan Uniwak, defensoras de los derechos de su territorio fueron amenazadas dentro de su territorio indígena 
titulado. El perpetrador fue el conocido y reincidente agresor Eliodoro Figueroa Uva (a veces conocido como 
Heliodoro).  
 
El atacante ingresó armado a la finca, recuperada por las mujeres indígenas, a tomar fotografías de sus plantaciones 
y cosechas. En ese momento, Ana Patricia y Claudina lo interceptaron y le pidieron que saliera de su propiedad que 
está ubicada dentro del territorio indígena Bribri titulado por el Gobierno, a lo que el usurpador respondió con insultos 
y amenazas con un arma blanca mientras les decía “yo soy un hombre muy peligroso”, asegurándoles que regresaría. 
Cuando el agresor notó que las mujeres indígenas no abandonarían sus cosechas, este empezó a grabarlas con su 
celular amenazándolas y fue allí cuando ellas notaron que además del arma blanca también portaba un arma de 
fuego.  
 
Estos no son casos aislados. El usurpador posee numerosas causas penales en su contra por delitos contra la 
integridad física y vida de las personas indígenas del área, existiendo incluso medidas especiales de restricción en 
su contra, con respecto a otro Bribri víctima de su agresión. A pesar de lo cual sigue en libertad, robando los cultivos, 
portando armas y amenazando a las ya víctimas y propietarios indígenas legítimos del territorio (acorde a la 
normativa interna). Lo que demuestra la absoluta impunidad con la que actúa, se beneficia y perpetra nuevos delitos, 
incluso en contra de mujeres indígenas y beneficiarias de las Medidas Cautelares emitidas por la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos en 2015 (MC 321/12) para proteger los Bribri de estas agresiones y amenazas.  
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15 
 


Adicionalmente, este caso evidencia la atención deficiente de las autoridades del Estado, especialmente la policía, 
en los casos de violencia contra indígenas (incluso mujeres), evidenciando un grave incumplimiento de su obligación 
de otorgar protección a personas que integran grupos vulnerables y especialmente beneficiarias de medidas 
cautelares.  
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En efecto, cuando Claudina y Ana Patricia solicitaron el auxilio a la Fuerza Pública (policía del Poder Ejecutivo) los 
agentes policiales les insistieron y lograron convencerlas de que para ese tipo de amenazas no podían ni correspondía 
la interposición de una denuncia penal, por lo que ellos procedieron a retirarse sin levantar un informe de los hechos. 
Los agentes policiales, no cumplieron con su deber a sabiendas del peligro que representa el agresor, ya que conocen 
de las acciones judiciales que existen en contra del mismo Sr. Eliodoro, pues ellos mismos han tenido que detenerlo 
en al menos otras dos ocasiones recientes. Finalmente, tuvo que interceder la representación legal y solicitar apoyo 
de la Fiscalía de Asuntos Indígenas en San José para que se lograra interponer la correspondiente denuncia; una 
denuncia que debe ser investigada con la debida diligencia y ser analizada dentro de una estrategia de persecución 
penal diseñada por la Fiscalía en la que acumule todas las acciones que involucran a este perpetrador y su familia 
por hechos similares y reiterados.  
 
Este sujeto de apellidos Figueroa Uva, junto a su hermano Rodrigo y su padre Heleodoro, usurpan ilegal y 
violentamente varias fincas en el Territorio de Salitre para mantener sus actividades económicas. En diversas 
ocasiones han intentado con total impunidad asesinar a personas indígenas, tales como José Enrique Ortiz y Minor 
Ortiz; este último actualmente vive con una bala en cada pierna y una marca de hierro caliente en su pecho 
producidas por los hermanos Figueroa Uva, sin que haya obtenido justicia ni reparación.  
 
Sin legitimidad para poseer de buena fe en el territorio, esta familia goza de absoluta impunidad en su accionar 
criminal. En al menos tres ocasiones los Tribunales han rechazado la solicitud de prisión preventiva de Eliodoro 
Figueroa dentro del proceso donde figura como víctima Minor Ortiz, a pesar de que se cumplen los requisitos exigidos 
por la legislación interna, arts. 10 y 239 del Código Procesal Penal costarricense. En este sentido, existen elementos 
de convicción suficientes para sostener razonablemente que el imputado es autor del hecho punible, el delito que 
se le atribuye está reprimido con pena privativa de libertad, el agresor además continúa con la actividad delictiva 
pues constantemente se denuncian sus agresiones y amenazas. Por último y la más relevante dado el contexto de 
vulnerabilidad de la víctima: existe grave riesgo y peligro para la víctima y sus familiares. Por su parte, la Fiscalía en 
al menos tres ocasiones no logró presentar argumentos suficientes para mantener a este hombre peligroso y a los 
miembros de su familia alejados de los Bribri y sus tierras.  
 
El Estado de Costa Rica, incluido el Poder Judicial, les sigue garantizando su impunidad. La familia Figueroa Uva 
seguirá, gracias a la aquiescencia estatal, destruyendo cosechas, viviendas y atentando contra la vida y la integridad 
física de las personas indígenas en Salitre.  
 
Es por todo esto que Forest Peoples Programme una vez más condena todos los hechos de violencia contra las 
mujeres indígenas y demás personas que integran comunidades indígenas, y hace un llamado para que:  
 
• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos.  


• Las autoridades estatales, con prioridad, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una investigación 
seria, imparcial, independiente y efectiva de los hechos acá informados, en especial que realicen una acumulación 
de los graves y reiterados hechos denunciados, estableciendo medias cautelares efectivas que aseguren la no 
repetición de estos graves hechos.  
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• Las autoridades correspondientes prioritariamente resuelvan los casos judiciales relacionados a la disposición de 
las tierras reclamadas tanto por los Bribri como los usurpadores de la familia de Eliodoro Figueroa Uva (y Díaz).  
• Se adopte un Mecanismo Eficaz para que las personas indígenas interpongan las denuncias correspondientes sin 
dilación alguna; instruyendo tanto a la policía como a la Fiscalía en Buenos Aires para facilitar la interposición de 
denuncias, su proceso, y las comunicaciones periódicas con las víctimas para actualizarlos sobre el estado de sus 
casos.  
• Se adopten medidas que garanticen el cumplimiento de las obligaciones internacionalmente adquiridas en materia 
de derechos humanos con especial énfasis a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y la Convención 
sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y de la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención De Belem Do Para).  
• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que incluyan: la adopción por 
parte del Estado de estrategias de prevención de nuevas usurpaciones y estrategias rápidas y eficaces de desalojo 
que implique asegurar la integridad de las personas beneficiarias, así como su propiedad ancestral.  
• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y derechos de los Pueblos 
Originarios. Especialmente que cumpla con las medidas derivadas de las MC 321/12.  
 
Atentamente,  
 
Louise Henson  
Managing Director  
Forest Peoples Programme  
 
CC:  
•Relator Especial de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas  


• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la Violencia contra la Mujer, sus Causas y Consecuencias  


• Grupo de trabajo sobre la discriminación contra las mujeres y niñas del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Derechos Humanos  


• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre la situación de los Defensores de Derechos Humanos  


• Relatora Especial de las Naciones Unidas sobre el Racismo  


• Comité para la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial de la ONU  


• Comité para la eliminación de la Discriminación contra la Mujer de la ONU (ONU-CEDAW)  


• ONU Mujeres Ginebra  


• Coordinadora del Programa de Naciones Unidas en Costa Rica  


• Comisión Interamericana de Derechos Humanos  


• Defensoría de los Habitantes, Costa Rica  


• Concejo Ditso Iriria Ajkonuk Wakpa  


• Concejo de Mayores Brörán “ 
 
La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas, traslado a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y a la Comisión de Acceso a la Justicia comunicado 


electrónico en el que señaló: 


De: Damaris Vargas Vásquez  


Enviado el: martes, 1 de septiembre de 2020 6:53 p. m. 


Para: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; Jorge Olaso Alvarez <jolaso@Poder-


Judicial.go.cr>; Fernando Cruz Castro <fcruz@Poder-Judicial.go.cr> 


CC: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; 'Nathalia Ulloa' 


<Nathalia@forestpeoples.org> 


Asunto: RV: FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a toda forma 


de impunidad 


Señor 


Dr. Fernando Cruz Castro 


Presidente 


Corte Suprema de Justicia 


 


Señor 


Dr. Jorge Olaso Álvarez 
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Coordinador 


Comisión de Acceso a la Justicia 


 


Estimados Señores: 


Reciban un atento saludo. Traslado para su conocimiento, conforme a sus competencias, el comunicado electrónico 
enviado por la licenciada Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, mediante correo 
electrónico del 1 de setiembre de 2020, 6:26 p.m., en el que remite la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, 
sobre las agresiones contra Mujeres Bribri de Salitre y el rechazo a toda forma de impunidad, emitida por la Sra. 
Louise Henson, Managing Director de Forest Peoples Programme.  Señala, esa Carta Abierta también se encuentra 
publicada en la página de la organización…” 


 


FPP denuncia nuevas 


agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica.pdf
 


 
SE ACUERDA:  


1° Se toma nota del comunicado “FPP denuncia nuevas agresiones contra Mujeres Bribri en Costa Rica y reitera rechazo a 


toda forma de impunidad” enviado por la señora Nathalia Ulloa, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, el 1° de 


setiembre de 2020, en el que hace de conocimiento la Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica, sobre las agresiones 


contra Mujeres Bribri de Salitre y el rechazo a toda forma de impunidad, emitido por la Sra. Louise Henson, Managing Director 


de Forest Peoples Programme, en el que se “condena todos los hechos de violencia contra las mujeres indígenas y demás 


personas que integran comunidades indígenas”, y se hace un llamado para que:  


“• Los Estados y la Comunidad Internacional condenen este tipo de hechos.   


• Las autoridades estatales, con prioridad, cumplan su deber de iniciar de oficio y sin dilación, una investigación seria, imparcial, 


independiente y efectiva de los hechos acá informados, en especial que realicen una acumulación de los graves y reiterados 


hechos denunciados, estableciendo medias cautelares efectivas que aseguren la no repetición de estos graves hechos.  


• Las autoridades correspondientes prioritariamente resuelvan los casos judiciales relacionados a la disposición de las tierras 


reclamadas tanto por los Bribri como los usurpadores de la familia de Eliodoro Figueroa Uva (y Díaz).  


• Se adopte un Mecanismo Eficaz para que las personas indígenas interpongan las denuncias correspondientes sin dilación 


alguna; instruyendo tanto a la policía como a la Fiscalía en Buenos Aires para facilitar la interposición de denuncias, su proceso, 


y las comunicaciones periódicas con las víctimas para actualizarlos sobre el estado de sus casos.  


• Se adopten medidas que garanticen el cumplimiento de las obligaciones internacionalmente adquiridas en materia de 


derechos humanos con especial énfasis a la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y la Convención sobre la 


Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW) y de la Convención Interamericana para Prevenir, 


Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención De Belem Do Para).  


• Se adopten medidas para atacar las causas subyacentes de este tipo de violencia que incluyan: la adopción por parte del 


Estado de estrategias de prevención de nuevas usurpaciones y estrategias rápidas y eficaces de desalojo que implique asegurar 


la integridad de las personas beneficiarias, así como su propiedad ancestral.  


• Que el Estado de Costa Rica cumpla con su obligación de garantizar la vida, integridad y derechos de los Pueblos Originarios. 


Especialmente que cumpla con las medidas derivadas de las MC 321/12.”. 


2° Se toma nota del traslado de la gestión hecha a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y la Comisión de Acceso a 


la Justicia por medio de la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en el carácter de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso 


a la Justicia de Pueblos Indígenas, mediante comunicado electrónico del 1 de setiembre de 2020; así como del comunicado 


de la señora Tattiana García, Fiscala Adjunta Indígena, en el que informa que el Ministerio Público emitió pronunciamiento 


sobre esa gestión el 2 de setiembre a señora Nathalia Ulloa en el carácter dicho.  


3° Se declara acuerdo firme por unanimidad y se dispone a comunicarlo a la señora Nathalia Ulloa, Asesora Legal de Forest 


Peoples Programme, la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y 


Relaciones Internacionales, Comisión de Acceso a la Justicia y Fiscalía de Asuntos Indígenas, con la colaboración de la Unidad 


de Acceso a la Justicia. - 



https://www.forestpeoples.org/es/tierras-bosques-y-territorios/declaration/2020/fpp-denuncia-nuevas-agresiones-contra-mujeres-bribri
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SE RETIRA EL INTEGRANTE JEAN CARLO MONGE 


 


ARTICULO VI 


 


El 3 de agosto de 2020, 6:13 a.m., la Asociación Pro-Derechos Humanos de España remitió comunicado a las autoridades del 


Poder Ejecutivo y Poder Judicial con copia a organizaciones nacionales e internacionales de derechos humanos indígenas sobre 


el tema: “Carta sobre las agresiones y amenazas que sufren los señores José Enrique Ortiz y Pablo Sibar” solicitando la 


intervención de ambos Poderes en relación con las agresiones y amenazas que están sufriendo los señores José Enrique Ortiz 


y Pablo Sibar, defensores de los derechos indígenas; concretamente se instó a las autoridades de Costa Rica a: 


 


• Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la seguridad y la integridad física y psicológica 


de los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, así como la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba;  


 


• Llevar a cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e imparcial, en torno a todas las circunstancias de los 


hechos arriba denunciados, con el fin de identificar a los responsables, llevarlos ante un tribunal competente, independiente, 


justo e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la ley;  


 


• Adoptar de manera urgente medidas para generar seguridad jurídica en los territorios de los pueblos indígenas, de acuerdo 


con lo establecido en el artículo 14 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 


Tribales y en la Ley 6172 de Costa Rica;  


 


• Prevenir y resarcir todo acto que tenga como objeto o consecuencia la posible desposesión de sus tierras, territorios o 


recursos, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 


Indígenas;  


 


• Impulsar una política pública integral de protección a las personas defensoras de derechos humanos que incluya 


componentes de protección, prevención y lucha contra la impunidad a través de un proceso amplio y participativo, en particular 


que cuente con un enfoque diferencial y étnico que tome en cuenta las necesidades de las personas defensoras de los derechos 


indígenas.  


• Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos, adoptada por la 


Asamblea General de la ONU el 9 de diciembre de 1998, en particular en lo referente al artículo 1, 5.a y 12.2;  


 


• De manera general, garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales en todo el país, de 


conformidad con las normas internacionales de derechos humanos ratificadas por Costa Rica.  


 


En Oficio DVV-S1-101-2020 emitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez como respuesta a la gestión formulada por la 


Asociación Pro-Derechos Humanos de España, se acusa recibido e informa que el comunicado sería puesto en conocimiento 


de las jefaturas institucionales involucradas para que procedan conforme a sus competencias. Lo anterior, en cumplimiento 


de los lineamientos institucionales de priorización en la atención de los procesos vinculados con población indígenas en 


aplicación de la normativa nacional e internacional que regula sus derechos. Se agrega, se omite referencia concreta a procesos 


judiciales al existir prohibición legal pues no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas.  


 


De igual forma, se trasladó la gestión de la Asociación Pro-Derechos Humanos de España a la Presidencia de la Corte Suprema 


de Justicia, Despacho de la Presidencia y Comisión de Acceso a la Justicia, de igual forma, a todas las autoridades judiciales 


involucradas. 


 


El Oficio DVV-S1-0101-2020 señala: 


 


“Estimados Señores y Señoras: 


Tengo el honor de dirigirme a ustedes en mi condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia 


de Pueblos Indígenas de la Comisión de la Acceso a la Justicia del Poder Judicial, con el objetivo de acusar recibido 


del comunicado electrónico de 3 de agosto de 2020 a las 6:13 a.m., cuyo contenido literal es el siguiente: 
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“Sr. Carlos Alvarado Quesada, Presidente de la República de Costa Rica.  


Sr. Randall Otárola, Viceministro de Asuntos Políticos y Diálogo Ciudadano.  


Sr. Eduardo Solano, Viceministro de Seguridad Pública.  


Sra. Fiorella Salazar Rojas, Ministro de Justicia y Paz de Costa Rica  


Sr. Julio Jurado Fernández, Procuraduría General de la República.  


Sr. Rodolfo Solano Quirós, Ministro de Relaciones Exteriores y Culto.  


Sra. Emilia Navas Aparicio, Fiscal General de la República.  


Sra. Damaris Vargas, Magistrada de la Corte Suprema y Coordinadora Comisión de Acceso a la Justicia.  


Sra. Catalina Crespo Sancho, Defensora de los Habitantes de la República de Costa Rica.  


Sra. Marjorie Herrera, Defensoría de los Habitantes, Dirección de Igualdad y No Discriminación.  


S.E Sra. Sara Duncan, Representante Permanente Alterna, Misión Permanente de Costa Rica ante la Oficina 


de Naciones Unidas en Ginebra.  


S.E Sra. Montserrat Solano Carboni, Embajadora, Misión Permanente de Costa Rica ante la Organización 


de los Estados Americanos.  


S.E Sr. Sergio Alfaro Salas, Embajador, Embajada de Costa Rica ante el Reino de Bélgica, el Gran Ducado 


de Luxemburgo y Misión ante la Unión Europea.  


La Asociación Pro-Derechos Humanos de España ha sido informada a través del Observatorio para la 


Protección de los Defensores de Derechos Humanos sobre las agresiones y amenazas, incluidas amenazas 


de muerte, que están sufriendo los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, defensores de los derechos 


indígenas y miembros de las comunidades Bribri y Bröran de los territorios indígenas de Salitre y de 


Térraba respectivamente, ambos situados en la provincia de Puntarenas.  


Según la información recibida, el 21 de julio de 2020, mientras el Sr. José Enrique Ortiz, defensor indígena 


Bribri, se dirigía al centro de salud de Salitre, fue amenazado y agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo 


Figueroa Uva, quien profirió insultos contra él y su familia e hizo referencia a la denuncia presentada 


contra su hermano, el Sr. Eliodoro Figueroa Uva.  


Los hermanos Figueroa Uva son miembros de una familia no indígena que habría llevado a cabo múltiples 


agresiones y amenazas contra la comunidad Bribri de Salitre y la comunidad Brörán en los últimos años, 


incluidos intentos de asesinato, destrucción de viviendas e incendio intencionado de cultivos. En este 


sentido, el 9 de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal contra el 


Sr. Eliodoro Figueroa Uva, tras la denuncia interpuesta por el Sr. Enrique Ortiz y su cuñado y líder indígena 


Bribri, el Sr. Minor Ortiz, quienes habrían sido atacados con arma de fuego por el Sr. Eliodoro Figueroa 


Uva el mismo 9 de febrero. Asimismo, el juez impuso medidas cautelares al Sr. Eliodoro Figueroa Uva 


mientras se desarrollan las investigaciones, consistentes en no perturbar ni intimidar a la comunidad 


indígena Bribri de Salitre. Por otra parte, el Sr. Heleodoro Figueroa Díaz, padre de los hermanos Figueroa 


Uva, tiene múltiplos procesos abiertos en su contra en sede agraria relacionados con el conflicto con la 


comunidad Bribri de Salitre.  


De acuerdo con la misma información, el 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín, ubicada en el 


territorio indígena de Térraba y recuperada por el pueblo indígena Brörán, fue invadida por un grupo de 
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personas desconocidas junto con la Sra. Hilda Granados, quien regenta irregularmente un restaurante en 


dicho territorio indígena. Los agresores introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañando el suelo y 


deforestando media hectárea del terreno. Un grupo de personas indígenas Brörán fue amenazado, tras 


apersonarse al lugar para proteger pacíficamente su territorio. Asimismo, el Sr. Pablo Sibar, líder indígena 


Brörán, fue amenazado de muerte por un individuo desconocido, quien le dijo que tenía garantizada una 


recompensa por su asesinato.  


Tras ser alertada por las víctimas de las agresiones, la policía local acudió al lugar de los hechos para 


negociar con el grupo de agresores su salida del territorio indígena. Sin embargo, y a pesar de la gravedad 


de las agresiones, no se llevó a cabo ninguna detención y tampoco se ha permitido a las personas 


agredidas tener acceso al contenido del informe policial.  


Según informa el Observatorio dichas amenazas y agresiones contra las personas defensoras de los 


derechos Bribri y Brörán se enmarcan en un patrón de ataques contra los pueblos indígenas de Salitre y 


Térraba cuyo origen radica en la falta de identificación, delimitación y demarcación efectiva de sus 


territorios.  


En este sentido, de acuerdo con lo establecido en Ley Indígena de Costa Rica, los territorios indígenas son 


inalienables e imprescriptibles, no transferibles y exclusivos para las comunidades indígenas que las 


habitan. Asimismo, el Estado tiene la obligación de reubicar a las personas no indígenas que se encuentren 


en territorios indígenas y, en caso de que se produzca una invasión de dichos territorios, la obligación de 


proceder al desalojo de los ocupantes ilegales. Sin embargo, la falta de implementación adecuada de dicha 


ley ha generado un conflicto por la tenencia de la tierra entre pueblos indígenas y personas no indígenas 


con graves consecuencias para la comunidad Bribri de Salitre y la comunidad de Brörán y sus liderazgos, 


quienes han sido sometidos a amenazas, ataques contra su vida e integridad física y a ocupaciones ilegales 


de sus territorios desde 2012.  


En 2015, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a través de la Resolución 16/15 otorgó 


medidas cautelares a favor de los pueblos indígenas Bribri y Brörán. Sin embargo, las medidas de 


protección adoptadas por Costa Rica se han mostrado ineficaces y los ataques contra ambas comunidades, 


así como la ocupación ilegal de sus tierras, han continuado con total impunidad, incluidos los asesinatos 


el 18 de marzo de 2019 del líder indígena Bribri Sergio Rojas Ortiz, y del líder indígena Brörán Jehry Rivera 


Rivera el 24 de febrero de 2020.  


Desde la APDHE, condenamos las amenazas y agresiones contra las personas defensoras de los derechos 


de los pueblos indígenas Bribri y Brörán. Por ello, instamos a las autoridades de Costa Rica a:  


• Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la seguridad y la integridad 


física y psicológica de los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, así como la del conjunto de las 


comunidades indígenas de Salitre y Térraba;  


• Llevar a cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e imparcial, en torno a todas las 


circunstancias de los hechos arriba denunciados, con el fin de identificar a los responsables, llevarlos ante 


un tribunal competente, independiente, justo e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o 


administrativas previstas por la ley;  


• Adoptar de manera urgente medidas para generar seguridad jurídica en los territorios de los pueblos 


indígenas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 14 del Convenio 169 de la Organización 


Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales y en la Ley 6172 de Costa Rica;  


• Prevenir y resarcir todo acto que tenga como objeto o consecuencia la posible desposesión de sus tierras, 


territorios o recursos, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas 


sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas;  


• Impulsar una política pública integral de protección a las personas defensoras de derechos humanos que 


incluya componentes de protección, prevención y lucha contra la impunidad a través de un proceso amplio 







22 
 


y participativo, en particular que cuente con un enfoque diferencial y étnico que tome en cuenta las 


necesidades de las personas defensoras de los derechos indígenas.  


• Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos, 


adoptada por la Asamblea General de la ONU el 9 de diciembre de 1998, en particular en lo referente al 


artículo 1, 5.a y 12.2;  


• De manera general, garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales en 


todo el país, de conformidad con las normas internacionales de derechos humanos ratificadas por Costa 


Rica.  


Madrid (España), 3 de agosto de 2020 


 El comunicado será puesto en conocimiento de las jefaturas institucionales involucradas para que procedan 


conforme a sus competencias. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales de priorización en la 


atención de los procesos vinculados con población indígenas en aplicación de la normativa nacional e internacional 


que regula sus derechos. Se omite referencia concreta a procesos judiciales al existir prohibición legal pues no es 


parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas.” 


OFICIO 


DVV-S1-0101-2020.pdf
 


La Asociación Pro-Derechos Humanos de España remitió acuse de recibido del Oficio DVV-S1-0101-2020. 


 


La Comisión de la Jurisdicción Penal en comunicado electrónico del 28 de agosto de 2020 remitió el Oficio CJP 180-2020 a la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y a la Fiscalía General, en relación con el correo electrónico enviado 


por ésta en el que hace de conocimiento el oficio enviado por la Asociación Pro-Derechos Humanos de España el pasado 3 de 


agosto, relacionado con las personas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. En el 


documentos se señala, entre otras cosas, que “… esta Comisión considera importante instar -dentro del marco de respeto de 


su independencia funcional- al Organismo de Investigación Judicial y al Ministerio Público del Poder Judicial, para que las 


investigaciones relacionadas con los hechos expuestos, se lleven a cabo como lo exige nuestra legislación con eficacia y 


eficiencia, con el fin de que las denuncias por actos delictivos contra los grupos indígenas sean esclarecidas conforme a la 


legalidad y se evite la impunidad a la que  con preocupación hace referencia la Asociación Pro Derechos Humanos  de España. 


La investigación transparente de estos asuntos constituye un pilar fundamental en un sistema democrático como el nuestro, 


en el que la población indígena es un componente humano sustancial de nuestra identidad y multiculturalidad costarricense, 


y responde sin lugar a duda al discurso uniforme de los poderes estatales de brindar especial protección y amparo a estos 


grupos vulnerables y vulnerabilizados.” 


 


CJP180-2020.pdf


 
SE ACUERDA:  


 


1° Se toma nota del comunicado electrónico del 3 de agosto de 2020, 6:13 a.m., remitido por la Asociación Pro-Derechos 


Humanos de España sobre el tema: “Carta sobre las agresiones y amenazas que sufren los señores José Enrique Ortiz y Pablo 


Sibar” solicitando la intervención del Poder Ejecutivo y al Poder Judicial en relación con las agresiones y amenazas que están 


sufriendo los señores José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, defensores de los derechos indígenas; concretamente se insta a las 


autoridades de Costa Rica a: 


 


• Adoptar de manera inmediata las medidas más apropiadas para garantizar la seguridad y la integridad física y psicológica 


de los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, así como la del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba;  
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• Llevar a cabo una investigación independiente, inmediata, exhaustiva e imparcial, en torno a todas las circunstancias de los 


hechos arriba denunciados, con el fin de identificar a los responsables, llevarlos ante un tribunal competente, independiente, 


justo e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o administrativas previstas por la ley;  


 


• Adoptar de manera urgente medidas para generar seguridad jurídica en los territorios de los pueblos indígenas, de acuerdo 


con lo establecido en el artículo 14 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 


Tribales y en la Ley 6172 de Costa Rica;  


 


• Prevenir y resarcir todo acto que tenga como objeto o consecuencia la posible desposesión de sus tierras, territorios o 


recursos, conforme a lo establecido en el artículo 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 


Indígenas;  


 


• Impulsar una política pública integral de protección a las personas defensoras de derechos humanos que incluya 


componentes de protección, prevención y lucha contra la impunidad a través de un proceso amplio y participativo, en particular 


que cuente con un enfoque diferencial y étnico que tome en cuenta las necesidades de las personas defensoras de los derechos 


indígenas.  


• Asegurar la aplicación de lo dispuesto por la Declaración sobre los Defensores de los Derechos Humanos, adoptada por la 


Asamblea General de la ONU el 9 de diciembre de 1998, en particular en lo referente al artículo 1, 5.a y 12.2;  


 


• De manera general, garantizar el respeto por los derechos humanos y las libertades fundamentales en todo el país, de 


conformidad con las normas internacionales de derechos humanos ratificadas por Costa Rica.  


 


2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-101-2020 emitido por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, dirigido a la Asociación Pro-


Derechos Humanos de España, en el que se informa que el comunicado será puesto en conocimiento de las jefaturas 


institucionales involucradas para que procedan conforme a sus competencias. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos 


institucionales de priorización en la atención de los procesos vinculados con población indígenas en aplicación de la normativa 


nacional e internacional que regula sus derechos. Se omite referencia concreta a procesos judiciales al existir prohibición legal 


pues no es parte de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas; y del acuse de recibido 


que de dicho comunicado remitió la Asociación Pro-Derechos Humanos de España.  


 


3° Se toma nota del Oficio N° CJP 180-2020 de 28 de agosto de 2020, remitido por la Magistrada Patricia Solano, Coordinadora 


de la Comisión de la Jurisdicción Penal y se dispone a trasladar el oficio en referencia a la Fiscalía General y al Organismo de 


Investigación Judicial para su conocimiento.  


 


4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad. Comuníquese a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho 


de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Fiscalía General y Dirección del Organismo de 


Investigación Judicial por medio de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


 


ARTICULO VII 


 


El Lic. Carlos T. Mora Rodríguez, Secretario General a.i. de la Corte Suprema de Justicia, en Ofício N° 7142-2020 de 31 de 


julio de 2020, informó:  


 


“Con instrucciones del señor Presidente de la Corte, Magistrado Cruz, adjunto le remito correo electrónico de fecha 


29 de julio en curso, en que el señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, remite Carta abierta 


a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la población Bribri y Brörán; para su estudio e informe. 


Se adjuntan los archivos.”  


 


Carta abierta a las 


autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra los Bribri y Brörán.msg
 


RV Carta abierta a 


las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra los Bribri y Brörán.msg
 


 


Con antelación a que se recibiera la solicitud de la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, la gestión del señor James 


Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, denominada Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las 


agresiones contra la población Bribri y Brörán, había sido contestada por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora 


de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas mediante Oficio N° DVV-S1-096-2020 de 30 de julio de 2020 
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a la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples Programme, con copia a la Presidencia de la Corte Suprema 


de Justicia, Despacho de la Presidencia, Fiscalía General, Comisión de Acceso a la Justicia y Unidad de Acceso a la Justicia, 


indicándose:  


“… el comunicado denominado “Carta Abierta a las Autoridades de Costa Rica” dirigido por el señor James 


Whitehead, Director de Forest Peoples Programme a algunos de los Magistrados y las Magistradas y a la Fiscalía 


General de la Corte Suprema de Justicia, entre otras personas, será puesto en conocimiento de las principales 


jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho.  


Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a 


la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de 


la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que 


representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional 


e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados 


pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia.  


Los comunicados que se remitan, vinculados con su gestión, le serán debidamente copiados para la trazabilidad 


debida…” 


 


OFICIO 


DVV-S1-0096-2020.pdf
 


 


Por su parte, la licenciada Tatiana García Chaves, Fiscala de Asuntos Indígenas, mediante Oficio 158-FAI-2020 de 30 de julio 


de 2020 informó a la Fiscalía General y ésta dio respuesta a la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples 


Programme, sobre lo solicitado. 


 


Contestación de 


Carta Abierta.pdf
 


 


Por su parte la Defensa Pública envió el oficio JEFDP-1027-2020 en el que acusa recibido del Oficio N° DVV-S1-0096-2020. 


 


JEFDP-1027-2020.d


oc
 


 


Posteriormente, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas respondió la solicitud enviada por la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en Oficio DVV-S1-0113-2020, el 


cual fue copiado a la Comisión de Acceso a la Justicia.  


 


Oficio 


DVV-S1-0113-2020.pdf
 


 


Se delibera ampliamente sobre el tema y se dispone: 


 


SE ACUERDA:  


1° Se toma nota del Oficio 7142-2020 del 31 de julio de 2020 remitido por el licenciado Carlos T. Mora Rodríguez, Secretario 


General a.i. de la Corte Suprema de Justicia, en el que comunica, con instrucciones del señor Presidente de la Corte Suprema 


de Justicia el correo electrónico de fecha 29 de julio de 2020 que contiene el comunicado del señor James Whitehead, Director 


de Forest Peoples Programme, sobre “Carta abierta a las autoridades de Costa Rica sobre las agresiones contra la población 


Bribri y Brörán”; para estudio e informe; así como del Oficio DVV-S1-0113-2020 en el que la Magistrada Damaris Vargas 


Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas da respuesta a la Presidencia de la 


Corte Suprema de Justicia, Secretaría General de la Corte y Comisión de Acceso a la Justicia, el cual se comparte por la referida 


Subcomisión. 
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2° El comunicado del señor James Whitehead, Director de Forest Peoples Programme, sobre “Carta abierta a las autoridades 


de Costa Rica sobre las agresiones contra la población Bribri y Brörán”  fue enviado directamente a varias oficinas instituciones, 


con ocasión de lo cual, la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de 


Pueblos indígenas, remitió Oficio DVV-S1-096-2020 a la señora Nathalia Ulloa Castillo, Asesora Legal de Forest Peoples 


Programme, dando respuesta; de la misma forma que lo hizo la Fiscalía de Asuntos Indígenas mediante Oficio 158-FAI-2020 


de 30 de julio de 2020 emitido por esa Fiscalía, dirigido a la Fiscalía General; y la Defensa Pública en Oficio JEFDP-1027-2020 


acusó recibido del mismo. 


 


3° Se declara firme este acuerdo y se dispone a comunicarlo a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de 


la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Comisión de Acceso a la Justicia, Fiscalía General y 


Defensa Pública, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


 


 


 


ARTÍCULO VIII 


 


La Máster Melisa Benavides Víquez hace del conocimiento la gestión formulada por el señor David Zúñiga Reyes, quien indica 


es indígena. Concretamente, indica: 


 


“Por medio este medio le informo que hace unos minutos se comunicó el señor David Zúñiga Reyes, él es una persona 


privada de libertad recluida en el Centro Penitenciario de Pérez Zeledón, perteneciente al grupo étnico Cabécar y además 


es Director de un Proyecto en la comunidad de Ujarrás asimismo se refiere: 


 


1. Me indica que posee una denuncia en la Fiscalía de Buenos Aires por presunto robo de tierras en concreto 


hacia la propiedad  que se conoce como Anidetac-Namajula que es suya, él manifiesta que este proceso ha 


sido desestimado y de poco interés para brindarle la gestión necesaria, asimismo comenta que manifestó en 


reiteradas ocasiones que este proceso debía ser conocido en San José por la magnitud de este, propiamente 


para que sea conocido por un Tribunal Imparcial sin embargo en sus palabras el mismo fue interpuesto en 


conjunto con personas blancas. Indica que en el punto 4 de esta denuncia manifiesta temor por su patrimonio, 


su vida y la de sus seres queridos. 


Le pregunte si había manifestado esta disconformidad con la persona defensora pública designada a su caso 


pero indica que considera que la misma en su parecer no es fiar porque no es imparcial, asimismo indica que 


los señores Edgar Ramírez, Daniel Villalobos Araya y la señora Tatiana García tienen conocimiento de su caso 


y que en sus palabras “no han hecho nada” y que inclusive les brindan colaboración a estas personas blancas 


que le quieren despojar su terreno, por lo que solicita direccionar el caso la Fiscalía de Probidad o a la de 


Delitos Conexos, revise en el sistema se registra la Fiscalía Adjunta de Probidad, Transparencia y 


Anticorrupción y la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico y Delitos Conexos. En este sentido considera estar en un 


total estado de indefensión y que inclusive sintió presión de parte de los funcionarios del Centro Penitenciario 


para no interponer este proceso. 


2. También manifiesta tener un proceso en la Fiscalía del I Circuito Judicial de San José contra el señor Daniel 


García Araya bajo el número de expediente 19-284-1220-PE, por lo que el caso debe ser manejado con 


discreción y no debe ser conocido por la Fiscalía de Asuntos Indígenas según su criterio. 


 


Pongo en conocimiento de esta situación a su persona para lo corresponda. Agradezco la atención brindada. Muy 


cordialmente,” 


 


 


Agregó la señora Benavides: 


 


“Reciban un saludo. El día de hoy don David Zúñiga Reyes se comunicó con la Unidad de Acceso y conversó con la 


funcionaria Katherine Salazar Duarte. Ella me hace de conocimiento lo manifestado por el señor Zúñiga mediante 


un informe que se adjunta el correo abajo el cual hago de su conocimiento y salvo mejor criterio, sugiero que desde 


la Unidad de Acceso se mande a Fiscalía General y la Contraloría de Servicios de Pérez Zeledón.” 
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SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la gestión formulada a la Unidad de Acceso a la Justicia por el señor David Zúñiga Reyes, 


quien indica es una persona indígena privada de libertad recluida en el Centro Penitenciario de Pérez Zeledón, perteneciente 


al grupo étnico Cabécar y, además, es Director de un Proyecto en la comunidad de Ujarrás. 2° Comunicar a la Comisión de 


Acceso a la Justicia que la gestión del señor Zúñiga Reyes escapa de las competencias de la Subcomisión de Acceso a la 


Justicia de Pueblos Indígenas al no poder involucrarse con casos concretos. 3° La representante de la Defensa Pública dará 


seguimiento a esta gestión en lo relacionado con la atención de la defensa pública y de estimarlo necesario remitirá un informe. 


4° Se declara acuerdo firme por unanimidad y se dispone comunicado a la Comisión de Acceso a la Justicia con la colaboración 


de la Unidad de Acceso a la Justicia. La Fiscala Indígena Tattiana García se abstuvo de participar en la deliberación y votación. 


- 


 


 


ARTICULO IX 


La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación remitió el Oficio 1679-DTI-2020 de 31 de agosto de 2020 a la 
Unidad de Acceso a la Justicia, que literalmente indica: 
   


“En respuesta al oficio CACC-275-2020, con fecha del 25 de junio del 2020, donde se le solicita a la Dirección de 
Tecnología de Información y Comunicaciones: 


 
Se le solicita a la Dirección de Tecnología de la Información colaboración para que las alertas sean más 
efectivas de acuerdo con sus experticias mediante la automatización de datos. Además, solicitar a la DTI 
la creación de una alerta especial, aparte de la ya existente, en el caso de procesos judiciales en los que 
intervengan personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el 
Estado, que permita la trazabilidad de esos procesos para verificar se les dé la prioridad respectiva en la 
tramitación y resolución 
 


Se detalla que la automatización de las alertas va a depender de una alimentación inicial por parte de las oficinas 
en los sistemas, basados en esta información, se desarrollaron las alertas existentes en los sistemas utilizados en la 
tramitación de expedientes judiciales. 
 
En cuanto a una mejora que permita identificar los expedientes judiciales donde participen personas indígenas 
beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el estado, la misma estaría contemplándose para 
realizarse en el Sistema Integral de Procesos Jurisdiccionales (SIAGPJ), la misma se estaría analizando durante el 
segundo semestre del 2021. 
 


SE ACUERDA:  1° Se toma nota del Oficio 1679-DTI-2020 de 31 de agosto de 2020 remitido por la Dirección de Tecnología 


de la Información y Comunicación a la Unidad de Acceso a la Justicia en respuesta al oficio CACC-275-2020, con fecha del 25 


de junio del 2020, donde se le solicita a esa Dirección colaboración para que las alertas sean más efectivas de acuerdo con 


sus experticias mediante la automatización de datos. Además, la creación de una alerta especial, aparte de la ya existente, en 


el caso de procesos judiciales en los que intervengan personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la 


CIDH contra el Estado, que permita la trazabilidad de esos procesos para verificar se les dé la prioridad respectiva en la 


tramitación y resolución; donde se informa que la automatización de las alertas va a depender de una alimentación inicial por 


parte de las oficinas en los sistemas; y que la mejora que permita identificar los expedientes judiciales donde participen 


personas indígenas beneficiarias de las medidas cautelares 321-12 de la CIDH contra el estado, estaría contemplándose para 


realizarse en el Sistema Integral de Procesos Jurisdiccionales (SIAGPJ), durante el segundo semestre del 2021. 2° En 


seguimiento de la Circular 188-19 de Corte Plena, solicitar al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación y a la 


Dirección de Tecnología de la Información mejorar los indicadores vinculados con la población indígena, concretamente, 


cambiar las variables consignadas en grupo étnico en el Sistema de Gestión y en el Sistema de Seguimiento de Casos, para 


que se cambien los catálogos y se estandaricen en ambos; especialmente, la eliminación de conceptos discriminatorios y la 


incorporación de variables respetuosas de los derechos humanos de las personas indígenas, en especial a las beneficiarias de 


las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad y se dispone a 


comunicarlo al Subproceso de Estadística de la Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información y 


Comunicación y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


 


ARTÍCULO X 


 


La señora Montse Fenosa de la organización Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura (ACAT España) remitió 


comunicado electrónico el 31 de julio de 2020, 2:17 p. m., a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la 


Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el que señaló: 
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“Sra. Magistrada, 


 Como ACAT España le adjuntamos una carta muy preocupados por las agresiones y amenazas, incluidas amenazas 


de muerte, contra los Sres. José Enrique Ortiz, defensor indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena 


Brörán de Térraba, en Puntarenas. 


Esperando su atención, nos despedimos atentamente. 


En nombre de la Junta, 


Montserrat Fenosa Choclán” 


 


En nota adjunta se indica: 


 


“… Como ACAT España/Catalunya hemos recibido con profunda preocupación información desde el Observatorio 


para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos, sobre las agresiones y amenazas, incluidas amenazas 


de muerte, contra los Sres. José Enrique Ortiz, defensor indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena 


Brörán de Térraba, en Puntarenas. 


El 21 de julio de 2020, cuando el Sr. José Enrique Ortiz se dirigía al centro de salud de Salitre, fue amenazado y 


agredido verbalmente por el Sr. Rodrigo Figueroa Uva, insultándole a él y su familia refiriéndose a la denuncia 


presentada contra su hermano, el Sr. Eliodoro Figueroa Uva.  


Esta denuncia es consecuencia de que los hermanos Figueroa Uva, de una familia no indígena, realizaron múltiples 


agresiones y amenazas contra las comunidades Bribri de Salitre y Brörán desde 2012: intentos de asesinato, 


destrucción de viviendas e incendio intencionado de cultivos, ocupación ilegal por lo que, en 2015, la CIDH otorgó 


medidas cautelares (MC 16/15) a estas comunidades. Las medidas de protección adoptadas por Costa Rica han sido 


ineficaces contra los ataques y la ocupación ilegal, incluidos los asesinatos el 18/03/2019 del líder Bribri Sergio 


Rojas Ortiz, y del líder Brörán Jehry Rivera Rivera el 24/02/2020. 


El 9 de febrero de 2020, el Organismo de Investigación Judicial abrió una causa penal contra el Sr. Eliodoro Figueroa 


Uva, tras la denuncia de un ataque con arma de fuego contra el Sr. José Enrique Ortiz y su cuñado y líder indígena 


Bribri, el Sr. Minor Ortiz, por el Sr. Eliodoro Figueroa Uva ese día. Mientras se investiga, al Sr. Eliodoro Figueroa 


Uva se le prohibió perturbar o intimidar a la comunidad Bribri de Salitre. Además, el Sr. Heleodoro Figueroa Díaz, 


padre de los hermanos Figueroa Uva, tiene múltiples procesos abiertos en su contra en sede agraria relacionados 


con el conflicto con la comunidad Bribri de Salitre. 


El 27 de julio de 2020, la finca de Crun Shurín del territorio indígena de Térraba, recuperada por el pueblo indígena 


Brörán, fue invadida por desconocidos junto con la Sra. Hilda Granados, quien regenta irregularmente un restaurante 


en ese territorio indígena. Introdujeron maquinaria agrícola pesada, dañaron el suelo y deforestaron media hectárea 


de terreno. Amenazaron al grupo de personas indígenas Brörán que llegó al lugar a proteger pacíficamente su 


territorio. El Sr. Pablo Sibar, fue amenazado de muerte diciéndole que tenía garantizada una recompensa por su 


asesinato.  Llegó la policía local, negoció la salida del grupo de agresores, pero sin detener a ningún agresor ni 


permitir a las agredidas el acceso al informe policial, a pesar de la gravedad.   


Por todo lo anterior, la ACAT rechaza firmemente estas amenazas y agresiones contra las personas defensoras de 


los derechos de los pueblos indígenas Bribri y Brörán, cuyo origen radica en la falta de identificación, delimitación y 


demarcación efectiva de sus territorios y urge a las autoridades costarricenses a tomar de manera urgente las 


medidas necesarias para: 


  


-         garantizar la seguridad e integridad física y psicológica de los Sres. José Enrique Ortiz y Pablo Sibar, y la 


del conjunto de las comunidades indígenas de Salitre y Térraba; 


-         investigar de manera independiente, exhaustiva e imparcial los hechos arriba mencionados, para juzgar a los 


responsables ante un tribunal competente, independiente e imparcial y aplicarles las sanciones penales y/o 


administrativas previstas por la Ley; 


-         la seguridad jurídica en los territorios indígenas y prevenir y resarcir de la desposesión según el art.14 del 


Convenio 169 OIT, la Ley 6172 de Costa Rica y el art.8 de la Declaración ONU sobre los Derechos de los Pueblos 


Indígenas;  


-         impulsar una política participativa de protección, prevención de agresiones a los defensores de DH y lucha 


contra la impunidad con enfoque diferencial y étnico, incluyendo las necesidades de las personas defensoras 


indígenas.  


 


Reciba nuestros respetuosos saludos.  


Por la Junta, 
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Montserrat Fenosa Choclán” 


 


200731_CR-am2.Ort


iz-Sibar.amC-SCJCR.doc
 


 


 


La magistrada Damaris Vargas Vásquez mediante Oficio DVV-S1-0105-2020 de 6 de agosto de 2020, dio respuesta a la gestión 


anterior, informando:  


 


 “Hago de su conocimiento que su gestión será puesta en conocimiento -con copia a usted- de las principales 


jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de que, conforme a sus competencias, procedan conforme. Además, 


debo indicarle que para el Poder Judicial de Costa Rica la atención de los procesos judiciales vinculados con población 


indígena en general, y concretamente la beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, 


es una prioridad conforme a los lineamientos institucionales acordes a la normativa nacional e internacional…”. 


  


OFICIO 


DVV-S1-0105-2020.pdf
 


 


Como respuesta al traslado que se hizo a las principales jefaturas institucionales, la licenciada Tatiana García Chávez, Fiscalía 


Adjunta de Asunto Indígenas, remitió la siguiente información: 


 


200731_CR-am2.Ort


iz-Sibar.amC-SCJCR.doc
 


Correo enviado a 


ACAT España.pdf
 


 


Por su parte, la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función 


Jurisdiccional envió el Oficio N° 297-CACMFJ-JEF-2020 mediante el cual da seguimiento a la gestión formulada por la señora 


Monserrat Fenosa Chaclán, de ACAT España vinculada con el cumplimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH 


contra el Estado. 


 


297-CACMFJ-JEF-20


20.docx
 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por la señora Montse Fenosa el 31 de julio de 2020, 2:17 p. m., en 


el que informa sobre la preocupación de la organización Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura (ACAT 


España/Catalunya) por las agresiones y amenazas, incluidas amenazas de muerte, contra los Sres. José Enrique Ortiz, defensor 


indígena Bribri de Salitre y Pablo Sibar, líder indígena Brörán de Térraba, en Puntarenas, según información del Observatorio 


para la Protección de los Defensores de Derechos Humanos. 2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0105-2020 de 6 de agosto 


de 2020 en el que la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas da respuesta a la señora Montse Fenosa de ACAT España/Catalunya informando que la gestión sería puesta en 


conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial para que lo tomen en consideración conforme a sus competencias, 


y agrega, para el Poder Judicial de Costa Rica la atención de los procesos judiciales vinculados con población indígena en 


general, y concretamente la beneficiaria de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, es una prioridad 


conforme a los lineamientos institucionales acordes a la normativa nacional e internacional. 3° Se toma nota del comunicado 


enviado el 31 de julio de 2020 por la Fiscalía de Asuntos Indígenas a ACAT España/Catalunya reiterando el compromiso por 


parte del Ministerio Público de atender e investigar los hechos delictivos, que se susciten de forma seria, exhaustiva y objetiva; 


y del comunicado enviado por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y 


Mejoramiento de la Función Jurisdiccional mediante Oficio N° 297-CACMFJ-JEF-2020 en el que se refiere a acciones 
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institucionales. 4° Se declara firme este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo a la señora Montse Fenosa de 


Acción de los Cristianos para la Abolición de la Tortura (ACAT España/Catalunya), Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, 


Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Comisión de Acceso a la Justicia, Fiscalía 


General y Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, con la colaboración de la Unidad de 


Acceso a la Justicia. - 


 


 


ARTÍCULO XI 


 


La licenciada Karen Leiva Chavarría, jefa de la Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones del Poder Judicial el 


miércoles, 29 de julio de 2020, envió el siguiente comunicado: 


 


“Atendiendo indicaciones del señor Roger Mata Brenes, director del Despacho de la Presidencia, me permito remitir 


para su estimable conocimiento y lo que en derecho corresponda, comunicación recibida del señor Temistocles 


Guerra Vargas, Vocería de Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin. 


 


No omito informarle que el señor Guerra Vargas, en representación de sociedad civil integra la Comisión 


Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos 


CIIDDHH EPC que lidera el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto.” 


 


De: COMISION DHOSC <comisiondhosc@gmail.com>  


Enviado el: miércoles, 29 de julio de 2020 08:52 


Para: Comisión Interinstitucional para el Seguimiento DDHH <CIIDDHH@rree.go.cr>; Linyi Baidal Sequeira 


<lbaidal@rree.go.cr>; Melissa Lorincz Sosa <mlorincz@rree.go.cr>; Karen Leiva Chavarría <kleiva@Poder-


Judicial.go.cr>; Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial <ocri@Poder-


Judicial.go.cr>; Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr>; defensoria@dhr.go.cr; Inti Ardon 


<iardon@dhr.go.cr>; ministrominae@minae.go.cr; Despacho de la Presidencia de la Corte 


<despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>; Angelica Solera <asolera@dhr.go.cr>; Temístocles Guerra Vargas 


<comunicaciones.ads@gmail.com>; COMISION DHOSC <comisiondhosc@gmail.com> 


Asunto: ALERTA - USURPADORES INVADEN CRUN SHURIN EN TÉRRABA. - AMENAZAN DE MUERTE A 


RECUPERADORES 


 


Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos 


Humanos 


 


Secretaría Ejecutiva 


CIIDDHH 


Sra.Linyi Baidal Sequeira 


Presente. 


 


 


Desde la Vocería nos preocupa que se sigan dando amenazas directas a los habitantes de los Pueblos Indígenas. 


 


La violación de Derechos Humanos en tiempos de Cov2019 se acrecienta cada vez más sin resultados favorables 


hacia nuestras poblaciones vulnerables. 


 


Hacemos este llamado a las Autoridades Jurídicas y pertinentes a intervenir lo más pronto posible, NO QUEREMOS 


MAS MUERTES DE LIDERES INDÍGENAS. 


 


El lunes 27 de julio de 2020. Desde antes del medio de hoy 27 de julio, la usurpadora Hilda Granados, su pareja e 


hija, introdujeron maquinaria pesada en el terreno recuperado Crun Shurin en el territorio de Térraba. 


 


Los invasores metieron un tractor y removieron la vegetación y suelo, afectando aproximadamente media 


hectárea, además cortaron varios árboles y vegetación en la margen del Río Grande de Térraba. 


 


Las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin se hicieron presentes reclamando sus derechos, la maquinaria fue 


retirada; pero al ser las 3:00 de la tarde Hilda Granados y demás invasores se niegan a salir del terreno 


recuperado. En el lugar se encuentran 2 oficiales de la Fuerza Pública. 
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Aproximadamente a las 2:30 p.m., el hombre que acompaña a Hilda Granados le dijo a los recuperadores Brorän 


Pablo Sibas Sibas y Roberth Morales Villafuerte "que a él le daban un premio si los mataba". 


 


El terreno directamente afectado es el de Vinicio Navas Nájera, la invasión y destrucción se dio en la parte 


colindante con el Río Térraba, ubicada 50 mts norte del puente sobre el Río Escuadra. 


 


Las y los Recuperadores Brorän de Crun Shurin, exigimos del Estado de Costa Rica: 


 


1. El retiro inmediato de Hilda Granado (quien ocupa ilegalmente dentro del Territorio Térraba, el Bar y Cabinas 


Hilda) y sus acompañantes del lugar de los hechos. 


2. Se realicen las investigaciones administrativas y judiciales pertinentes (MINAE y Poder Judicial) para establecer 


las responsabilidades y sanciones correspondientes por los daños ambientales, amenazas y otros posibles delitos. 


 


Atentamente, 


Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin. 


Temistocles Guerra Vargas 


Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos 


Humanos CIIDDHH EPC 


Vocería. 


Tel:(506)72638798 


E-mail: comisiondhosc@gmail.com 


comunicaciones.ads@gmail.com” 


 


 


La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en atención al correo enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones 


Internacionales y del Despacho de la Presidencia remitió Oficio DVV-S1-0097-2020 de 30 de julio de 2020 al señor Temistocles 


Guerra Vargas, Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin, Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación 


de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC, que literalmente indica:  


 


“Señor 


Temistocles Guerra Vargas 


Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin 


Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones 


internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC 


Estimado Señor: 


Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de comunicarle que la Oficina de Cooperación y Relaciones 


Internacionales del Poder Judicial me envió el 29 de julio de 2020 un oficio en el que remite para mi conocimiento 


el comunicado dirigido por usted, atendiendo indicaciones del señor Roger Mata Brenes, director del Despacho de 


la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia. 


Con ocasión de lo anterior, se toma nota del comunicado electrónico dirigido por la organización que usted indica 


representa, del miércoles 29 de julio de 2020, a las 08:52 horas, enviada a la Comisión Interinstitucional para el 


Seguimiento DDHH; Linyi Baidal Sequeira; Melissa Lorincz Sosa; Karen Leiva Chavarría; Oficina de Cooperación y 


Relaciones Internacionales del Poder Judicial; Presidencia de la Corte; Defensoría de los Habitantes de la República; 


Inti Ardon; Ministerio de Ambiente y Energía; Despacho de la Presidencia de la Corte; Angelica Solera; y COMISION 


DHOSC, mediante asunto denominado “ALERTA - USURPADORES INVADEN CRUN SHURIN EN TÉRRABA. - 


AMENAZAN DE MUERTE A RECUPERADORES”.  


 


En dicho comunicado se señala literalmente: 


 


“Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de 


Derechos Humanos 


 


Secretaría Ejecutiva 



tel:(506)72638798
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CIIDDHH 


Sra.Linyi Baidal Sequeira 


Presente. 


 


Desde la Vocería nos preocupa que se sigan dando amenazas directas a los habitantes de los Pueblos 


Indígenas. 


 


La violación de Derechos Humanos en tiempos de Cov2019 se acrecienta cada vez más sin resultados 


favorables hacia nuestras poblaciones vulnerables. 


 


Hacemos este llamado a las Autoridades Jurídicas y pertinentes a intervenir lo más pronto posible, NO 


QUEREMOS MAS MUERTES DE LIDERES INDÍGENAS. 


 


El lunes 27 de julio de 2020. Desde antes del medio de hoy 27 de julio, la usurpadora Hilda Granados, su 


pareja e hija, introdujeron maquinaria pesada en el terreno recuperado Crun Shurin en el territorio de 


Térraba. 


 


Los invasores metieron un tractor y removieron la vegetación y suelo, afectando aproximadamente media 


hectárea, además cortaron varios árboles y vegetación en la margen del Río Grande de Térraba. 


 


Las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin se hicieron presentes reclamando sus derechos, la 


maquinaria fue retirada; pero al ser las 3:00 de la tarde Hilda Granados y demás invasores se niegan a 


salir del terreno recuperado. En el lugar se encuentran 2 oficiales de la Fuerza Pública. 


 


Aproximadamente a las 2:30 p.m., el hombre que acompaña a Hilda Granados le dijo a los recuperadores 


Brorän Pablo Sibas Sibas y Roberth Morales Villafuerte "que a él le daban un premio si los mataba". 


 


El terreno directamente afectado es el de Vinicio Navas Nájera, la invasión y destrucción se dio en la parte 


colindante con el Río Térraba, ubicada 50 mts norte del puente sobre el Río Escuadra. 


 


Las y los Recuperadores Brorän de Crun Shurin, exigimos del Estado de Costa Rica: 


 


1. El retiro inmediato de Hilda Granado (quien ocupa ilegalmente dentro del Territorio Térraba, el Bar y 


Cabinas Hilda) y sus acompañantes del lugar de los hechos. 


2. Se realicen las investigaciones administrativas y judiciales pertinentes (MINAE y Poder Judicial) para 


establecer las responsabilidades y sanciones correspondientes por los daños ambientales, amenazas y 


otros posibles delitos. 


 


Atentamente, 


Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin. 


Temistocles Guerra Vargas 


Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de 


Derechos Humanos CIIDDHH EPC 


Vocería. 


Tel:(506)72638798 


E-mail: comisiondhosc@gmail.com 


comunicaciones.ads@gmail.com” 


 


La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de 


que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho. 


Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a 


la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de 


la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que 


representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los lineamientos institucionales y la normativa nacional 


e internacional que regula la temática, está última de carácter supraconstitucional según reiterados 


pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. 



tel:(506)72638798
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El comunicado que remita, vinculado con su gestión, le será debidamente copiados para la trazabilidad debida.” 


OFICIO 


DVV-S1-0097-2020.pdf
 


El viernes 31 de julio de 2020 la Magistrada Vargas en la condición dicha, envió para conocimiento de las Jefaturas 


Institucionales el siguiente comunicado enviado por el señor Temistocles Guerra Vargas, Recuperadoras/es Brorän de Crun 


Shurin, Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos 


Humanos CIIDDHH EPC, vinculada con las personas indígenas beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH 


contra el Estado. Lo anterior, para lo que corresponda conforme a sus competencias, con copia al señor Guerra Vargas para 


el debido seguimiento. 


El pasado 10 de agosto de 2020 se recibió correo electrónico de METJA Mesa por una Justicia sobre la Invitación a la Sesión 


Virtual de la Mesa de Trabajo por una Justicia Abierta (METJA), en el que se señala: 


“Estimada Magistrada Sra. Damaris Vargas Vásquez 


Acceso a la Justicia 


Subcomisión de Pueblos Indígenas 


Presente. 


 


Un cordial saludo desde la Coordinación de la METJA, en esta sesión correspondiente al Mes de AGOSTO, el 


Próximo Miércoles 19 de agosto a las 3:00PM por Zoom. 


Cómo parte de nuestro seguimiento y monitoreo a las consultas de las Organizaciones y Ciudadanía en nuestras 


sesiones se ha tocado diferentes temas de observación sobre Poblaciones Indígenas y el quehacer institucional del 


Poder Judicial quisiéramos tener la participación de su persona en este acercamiento en la implementación de la 


política de Justicia abierta que se amplía y se mejora en medida que las diferentes poblaciones tengan acceso a la 


información sobre el quehacer público en materia institucional, a través de la Mesa de Trabajo por una justicia 


abierta la participación ciudadana es un pilar fundamental y la generación de espacios y diálogo una forma de 


fortalecer canales de comunicación y transparentar diferentes procesos bajo los principios de la Justicia Abierta. 


Le agradecemos su voluntad por participar en este diálogo interactivo, conocer que hace la institucionalidad en estos 


temas y agregarlo a la Construcción de la Agenda. 


Sus intervenciones en esta sesión nos ayudan a fortalecer los espacios en la mejora de las capacidades, 


acompañamiento, que puedan escuchar de primera mano recoger observaciones desde la perspectiva de género y 


enfoque de DDHH en tiempos del Cov2019 en generar mejores prácticas ciudadanas e institucionales 


Le agradezco su voluntad para esta Mesa de Trabajo por una Justicia Abierta” 


La Magistrada Damaris Vargas Vásquez, informó al sseñor Temistocles Guerra Vargas de la Asociación de Desarrollo Sostenible 


LGTBI Costa Rica (ADS) 


Coordinación METJA: “Reciba un atento saludo. Me siento muy honrada por su invitación. Lamentablemente para la fecha 


indicada ya tengo un compromiso laboral que no puedo desatender. Gracias por su interés en la gestión del Poder Judicial en 


la temática indígena. Le adjunto una Circular que podría guiarle acerca de las acciones estratégicas que se desarrollan. Traslado 


su solicitud al Despacho de la Presidencia y a la Comisión de Acceso a la Justicia por si pueden atender su atenta invitación. 


La Contraloría de Servicios del Poder Judicial designó a la subdirectora de la Contraloría, señora Ericka Chavarría Astorga, para 


participar en la reunión. Posteriormente, la señora Ericka Chavarría Astorga asistió a la audiencia y presentó la siguiente 


información correspondiente a las acciones efectuadas por la institución y relacionadas con las poblaciones indígenas. 
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Informe labores 


2019, Presidencia, Población Indígena.docx
 


CIRCULAR No. 


103-2020.docx
 


121-2020.docx


 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por la Oficina de Cooperación y Relaciones Internaciones del Poder 


Judicial el 29 de julio de 2020 en la que traslada para conocimiento, con instrucciones del Despacho de la Presidencia, la 


gestión formulada por el señor Temistocles Guerra Vargas, Vocería de Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin, quien a la 


vez, en representación de sociedad civil, integra la Comisión Interinstitucional para el seguimiento e Implementación de las 


Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC que lidera el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto. 2° 


Se toma nota del Oficio DVV-S1-0097-2020 de 30 de julio de 2020 enviado por la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la 


condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, a la Presidencia de la Corte 


Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y al señor Temistocles 


Guerra Vargas, Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin, e integrante por la sociedad civil de la Comisión Interinstitucional 


para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC, donde se 


informa que la gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo 


de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho; y se reitera la disposición de la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial de cooperar con las 


coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y 


demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas, de acuerdo a los 


lineamientos institucionales y la normativa nacional e internacional que regula la temática, está última de carácter 


supraconstitucional según reiterados pronunciamientos de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Así mismo, 


del comunicado enviado por la Magistrada Vargas el 31 de julio de 2020 a las principales jefaturas institucionales sobre la 


gestión del señor Guerra Vargas, los cuales se aprueban. 3° Se toma nota de la participación de la Subcontralora del Poder 


Judicial y la entrega de material vinculado con las acciones y los logros de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas en la sesión convocada por el señor Guerra Vargas en la condición dicha, de la Mesa de Trabajo por una Justicia 


Abierta (METJA). 4° Se declaran firmes estos acuerdos por unanimidad y se dispone comunicarlos al señor Temistocles Guerra 


Vargas, Vocería de Recuperadoras/es Brorän de Crun Shurin e integrante por la sociedad civil de la Comisión Interinstitucional 


para el seguimiento e Implementación de las Obligaciones internacionales de Derechos Humanos CIIDDHH EPC, la Presidencia 


de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, Contraloría 


de Servicios y Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia.- 


 


 


ARTÍCULO XII 


 


El señor Gustavo Oreamuno Vignet remitió comunicado electrónico el 29 de julio de 2020 en el que señaló:  


“Reciban un saludo de parte de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de 


Lucha Sur - Sur. 


En comunicados públicos que adjuntamos, denunciamos la invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de 


muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e 


informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al respecto. Solicitamos respuesta a 


nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y sanciones correspondientes.” 


En respuesta a ese comunicado, la Magistrada Vargas Vásquez, remitió el Oficio DVV-S1-0098-2020 de 30 de julio de 2020, 


que literalmente señala: 


“Estimado Señor: 


Tengo el honor de dirigirme a su persona, con el objetivo de indicarle que la información suministrada por usted en 


comunicado electrónico de 29 de julio de 2020, 4:16 p.m. enviado al Poder Ejecutivo y al Poder Judicial, 


concretamente, a las siguientes personas y direcciones electrónicas: Viceministerio de la Presidencia de la República, 


el señor Randall Otarola, Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, señora Alice Shackelford, señor Alvaro 


Paniagua, señora Michelle Bachelet, pabrao@oas.org. señora Marjorie Herrera; señora Vanessa Jiménez, señor 



mailto:pabrao@oas.org
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Roberth Morales, e.kuisch-laroche@unesco.org, señor Cristhian Gonzalez; con copia a la Asociacion China Kichá, 


señor Byron Reyes, Consejo de Mayores Iriria; Codiawdayedi@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com y 


dorisrios78@gmail.com; vinculado con el asunto “Denuncias de Invasión y otros delitos Crun Shurin”, será 


comunicado de inmediato a las principales jefaturas institucionales con el objetivo de que procedan conforme a sus 


competencias. 


El comunicado literalmente señala: 


 


 


“Señores  


Poder Ejecutivo 


Poder Judicial 


Gobierno de Costa Rica 


Reciban un saludo de parte de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora 


de Lucha Sur – Sur. 


En comunicados públicos que adjuntamos, denunciamos la invasión, daño ambiental y arqueológico y 


amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores de Crun Shurin durante el día 27 de 


julio de los presentes, e informamos de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo Nacional al 


respecto. Solicitamos respuesta a nuestras denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las 


responsabilidades y sanciones correspondientes. 


Agradeciendo su atención; 


Gustavo Oreamuno Vignet 


Coordinadora de Lucha sur Sur” 


La gestión formulada será puesta en conocimiento de las principales jefaturas del Poder Judicial con el objetivo de 


que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a derecho, y le será copiado a usted para la debida 


trazabilidad. 


Le reitero la disposición de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a 


la Justicia del Poder Judicial, para cooperar con las coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender 


de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y demás gestiones planteadas por la organización que 


representa y personas indígenas involucradas. Lo anterior, en cumplimiento de los lineamientos institucionales, la 


normativa nacional e internacional que regula la temática y por ser un tema estratégico conforme al Plan Estratégico 


Institucional 2019/2024 y definirse como prioritaria su atención.” 


 


Se adjunta archivo 


OFICIO 


DVV-S1-0098-2020.pdf
 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del comunicado enviado por el señor Gustavo Oreamuno Vignet el 29 de julio de 2020 en 


representación de las y los recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur – Sur, al Poder 


Ejecutivo y al Poder Judicial, concretamente, a las siguientes personas y direcciones electrónicas: Viceministerio de la 


Presidencia de la República, el señor Randall Otarola, Unidad de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, señora Alice Shackelford, 


señor Alvaro Paniagua, señora Michelle Bachelet, pabrao@oas.org. señora Marjorie Herrera; señora Vanessa Jiménez, señor 


Roberth Morales, e.kuisch-laroche@unesco.org, señor Cristhian Gonzalez; con copia a la Asociacion China Kichá, señor Byron 


Reyes, Consejo de Mayores Iriria; Codiawdayedi@gmail.com; felipeculturabribri@gmail.com y dorisrios78@gmail.com; en el 


que denuncia la invasión, daño ambiental y arqueológico y amenazas de muerte de que fueron víctimas las y los recuperadores 


de Crun Shurin durante el día 27 de julio de los presentes, e informa de las diligencias realizadas por el MINAE y el Museo 


Nacional al respecto, y solicita respuesta a las denuncias y peticiones, se investigue y se impongan las responsabilidades y 


sanciones correspondientes. 2° Se toma nota del Oficio DVV-S1-0098-2020 de 30 de julio de 2020 enviado por la Magistrada 
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Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en 


respuesta al citado comunicado, el cual se aprueba. En el comunicado se informa que la gestión se hará de conocimiento de 


las principales jefaturas institucionales con el objetivo de que, de acuerdo con sus competencias, procedan conforme a 


derecho, y le sería copiado al gestionante para la debida trazabilidad; además de reiterarle la disposición de la Subcomisión 


de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, para cooperar con las 


coordinaciones que sean necesarias con el objetivo de atender de la mejor manera posible lo señalado en el comunicado y 


demás gestiones planteadas por la organización que representa y personas indígenas involucradas, en cumplimiento de los 


lineamientos institucionales, la normativa nacional e internacional que regula la temática y por ser un tema estratégico 


conforme al Plan Estratégico Institucional 2019/2024 y definirse como prioritaria su atención. Lo anterior, en el entendido de 


que escapa de las competencias de la Subcomisión referirse a casos concretos al existir prohibición legal. 3° Se declara firme 


este acuerdo por unanimidad y se dispone a comunicarlo al señor Gustavo Oreamuno Vignet, quien actúa por las y los 


recuperadores Brorän de Crun Shurin, Térraba y de la Coordinadora de Lucha Sur–Sur, la Presidencia de la Corte Suprema de 


Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales y Comisión de Acceso a la Justicia, 


con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. - 


 


 


ARTÍCULO XIII 


 


La Presidencia de la Corte en correo de jueves, 30 de julio de 2020, trasladó a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en su 


condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas el oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020, 


enviado por el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, que indica: 


 


“Siguiendo instrucciones del señor presidente, don Fernando Cruz Castro, me permito remitir el correo infra con el 


ruego atento de que se prepare una respuesta para el Consejo Universitario de la Universidad Nacional, señalando 


los esfuerzos que realiza el Poder Judicial respecto del tema de referencia. 


 


Se remite correo enviado por la señora Carolina Cortes Alfaro, Consejo Universitario de la Universidad Nacional el 


jueves, 30 de julio de 2020  


 


Buenos días, reciban un cordial saludo.  


 


En el siguiente enlace encontrarán el documento UNA-SCU-ACUE-132-


2020: https://agd.una.ac.cr/share/s/hM9crcr0Q62uKl8pfOlZOA, de parte del Consejo Universitario de la Universidad 


Nacional.  


 


Agradecería confirmar de recibido.  


 


Cualquier consulta, con mucho gusto.  


 


Carolina Cortes Alfaro 


Consejo Universitario 


Universidad Nacional.  


 


 


En el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor Tomás Marino Herrera, Presidente del 
Consejo Universitario de la Universidad Nacional a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, se hace referencia a algunos 
eventos acontecidos a personas indígenas, entre ellas, beneficiarias de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el 
Estado.  
 
Con ocasión de éstos, el Consejo Universitario acordó, en lo relacionado con el Poder Judicial lo siguiente:  
 


“B. SOLICITAR AL PODER JUDICIAL INTENSIFICAR SUS ACCIONES PARA ESTABLECER RESPONSABILIDADES 
PERTINENTES A LAS PERSONAS AUTORAS INTELECTUALES Y MATERIALES DE LOS ACTOS DE VIOLENCIA 
ACONTECIDOS. ACUERDO FIRME.”  


 


Para atender la solicitud de la Presidencia de la Corte, la Magistrada Vargas remitió el Oficio DVV-S1-0114-2020 de 18 de 


agosto de 2020. 


 



https://agd.una.ac.cr/share/s/hM9crcr0Q62uKl8pfOlZOA
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En el Oficio DVV-S1-0114-2020 se da cuenta en detalle de las acciones más importantes desarrolladas por la Subcomisión de 


Acceso a la Justicia de Pueblos indígenas tanto a lo interno del Poder Judicial como de la coordinación interinstitucional que 


se ha realizado para el seguimiento de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado. Así mismo se indica, los 


eventos citados en la parte considerativa del acuerdo del Consejo Universitario han generado la apertura de procesos judiciales 


en los ámbitos penal, agrario, contencioso administrativo, entre otros, por lo que, incidir en esos procesos de cualquier forma, 


dirigiendo órdenes o presiones de cualquier tipo, constituye una falta gravísima conforme al artículo 191 de la Ley Orgánica 


del Poder Judicial. Por ese motivo, la Subcomisión con la anuencia de la Comisión de Acceso a la Justicia ha solicitado a Corte 


Plena y Consejo Superior la emisión de una serie de circulares que contienen los más altos estándares establecidos por la 


Corte Interamericana de Derechos Humanos para la tramitación y resolución de los procesos judiciales vinculados con 


población indígena. De igual forma, han reiterado circulares que establecen la priorización que debe darse a la atención de 


esos asuntos; en especial, los relacionados con las y los beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el 


Estado. Se adjunta a este informe como evidencia a algunas de las más importantes Circulares citadas, la N° 188-19. De igual 


forma, se detallen las competencias de la Subcomisión vinculadas con la labor de brindar asesoría técnica a la Presidencia de 


la Corte Suprema de Justicia, Corte Plena, Consejo Superior, Comisión de Acceso a la Justicia y otras jefaturas institucionales, 


y que, con ocasión del ejercicio de tales funciones se ha detectado que una de las causas por las cuales se generan atrasos 


en la consecución de los procesos judiciales vinculados con población indígena es la coordinación con las universidades estales 


para que apoyen en los peritajes culturales. Por ende, el acuerdo del Consejo Universitario de la UNA dispone: “C. REITERAR 


A LA COMUNIDAD NACIONAL EL COMPROMISO DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL DE APOYAR EL DESARROLLO SOCIAL, 


CULTURAL, EDUCATIVO Y ECONÓMICO DE LAS COMUNIDADES ORIGINARIAS DESDE SU ACCIÓN SUSTANTIVA. ACUERDO 


FIRME.”, constituye una decisión de especial relevancia para el Poder Judicial con el objetivo de optimizar lo dispuesto por el 


artículo de la Ley 9593 de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas que dispone: “ARTICULO 7- … El Poder Judicial deberá 


asumir el costo de las pruebas y las pericias requeridas en un proceso judicial, cuando la persona indígena no tenga medios 


para hacerlo por su cuenta. Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al 


Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto 


que se apruebe a dichas instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”  De 


ahí, en relación con lo dispuesto por esa norma, el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 7-19 celebrada el 29 


de enero de 2019, Artículo LXVI, tomó el acuerdo que literalmente dice: “Una vez analizado el oficio remitido por la máster 


Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y debido a la 


importancia institucional que reviste el tema, se acuerda: 1.) Acoger la gestión anterior, en consecuencia: A.) Instar a las 


universidades estatales para que cumplan con su deber de dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de 


tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes indicados. B.) Solicitar a las universidades estatales 


verificar que en sus presupuestos anuales esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración. 


Lo anterior para dar cumplimiento a lo indicado por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica, según 


lo establecido en su artículo 7, donde estipula que este Poder Judicial deberá asumir el costo de las pruebas y las pericias 


requeridas en los procesos judiciales, cuando las personas indígenas no tengan medios para hacerlo por su cuenta; y agrega… 


“… Para tal efecto, las universidades estatales deberán dar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de 


tener un listado de personas idóneas que puedan elaborar esos peritajes culturales. El presupuesto que se apruebe a dichas 


instituciones deberá contener un rubro expreso para cubrir los costos de la citada colaboración.”. Aunado a lo anterior, en 


cuando a los peritajes culturales, según refiere el artículo 8 de esa misma normativa, serán solicitados por las personas 


juzgadoras en aquellos procesos judiciales que requieran un peritaje especial de las costumbres, las tradiciones y los conceptos 


normativos de los pueblos indígenas. 2.) La Dirección de Planificación valorará lo concerniente a la emisión de lineamientos, 


con el fin de construir estadísticas con información actualizada, fiable y de calidad, asociada a los procesos en los que 


intervienen personas indígenas, con el fin de verificar la priorización en la atención de este tipo de procesos, en todas las 


materias y oficinas.3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Universidades de Costa Rica y Nacional, así como del 


Instituto tecnológico de Costa Rica, para que valoren lo pertinente a sus competencias. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento 


de la Comisión de Acceso a la Justicia y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas. La Integrante Suplente 


Damaris Vargas Vásquez se abstiene de votar en el presente artículo. La Dirección de Planificación tomará nota para los fines 


correspondientes.”  En el Oficio la Magistrada Vargas agrega, resulta de particular trascendencia, instar al Consejo Universitario 


de la Universidad Nacional a:  


 


a) Brindar colaboración especializada y gratuita al Poder Judicial, a fin de tener un listado de personas idóneas que puedan 
elaborar esos peritajes indicados.  
 
b) Verificar que en los presupuestos anuales de la UNA esté contenido un rubro expreso para cubrir los costos de la citada 
colaboración.  
 
Así mismo señala, con ocasión del acuerdo tomado por el Consejo Universitario de la UNA en el que se dispone: “D. SOLICITAR 
A LA OFICINA DE COMUNICACIÓN DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL QUE GENERE UNA ESTRATEGIA DE DIVULGACIÓN SOBRE 
EL QUEHACER DE LA UNIVERSIDAD NACIONAL CON RESPECTO AL ACOMPAÑAMIENTO A LOS PUEBLOS ORIGINARIOS. 
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ACUERDO FIRME.”; se estima indispensable que la Universidad Nacional comunique al Poder Judicial las acciones y servicios 
que ofrece para la atención de la población indígena, la cual podrá ser de interés para optimizar la administración de justicia 
de los procesos judiciales relacionados con esa población, en cumplimiento de la coordinación interinstitucional que debe 
prevalecer y lo dispuesto por la Ley de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de Costa Rica.  
 
Además, se solicita disponer la reiteración de la Circular N° 188-19 de Corte Plena para la atención debida de las personas 
servidoras judiciales en relación con los procesos judiciales vinculados con población indígena, en especial, las y los 
beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado.  
 


Oficio 


DVV-S1-0114-2020.pdf
 


 


El Despacho de la Presidencia remitió el Oficio DVV-S1-0114-2020 a la UNA. 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de julio de 2020 remitido por el señor Tomás 
Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad Nacional a la Presidencia de la Corte Suprema de 
Justicia, en el que se hace referencia a algunos eventos acontecidos a personas indígenas, entre ellas, beneficiarias de las 
Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con ocasión de lo cual el Consejo Universitario acordó, en relación 
con el Poder Judicial “… intensificar sus acciones para establecer responsabilidades pertinentes a las personas autoras 
intelectuales y materiales de los actos de violencia acontecidos…”; y del traslado que hiciera el Despacho de la Presidencia 
mediante comunicado del 30 de julio de 2020 a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez en la condición de Coordinadora de la 
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas de dicha gestión para dar respuesta efectiva. 2° Se toma nota del 
Oficio DVV-S1-0114-2020 de 18 de agosto de 2020 remitido por la Magistrada Vargas en la condición citada a la Presidencia 
de la Corte Suprema de Justicia, como respuesta de la audiencia conferida sobre el Oficio UNA-SCU-ACUE-132-2020 de 24 de 
julio de 2020 remitido por el señor Tomás Marino Herrera, Presidente del Consejo Universitario de la Universidad Nacional; y 
de la remisión de éste a la Universidad Nacional, con recibido de ésta. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. 
Comuníquese a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones 
Internacionales y Comisión de Acceso a la Justicia, mediante la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -  
 


 


ARTÍCULO XIV 


 


La Presidencia de la Corte Suprema de Justicia en correo de lunes 3 de agosto de 2020, traslada la gestión presentada por la 


Defensoría de los Habitantes número 09012-2020-DHR-PE-267122-2018 a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, en la 


condición de Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, en el que señala: 


 


“Siguiendo instrucciones del señor director del Despacho de la Presidencia, M.Sc. Roger Mata Brenes, me permito 


remitir el documento adjunto para conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia, con el ruego atento de 


preparar una respuesta a esta cuenta, a más tardar el jueves 13 de agosto de 2020. Saludos cordiales,” 


 


09012-2020-DHR-PE


-267122-2018-SI.pdf
 


 


De: Correspondencia Defensoría <evicertia+atgnm7m6b5crddosiogyykkdbc@evicertia.com> En nombre de 


Correspondencia Defensoría 


Enviado el: domingo, 2 de agosto de 2020 20:30 


Para: Presidencia de la Corte <presidencia@Poder-Judicial.go.cr> 


Asunto: 09012-2020-DHR-PE-267122-2018-SI 


Por este medio les remito el oficio de la Defensoría de los Habitantes de la República con firma digital. 


Saludos cordiales, 


Oficina de Correspondencia y Archivo Central 


Defensoría de los Habitantes de la República 



mailto:evicertia+atgnm7m6b5crddosiogyykkdbc@evicertia.com

mailto:presidencia@Poder-Judicial.go.cr
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-0- 


El Magistrado Jorge Olaso Álvarez, Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia, Magistrada Damaris Vargas Vásquez, 


Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas y la Máster Melissa Benavides Víquez Coordinadora 


Unidad de Acceso a la Justicia en correo de 13 de agosto de 2020, remitieron a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 


y al Despacho de la Presidencia el siguiente comunicado:  


 


Respuesta a 


audiencia conferida sobre Oficio N° 0912-2020-DHR de la Defensoría de los Habitantes de la República.pdf
 


 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota del 09012-2020-DHR-PE-267122-2018 enviado el 2 de agosto de 2020 por la Defensoría de 


los Habitantes de la República a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia; y del traslado que hizo la Presidencia el 3 de 


agosto de 2020 a la Magistrada Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas para que emitiera pronunciamiento sobre éste. 2° Se toma nota de la respuesta emitida por la Magistrada Damaris 


Vargas Vásquez, Coordinadora de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, el Magistrado Jorge Olaso 


Álvarez, Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia y la máster Melissa Benavides Víquez, Coordinadora de la Unidad 


de Acceso a la Justicia, el 13 de agosto de 2020, enviada a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia y al Despacho de la 


Presidencia, la cual se aprueba. 3° Se declara firme este acuerdo por unanimidad para su ejecución. Comuníquese a la 


Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, Despacho de la Presidencia, Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales, 


y la Comisión de Acceso a la Justicia, con la colaboración de la Unidad de Acceso a la Justicia. -  


 


ARTICULO XV 


 


Se analiza la importancia de retomar las visitas a los territorios indígenas para el 2021 si la situación de la pandemia Covid-19 


lo permite, y la de replicar la Buena Práctica planteada por el integrante de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 


Indígenas, señor Jean Carlos Monge Madrigal, junto con el Juzgado Penal de Coto Brus y la Contraloría de Servicios. 


 


La Buena Práctica denominada “Acercamiento del Poder Judicial a los Pueblos Indígenas, Coto Brus” se puede acceder en el 


siguiente link: 


 


https://buenaspracticas.poder-judicial.go.cr/index.php/acercamiento-del-poder-judicial-a-pueblos-indigenas-coto-brus 


El objetivo de la Buena Práctica es  


“garantizar el acceso a la justicia de las personas usuarias, que cumpla con las necesidades de información y atención 
de consultas, apoyado en los servicios y derechos del Sistema Judicial”.  


Consiste en  


“Se organiza una primera reunión con las jefaturas de las oficinas y despachos judiciales. Posterior se designar a 
una persona coordinadora. Con el aporte de todos y todas, se crea un plan anual donde se agenda: fechas, horario, 
participantes, objetivos, necesidades de la comunidad, solicitud de transporte. Se capacita a las personas 
participantes de las circulares, normativas, políticas y otros, que se encuentren vigentes, y las que se emitan durante 
el año. Sensibiliza al personal participante para promover una visita con mayor impacto positivo a la comunidad.” 


Entre los aspectos a desarrollar en las visitas, se citan: 


-Comunicación permanente con la población indígena. 


-Atención de consultas, trámites judiciales, 


-Asesoría. 


-Realización de audiencia in Situ. 



https://buenaspracticas.poder-judicial.go.cr/index.php/acercamiento-del-poder-judicial-a-pueblos-indigenas-coto-brus
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-Se fomenta la visibilidad institucional por medio de las visitas a la comunidad. 


-Se brinda a la ciudadanía información como requerimientos para el ejercicio de sus derechos y acceso a los servicios 
que brinda el Poder Judicial. 


-Cada visita genera una experiencia susceptible de ser perfeccionada o de ser continuada por otras similares en el 
contexto institucional local o nacional.” 


 En relación con los logros o beneficios obtenidos, se señala: 


-Comunicación permanente con la población indígena. 


-Atención de consultas, trámites judiciales, 


Asesoría. 


-Realización de audiencia in Situ. 


Se fomenta la visibilidad institucional por medio de las visitas a la comunidad. 


-Se brinda a la ciudadanía información como requerimientos para el ejercicio de sus 


derechos y acceso a los servicios que brinda el Poder Judicial. 


-Cada visita generar una experiencia susceptible de ser perfeccionada o de ser 


continuada por otras similares en el contexto institucional local o nacional. 


Se informa que se puede replicar y que se puede contactar a los teléfonos 2773-4067 / 2785-9950 con el señor Jean Carlo 
Monge Madrigal, entonces juez coordinador del Juzgado Penal de Coto Brus y con la señora Yeanorie Olaya Delgado de la 


Contraloría de Servicios de Coto Brus al correo electrónico: yolaya@poder-judicial.go.cr 


SE ACUERDA: 1° Se toma nota de la Buena Práctica denominada “Acercamiento del Poder Judicial a los Pueblos Indígenas, 
Coto Brus”. 2° Instar a la Comisión de Buenas Prácticas divulgar esa Buena Práctica con el objetivo de que sea replicada por 
otras oficinas judiciales durante 2021 en tanto las condiciones de la pandemia Covid-19 lo permitan, con el objetivo de generar 
un mayor acercamiento a los pueblos indígenas de Costa Rica. 3° Se declara este acuerdo firme por unanimidad. Comuníquese 
a la Comisión de Buenas Prácticas y a la Comisión de Acceso a la Justicia con la colaboración de la Unidad de Acceso a la 
Justicia. - 
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San José, 16 de setiembre de 2020 
DVV-S1-0129-2020 


 
Señor 
Dr. Jorge Olaso Álvarez 
Coordinador Comisión de Acceso a la Justicia 
Poder Judicial 
 
Estimado Señor: 
 
Reciba un atento saludo. Tengo el honor de dirigirme a usted en su condición de 
Coordinador de la Comisión de Acceso a la Justicia para emitir criterio sobre la consulta 
formulada por la Unidad de Acceso a la Justicia a fin de atender la gestión planteada por el 
señor Rafael Rivera Navas que consta en el comunicado electrónico enviado el 7 de 
setiembre de 2020, 14:37 horas, en el que se indica: 
  


“… Por medio de la presente hago de su conocimiento que el viernes 4 de septiembre, se 
apersonó el señor Rafael Rivera Navas perteneciente al grupo indígena térraba en la 
primera audiencia al ser aproximadamente las 10:30 a.m., me indica que posee una 
propiedad en la zona de lo conoce como "Bajos de San Cristóbal", a unos 3 km de Térraba 
plantea las siguientes gestiones: 
  


1. La comunidad se encuentra en un proceso de recuperación de tierras sin 
embargo por lo que él indica no se hace de la manera debida ya que no se sigue 
la ley ni el criterio de la Asociación de Desarrollo, manifiesta que en terrenos 
aledaños a su finca han ingresado personas indígenas usurpando los mismos y el 
ganado, menciona que estas personas pertenecen al grupo del señor Pablo Sibar. 


2. Alega que Elides Rivera, su hermana dijo en una reunión de Gobierno, donde dice 
asistieron personas funcionaras de la ONU y de la Defensoría de los Habitantes 
que lo iban a despojar de su propiedad, además que sus primos Volmart y 
Asdrúbal alegan que él y su esposa deben irse porque ella no es indígena. 


3. Él indica que quiere evitar una defensa forzosa de su terreno, que está de acuerdo 
con la recuperación de tierras pero que se haga conforme a la ley. 


4. También manifiesta en sus palabras que hay que quitar la demanda de la Corte 
Interamericana, ya que eso ofende a otros pueblos indígenas y que es 
innecesaria, que los ataques que suceden son entre los mismos grupos indígenas. 


 
Puedo localizarlo al siguiente número tel. 8690-3030, se le consulta si tiene correo 
electrónico y me indica que no.” 


  
En relación con lo anterior, le informo: 
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• Sobre las competencias de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
Indígenas 
 


De conformidad con el Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020 de 13 de agosto de 2020 emitido por 
la Auditoría Judicial, existe una dependencia organizacional en cuanto a la coordinación y 
subordinación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas en relación 
con la Comisión de Acceso a la Justicia del Poder Judicial, constituyéndose esta última en el 
órgano institucional rector en materia de acceso a la justicia de las poblaciones en condición 
de vulnerabilidad, por lo cual tiene a su cargo la elaboración de políticas y lineamientos 
institucionales para el mejoramiento del acceso a la justicia de estas poblaciones, las cuales 
deben ser aprobadas en última instancia por la Corte Plena, o bien por el Consejo Superior, 
según corresponda.  


A manera de ejemplo, se citan algunas políticas impulsadas por la Comisión de Acceso a la 
Justicia y la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas, vinculadas con la 
temática Indígena: 


 
1. Circular 173-19 de Corte Plena: “100 Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de 


las personas en condición de vulnerabilidad” aprobadas como Políticas 
Institucionales en la Sesión Extraordinaria de Corte Plena N0 17-2008, celebrada a 
las ocho horas treinta minutos del veintiséis de mayo de dos mil ocho, Artículo II. La 
actualización de ese documento fue aprobada por Corte Plena recientemente. 
 


2. Circular: Reglas Prácticas para facilitar el acceso a la justicia de las Poblaciones 
Indígenas. Aprobada en la sesión N0 77-08 del Consejo Superior celebrada a las 
catorce de octubre de dos mil ocho. Artículo XLI. 
 


3. Circular 188-19 de Corte Plena sobre “20 ejes de acción sobre la temática indígena 
y las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado”. 
 


4. Circular 192-19 de Consejo Superior sobre el “Deber de las personas servidoras 
judiciales de utilizar lenguaje claro y sencillo en la atención de las personas 
indígenas”. 
 


5. Circular 103-20 de Corte Plena sobre “Lineamientos establecidos en el Plan de 
Trabajo: Abordaje de la emergencia del virus Covid-19 en territorios indígenas” 
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Es de destacar que el ámbito de acción de la Comisión de Acceso a la Justicia se limita a 
constituirse en órgano asesor del jerarca para las diferentes materias, tal como señala el 
artículo 19 del Reglamento General de Comisiones del Poder Judicial vigente, por lo que ni 
la Comisión que usted preside, y menos aún la Subcomisión a mi cargo, tienen la categoría 
de tomadores de decisiones finales que reflejan la última voluntad de la institución.  
 
Por ello, los alcances de las funciones propias de las Subcomisiones, son aún más limitadas, 
aunque por su especialidad se constituye en un importante apoyo especializado a la 
Comisión de Acceso a la Justicia, pero siempre bajo su coordinación y con los límites de 
acción expuestos líneas atrás, de modo que tampoco podrían atribuirse la determinación 
última que se pueda adoptar sobre un tema específico, situación que explica el por qué sus 
productos no tienen fuerza vinculante, sino que son meramente consultivos. 
 


• Sobre la conformación de la Subcomisión 
 


En lo atinente a la conformación de la Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos 
indígenas, como lo señala la Auditoría Judicial en el Oficio N° 952-AUD-48-UJ-2020, existe 
un vacío normativo en el Reglamento General de Comisiones de la Corte Suprema de 
Justicia; sin embargo, desde el punto de vista de control interno, se remarca la importancia 
sobre la idoneidad de las personas seleccionadas para llevar a cabo las labores asignadas y, 
en consecuencia, aquellas que permitan atender de forma eficiente el cumplimiento de los 
objetivos institucionales, concretamente de las Normas de Control Interno para el Sector 
Público, se cita la 2.4 sobre idoneidad del personal. Ante ese panorama, las personas que 
integran la Subcomisión, a pesar de que deben poseer las competencias necesarias para la 
toma de decisiones dentro de un limitado ámbito de acción preestablecido, es un riesgo 
para la Administración que su conformación no responda a tal necesidad específica.  
 


• Sobre la gestión planteada 
 


La solicitud la plantea una persona que indica pertenece al pueblo indígena Térraba y en 
relación con un conflicto suscitado en territorio indígena. El pueblo indígena Térraba y el de 
Salitre son beneficiarios de las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH contra el Estado, con 
trascendencia nacional e internacional ante los compromisos del Estado para su 
cumplimiento. 
 
Los temas de trascendencia vertebral del Poder Judicial no pueden ser endosados para ser 
tratados a nivel de Comisiones o Subcomisiones, dado que para ello se requiere de 
representación integral de la institución y por tanto una figura con influencia determinante 
en la toma de decisiones.  
 
Al respecto, la Auditoría Judicial en el informe citado al inicio, señaló: 
 







Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
Comisión de Acceso a la Justicia 


Poder Judicial 
 
 


4 
 


“… los temas de la Administración que tengan especial trascendencia a lo externo de 
la institución, sea nacional o internacional, requiere la representación del Presidente 
de la Corte Suprema de Justicia, con toda su investidura e incidencia en la toma de 
decisiones, de conformidad con el artículo 60.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
el cual establece en toda su amplitud, que la representación jerárquica de la 
Institución es una atribución que recae sobre dicha figura y no podría ser 
reemplazada nunca por ninguna Comisión o Subcomisión, las cuales como se 
desarrolló líneas atrás, tienen sus funciones muy delimitadas.” 


 
Con ocasión de lo anterior, y ante la trascendencia de lo expuesto por el señor Rafael Rivera 
Navas, sugiero se traslade la gestión a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia para 
su conocimiento a fin de que proceda conforme a sus competencias al estar vinculada la 
gestión a una persona y a un territorio asociado a las Medidas Cautelares 321-12 de la CIDH 
contra el Estado, con trascendencia nacional e internacional. 
 
Aunado a ello, se hace alusión a un caso concreto sobre el cual está vedada la posibilidad 
de que la suscrita como juzgadora emita pronunciamiento pues conforme a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, incidir de cualquier forma en procesos concretos constituye una falta 
disciplinaria al atentar contra el principio de independencia judicial. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 
 


Magistrada Damaris Vargas Vásquez 
Coordinadora Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 


Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia 
Poder Judicial 


 
 
 
 
Copias: 
Presidencia de la Corte Suprema de Justicia 
Despacho de la Presidencia 
Comisión de Acceso a la Justicia  
Subcomisión de Acceso a la Justicia de Pueblos Indígenas 
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. Wibert Kidd, Direcdon Ejecuiva

v Divon L, Direcabn de Planificadon

Sr Marcos Guevara Berger, Escuela de Antropologia de o UCR (Se reintegrard hasta @ segundo
semestre)
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‘Sra. Flor Arroyo Morera, Escuela Judicial

S Jean Carlo Monge, Juez Penal 1 Grcuito Judicl de San Jos&.

Sra. Yolanda Alvarado Vargas, Jueza Penal de Bribri

- Geyner Blanco, Asesor Indigena de Casa Presidencal

Sra- Valeria Varas, Asesora INAMU

v Al Garda, Escuea de Fistora de | UCR

Sra. Vanessa Vilalobos Montero, Departamento de Trabajo Sodaly Psiciogia

Sra. Ariana Céspedes, Fiscala Indigena.
‘Suplente: Sra. Tattiana Garcia Chaves

Sra. Ligis Jeannette Jiménez, Defensa Indigena

e Erick Alfaro Romero, Contralora de Servicos
‘Suplente: S Carlos Romero

‘Sra. Vivion Rimola Soto, Direccién de Tecnologa de I Informacion

Sra. Harjorie Herrera, Defensoria de los Habitantes de Ia Repibica,
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‘Sra. Yorleny Ferreto, Organismo de Investigacion Judicial

v Fugo Femandesz, Oficina de Control Intemo
Suplente: Sra. Indira Alfaro

- Cristian Alberto Martinez Hemandez: Centro de Apoyo, Coordinacian y Mejoramiento de o
Funcién Jurisdiccional

Sra. Stephannie Phillps Asch, Departamento de Prensa y Comunicacén Organizadional

Sra. Paviia Bonila Rodriguez, Centro de Informacion Jurisprudendil

Sra. Roxana Arieta Mekendez, Directora de Gestion Humana
‘Suplentes: Sr. Alex Guevara, jefe de UISA y Sra. Cheryl Bolafos Madigal

Sra. Jovanna Calderén Aamirans, Direccion NaGonal Ge Justic Restauraiva

- Frankin Paniagua, Ministero de Justia, DINARAC
Suplente: Sra. Kathy Piedra Corella
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ACTAO1-19
SUBCOMSION DE A
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ACTA02-19
SUBCOMSION DE A
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ACTA03-19
SUBCOMSION ACCE




